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LEY Nº 1851-O
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SAN JUAN

SANCIONA CON FUERZA DE
L E Y:

CÓDIGO PROCESAL PENAL DE LA PROVINCIA DE SAN JUAN

Libro I
Disposiciones generales

Título I
Garantías Constitucionales

Interpretación y Aplicación de la Ley
ARTÍCULO 1.- Juicio previo: Ninguna persona puede ser condenada o ser sometida a una medida de seguridad,
sin un juicio previo, fundado en ley anterior al hecho del proceso, que debe ser realizado respetando los derechos y
garantías establecidos en la Constitución Nacional, en los instrumentos internacionales de jerarquía constitucional,
la Constitución de la Provincia de San Juan y las normas de este Código Procesal Penal.
ARTÍCULO 2.- Jueces naturales y jurados: Ninguna persona puede ser juzgada por otros jueces que los designa-
dos por ley antes del hecho del proceso y de acuerdo con la Constitución Provincial. 
La competencia y el procedimiento para el juicio por jurado en causa criminal se rige por las normas de este Código.
ARTÍCULO 3.- Principio de inocencia: Ninguna persona puede ser considerada culpable mientras una sentencia
firme no la declare tal. 
ARTÍCULO 4.- Persecución penal única: Ninguna persona puede ser perseguida penalmente más de una vez por
el mismo hecho, aunque se modifique su calificación legal o se afirmen nuevas circunstancias. No se pueden rea-
brir los procesos concluidos, salvo la revisión de la sentencia en favor del condenado.
ARTÍCULO 5.- Validez temporal: Las leyes procesales penales se aplican desde su vigencia y no tienen efecto re-
troactivo, salvo cuando son más favorables para el imputado.
ARTÍCULO 6.- Interpretación restrictiva. Aplicación analógica: Toda disposición legal que coarte la libertad
personal, que limite el ejercicio de un derecho atribuido por este Código a los sujetos del proceso penal o que esta-
blezca sanciones procesales, debe ser interpretada restrictivamente. 
Sólo se permite la analogía en cuanto favorece la libertad del imputado o el ejercicio de sus derechos y facultades.
ARTÍCULO 7.- Duda: En caso de duda en cualquier instancia y grado del proceso, se debe estar a lo que es más fa-
vorable al imputado.
ARTÍCULO 8.- Tiempo razonable: Toda persona tiene derecho a una resolución judicial definitiva en tiempo ra-
zonable. El retardo en dictar resoluciones o las dilaciones indebidas, cuando son reiteradas, constituyen falta grave.
ARTÍCULO 9.- Imparcialidad e independencia: Los jueces y jurados actúan con imparcialidad en todas las eta-
pas del proceso penal. 
Los jueces y jurados, en el ejercicio de sus funciones, gozan de independencia. No pueden interferir en sus decisio-
nes los miembros de otros poderes del Estado, ni los demás integrantes del Poder Judicial.
ARTÍCULO 10.- Igualdad entre las partes. Comunicación previa: Se debe garantizar la intervención de las par-
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tes con iguales posibilidades de ejercer las facultades y derechos previstos en la Constitución Provincial y en este
Código.

Los jueces deben preservar el principio de igualdad procesal, debiendo allanar todos los obstáculos que
impiden su vigencia o lo debiliten.

Los jueces no pueden mantener ninguna clase de comunicación con las partes o sus defensores sobre los
asuntos sometidos a su conocimiento, sin dar aviso previo a todas ellas.
ARTÍCULO 11.- Inviolabilidad de la defensa en juicio: Es inviolable la defensa de las partes y de sus derechos
en el proceso penal.
ARTÍCULO 12.- Derechos de la víctima: La víctima tiene derecho a participar en el proceso penal.
Toda disposición referente a la víctima se debe interpretar del modo que mejor convenga a sus intereses y en be-
neficio de su efectiva intervención en el proceso penal.
ARTÍCULO 13.- Protección de la intimidad y privacidad: En todas las etapas del proceso penal se debe respe-
tar el derecho a la intimidad y a la privacidad del imputado, como de cualquier otra persona, en especial la liber-
tad de conciencia, el domicilio, la correspondencia, los papeles privados y las comunicaciones de toda índole. Sólo
con autorización del juez competente y bajo las reglas de este Código se pueden afectar estos derechos.
ARTÍCULO 14.- Derecho a un trato digno: Toda persona tiene derecho a reclamar un trato digno de los orga-
nismos penales pertenecientes a la administración de justicia y en dependencias policiales. Asimismo, toda persona
tiene derecho a: 

1) Ser atendida por todos los intervinientes en la administración de justicia, de forma personalizada, respetuosa
y adaptada a sus circunstancias psicológicas, sociales y culturales.

2) Exigir que las actuaciones judiciales en las que resulte necesaria su comparecencia se celebren con la má-
xima puntualidad.

3) Recibir las comunicaciones de los órganos judiciales en un lenguaje claro y sencillo, con información sufi-
ciente de las consecuencias derivadas de su incumplimiento.

4) Recibir respuesta a sus solicitudes. En este caso, las autoridades y funcionarios deben exponer por escrito,
a toda persona que realice una solicitud, los motivos por los que se deniega el acceso a una información de
carácter procesal.

ARTÍCULO 15.- Separación de la función de investigar y juzgar: Los fiscales no pueden realizar actos propia-
mente jurisdiccionales y los jueces no pueden realizar actos de investigación o que impliquen el impulso de la per-
secución penal a cargo del Ministerio Público Fiscal.

Si los jueces sustituyen de algún modo la actividad propia de los fiscales, los jueces deben ser apartados
inmediatamente del conocimiento de la causa.

Se prohíbe la delegación de funciones jurisdiccionales en funcionarios o empleados judiciales subalter-
nos.
ARTÍCULO 16.- Principios del proceso penal acusatorio: Durante todo el proceso penal se deben observar los
principios de igualdad entre las partes, oralidad, publicidad, contradicción, concentración, inmediación, simplici-
dad, celeridad e informalismo.
ARTÍCULO 17.- Principio de publicidad. Reserva de actuaciones: Está prohibido el secreto de las actuaciones
para las partes intervinientes. Sólo en los casos y por los motivos autorizados por este Código el juez puede dis-
poner, a pedido de parte y con la debida fundamentación, la reserva de algún acto particular, siempre por un tiempo
limitado, que no puede exceder los diez (10) días. La parte interesada puede ampliar la reserva de algún acto par-
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ticular, para lo que debe solicitar autorización de un colegio de dos (2) jueces penales.
ARTÍCULO 18.- Restricción de derechos fundamentales: Las facultades que este Código reconoce para restrin-
gir o limitar el goce de derechos reconocidos por la Constitución Provincial, Nacional o por los Instrumentos Inter-
nacionales de Derechos Humanos, deben ejercerse de conformidad con los principios de idoneidad, razonabilidad,
proporcionalidad y necesidad.
ARTÍCULO 19.- Restricciones a la libertad: Toda medida que coarte la libertad tiene carácter excepcional y la
norma legal en que se funde debe ser interpretada restrictivamente.

Ninguna persona puede ser privada de su libertad sin orden escrita y fundada de juez competente, quien debe
señalar objetivamente la existencia de elementos de convicción suficientes de participación en un hecho delictivo y
que la medida resulta absolutamente indispensable para asegurar la investigación y la actuación de la ley, salvo los
casos de flagrancia. 

Producida la privación de la libertad, el afectado debe ser informado en el mismo acto del hecho que lo mo-
tiva y de los derechos que le asisten, como también de que puede dar aviso de su situación a quien crea conveniente.
La autoridad arbitrará los medios conducentes a ello.
ARTÍCULO 20.- Incomunicación del imputado: Está prohibida la incomunicación del imputado por autoridad
distinta a un juez. Únicamente se puede decretar por el juez una sola vez en el proceso y tiene como expresa y ex-
clusiva motivación, objetivamente señalada, la necesidad de evitar que el imputado entorpezca la investigación, y
nunca puede exceder el término máximo de cuarenta y ocho (48) horas. En tal caso, queda garantizada la comuni-
cación con el defensor inmediatamente antes de la realización de cualquier acto que requiera la intervención perso-
nal del imputado.
ARTÍCULO 21.- Sentencia. Motivación: La sentencia debe ser definitiva, absuelve o condene al acusado y debe
expresar los fundamentos de hecho y de derecho en que se base.
ARTÍCULO 22.- Solución del conflicto: Los jueces y los representantes del Ministerio Público Fiscal deben pro-
curar resolver el conflicto surgido a consecuencia de un hecho punible, dando preferencia a las soluciones que mejor
se adecuen al restablecimiento de la armonía entre las partes y a la paz social.
ARTÍCULO 23.- Derecho al recurso: Toda persona tiene derecho a recurrir la sanción penal que se le ha impuesto,
ante otro juez o tribunal superior con facultades amplias para su revisión y de acuerdo a las reglas establecidas en
este Código.
ARTÍCULO 24.- Participación ciudadana: Los ciudadanos pueden participar en la administración de la justicia
penal, de conformidad con lo previsto en la Constitución Nacional, las disposiciones de este Código y las leyes es-
peciales que se dicten al efecto.

Título II
Acciones que nacen del delito

Capítulo 1
Acción penal

Sección 1ª
Reglas generales

ARTÍCULO 25.- Acción pública: La acción penal pública es ejercida por el Ministerio Público Fiscal, el que debe
promoverla de oficio. Su ejercicio no puede suspenderse, interrumpirse ni hacerse cesar, salvo expresa disposición
legal en contrario.
ARTÍCULO 26.- Acción dependiente de instancia privada: Si el ejercicio de la acción pública depende de ins-
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tancia privada, el Ministerio Público Fiscal sólo la puede ejercer una vez que la instancia ha sido formulada o en
los demás supuestos previstos en el Código Penal. Esta circunstancia no obsta a la realización de los actos urgen-
tes que impiden la consumación del hecho o la de los imprescindibles para conservar los elementos de prueba,
siempre que tales actos no afecten la protección del interés de la víctima.

La acción dependiente de instancia privada debe ser realizada de manera expresa por quien tiene dere-
cho a hacerlo, no puede derivarse de ningún acto procesal su formalización tácita.

La acción dependiente de instancia privada permite perseguir a todos los partícipes del hecho sin limita-
ción alguna.
ARTÍCULO 27.- Acción privada: La acción privada se ejerce por medio de querella.

Sección 2ª
Prejudicialidad

ARTÍCULO 28.- Regla de no prejudicialidad: El juez debe resolver todas las cuestiones que se susciten en el
proceso penal, salvo las prejudiciales.
ARTÍCULO 29.- Cuestiones prejudiciales: Cuando la existencia del delito depende de una cuestión prejudicial
establecida por la ley, el ejercicio de la acción penal se suspende, aún de oficio, hasta que en la otra jurisdicción
recaiga sobre ella sentencia firme.
ARTÍCULO 30.- Apreciación. Sin perjuicio de lo dispuesto en las cuestiones prejudiciales, el juez puede apre-
ciar si la cuestión prejudicial invocada es seria, fundada y verosímil, y en caso de que aparezca opuesta con el ex-
clusivo propósito de dilatar el proceso penal, puede ordenar que éste continúe.
ARTÍCULO 31.- Juicio previo: El juicio previo de la jurisdicción, donde se lleva a cabo la cuestión prejudicial,
puede ser promovido y proseguido por el Ministerio Público Fiscal del fuero correspondiente, con citación de las
partes interesadas.
ARTÍCULO 32.- Libertad del imputado. Diligencias urgentes: Resuelta la suspensión del proceso de acuerdo
con las cuestiones prejudiciales, el juez debe ordenar la libertad del imputado previa fijación de domicilio, sin per-
juicio de la imposición de otras medidas cautelares previstas en este Código y de realizarse los actos urgentes de
la investigación penal preparatoria.

Sección 3ª
Modos alternativos de solución de conflictos 

ARTÍCULO 33.- Disponibilidad de la acción: El representante del Ministerio Público Fiscal puede disponer de
la acción penal pública dentro de los siguientes modos alternativos de solución de conflictos:

1) Criterios de oportunidad; 
2) Conversión de la acción; 
3) Conciliación;
4) Mediación;
5) Reparación integral del perjuicio; 
6) Suspensión del proceso a prueba.

La aplicación de los modos alternativos de solución de conflictos puede ser solicitada por el representante
del Ministerio Público Fiscal, de oficio o a pedido de parte.

Los jueces no pueden otorgar, bajo pena de nulidad, medida alternativa alguna sin que exista acuerdo ex-
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preso previo del representante del Ministerio Público Fiscal y la defensa.
ARTÍCULO 34.- Imposibilidad de prescindencia de la acción penal: El representante del Ministerio Público Fis-
cal no puede prescindir ni total ni parcialmente del ejercicio de la acción penal si el imputado es funcionario público
y se le atribuye un delito cometido en el ejercicio o en razón de su cargo. Asimismo, no puede prescindir la acción
penal cuando aparece como un hecho dentro de un contexto de violencia familiar o cuando es motivada en razones
discriminatorias.

El Ministerio Público Fiscal no puede celebrar acuerdo alguno con la defensa respecto de medidas alter-
nativas, salvo juicio abreviado, cuando el hecho de que se trate la acción penal se ha cometido con armas, sin im-
portar en el caso de las armas de fuego su aptitud para el disparo. 

El Ministerio Público Fiscal tampoco puede celebrar acuerdo respecto de medidas alternativas, en los su-
puestos que resulten incompatibles con previsiones de instrumentos internacionales, leyes o instrucciones genera-
les del Ministerio Público Fiscal fundadas en criterios de política criminal.
ARTÍCULO 35.- Criterios de oportunidad: Los representantes del Ministerio Público Fiscal pueden prescindir
total o parcialmente del ejercicio de la acción penal pública o limitarla a alguna de las personas que intervinieron en
el hecho en los siguientes casos:

1) Cuando se trate de un hecho que, por su insignificancia, por lo exiguo de la contribución del partícipe o
por su mínima culpabilidad, no afecte mayormente el interés público, salvo que sea cometido por un fun-
cionario público con abuso de su cargo.

2) En los delitos culposos, cuando el imputado ha sufrido, a consecuencia del hecho, un daño físico o moral
grave, que torne desproporcionada la aplicación de la pena.

3) Cuando la pena que probablemente puede imponerse por el hecho que se trata, carezca de importancia en
consideración a la pena ya impuesta o a la que se debe esperar por otros hechos. 

4) Cuando el imputado se encuentre afectado por una enfermedad incurable, en estado terminal, según dic-
tamen pericial, o tenga más de setenta (70) años, y no existe mayor compromiso para el interés público. 

5) En los casos de lesiones leves, cuando la víctima exprese desinterés en la persecución penal, salvo cuando
esté comprometido el interés de un menor de edad. 

En los casos previstos en los incisos 1) y 2) el imputado debe reparar el daño ocasionado; o firmar un
acuerdo de reparación con la víctima o afianzar suficientemente la reparación del daño.

El imputado puede plantear ante el Fiscal la aplicación de un criterio de oportunidad fundando su pedido
en que se ha aplicado a casos análogos al suyo. 
ARTÍCULO 36.- Control de la decisión Fiscal: Si se ha decidido que no procede la aplicación de un criterio de opor-
tunidad, de archivo o de desestimación, la decisión no es susceptible de revisión alguna. 

En los casos previstos en los artículos 33, 34 y 35 la víctima o el querellante particular pueden requerir fun-
dadamente dentro del plazo de tres (3) días su revisión ante el superior del Fiscal.

En el mismo plazo, si el Fiscal revisor hace lugar a la pretensión de la víctima, debe disponer fundada-
mente la continuidad de la investigación; en cuyo caso debe continuar la actuación el Fiscal que lo reemplace con-
forme lo dispuesto por la Ley Orgánica del Ministerio Público.
ARTÍCULO 37.- Efectos: Si el Fiscal superior confirma la aplicación del criterio de oportunidad se debe declarar
extinguida la acción pública con relación a la persona en cuyo favor se decide, sin embargo, la víctima se encuen-
tra habilitada a convertir la acción pública en privada y proceder de acuerdo con lo dispuesto para el juicio por de-
litos de acción privada, dentro de los sesenta (60) días de comunicada la aplicación del criterio de oportunidad.
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ARTÍCULO 38.- Plazos: Los criterios de oportunidad pueden aplicarse durante todo el proceso y hasta el cierre de
la investigación penal preparatoria.
ARTÍCULO 39.- Conversión de la acción: A pedido de la víctima o del querellante particular la acción penal pú-
blica puede ser convertida en acción privada en los siguientes casos:

1) Si se aplica un criterio de oportunidad;
2) Si se trata de un delito que requiere instancia de parte, o de lesiones culposas, siempre que el repre-

sentante del Ministerio Público Fiscal lo autorice y no existe un interés público gravemente compro-
metido. 

En todos los casos, si existe pluralidad de víctimas, es necesario el consentimiento de todas, aunque sólo
una haya ejercido la querella. 
ARTÍCULO 40.- Conciliación: El imputado y la víctima pueden realizar acuerdos conciliatorios hasta la audiencia
de control de la acusación, en los casos de delitos con contenido patrimonial cometidos sin grave violencia sobre las
personas o en los delitos culposos si no existen lesiones gravísimas o resultado de muerte. 
La conciliación no procede en los siguientes casos:

1) Cuando se trate de delitos sancionados con pena de prisión mayor a seis (6) años en abstracto; 
2) Cuando se trate de delitos que exigen para su realización la calidad de funcionario público como su-

jeto activo o que son cometidos en perjuicio de la administración pública;
3) Cuando la víctima es menor de edad, con excepción de los delitos previstos en las Leyes Nacionales

Nº 13.944, y 24.270; 
4) Cuando se trate de alguno de los delitos previstos en el Libro Segundo del Código Penal, Título I Ca-

pítulo I (Delitos contra la vida); Título III (Delitos contra la integridad sexual); Título X (Delitos con-
tra los poderes públicos y el orden constitucional).

ARTÍCULO 41.- Procedimiento y efectos de la conciliación:El acuerdo de conciliación se debe presentar ante el
Fiscal y si no existe oposición de este, se debe solicitar una audiencia ante el juez para su homologación.

En caso de oposición al acuerdo, las partes pueden acudir ante el superior del Fiscal para su revisión.
La acreditación del cumplimiento del acuerdo extingue la acción penal; hasta tanto no se acredite dicho cum-

plimiento, el legajo debe ser reservado. 
Ante el incumplimiento del acuerdo, la víctima o el representante del Ministerio Público Fiscal pueden so-

licitar la reapertura de la investigación.
ARTÍCULO 42.- Mediación: A los efectos de lograr un acuerdo conciliatorio, el Fiscal puede, de oficio o a peti-
ción de partes, someter el conflicto a mediación, hasta el cierre de la investigación penal preparatoria. En este caso,
el Fiscal debe dar intervención a un mediador oficial para la solución del conflicto.

El procedimiento de mediación no puede exceder el plazo de treinta (30) días y se rige por los principios
de voluntariedad, confidencialidad, celeridad e imparcialidad.
ARTÍCULO 43.- Efectos de la mediación: Cuando se arribe a un acuerdo, el mediador oficial a cargo de la me-
diación lo debe comunicar al Fiscal interviniente dentro del plazo de tres (3) días, acompañando copia del acta res-
pectiva y se reservarán las actuaciones hasta que se acredite el cumplimiento del acuerdo. 

En caso de cumplimiento del acuerdo, el Fiscal o cualquiera de las partes deben instar el sobreseimiento
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ante el Juez de Control Garantías. Si se incumple el acuerdo, se debe eliminar toda referencia de éste del legajo del
Fiscal y del expediente de garantías y no puede ser utilizado como fuente ni como medio de prueba.

Si no se llega a un acuerdo, se debe labrar acta con copia para las partes y efectuar la correspondiente co-
municación al Fiscal en el plazo de tres (3) días.

La derivación del caso a mediación, después de la formalización de la investigación penal preparatoria,
suspende el plazo de la investigación, el que sólo se reanuda con el informe de falta de acuerdo o ante el incumpli-
miento de este por parte del imputado.

En el caso en que la víctima dificulte al imputado el cumplimiento del acuerdo, éste puede depositar en con-
signación la prestación a la que se ha obligado, dentro del mismo proceso penal.
ARTÍCULO 44.- Reparación integral del perjuicio: En los casos de los delitos previstos en el Título I Capítulo II
(Lesiones Leves); Título VI Capítulo I (Hurto Simple), Capítulo IV (Estafas, Defraudaciones Especiales, Defrau-
daciones Agravadas, con excepción del Fraude en perjuicio de Administración Pública, Defraudaciones menores,
Usura), Capítulo VII (Daño Simple); Título XII Capítulo VI (Libramiento de cheques sin provisión de fondos) del
Código Penal, y en los plazos en los que procede la conciliación, la defensa de todo imputado podrá proponer ante
el Fiscal del caso el instituto de la reparación integral.

Recibido el planteo no existiendo oposición de la víctima al mismo y previo consentimiento expreso del
Fiscal, se presentará el acuerdo ante el Juez del caso para su homologación si correspondiere. 

Si existe oposición de la víctima, en forma infundada o sin razón suficiente, no obsta a que el Fiscal pueda
presentar el acuerdo ante el juez para su evaluación y posible homologación. En caso en que existe oposición de la
víctima y el Fiscal invoque razones justificadas de interés público prevalente en la persecución penal, no procede
de ninguna manera la reparación integral del perjuicio.

Ante la oposición del Fiscal el imputado puede ocurrir ante el superior del Fiscal para la revisión de la de-
cisión denegatoria.
ARTÍCULO 45.- Contenido y efectos: La resolución que hace lugar a la reparación integral del perjuicio debe con-
tener la propuesta formulada, la opinión de las partes y el criterio objetivo seguido por el juez para establecer que
el imputado la cumplirá.

El juez debe dictar el sobreseimiento una vez cumplida la obligación asumida por el imputado. Hasta tanto
se cumpla la obligación asumida, quedan suspendidos los plazos de duración del proceso penal.

Sección 4ª
Suspensión del proceso a prueba

ARTÍCULO 46.- Petición. Oportunidad: Cuando la ley penal lo permita, el imputado o su defensor pueden pro-
poner al Fiscal la suspensión del proceso a prueba. Dicha propuesta puede formularse hasta la finalización de la
etapa preparatoria, salvo que se produzca una modificación en la calificación jurídica, durante el transcurso de la au-
diencia de juicio, que habilite la aplicación en dicha instancia.

El acuerdo se debe hacer por escrito, llevar la firma del imputado, su defensor y del Fiscal. En caso de opo-
sición a la propuesta, el imputado o su defensa pueden acudir ante el superior del Fiscal para su revisión.
ARTÍCULO 47.- Trámite. Resolución: Si se alcanza un acuerdo para la suspensión del proceso a prueba, se debe
celebrar una audiencia ante el juez, a la que se cita a las partes y a la víctima quienes deben debatir sobre las reglas
de conducta a imponer al imputado.

El Ministerio Público Fiscal no puede celebrar acuerdo alguno con la defensa respecto de las medidas al-
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ternativas, cuando el hecho de que se trate, se hubiere cometido con armas, sin importar en los casos de las armas
de fuego, su aptitud para el disparo.

Los jueces no podrán otorgar bajo pena de nulidad, medida alternativa alguna sin que exista acuerdo ex-
preso previo del Ministerio Público Fiscal y Defensa.

Una vez concluido el tratamiento de la suspensión del proceso a prueba, el juez debe dictar la decisión in-
terlocutoria sobre la suspensión del proceso. En caso de conceder la suspensión, la parte resolutiva de la decisión
debe fijar el plazo de prueba y establecer las reglas de conducta que debe cumplir el imputado. En el caso contra-
rio, se debe rechazar la suspensión y ordenar continuar la audiencia. Esta decisión interlocutoria puede ser impug-
nada.
ARTÍCULO 48.- Medidas alternativas. Intervención de la oficina de medidas alternativas: Los jueces y las
partes pueden pedir asesoramiento e intervención a la oficina de medidas alternativas (OMA), a fin de determinar
las normas de conducta adecuadas y demás tareas que el juez considere pertinentes.

La resolución que conceda la suspensión del proceso a prueba debe comunicarse a la oficina de medidas
alternativas, que ejercerá su control y dejará constancia en forma periódica sobre su cumplimiento y dará noticia al
Fiscal y a la defensa de las circunstancias que pudieran originar una modificación del instituto.

La víctima tiene derecho a ser informada respecto del cumplimiento de las reglas de conducta.
Si en el plazo de prueba dispuesto por la decisión, el imputado no comete nuevo delito, y cumple las reglas im-
puestas, se debe declarar extinguida la acción penal en su contra.
ARTÍCULO 49.- Revocatoria: Si el imputado incumple en forma injustificada las condiciones establecidas en la
decisión, la oficina de medidas alternativas informará al representante del Ministerio Público Fiscal el cual debe so-
licitar a la oficina judicial una audiencia para que las partes expongan sus fundamentos sobre la continuidad, modi-
ficación o revocación del proceso a prueba. En casos que se solicite un cambio de tarea o de institución, horarios u
otras modificaciones que no alteren de manera sustancial el acuerdo, previo solicitar la opinión al Ministerio Público
Fiscal, el juez resolverá inaudita parte.

En caso de revocación, el procedimiento continúa de acuerdo con las reglas generales. La suspensión del
proceso a prueba también se revoca si el imputado es condenado por un delito cometido durante el plazo de sus-
pensión.

Sección 5ª
Inmunidades Constitucionales

ARTÍCULO 50.- Desafuero: Cuando se abre una causa penal en la que se impute la comisión de un delito a un le-
gislador, funcionario o magistrado sujeto a desafuero, remoción o juicio político, el tribunal debe seguir adelante con
el procedimiento judicial hasta su total conclusión. El llamado a indagatoria no se considera medida restrictiva de
la libertad, pero en el caso de que el legislador, funcionario o magistrado no concurre a prestarla el tribunal debe so-
licitar su desafuero, remoción o juicio político.

En el caso de dictarse alguna medida que vulnere la inmunidad de arresto, la misma no se hará efectiva hasta
tanto el legislador, funcionario o magistrado sujeto a desafuero, remoción o juicio político no es separado de su
cargo. 
ARTÍCULO 51.- Presentación espontánea: No es obstáculo para que el legislador, funcionario o magistrado a
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quien se le impute la comisión de un delito, por el que se está instruyendo causa, tenga derecho, aun cuando no ha
sido indagado, a presentarse ante el Fiscal, aclarando los hechos e indicando las pruebas que, a su juicio, pueden serle
útiles.
ARTÍCULO 52.- Allanamiento a legisladores: No se puede ordenar el allanamiento del domicilio particular o de
las oficinas de los legisladores ni la intercepción de su correspondencia o comunicaciones telefónicas sin la autori-
zación de la respectiva Cámara de Diputados.
ARTÍCULO 53.- Procedimiento: El tribunal debe solicitar al órgano que corresponda el desafuero, remoción o jui-
cio político, según sea el caso, acompañando el pedido con las copias de las actuaciones labradas expresando las ra-
zones que justifiquen la medida.

Si se deniega el desafuero, la suspensión o remoción, el tribunal debe declarar por auto que no puede pro-
ceder a la detención o mantenerla, continuando el proceso penal según su estado.

En cualquier caso, rige la suspensión del curso de la prescripción prevista en el Código Penal. En el caso
de inmunidad de opinión, prevista en la Constitución Provincial, se debe proceder al rechazo in limine de cualquier
pedido de desafuero por no poderse formar causa penal en ningún tiempo.
ARTÍCULO 54.- Varios imputados: Cuando se procede contra varios imputados y sólo alguno o algunos de ellos
gozan de inmunidades constitucionales, el proceso puede formarse y seguir con respecto a los otros.

Sección 6ª
Excepciones

ARTÍCULO 55.- Enumeración: Las partes pueden interponer las siguientes excepciones de previo y especial pro-
nunciamiento:

1) Falta de jurisdicción o de competencia.
2) Falta de acción, porque ésta no se puede promover, no fue legalmente promovida, o no puede proseguirse. 
3) Extinción de la acción penal o civil. 

Si concurre más de una excepción, deben interponerse conjuntamente
ARTÍCULO 56.- Trámite: Las excepciones se deben deducir oralmente en las audiencias, y por escrito en los casos
en que se autorice, ajustadas al trámite de los incidentes, y sin perjuicio de continuarse con la tramitación de la
causa, debiendo ofrecerse en su caso, y bajo pena de inadmisibilidad, las pruebas que justifiquen los hechos en que
se basen las excepciones.

De las excepciones deducidas, se corre traslado al Ministerio Público Fiscal y a las otras partes interesadas.
La parte que ha deducido excepciones toma a su cargo la producción de las pruebas  en la audiencia y el

tribunal debe resolver únicamente con las que se presenten.
ARTÍCULO 57.- Efectos: Cuando se dé lugar a la falta de jurisdicción o de competencia, el juez debe remitir las
actuaciones al tribunal correspondiente y se ponen a su disposición los detenidos que hubiere.

Si se admite la excepción de falta de acción, los autos se deben archivar salvo que el proceso penal pueda
proseguir respecto de otro imputado. En ese caso la decisión sólo desplaza del proceso penal a quien afecte.

Cuando se admita la excepción de extinción de la acción penal o de la acción civil, se debe decretar el so-
breseimiento y ordenar la libertad del imputado que se encuentre detenido, o rechazar la demanda, según corresponda.
ARTÍCULO 58.- Recurso: El auto que resuelve la excepción es impugnable.
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Capítulo 2
Acción civil

ARTÍCULO 59.- Titulares: La acción civil para la restitución de la cosa obtenida por el delito y la indemnización
del daño causado por éste, puede ser ejercida sólo por el damnificado directo, aunque no sea la víctima, o sus here-
deros forzosos, o por los representantes legales o mandatarios de ellos, contra el autor, los partícipes y, en su caso,
contra el civilmente responsable, ante el mismo tribunal en que se promueve la acción penal.
ARTÍCULO 60.- Casos en que la Provincia es parte: La acción civil puede ser ejercida por la Fiscalía de Estado
cuando la Provincia resulte perjudicada por el delito.
ARTÍCULO 61.- Ejercicio por el Ministerio Público: La acción civil es ejercida:

1) Por el Asesor Penal de la Niñez y Adolescencia e Incapaces cuando su titular es menor de edad o in-
capaz y no tienen quien los represente.

2) Por el Defensor Oficial cuando el titular de la acción carece de recursos y le delegue su ejercicio. La
delegación debe constar en un acta que contiene los datos personales del delegante y que vale como
poder especial.

ARTÍCULO 62.- Oportunidad: La acción civil sólo puede ser ejercida en el proceso mientras esté pendiente la ac-
ción penal.

La competencia del tribunal penal para conocer de la acción civil depende de la subsistencia de la acción
penal. La absolución del acusado no impide al tribunal penal pronunciarse sobre la acción civil.
ARTÍCULO 63.- Ejercicio posterior: Si la acción penal no puede proseguir en virtud de causa legal, la acción civil
puede ser ejercida en sede civil.  

Título III
El juez

Capítulo 1
Jurisdicción

ARTÍCULO 64.- Naturaleza y extensión: La jurisdicción penal se ejerce por los jueces y tribunales que la Cons-
titución Provincial y la ley instituyen; es improrrogable y se extiende al conocimiento de los hechos delictivos co-
metidos en el territorio de la provincia, excepto los de jurisdicción federal o militar.
ARTÍCULO 65.- Jurisdicciones especiales. Prioridad de juzgamiento: Si a una persona se le imputa un delito de
jurisdicción provincial y otro de jurisdicción federal o militar, el orden de juzgamiento se rige por la ley nacional.
No obstante, el proceso de jurisdicción provincial se puede sustanciar simultáneamente con el jurisdicción federal
o militar, siempre que no se obstaculice el ejercicio de las respectivas jurisdicciones o la defensa del imputado.
ARTÍCULO 66.- Jurisdicciones comunes. Prioridad de juzgamiento: Si a una persona se le imputa un delito de
jurisdicción de la provincia de San Juan y otro de jurisdicción de la Capital de la República o de otra provincia,
debe ser juzgado primero en San Juan, si el delito imputado en ella es de mayor gravedad, o siendo éste igual, es de
fecha de comisión anterior. Pero el tribunal, si lo estima conveniente, puede suspender el trámite del proceso penal
o diferir su decisión hasta después que se pronuncie la otra jurisdicción.
ARTÍCULO 67.- Delitos conexos: En el caso de los delitos conexos rigen los artículos 65 y 66, de acuerdo a cada
caso.
ARTÍCULO 68.- Unificación de penas: Cuando una persona es condenada en diversas jurisdicciones y corres-
ponde unificar las penas, conforme a lo dispuesto por el Código Penal, el tribunal debe solicitar o remitir copia de
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la sentencia, según haya dictado la pena mayor o la menor. El condenado debe cumplir la pena en la provincia de
San Juan, cuando en ésta se disponga la unificación, salvo que la ley autorice lo contrario.

Capítulo 2
Competencia

Sección 1ª
Competencia material

ARTÍCULO 69.- Competencia de la Corte de Justicia: La Corte de Justicia conoce y juzga:
1) En pleno:

a) De las cuestiones de competencia entre tribunales de distintas circunscripciones y entre jurisdic-
ciones de distinta naturaleza. 

b) Pronunciamiento plenario.
c) En los demás casos que la ley establezca.

2) Sala en lo Penal:
a) De los recursos de inconstitucionalidad, casación y revisión.
b) De los recursos de queja por denegación o retardo de justicia de los tribunales inferiores.
c) En los demás casos que la ley establezca.

ARTÍCULO 70.- Competencia del Tribunal de Impugnaciones: El Tribunal de Impugnaciones es competente
para conocer:

1) Las impugnaciones ordinarias.
2) Las quejas por recursos denegados deducidos contra aquellas.
3) Las recusaciones y excusaciones de sus miembros, de los jueces del colegio de jueces, de los jueces

de flagrancia y de los jueces de ejecución.
4) El contralor de la prórroga de la prisión preventiva, dispuesto por los jueces de control de garantías o

tribunales de juicio. 
5) Los demás casos que este Código contempla.

ARTÍCULO 71.- Competencia de los Tribunales de Juicio: Los Tribunales de Juicio a través de su integración uni-
personal, colegiado o por jurados populares son competentes para conocer y juzgar de acuerdo con las reglas del jui-
cio común, en los siguientes casos: 

1) Salas unipersonales: 
a) De los delitos de acción privada;
b) De delitos culposos;
c) De todos aquellos delitos dolosos que no son reprimidos con pena privativa de libertad;
d) De aquellos delitos dolosos reprimidos con pena privativa de libertad, cuando el Fiscal pretende

una pena privativa de libertad de hasta diez (10) años en oportunidad de formular acusación, o de
acordar el trámite de juicio abreviado.

2) Tribunales colegiados: Se integran por tres (3) jueces y conocen de la sustanciación del juicio:
a) En los demás delitos, siempre que no se trate de aquellos atribuidos para ser juzgados por salas uni-

personales o por jurados populares.
b) En los delitos atribuidos a funcionarios públicos en el ejercicio de sus funciones como autores, par-
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tícipes o encubridores, o en los que resulta perjudicado el patrimonio de la Administración Pública,
el Fiscal puede pedir que el juicio se realice ante un tribunal colegiado.

ARTÍCULO 72.- Juez de Control de Garantías: Los Jueces de Control de Garantías son competentes para cono-
cer: 

1) De la investigación penal preparatoria, de las garantías y de todas las decisiones de naturaleza ju-
risdiccional que se deben tomar durante la etapa preparatoria. El juez que primero previniera con-
tinúa entendiendo en la investigación;

2) De la revisión en contra de las decisiones adoptadas durante la etapa preparatoria;
3) De los juicios penales;
4) De las acciones de hábeas corpus.

ARTÍCULO 73.- Juez de Flagrancia: Los Jueces de Flagrancia son competentes para conocer y juzgar en los su-
puestos de flagrancia.
ARTÍCULO 74.- Juez de Ejecución: Los Jueces de Ejecución son competentes para conocer:

1) Controlar que se respeten las garantías constitucionales en el trato otorgado a los condenados y a las
personas sometidas a medidas de seguridad. 

2) Controlar el cumplimiento efectivo de las sentencias condenatorias dictadas por los Tribunales de Jui-
cio y Jueces Penales, con excepción de la ejecución civil. 

3) Controlar la ejecución de las medidas de seguridad impuestas a inimputables mayores de edad. 
4) Conocer en las cuestiones suscitadas en la etapa de ejecución, con excepción de los relacionados a la

unificación de penas, la revocación de la condena de ejecución condicional por la comisión de un
nuevo delito. 

5) Controlar el cumplimiento, por parte del imputado o condenado, de las instrucciones e imposiciones
establecidas en los casos de libertad condicional y condena de ejecución condicional, en coordinación
con la Dirección de Protección al Preso, Liberado y Excarcelado.

6) Conocer en las peticiones que presenten los condenados a penas privativas de libertad, con motivo de
beneficios contemplados por la legislación de ejecución penitenciaria.

7) Conocer en los recursos contra las sanciones disciplinarias impuestas por la autoridad penitenciaria.
8) En los demás casos que la ley establezca.

ARTÍCULO 75.- Juez de Paz: Los Jueces de Paz, con excepción de los departamentos de Capital, Rivadavia, Raw-
son, Chimbas, Santa Lucía y Jáchal son competentes, a requerimiento del Fiscal, cuando la investigación no admite
demora, cuando no es posible lograr la intervención inmediata del juez competente, y cuando en el territorio de su
jurisdicción no tiene asiento de su despacho un Juez de Control de Garantías, para intervenir en:

1) Las medidas de coerción y cautelares.
2) Las medidas probatorias, en los casos en que esta ley lo autoriza.
3) La disposición y control de las demás diligencias iniciales de la investigación penal preparatoria que

no admiten demora.
Cumplidas las medidas, continúa interviniendo el Juez de Control Garantías que corresponde, cesando la

actuación del Juez de Paz.
El imputado y su defensor dentro de las veinticuatro (24) horas pueden provocar la revisión de las medi-

das de coerción que han sido impuestas por el Juez de Paz, en una audiencia que se debe llevar a cabo en un plazo
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no superior a las cuarenta y ocho (48) horas, ante un tribunal integrado por dos Jueces Penales distintos al compe-
tente. En caso de discrepancia entre estos últimos, prevalece el criterio que concuerde con la decisión adoptada por
el Juez de Paz.
ARTÍCULO 76.- Colegios de Jueces: Los Colegios de Jueces estarán integrados por todos los jueces, salvo los que
integran la Corte de Justicia, los Tribunales de Impugnaciones, los Jueces de Flagrancia, los Jueces de Ejecución y
los Jueces de Paz Letrado. La Ley Orgánica debe establecer el número y forma de integración de los colegios para
toda la Provincia.
ARTÍCULO 77.- Oficina Judicial: Los jueces son asistidos por una Oficina Judicial cuya composición y funcio-
namiento es establecido por la Corte de Justicia.

El responsable de la Oficina Judicial debe:
1) Organizar las audiencias;
2) Dictar las resoluciones de mero trámite;
3) Ordenar las comunicaciones y emplazamientos;
4) Disponer la custodia de objetos secuestrados en los casos que corresponda;
5) Llevar los registros y estadísticas;
6) Dirigir al personal auxiliar; 
7) informar a las partes y colaborar en todos los trabajos materiales que el juez o el tribunal le indiquen.
El responsable de la Oficina Judicial debe procurar que se fijen las audiencias en el menor tiempo posible.

Está prohibida la delegación de tareas jurisdiccionales en los integrantes de la Oficina Judicial.

Sección 2ª
Competencia territorial

ARTÍCULO 78.- Reglas generales: Es competente el juez o tribunal del lugar en el que el hecho delictivo se co-
metió. En caso de tentativa, el del lugar donde se cumplió el último acto de ejecución; en caso de delito continuado
o permanente, el de aquél donde comenzó a ejecutarse.
ARTÍCULO 79.- Regla subsidiaria: Si es desconocido o dudoso el lugar donde se cometió el hecho delictivo, es
competente el tribunal que ha prevenido en la causa.
ARTÍCULO 80.- Declaración de incompetencia territorial: En cualquier estado del proceso penal, el juez que re-
conoce su incompetencia territorial debe remitir la causa al juez competente y poner a su disposición los detenidos
y efectos que existen, sin perjuicio de autorizar los actos urgentes de investigación que le sean requeridos.
No obstante, la competencia territorial no puede ser objetada ni modificada de oficio una vez fijada la audiencia de
debate.
ARTÍCULO 81.- Falta de declaración de incompetencia territorial: La inobservancia de las reglas sobre com-
petencia territorial sólo produce la nulidad de los actos de investigación cumplidos después que se ha declarado la
incompetencia territorial.

Sección 3ª
Competencia por conexión

ARTÍCULO 82.- Casos de conexión: Las causas son conexas: 
1) Si los delitos imputados son cometidos simultáneamente por varias personas reunidas o, aunque lo sea

en distintos lugares o tiempo, cuando ha mediado acuerdo entre ellas.
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2) Si un delito es cometido para perpetrar o facilitar la comisión de otro o para procurar al culpable o a
otros el provecho o la impunidad. 

3) Cuando a una persona se le imputan varios delitos.
ARTÍCULO 83.- Reglas de conexión: Cuando se sustancien causas conexas por delitos de acción pública y juris-
dicción provincial, aquéllas deben acumularse y es juez competente:

1)  Aquél a quien corresponde el delito más grave. 
2) Si los delitos son reprimidos con la misma pena, el competente para juzgar el delito que se cometió

primero.
3) Si los delitos son simultáneos, o no consta debidamente cuál se cometió primero, el juez que ha pro-

cedido a la detención del imputado o, en su defecto, el que ha prevenido.
El órgano judicial que debe resolver las cuestiones de competencia debe tener en cuenta la mejor y más

pronta administración de justicia. La acumulación de causas no obsta a que se puedan tramitar por separado las dis-
tintas actuaciones.
ARTÍCULO 84.- Excepción a las reglas de conexión: No procede la acumulación de causas cuando este procedi-
miento determine un grave retardo para alguna de ellas, aunque en todos los procesos deba intervenir un solo juez.

Capítulo 3
Relaciones jurisdiccionales

Sección 1ª
Cuestiones de competencia y jurisdicción

ARTÍCULO 85.- Juez competente: Siempre que dos (2) jueces o tribunales se declaren simultánea y contradicto-
riamente competentes o incompetentes para juzgar un hecho delictivo, el conflicto debe ser resuelto por la Corte de
Justicia.
ARTÍCULO 86.- Promoción: El Ministerio Público Fiscal y las partes pueden promover la cuestión de competen-
cia, por inhibitoria ante el tribunal que consideren competente o por declinatoria ante el tribunal que consideren in-
competente.

El que opta por uno de estos medios no puede abandonarlo y recurrir al otro, ni emplearlos simultánea o
sucesivamente. 

Al plantear la cuestión, quien la promueve debe manifestar, bajo pena de inadmisibilidad, que no ha em-
pleado el otro medio, y si resulta lo contrario, debe ser condenado en costas, aunque aquella sea resuelta a su favor
o abandonada.

Si se emplean los dos medios y se llega a decisiones contradictorias, prevalece la que se dictó primero.
ARTÍCULO 87.- Oportunidad: Las cuestiones de competencia pueden ser promovidas en cualquier estado de la
investigación penal preparatoria y hasta antes de fijada la audiencia de debate.
ARTÍCULO 88.- Procedimiento de la inhibitoria: Cuando se promueve la inhibitoria se deben observar las si-
guientes reglas:

1) El tribunal ante quien se propone la inhibitoria debe resolverla dentro del tercer día, previa audiencia
a la que son convocados el Ministerio Público Fiscal y las partes.
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2) Cuando se deniegue el requerimiento de inhibición, la resolución es impugnable ante el tribunal in-
mediato superior. 

3) Cuando se resuelva librar exhorto inhibitorio, con él se deben acompañar las piezas necesarias para fun-
dar la competencia. 

4) El tribunal requerido, cuando reciba el exhorto de inhibición, debe resolver previa audiencia a la que
serán convocados el Ministerio Público y a las partes.
Cuando haga lugar a la inhibitoria, su resolución es impugnable conforme al inciso 2) y en tal caso, los
autos deben ser remitidos oportunamente al tribunal que la propuso, poniendo a su disposición al im-
putado y los elementos de convicción que existen. 

5) Si se niega la inhibición, el auto debe ser comunicado al tribunal que la hubiere propuesto, en la forma
prevista en el inciso 4) y se le debe pedir que conteste si reconoce la competencia o, en caso contrario,
que remita los antecedentes a la Corte de Justicia. 

6) Recibido el oficio expresado anteriormente, el tribunal que propuso la inhibitoria debe resolver en el
término de tres (3) días y sin más trámites si sostiene o no su competencia. 
En el primer caso se remiten los antecedentes a la Corte de Justicia y se lo comunicará al tribunal re-
querido para que haga lo mismo con el expediente; en el segundo, se lo comunica al competente re-
mitiéndole todo lo actuado. 

7) El conflicto debe ser resuelto dentro de tres (3) días, previa vista por igual término al Ministerio Fis-
cal, remitiéndose de inmediato la causa al tribunal competente. 

ARTÍCULO 89.- Procedimiento de la declinatoria: La declinatoria se sustancia en la forma establecida para las
excepciones de previo y especial pronunciamiento.
ARTÍCULO 90.- Efectos: Las cuestiones de competencia no suspenden la investigación penal preparatoria, que es
continuada:

1) Por el tribunal que primero conoció en la causa. 
2) Si dos (2) tribunales han tomado conocimiento de la causa en la misma fecha, por el requerido de inhibición. 

Las cuestiones de competencia propuestas antes de la fijación de la audiencia de debate suspenden el pro-
ceso penal hasta la decisión del incidente, sin perjuicio de que el tribunal haga lugar al anticipo de prueba previsto
por este Código.
ARTÍCULO 91.- Validez de los actos practicados: Los actos de la investigación penal preparatoria practicados hasta
la decisión de la competencia son válidos, pero el tribunal al que corresponde el proceso penal puede ordenar su ra-
tificación o ampliación.
ARTÍCULO 92.- Cuestiones de jurisdicción: Las cuestiones de jurisdicción con tribunales federales, nacionales,
militares, de la Capital de la República o de otras provincias, deben ser resueltas conforme a lo dispuesto anterior-
mente para las cuestiones de competencia, con arreglo a la ley nacional o tratados interprovinciales que existen.

Sección 2ª
Extradición y reglas de cooperación judicial

ARTÍCULO 93.- Extradición solicitada a jueces del país: Cuando un representante del Ministerio Público Fiscal
o un juez solicita a otro juez del país la extradición de un imputado o condenado por un delito, con el exhorto de ex-
tradición se debe remitir, según corresponda, copia de la orden de detención, de las actuaciones pertinentes y de los
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documentos necesarios para comprobar la identidad del requerido, y los recaudos exigidos por la ley o convenios
vigentes en la materia.
ARTÍCULO 94.- Extradición solicitada a jueces extranjeros: Si el imputado o condenado se encuentra en terri-
torio extranjero, la extradición se debe tramitar por vía diplomática con arreglo a la cooperación internacional que
se rige por los tratados existentes, a las leyes nacionales o al principio de reciprocidad.
ARTÍCULO 95.- Extradición solicitada por otros jueces: Las solicitudes de extradición efectuadas por otros tri-
bunales deben ser diligenciadas inmediatamente previa vista por el plazo de veinticuatro (24) horas al Ministerio Pú-
blico Fiscal siempre que reúnan los requisitos del artículo 93. Cuando se procede a la detención de una persona, ésta
debe ser notificada por escrito en el momento en que se haga efectiva la medida, de la causa de esta, autoridad que
la dispuso y lugar donde será conducida, dejándosele copia de la orden y del acta labrada, a más de darse cuenta den-
tro de las veinticuatro (24) horas a un familiar del detenido o a quien éste indique a los efectos de su defensa. Si el
imputado o condenado es detenido, verificada su identidad y si la solicitud de extradición es procedente, debe ser
puesto sin demora a disposición del tribunal requirente. Sin perjuicio de ello, se le permite al detenido que perso-
nalmente o por intermedio del defensor aporte las pruebas que a su juicio pueden ser útiles, las que deben ser valo-
radas por el juez exhortante.

La solicitud de extradición que se efectúa por el representante del Ministerio Público Fiscal o jueces de otras
jurisdicciones debe ser diligenciada por el juez del domicilio del requerido o por aquel a cuya disposición se en-
cuentre.

Capítulo 4
Excusación y recusación

ARTÍCULO 96.- Excusación. Motivos: El juez debe excusarse del conocimiento de la causa:
1) Si intervino en la causa como acusador, defensor, representante, perito o consultor técnico;
2) Si denunció el hecho delictivo o lo conoció como testigo, o si dio recomendaciones o emitió opinión

sobre la causa fuera del procedimiento;
3) Si intervino durante la investigación penal preparatoria o en el procedimiento de control de la acusa-

ción, no puede intervenir en el juicio; si pronunció la decisión impugnada no puede intervenir en el procedi-
miento que sustancia la impugnación, ni en su decisión, salvo el caso de la revocatoria; 

4) Si en el caso intervino o interviene su cónyuge, conviviente o algún pariente dentro del cuarto grado
de consanguinidad o por adopción, y segundo de afinidad, quien ha sido su tutor, curador o guardador
o quien está o ha estado bajo su tutela, curatela o guarda; 

5) Si él o alguna de las personas mencionadas en el inciso 4) se encuentran interesadas en el caso o tie-
nen juicio pendiente, comunidad o sociedad con alguno de los interesados, salvo que se trate de una
sociedad anónima cuyas acciones coticen en el mercado de valores o de entidades civiles abiertas o am-
plias;

6) Si él o alguna de las personas mencionadas en el inciso 4) recibieron o reciben beneficios de impor-
tancia o si, después de comenzado el procedimiento, el juez ha recibido presentes o dádivas de alguno
de los interesados, aunque fuesen de escaso valor; 

7) Si él o alguna de las personas mencionadas en el inciso 4) son acreedores, deudores o fiadores de al-
guno de los interesados, salvo que se trate de instituciones estatales o de entidades financieras.

8) Si antes de iniciado el procedimiento tuvo amistad íntima o enemistad manifiesta con alguno de los
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interesados, si denunció o acusó a alguno de ellos o fue acusado o denunciado por alguno de ellos, in-
cluso conforme al procedimiento para el desafuero o la destitución, salvo que circunstancias posteriores
demuestren armonía entre ambos; 

9) Si median circunstancias que, por su gravedad, afecten su independencia o imparcialidad.
El juez comprendido en alguno de los motivos contenidos en los incisos 1), 2), 3), 4), 5), 6), 7) y 9),
debe denunciarlos inmediatamente, ni bien conozca su situación respecto de la causa, y apartarse del
conocimiento y decisión del proceso penal respectivo.

En el supuesto del inciso 8), el juez, a su exclusivo criterio, puede omitir apartarse, sin perjuicio de infor-
mar a los intervinientes sobre la situación en que se halla.
ARTÍCULO 97.- Interesados: A los fines de la excusación, se consideran interesados al imputado, a la víctima y a
quienes pueden intervenir en el proceso penal, aunque no se hayan constituido en parte.
ARTÍCULO 98.- Trámite de la excusación:El juez que se excuse debe remitir las actuaciones de excusación, por
resolución fundada, a quien debe reemplazarlo. Éste debe proseguir el curso inmediato del proceso penal y dispo-
ner el trámite a seguir, sin perjuicio de remitir los antecedentes al Tribunal de Impugnaciones, si estima que la ex-
cusación no tiene fundamento. La cuestión debe ser resuelta sin más trámite.
ARTÍCULO 99.- Recusación. Principio: Las partes pueden recusar al juez si invocan alguno de los motivos pre-
vistos para la excusación.

La decisión de la excusación no impide el trámite de la recusación por los mismos motivos.
ARTÍCULO 100.- Trámite de la recusación: Al formularse la recusación se deben indicar por escrito, bajo pena
de inadmisibilidad, los motivos y los elementos de prueba pertinentes.

La recusación se debe formular dentro del plazo de tres (3) días de conocerse los motivos en que se funda,
salvo que se adviertan durante las audiencias, en cuyo caso debe plantearse en ese mismo acto, y ser sustanciada y
resuelta en audiencia.

Si el juez admite la recusación, debe aplicar el procedimiento previsto para la excusación. En caso contra-
rio, debe remitir el escrito de recusación y lo resuelto al juez con funciones de revisión, quien debe resolver lo plan-
teado dentro del plazo de tres (3) días, y las actuaciones a quien debe reemplazarlo. Si el juez integra un tribunal
colegiado, debe pedir el rechazo de la recusación a los restantes miembros. 

Si se rechaza la recusación se debe hacer saber la resolución al subrogante y al juez recusado, quien en ade-
lante puede intervenir en el proceso penal.
ARTÍCULO 101.- Tiempo y forma: La recusación se debe interponer, para ser admisible, en las siguientes opor-
tunidades:

1) Durante la investigación penal preparatoria: hasta la audiencia de control de la acusación.
2) En el juicio común: hasta la oportunidad en que se citan a todas las partes intervinientes.
3) En las impugnaciones: en el momento de deducirlas, mencionando los miembros alcanzados por la re-

cusación.
La recusación que se funde en un motivo producido o conocido después de las oportunidades fijadas debe

ser deducida, para ser admisible, dentro de las veinticuatro (24) horas de producido o conocido el motivo, explicando
esta circunstancia. Además, en caso de ulterior integración del órgano jurisdiccional, rige el mismo plazo, a partir
del momento en que se conozca esa nueva integración.
ARTÍCULO 102.- Efectos de la excusación y recusación: Producida la excusación o aceptada la recusación, el juez
excusado o recusado no puede realizar en el proceso penal ningún acto. Aunque posteriormente desaparezcan los mo-
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tivos que determinan la excusación o recusación, la intervención de los nuevos jueces es definitiva.
ARTÍCULO 103.- Excusación y recusación de funcionarios:Los funcionarios deben excusarse y pueden ser re-
cusados por los mismos motivos contemplados en los casos de los jueces. El juez ante el cual actúa debe averiguar
sumariamente el hecho y resolver motivadamente lo que corresponda, sin impugnación alguna.

Título IV
Ministerio Público Fiscal

Capítulo 1
Funciones y formas de actuación

ARTÍCULO 104.- Funciones: El Ministerio Público Fiscal promueve y ejerce la acción penal pública. Dirige el
cuerpo de investigadores fiscales y practica la investigación penal preparatoria. Es responsable de la iniciativa pro-
batoria tendiente a descubrir la verdad sobre los extremos de la imputación delictiva.

Es deber de los fiscales adoptar o requerir las medidas necesarias para proteger a las víctimas de los deli-
tos, favorecer su intervención en el proceso penal y evitar o disminuir cualquier perjuicio que se puede derivar de
su intervención.

La distribución de las funciones de los miembros del Ministerio Público Fiscal se realiza de conformidad
a las normas que regulan su ejercicio y por resolución del Fiscal General de la Corte de Justicia.
ARTÍCULO 105.- Formas de actuación: En el ejercicio de su función el Ministerio Público Fiscal debe ajustar sus
actos a un criterio objetivo, velando por la correcta aplicación de la ley penal y por el cumplimiento efectivo de las
garantías que reconoce la Constitución Nacional, los Instrumentos Internacionales y la Constitución de la Provincia
de San Juan. Debe investigar el hecho punible y las circunstancias que permiten comprobar la imputación, así como
las que sirven para eximir responsabilidad al imputado; también debe formular sus requerimientos e instancias con-
forme a este criterio.

El Fiscal debe hacer conocer a la defensa, toda la prueba de cargo y de descargo que se ha reunido o co-
nocido durante el proceso penal.
ARTÍCULO 106.- Deber de motivación. Actuación oral y escrita: Los representantes del Ministerio Público Fis-
cal deben emitir sus dictámenes y resoluciones de manera fundada cuando la ley lo exija, bajo sanción de nulidad.
Asimismo, deben formular sus requerimientos de manera motivada y específicamente, bajo sanción de inadmisibi-
lidad.

Los representantes del Ministerio Público proceden oralmente en los debates y audiencias en que así co-
rresponda y por escrito en los demás casos.
ARTÍCULO 107.- Ámbito de actuación: El Fiscal General de la Corte de Justicia debe establecer, según las nece-
sidades del servicio, las competencias territoriales, materiales y el orden de turnos de los miembros del Ministerio
Público Fiscal, bajo los principios de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

La competencia material se divide en razón de las necesidades de cada circunscripción, y tiende a buscar
la especialización en la persecución penal. La competencia territorial de las fiscalías puede abarcar una o más cir-
cunscripciones, departamentos, distritos o localidades conforme lo exija el mejor funcionamiento del Ministerio Pú-
blico Fiscal. Por la misma razón en los casos en que se estime necesario se puede trasladar temporalmente una
fiscalía para cubrir los requerimientos de la eficacia en la persecución penal.
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Capítulo 2
Competencia

ARTÍCULO 108.- Competencia del Fiscal General de la Corte de Justicia:Además de las funciones y atribuciones
acordadas por la ley Orgánica del Ministerio Público y demás leyes, el Fiscal General de la Corte de Justicia actúa
en los recursos deducidos ante la Corte de Justicia.
ARTÍCULO 109.- Competencia del Fiscal Coordinador: Dirige, coordina y supervisa las tareas de los miembros
del Ministerio Público Fiscal, por delegación del Fiscal General de la Corte de Justicia y según la reglamentación
que se dicte. Puede, asimismo, coadyuvar con los fiscales de la causa cuando sea necesario.
ARTÍCULO 110.- Competencia del Fiscal de Impugnación: El Fiscal de Impugnación actúa en los siguientes
casos:

1) Ante el Tribunal de Impugnaciones en los recursos interpuestos contra sentencias definitivas dictadas
por los tribunales de juicio.

2) Además de las funciones acordadas por la ley, el Fiscal de Impugnación actúa en los demás casos que
interviene al Tribunal de Impugnaciones.

3) En todo otro caso que se determine por resolución del Fiscal General de la Corte de Justicia.
ARTÍCULO 111.- Competencia del Fiscal Penal: El Fiscal Penal tiene las siguientes facultades:

1) Dirige, por si o por intermedio de los ayudantes fiscales;
2) Practica y hacer practicar la investigación penal preparatoria;
3) Actúa en las audiencias por ante el Juez de Control de Garantías;
4) Actúa en juicio en todos los procesos contra personas mayores;
5) Vigila la estricta observancia del orden legal en materia de competencia, en el cumplimiento de las re-

glas de procedimiento y en cuanto a las normas que regulan la restricción de la libertad personal;
6) Contesta las vistas o traslados que se le corren;
7) Requiere de los jueces de Control de Garantías y del Tribunal de Juicio el activo despacho de los pro-

cedimientos penales en los que interviene, deduciendo los reclamos pertinentes;
8) Concurre a los lugares de detención cuando lo estime conveniente y en cumplimiento de las disposi-

ciones reglamentarias respectivas.
9) Ordena a la policía en función judicial y a otras fuerzas de seguridad la realización de los actos nece-

sarios y ejerce las facultades pertinentes que este Código y la Ley Orgánica del Ministerio Público le
atribuyen.

10) Toda otra función que se indique por resolución del Fiscal General de la Corte de Justicia.
ARTÍCULO 112.- Competencia del Fiscal de Flagrancia: Además de las funciones acordadas por la ley, el Fiscal
de Flagrancia actúa, por si o por intermedio del Ayudante Fiscal según la reglamentación dada por el Fiscal Gene-
ral de la Corte de Justicia. Esta actuación se hace por ante el Juez de Flagrancia.
ARTÍCULO 113.- Competencia del Fiscal de Ejecución: Además de las funciones acordadas por la ley, el Fiscal
de Ejecución actúa por ante el Juez de Ejecución.
ARTÍCULO 114.- Ayudante Fiscal: Ejerce las funciones que le competen al Ministerio Público Fiscal, salvo la dis-
ponibilidad de la acción penal, según la reglamentación que dicte la Fiscalía General de la Corte de Justicia.
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Capítulo 3
Excusación y recusación

ARTÍCULO 115.- Excusación y recusación de los miembros del Ministerio Público Fiscal: Los miembros del
Ministerio Público Fiscal deben excusarse y pueden ser recusados por los mismos motivos establecidos respecto a
los jueces, con excepción de lo dispuesto en el inciso 3) del artículo 96. La excusación y la recusación son resuel-
tas por el Fiscal superior, que indique por resolución la Fiscalía General de la Corte de Justicia. Quien recusa puede
pedir la revisión de esa decisión por el tribunal ante el cual actúe el funcionario.

Cuando la excusación o recusación se refieren al Fiscal General de la Corte de Justicia, la debe resolver la
Corte de Justicia.

La recusación se resuelve, en todos los casos, en audiencia oral con intervención de todas las partes. La au-
diencia no se suspende en caso de ausencia injustificada de alguna de las partes.
ARTÍCULO 116.- Excusación y recusación de funcionarios del Ministerio Público Fiscal: Los funcionarios del
Ministerio Público Fiscal deben excusarse y pueden ser recusados por los mismos motivos contemplados para los
miembros del Ministerio Público Fiscal. El juez ante el cual actúa debe averiguar sumariamente el hecho y resolver
motivadamente lo que corresponda, sin impugnación alguna.

Capítulo 4
Policía en función judicial

ARTÍCULO 117.- Deberes: La policía en función judicial debe:
1) Recibir denuncias;
2) Entrevistar a los testigos;
3) Resguardar el lugar del hecho delictivo y cuidar que los rastros e instrumentos del delito sean conser-

vados;
4) Incautar los documentos y todo elemento material que pueda servir a la investigación, cuando les esté

permitido;
5) Custodiar los elementos secuestrados, dejando debida constancia de las medidas adoptadas con el ob-

jeto de preservar la cadena de custodia;
6) Hacer constar el estado de las personas, cosas y lugares, mediante inspecciones, planos, fotografías,

video filmaciones, exámenes técnicos y demás operaciones que aconseje la investigación;
7) Practicar las diligencias orientadas a la individualización de los autores y partícipes del delito, dis-

puestas por el representante del Ministerio Público Fiscal;
8) Recabar los datos que sirvan para la identificación del imputado;
9) Prestar auxilio a las víctimas y proteger a los testigos;
10) Reunir toda la información de urgencia que puede ser útil al representante del Ministerio Público Fis-

cal;
11) Efectuar el arresto, detención o incomunicación de personas en los casos autorizados, informándoles

sus derechos en forma inmediata y comprensible;
12) Ejecutar allanamientos y requisas cuando les esté permitido.

ARTÍCULO 118.- Coordinación con fuerzas de seguridad: El Ministerio Público Fiscal debe emitir las instruc-
ciones generales necesarias para coordinar la labor de la policía en función judicial y las demás fuerzas de seguri-
dad, a fin de lograr la mayor eficacia en la investigación de los delitos.
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El Ministerio Público Fiscal, de oficio o a pedido de parte, debe apartar a las fuerzas de seguridad que in-
terviene en la investigación cuando, de los hechos investigados o de sus circunstancias, surja que sus miembros pue-
den estar involucrados como autores o partícipes.
ARTÍCULO 119.- Otros preventores: Cuando con motivo de la comisión de un delito interviene inmediatamente
la policía administrativa o cualquier otra autoridad pública que realice actos de policía en el ámbito de sus respec-
tivas competencias, se debe redactar un acta en la que se hace constar, con la mayor exactitud posible, todas las di-
ligencias útiles que se practicaron. Previa lectura, el acta debe ser firmada por el oficial público y en lo posible, por
todas las personas que han intervenido y debe ser remitida inmediatamente a la policía en función Judicial.

Título V
Sujetos procesales y demás intervinientes

Capítulo 1
El imputado

ARTÍCULO 120.- Calidad de imputado: Se denomina imputado a toda persona señalada o indicada formalmente
o de cualquier otra manera como autor o partícipe de un delito, mediante cualquier acto de procedimiento o medida
de coerción dispuesta por el juez, el Fiscal o la policía en función judicial.
ARTÍCULO 121.- Derechos del imputado: Desde la primera diligencia que se realice, a todo imputado se le deben
asegurar las garantías necesarias para su defensa, debiendo la policía, el Fiscal y los jueces, comunicarle de manera
inmediata y comprensible que le asisten los siguientes derechos:

1) A ser informado de las razones de su aprehensión o detención y la autoridad que la ha ordenado. Se le
debe entregar, si existe, copia de la orden judicial emitida en su contra. Además, le asiste el derecho
de ser conducido ante el Juez de Control de Garantías dentro de las setenta y dos (72) horas para que
decida sobre la legalidad de la detención;

2) A pedir que su aprehensión o detención sea comunicada en forma inmediata a un pariente o persona
de su confianza; si el imputado ejerce este derecho, se debe dejar constancia de la producción del aviso
y del resultado obtenido; si el aprehendido o detenido es extranjero se le debe informar que puede
pedir que su situación sea comunicada al representante diplomático del Estado de su nacionalidad, a
quien también se le debe hacer saber, si corresponde, su interés en ser entrevistado; 

3) A guardar silencio, sin que ello pueda ser valorado como una admisión de los hechos o como indicio
de culpabilidad;

4) A ser asistido desde el primer acto del procedimiento por el defensor de su elección o por uno propuesto
por una persona de su confianza, o en su defecto, por un defensor público;

5) A entrevistarse con su defensor en forma libre, privada y confidencial, en particular en la oportunidad
previa a la realización de cualquier acto que requiere su intervención;

6) A declarar cuantas veces quiera, con la presencia de su defensor, lo que se le debe hacer saber cada vez
que manifieste su deseo de hacerlo; y si se encuentra detenido, dentro de las setenta y dos (72) horas
de efectivizada la medida;

7) A presentarse ante el representante del Ministerio Público Fiscal, para que se le informe sobre los he-
chos que se le imputan;

8) A no ser sometido a técnicas o métodos que induzcan o alteren su libre voluntad o a medidas contra-
rias a su dignidad; 
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9) A que no se empleen medios que impidan el libre movimiento de su persona en el lugar y durante la
realización de un acto procesal, sin perjuicio de las medidas de vigilancia que en casos especiales y a
su prudente arbitrio el juez o el representante del Ministerio Público Fiscal consideren necesarias; 

10) A acceder a toda la información disponible desde el momento en que tenga noticia de la existencia
del proceso penal, salvo que se trate de actuaciones de carácter reservado.

En todos casos se debe dejar constancia fehaciente del cumplimiento del deber de información. 
Los derechos que la ley acuerda al imputado puede hacerlos valer, hasta la terminación del proceso penal.

ARTÍCULO 122.- Presentación espontánea: La persona de quien se sospecha que ha participado en el hecho de-
lictivo de una causa penal tiene derecho, antes de ser dispuesta su declaración como imputado, a presentarse al Fis-
cal, personalmente o por escrito, por sí o por intermedio de un defensor, aclarando los hechos e indicando las pruebas
que a su juicio son pertinentes y útiles.
ARTÍCULO 123.- Identificación: Desde el primer acto en que intervenga el imputado debe ser identificado por sus
datos personales, biométricos o genéticos, señas particulares y fotografías por medio de la oficina técnica respec-
tiva. Si se abstiene de proporcionar esos datos o se presume que lo hace falsamente, se lo debe identificar por testi-
gos o por otros medios útiles, aún en contra de su voluntad.

En caso de oposición a la individualización dactiloscópica, el Juez de Control de Garantías debe ordenar,
a pedido del Fiscal, la realización compulsiva si es necesario.

La duda sobre los datos obtenidos no altera el curso del proceso penal y los errores sobre ellos pueden ser
corregidos en cualquier oportunidad.
ARTÍCULO 124.- Domicilio: El imputado debe denunciar su domicilio real y fijar domicilio legal dentro del radio
del tribunal. Debe mantener actualizados sus domicilios y comunicar cualquier variación al Ministerio Público Fis-
cal y al tribunal, según el caso. La falsedad de su domicilio real así como la omisión inexcusable del informe de las
variaciones es considerada como indicio de fuga. 

Son válidas las notificaciones dirigidas al domicilio legal. En caso de encontrarse privado de libertad su no-
tificación se debe efectuar en el lugar donde se encuentra alojado.

Si el imputado no constituye domicilio dentro del radio del tribunal, se debe tener por tal el del defensor.
ARTÍCULO 125.- Certificación de antecedentes: Previo a que se decida sobre la libertad, y antes de la celebra-
ción de la audiencia de debate, el Fiscal debe incorporar por la oficina respectiva, la información de los anteceden-
tes penales del imputado.
ARTÍCULO 126.- Examen médico inmediato: Si el imputado es aprehendido en un breve intervalo de tiempo
desde que se cometió el hecho delictivo, se debe proceder a su inmediato examen psicológico, médico, bioquímico
para apreciar su estado psíquico, si sufre intoxicación por ingestión alcohólica, uso de sustancias toxicológicas, o alu-
cinógenas, salvo que no se justifique dicho examen.
ARTÍCULO 127.- Presunta inimputabilidad: Si se presume que el imputado en el momento del hecho delictivo
padecía alguna enfermedad mental que lo hacía inimputable, previo dictamen médico sobre su estado y sobre los pe-
ligros que puede causar a terceros o a sí mismo, a pedido del Fiscal o de oficio, el Juez de Control de Garantías, pre-
via audiencia con la defensa técnica del imputado, debe disponer provisionalmente su internación en un
establecimiento especial.

Durante la internación, los derechos de parte del imputado son ejercidos por el curador o, si no existe, por
el Defensor Oficial sin perjuicio de la intervención correspondiente de los defensores ya nombrados y del Asesor Le-
trado de Menores e Incapaces.
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ARTÍCULO 128.- Imputado menor de edad: Si se establece la minoría de edad del imputado, la causa debe ser
derivada al Juez de Menores o al que resulte competente.
ARTÍCULO 129.- Incapacidad sobreviniente: Si durante el proceso penal sobreviene la incapacidad mental del im-
putado, previo dictamen pericial, el tribunal de oficio, a petición del Fiscal o de la defensa, debe suspender la tra-
mitación de la causa y, si el estado del imputado lo torna peligroso para sí o para terceros debe ordenar por resolución
fundada su internación en un establecimiento adecuado, cuyo director le debe informar periódicamente sobre el es-
tado de salud.

La suspensión de la tramitación del proceso penal impide la declaración indagatoria o el juicio, según el mo-
mento en que se ordene, sin perjuicio de que se averigüe el hecho o se prosiga aquél en relación a otros imputados. 

Si el imputado se recupera, se debe proseguir la causa a su respecto.
ARTÍCULO 130.- Examen mental e informe ambiental obligatorio: El imputado debe ser sometido a examen
mental en los siguientes casos:

1) Siempre que el delito que se le atribuye es de carácter sexual;
2) Cuando el delito atribuido esté reprimido con pena mayor de diez (10) años de prisión;
3) Cuando el imputado es sordomudo que no sabe darse a entender por escrito;
4) Cuando el imputado es mayor de setenta (70) años; o
5) Cuando aparece como probable la aplicación de una medida de seguridad.

Los informes o los dictámenes de los médicos se deben limitar a describir objetivamente el estado de las
personas examinadas.

En todos los casos el informe ambiental es obligatorio.
ARTÍCULO 131.- Rebeldía: Debe ser declarado en rebeldía el imputado cuando:

1) No comparece a una citación sin justificación.
2) Se fugue del establecimiento o lugar donde esté detenido.
3) Desobedece una orden de detención o se ausente del domicilio denunciado sin justificación.

La declaración de rebeldía y la orden de detención, en su caso, deben ser expedidas por el juez, a solicitud
del representante del Ministerio Público Fiscal.
ARTÍCULO 132.- Efectos de la declaración de rebeldía: La declaración de rebeldía no suspende la investigación
ni las resoluciones que deben dictarse hasta la presentación de la acusación.

Cuando el rebelde comparece o es puesto a disposición de la autoridad que lo requiere quedan sin efecto
las órdenes emitidas y sus inscripciones. El juez debe convocar a una audiencia en un plazo no mayor a setenta y
dos (72) horas y luego de oír al imputado, al representante del Ministerio Público Fiscal y al querellante, si compa-
reciere, debe resolver en forma inmediata sobre la procedencia de las medidas que se le soliciten. El trámite del pro-
ceso penal continúa según su estado.

Capítulo 2
La víctima

ARTÍCULO 133.- Víctima del delito: Se considera víctima del delito:
1) A la persona ofendida directamente por el delito;
2) Al cónyuge, conviviente, herederos forzosos, tutores o guardadores en los delitos cuyo resultado es la

muerte de la persona con la que tienen tal vínculo, o si el ofendido sufre una afectación psíquica o fí-
sica que le impide ejercer sus derechos;
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3) A los socios, respecto de los delitos que afecten a una sociedad, cometidos por quienes la dirigen, ad-
ministren, gerencien o controlen;

4) A las asociaciones o fundaciones, en casos de delitos que importen graves violaciones a los derechos
humanos, siempre que su objeto estatutario se vincule directamente con la defensa de los derechos
que se consideren lesionados y se encuentren registradas conforme a la ley;

5) A los pueblos originarios en representación de los miembros de la respectiva comunidad, en tanto se
encuentren registradas conforme a la ley.

6) A la Fiscalía de Estado cuando el hecho punible afecte los intereses del Estado.
ARTÍCULO 134.- Derechos de la víctima: La víctima del delito, desde el inicio del proceso penal y hasta su fina-
lización, tiene derecho a:

1) Recibir un trato digno y respetuoso por parte de las autoridades competentes;
2) Que se respete su intimidad en la medida que no obstruya la investigación;
3) Ser informada acerca de las facultades que puede ejercer en el proceso penal;
4) Aportar información durante la investigación;
5) Ser escuchada antes de cada decisión que implique la extinción o suspensión de la acción penal, siem-

pre que lo solicite expresamente;
6) Ser informada del estado de la causa y de las resoluciones que se dicten sobre la situación del impu-

tado;
7) Ser acompañada por una persona de su confianza durante los actos procesales en los cuales interviene,

cuando es menor, incapaz o con capacidad restringida y el juez lo autorice, sin perjuicio de la partici-
pación del Asesor Penal de la Niñez y Adolescencia e Incapaces y siempre que no se afecten los fines
del proceso.

8) La protección de la integridad física, psíquica y moral, inclusive de su familia, y de los testigos que de-
ponen en su interés, preservándolos de intimidaciones o de represalias, a través de los órganos com-
petentes.

9) Todos los demás derechos consagrados en la Constitución Nacional, en los Instrumentos Internacio-
nales de Derechos Humanos de los que el Estado Nacional es parte, y en los demás instrumentos le-
gales internacionales ratificados por la ley nacional, Constitución Provincial; y todos aquellos
contemplados en las leyes de prevención y sanción de la violencia familiar, de género, de niños, niñas
y adolescentes y de protección a la víctima.

10) Requerir la revisión de la desestimación, el archivo, la aplicación de un criterio de oportunidad o el
sobreseimiento, solicitado por el representante del Ministerio Público Fiscal, aún si no ha intervenido
en el proceso penal como querellante particular.

11) Participar en el proceso penal en calidad de querellante particular.
12) En los procesos de violencia familiar la victima tiene derecho a peticionar las medidas cautelares de

exclusión o prohibición de ingreso del imputado del hogar.
ARTÍCULO 135.- Información y comunicación: Todos estos derechos deben ser comunicados a la víctima por el
órgano interviniente al momento de practicar la primera diligencia procesal con ella.

En caso de que se denuncie un delito en que puede resultar perjudicado patrimonialmente la administración
pública, debe notificarse desde el inicio del proceso a la Fiscalía de Estado.
ARTÍCULO 136.- Asesoramiento técnico: Para el ejercicio de sus derechos, la víctima puede designar a un abo-
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gado de su confianza, y se le debe informar que tiene derecho a ser asistida técnicamente por un defensor oficial en
los casos en que la ley lo autoriza.

Capítulo 3
El querellante particular

ARTÍCULO 137.- Calidad: El ofendido penalmente por un delito de acción pública, sus herederos forzosos, re-
presentantes legales o mandatarios, pueden intervenir en el proceso penal como querellante particular y sin perjui-
cio de ejercer conjuntamente la acción civil resarcitoria.

Si el querellante particular se constituye, a la vez, en actor civil, puede formular ambas instancias en un solo
escrito, con observancia de los requisitos previstos para cada acto. 

Los incapaces deben actuar debidamente representados, autorizados o asistidos del modo prescripto por la ley.
También puede ser querellante particular el Defensor del Pueblo en las causas penales cuyo objeto es la pro-

tección de intereses difusos o derechos colectivos, sin perjuicio de lo dispuesto en la ley que rige su funcionamiento.
ARTÍCULO 138.- Unidad de representación: El querellante particular debe unificar representación en el supuesto
de designación de más de un apoderado.
ARTÍCULO 139.- Facultades y deberes: El querellante particular puede actuar en el proceso para acreditar el hecho
delictivo y la responsabilidad penal del imputado.
La intervención de una persona como querellante particular no la exime del deber de declarar como testigo.
ARTÍCULO 140.- Víctima domiciliada en extraña jurisdicción: Quien pretenda constituirse como querellante
particular y se domicilie fuera de la Provincia no está obligado a constituir arraigo.

Capítulo 4
El actor civil

ARTÍCULO 141.- Constitución de parte: Para ejercer la acción civil emergente del delito en el proceso penal, su
titular debe constituirse en actor civil.

Las personas que no tienen capacidad para estar en juicio no pueden actuar si no son representadas, auto-
rizadas o asistidas en las formas prescriptas para el ejercicio de las acciones civiles.
ARTÍCULO 142.- Demandados: La constitución de actor civil procede aún cuando no se encuentre individualizado
el imputado.

Si en el proceso existen varios imputados y civilmente responsables, la acción debe ser dirigida contra
todos ellos en los supuestos de litisconsorcio necesario; caso contrario, la acción puede dirigirse contra cualquiera
de los responsables. 
ARTÍCULO 143.- Instancia y requisitos: La constitución de actor civil puede hacerse personalmente o por man-
datario, mediante escrito que contenga, bajo sanción de inadmisibilidad, los siguientes requisitos: 

1) Las condiciones personales y el domicilio legal del accionante;
2) Nombre y domicilio del civilmente demandado;
3) La individualización de la causa;
4) Los motivos en que funda la acción;
5) La naturaleza del daño que se reclama y a qué título lo hace; 
6) La pretensión de ser tenido por parte; 
7) Su firma.
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ARTÍCULO 144.- Oportunidad: La constitución de actor civil puede tener lugar en cualquier estado de la investi-
gación penal preparatoria hasta su clausura. Pasada dicha oportunidad, la constitución debe ser rechazada sin más
trámite, sin perjuicio de que se puede accionar en la sede correspondiente.

La absolución del acusado no impide que el Tribunal de Juicio se pronuncie sobre la acción civil
en la sentencia, en tanto se haya planteado la cuestión al respecto.
ARTÍCULO 145.- Facultades: El actor civil tiene en el proceso penal la intervención necesaria para acreditar la
existencia del hecho delictivo y los daños y perjuicios que le ha causado, y reclamar las medidas cautelares, resti-
tuciones, reparaciones e indemnizaciones correspondientes.
ARTÍCULO 146.- Notificación: La constitución del actor civil debe ser notificada al imputado y al civilmente res-
ponsable. En el caso de que el imputado no se encuentre individualizado, la notificación se le debe hacer en cuanto
se lo individualice.
ARTÍCULO 147.- Demanda. Prueba: El actor civil debe concretar su demanda, y ofrecer prueba dentro de los
cinco (5) días desde que se le comunica la acusación.

La demanda se formula por escrito y con las formalidades exigidas en el Código Procesal Civil, Comercial
y de Minería y debe ser notificada de inmediato al civilmente demandado. El tribunal debe rechazar de oficio la de-
manda que no se ajuste a las formalidades establecidas, expresando los defectos que contiene. No puede concretarse
la demanda contra el civilmente demandado que no ha sido citado o no interviene espontáneamente.
ARTÍCULO 148.- Desistimiento y efectos: El actor civil puede desistir de la acción civil en cualquier estado del
proceso penal, quedando obligado por las costas que su intervención cause. 

Se tiene al actor civil por desistido cuando:
1) No cita al demandado o este no ha comparecido espontáneamente.
2) No concreta su demanda en la oportunidad procesal prevista.
3) No concurre a la primera audiencia del debate o se aleje de ella sin haber formulado conclusiones.
4) Se ausenta de la audiencia del debate sin autorización de los jueces.

El desistimiento importa renuncia de la acción civil en sede penal. 
ARTÍCULO 149.- Deber de atestiguar: La intervención de una persona como actor civil no la exime del deber de
declarar como testigo.

El abandono o la inactividad de los mandatarios de las partes civiles no suspenden el proceso penal.

Capítulo 5
El civilmente demandado

ARTÍCULO 150.- Citación: Las personas que según la ley civil responden por el imputado a causa del daño que
causa el delito pueden ser citadas para intervenir en el proceso penal a solicitud de quien ejerce la acción civil. 
ARTÍCULO 151.- Oportunidad y forma: La citación que se puede hacer en cualquier estado de la investigación
penal preparatoria hasta su clausura, debe contener:

1) El nombre y domicilio del accionante y del civilmente demandado;
2) La indicación del proceso penal y el plazo en que debe comparecer el civilmente demandado, el

que nunca puede ser menor a cinco (5) días.
La resolución debe ser notificada al imputado y a su defensor.

ARTÍCULO 152.- Nulidad de la citación: Es nula la citación, al civilmente demandado, cuando adolece de omi-
siones o errores esenciales que perjudiquen su defensa, restringiéndole la audiencia o la prueba.
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La nulidad no influye en la marcha del proceso penal ni impide el ejercicio ulterior de la acción
civil ante la jurisdicción respectiva.
ARTÍCULO 153.- Intervención espontánea: Cuando en el proceso penal se ejerza la acción civil, la persona que
es civilmente demandada tiene derecho a intervenir en el proceso penal. Esta participación se debe solicitar, bajo pena
de inadmisibilidad, en la forma y oportunidad que prescribe el artículo 151, en cuanto es aplicable.

La decisión que acuerde la presentación espontanea debe ser notificado a las partes y sus defensores.
ARTÍCULO 154.- Caducidad: El desistimiento del actor civil hace caducar la intervención del civilmente deman-
dado.
ARTÍCULO 155.- Contestación de la demanda. Excepciones. Reconvención: El civilmente demandado debe
comparecer, contestar la demanda y ofrecer prueba dentro de los diez (10) días de notificado de la misma. En el
mismo plazo puede oponer las excepciones y defensas civiles que estime pertinentes y convenir.

La forma de todos estos actos, así como el trámite de las excepciones y la reconvención se rigen por lo es-
tablecido en las respectivas disposiciones del Código Procesal Civil, Comercial y de Minería.

Los plazos en todos los casos son de tres (3) días.
La resolución de las excepciones puede, sin embargo, ser diferida por el tribunal para la sentencia.

ARTÍCULO 156.- Rebeldía: Se debe declarar la rebeldía del civilmente demandado, cuando no comparece en el
plazo de diez (10) días de notificado de la demanda. La rebeldía no suspende el trámite, que continua como si el ci-
vilmente demandado estuviera presente.

Sólo se nombra defensor del rebelde al Defensor Oficial si se lo citó por edictos.

Capítulo 6
Citación en garantía del asegurador

ARTÍCULO 157.- Derecho: El actor civil, el imputado y el civilmente demandado, pueden pedir la citación en ga-
rantía del asegurador.
ARTÍCULO 158.- Carácter: La intervención del asegurador se rige por las normas que regulan la del civilmente
demandado, en cuanto son aplicables.
ARTÍCULO 159.- Oportunidad: El actor civil, el imputado y el civilmente demandado deben pedir la citación en
garantía del asegurador en la oportunidad en que el civilmente demandado debe comparecer, contestar la demanda
y ofrecer pruebas.

Capítulo 7
Defensores

ARTÍCULO 160.- Derecho de elección: Desde la primera actuación del proceso penal y hasta la completa ejecu-
ción de la sentencia que se dicte, el imputado tiene derecho a designar libremente uno o más defensores. Si no lo
hace, el representante del Ministerio Público Fiscal debe solicitar que se le nombre un defensor público, o bien el
juez proceder a hacer el nombramiento. En todo caso, la designación del defensor debe tener lugar antes de la rea-
lización de la primera audiencia a la que es citado el imputado. 

Si el imputado se encuentra privado de la libertad, cualquier persona de su confianza puede proponer la de-
signación de un defensor, lo que debe ser puesto en conocimiento de aquél inmediatamente para su ratificación.
Mientras tanto se debe dar intervención al Defensor Público, que debe ser informado inmediatamente de la imputa-
ción. El imputado puede designar defensor aún si esta incomunicado y por cualquier medio.
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Si el imputado se prefiere defender personalmente, el juez lo puede autorizar cuando ello no perjudique la
eficacia de la defensa y no obste a la normal sustanciación del proceso penal; de lo contrario le debe designar un de-
fensor público; bajo sanción de nulidad de los actos en los cuales la ley acuerda al defensor la facultad de asistir.
En cualquier caso, la actuación de un defensor no inhibe el derecho del imputado a formular planteamientos y ale-
gaciones por sí mismo.

La designación del defensor hecha por el imputado importa, salvo manifestación expresa en contrario, el
otorgamiento de mandato para representarlo en la acción civil, el cual subsiste mientras no sea revocado.
En ningún caso el imputado puede ser representado por apoderado. 
ARTÍCULO 161.- Nombramiento: El nombramiento del defensor no está sujeto a ninguna formalidad. El impu-
tado puede designar los defensores que considere convenientes, pero no puede ser defendido simultáneamente por
más de dos (2) defensores en las audiencias orales o en un mismo acto. Si intervienen varios defensores, la notifi-
cación practicada a uno de ellos tiene validez respecto de todos, y la sustitución del uno por el otro, no altera trá-
mites ni plazos.

En todos los casos el defensor tiene derecho a conocer las actuaciones realizadas, antes de la aceptación del
cargo, salvo los supuestos en los que procede la reserva del legajo. Tiene tres (3) días para aceptar el cargo, bajo aper-
cibimiento de tener el nombramiento por no efectuado. Una vez aceptado el cargo debe constituir domicilio proce-
sal.

El ejercicio del cargo de defensor es obligatorio para quien lo acepte. La aceptación es obligatoria para el
abogado de la matrícula cuando se lo nombre de oficio en sustitución del Defensor Oficial. En ambos supuestos, se
pueden exceptuar del nombramiento por una razón atendible. 

Para el ejercicio de sus funciones, los defensores son admitidos de inmediato y sin ningún trámite, por la
policía o fuerza de seguridad interviniente, el representante del Ministerio Público Fiscal o el juez, según el caso.
ARTÍCULO 162.- Nombramiento posterior: Durante el transcurso del proceso penal, el imputado puede designar
nuevo defensor, pero el anterior no puede ser separado ni puede renunciar a la defensa hasta que el nuevo designado
acepte el cargo. 

La designación del defensor de oficio no perjudica el derecho del imputado a elegir ulteriormente otro de
su confianza; pero el nombramiento no se considera operado hasta que el designado acepte el cargo y fije domicilio.
ARTÍCULO 163.- Defensor común: La defensa de varios imputados puede ser confiada a un defensor común siem-
pre que no existe incompatibilidad, si ésta es advertida, el tribunal debe proveer, aún de oficio, a las sustituciones
necesarias.
ARTÍCULO 164.- Abogado sustituto: El defensor del imputado puede, con su consentimiento, designar un abogado
sustituto para que intervenga en determinados actos si tiene algún impedimento atendible. El abogado sustituyente
asume las obligaciones del defensor y no tiene derecho a prórroga de plazos o audiencias.
ARTÍCULO 165.- Abandono: En ningún caso el defensor del imputado puede abandonar la defensa y dejar a su
cliente sin asistencia letrada. Si así lo hace, se debe proveer a su inmediata sustitución por el Defensor Oficial y no
se lo puede nombrar de nuevo en la misma causa. Cuando el abandono ocurre poco antes o durante el debate, el nuevo
defensor puede solicitar una prórroga máxima de cinco (5) días para la audiencia. El debate no se puede volver a sus-
pender por la misma causa, aún cuando el tribunal conceda la intervención de otro defensor particular, lo que no ex-
cluye la participación del Defensor Oficial. 

El abandono constituye falta grave y obliga al que incurre en él a pagar las costas de la sustitución, sin per-
juicio de otras sanciones.
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ARTÍCULO 166.- Sanciones: El incumplimiento injustificado de las obligaciones por parte de los defensores de los
imputados puede ser sancionado con multa de hasta diez (10) veces el salario mínimo del escalafón judicial, ade-
más de la separación de la causa. 

Todas las sanciones, inclusive las de abandono, son recurribles, conforme las disposiciones de la Ley Or-
gánica de Tribunales. Al quedar firmes deben ser comunicadas al Tribunal de Disciplina del Foro de Abogados. Si
se trata de funcionarios judiciales, la comunicación se debe cursar a la Corte de Justicia y al Fiscal General de la Corte
de Justicia.
ARTÍCULO 167.- Renuncia: El defensor del imputado puede renunciar al ejercicio de la defensa. En este caso el
tribunal debe proveer de inmediato a su sustitución haciéndole conocer la situación al imputado. La renuncia no se
considera operada hasta que el designado acepte el cargo y constituya domicilio procesal.

Capítulo 8
Auxiliares de las partes

ARTÍCULO 168.- Asistentes: Las partes pueden designar asistentes para que colaboren en su tarea. En tal caso, asu-
men la responsabilidad por su elección y vigilancia. Los asistentes sólo cumplen con tareas accesorias, pero no pue-
den sustituir a quienes ellos auxilian. Se les permite concurrir a las audiencias, sin intervenir directamente en ellas.
ARTÍCULO 169.- Consultores técnicos: Si por las particularidades o complejidad de la causa, el Ministerio Público
Fiscal o alguna de las partes intervinientes considera necesaria la asistencia de un consultor en una ciencia, arte o
técnica, lo deben proponer al Ministerio Público Fiscal o al tribunal, según el caso, el que debe decidir sobre su de-
signación, según las reglas aplicables a los peritos, sin que por ello asuma tal carácter.

El consultor técnico puede presenciar las operaciones periciales, acompañar en las audiencias a la parte
con quien colaboran y auxiliarla en los actos propios de su función. El consultor técnico actúa siempre bajo la di-
rección y vigilancia de la parte a la que asisten.

En ningún caso la actividad del consultor técnico o su ausencia puede retardar la ejecución del cumpli-
miento de los actos procesales a los que puede asistir. 
Los consultores técnicos no tienen derecho a solicitar en el proceso penal regulación de honorarios o al reconoci-
miento de gastos, sin perjuicio de las reclamaciones privadas que pueden corresponder.

Título VI
Actos procesales

Capítulo 1
Disposiciones generales

ARTÍCULO 170.- Idioma: En todos los actos procesales debe usarse el idioma nacional, bajo pena de nulidad.
ARTÍCULO 171.- Fecha y hora de datado:Para datar un acto se debe indicar el lugar, día, mes y año en que se
cumple.

La hora debe ser consignada sólo cuando especialmente se exige.
Cuando la fecha es requerida bajo pena de nulidad, sólo puede ser declarada nula cuando la fecha no se

puede establecer con certeza en virtud de los elementos del acto y de otros conexos con él. 
El funcionario o el auxiliar autorizado del organismo judicial competente debe poner y suscribir el cargo a

todos los escritos, oficios o notas que recibe, expresando la fecha y hora de presentación. En el caso de utilización
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de medios electrónicos, la fecha debe ser la que conste en el sistema de correo o medio tecnológico utilizado.
ARTÍCULO 172.- Día y hora de los actos procesales: Los actos procesales se cumplen en días y horas hábiles, sin
perjuicio de las habilitaciones que dispone el juez.
Los actos de la investigación, salvo las excepciones expresamente dispuestas, se pueden cumplir en cualquier día y
hora.

Para los actos de debate el tribunal puede habilitar los días y horas que estime necesarios.
ARTÍCULO 173.- Lugar: Los representantes del Ministerio Público Fiscal y los jueces se pueden constituir en cual-
quier lugar del territorio de la Provincia para la realización de los actos propios de su función.

ARTÍCULO 174.- Dependencia de recepción y atención: Todos los organismos judiciales que integran el sistema
penal deben mantener una dependencia de recepción y atención de tiempo completo.
ARTÍCULO 175.- Juramento y promesa de decir verdad: Cuando se requiere la prestación de juramento debe ser
recibido, de pie, según corresponda por el Fiscal, el juez o por el presidente del tribunal, bajo pena de nulidad, de
acuerdo con las creencias del que lo preste, quien debe ser instruido de las penas correspondientes al delito de falso
testimonio. Si el deponente se niega a prestar juramento en virtud de creencias religiosas o ideológicas, se le debe
exigir promesa de decir la verdad.
ARTÍCULO 176.- Declaraciones orales o por escrito: El que debe declarar en el proceso penal lo debe hacer de
viva voz y sin consultar notas o documentos salvo que el Fiscal o el tribunal lo autoricen, si así lo exige la natura-
leza de los hechos.

En primer término, el declarante deber ser invitado a manifestar cuanto conozca sobre el asunto de que se
trate, y después, si es necesario, se lo puede interrogar. Las preguntas que se formulen no pueden ser sugestivas, in-
dicativas, engañosas, repetitivas, ambiguas o destinadas a coaccionar al declarante.

Cuando se procede por escrito, se deben consignar las preguntas y las respuestas.
ARTÍCULO 177.- Registro: Los actos del proceso penal se pueden registrar por escrito, mediante imágenes, soni-
dos u otro soporte tecnológico equivalente, pero queda prohibida toda forma de edición, tratamiento o modificación
de los registros.

Se debe asegurar la autenticidad e inalterabilidad de los registros.
Cuando se utilicen registros de imágenes o sonidos, se debe reservar el original en condiciones que aseguren su in-
alterabilidad hasta el debate, sin perjuicio de la obtención de copias que pueden utilizarse para otros fines del pro-
ceso penal.

Los contenidos esenciales de los actos deben surgir del mismo registro y, en caso de no ser posible, de un
acta complementaria.
ARTÍCULO 178.- Actas: Los actos que se asientan en forma escrita deben ser documentados en un acta que debe
contener:

1) La mención del lugar, la fecha, la hora y la indicación de las diligencias realizadas, así como el resu-
men de su contenido;

2) La firma de todos los que participaron en el acto, dejándose constancia de las razones de aquel que no
la firme, o del que lo hace a ruego o como testigo de actuación, todo ello salvo el uso de medios que
no lo justifiquen.

La omisión de estas formalidades sólo priva de efectos al acta o torna invalorable su contenido cuando
ellas no pueden ser suplidas con certeza sobre la base de otros elementos de prueba.
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ARTÍCULO 179.- Testigos para los actos de la policía o fuerzas de seguridad: Los funcionarios de la policía u
otra fuerza de seguridad que deben registrar actos definitivos o irreproducibles, tales como secuestros, inspecciones
oculares, requisas personales y allanamientos deben ser asistidos por dos (2) testigos, que no pueden pertenecer a la
misma fuerza de seguridad que intervino en el acto, salvo casos de suma urgencia o fuerza mayor debidamente jus-
tificados.

En ningún caso pueden ser testigos de actuación los menores de dieciséis (16) años, ni quienes presenten
signos evidentes de alteración de sus facultades psíquicas.
ARTÍCULO 180.- Declaraciones especiales: En caso de declaraciones especiales se debe tener en cuenta lo si-
guiente:

1) Para recibir juramento y examinar a una persona sorda se le deben presentar por escrito las fórmulas
y las preguntas;

2) Si se trata de una persona muda, se le deben hacer oralmente las preguntas y responde por escrito;
3) Si es una persona sordomuda, las preguntas y respuestas deben ser escritas.
Si dichas personas no saben leer o escribir, se debe nombrar intérprete a un maestro de sordomudos, o a

falta de él a alguien que sepa comunicarse con el interrogado.
ARTÍCULO 181.- Deber de lealtad: Es deber de las partes actuar con lealtad, probidad y buena fe, evitando incu-
rrir en conductas que impliquen un abuso del derecho procesal.
ARTÍCULO 182.- Explicaciones, advertencias y facultad de testar: Sin perjuicio de las facultades disciplinarias
y la remisión en su caso de los antecedentes al Tribunal de Disciplina del Foro de Abogados, el Fiscal General de la
Corte de Justicia, la Corte de Justicia de la Provincia, el Presidente del Tribunal y el Juez de Control de Garantías,
pueden citar a su despacho a las partes y sus letrados para requerir explicaciones por sus conductas asumidas en las
audiencias, si ellas son incompatible con el decoro y respeto que deben guardarse. 

Luego de oír a las partes y sus defensores, se les pueden formular advertencias tendientes a asegurar el
normal desarrollo del proceso penal. 

Cuando se trate de escritos, de oficio o a pedido de parte, se debe ordenar el testado de toda frase injuriosa
o que fue redactada en términos indecorosos o personalmente ofensivos a los jueces, funcionarios judiciales, a cual-
quiera de los defensores o al imputado.

Capítulo 2
Actos y resoluciones judiciales

ARTÍCULO 183.- Poder coercitivo: En el ejercicio de sus funciones, el Fiscal, el Juez de Control de Garantías o,
en su caso, el tribunal, pueden requerir la intervención de la fuerza pública y disponer todas las medidas que consi-
deren necesarias para el cumplimiento de los actos que ordenan.
ARTÍCULO 184.- Resoluciones judiciales: Las resoluciones judiciales deben contener:

1) El día, lugar e identificación del proceso; 
2) El objeto a decidir y las peticiones de las partes; 
3) La decisión y su motivación; 
4) La firma del juez. 

Las resoluciones judiciales que requieren un debate previo o la producción de prueba se deben adoptar en
audiencia pública, con la asistencia ininterrumpida del juez y las partes, garantizando el principio de oralidad, con-
tradicción, publicidad, inmediación y simplicidad. 
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El juez no puede suplir la actividad de las partes, y se debe sujetar a lo que han discutido.
ARTÍCULO 185.- Fundamentación: Las resoluciones judiciales deben expresar los fundamentos de hecho y de de-
recho en que se basen. La fundamentación no puede ser reemplazada con la simple relación de documentos, invo-
caciones de las solicitudes de las partes, afirmaciones dogmáticas, expresiones rituales o apelaciones morales.

Los fundamentos de las decisiones quedan debidamente registrados en soporte de audio y video y se debe
entregar copia a las partes. 
ARTÍCULO 186.- Resoluciones y decisiones de mero trámite: Las decisiones de mero trámite deben ser firma-
das por el jefe o director de la Oficina Judicial o los encargados del trámite que estos designen, indicando el lugar
y la fecha.

Dentro del plazo de dos (2) días, las partes pueden pedir que se deje sin efecto la providencia ante el Juez
de Control de Garantías, quien debe resolver sin sustanciación. La decisión es inapelable y el procedimiento no se
suspende.
ARTÍCULO 187.- Plazos para resolver: Las decisiones judiciales y sentencias que suceden a una audiencia oral
deben ser deliberadas, votadas y pronunciadas inmediatamente después de que se concluye la audiencia, sin inte-
rrupción alguna, salvo cuando se dispone un plazo distinto.
Los incidentes que no requieren audiencia deben ser resueltos dentro de los tres (3) días, siempre que la ley no dis-
ponga otro plazo.
ARTÍCULO 188.- Rectificación o aclaratoria: Dentro del plazo de tres (3) días de notificadas las resoluciones ju-
diciales, se puede rectificar, de oficio o a instancia de parte, cualquier error u omisión material que contengan o
aclarar o explicitar los fundamentos, siempre que ello no importe una modificación esencial.
La instancia de aclaración suspende el término para interponer las impugnaciones que proceden.
ARTÍCULO 189.- Queja por retardo de justicia: Vencido el plazo en que se debe dictar una resolución judicial,
el interesado puede pedir pronto despacho y si dentro de los cinco (5) días no lo obtiene, puede denunciar la queja
por retardo de justicia ante la Corte de Justicia.

La Corte de Justicia puede pedir informes al juez denunciado, y sin más trámites declarar inmediatamente
si está o no justificada la queja por retardo de justicia, ordenando, en su caso, el dictado de la resolución en el plazo
que fije, bajo apercibimiento de las responsabilidades institucionales y legales que existen.
Si el juez insiste en no decidir en el plazo fijado, debe ser reemplazado inmediatamente, sin perjuicio de la respon-
sabilidad que le corresponde.
ARTÍCULO 190.- Retardo en la Corte de Justicia: Si la demora a que se refiere el artículo 189 es imputable al
presidente de la Corte de Justicia o a uno de sus miembros, la queja por retardo de justicia se puede formular ante
este tribunal. Si el causante de la demora es el tribunal, el interesado puede ejercitar los derechos que le acuerdan la
Constitución.
ARTÍCULO 191.- Retardo en el Ministerio Público: Cuando la demora es del Fiscal, el pronto despacho se debe
presentar ante éste y, si dentro de cinco (5) días no se obtiene respuesta, la queja por retardo de justicia puede pre-
sentarse ante el Fiscal General de la Corte de Justicia, el que, previo informe del Fiscal denunciado debe proveer de
inmediato lo que corresponda.
ARTÍCULO 192.- Perentoriedad: Si el Fiscal no acusa ni presenta otra solicitud al vencer los plazos de la etapa
preparatoria, el juez debe proceder a intimarlo bajo apercibimiento de iniciar el trámite previsto para los casos de
queja por retardo de justicia por ante el superior, lo que constituye una falta grave. 
ARTÍCULO 193.- Resolución firme: Las resoluciones judiciales quedan firmes y son ejecutables, sin necesidad de
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declaración alguna, en cuanto no sean oportunamente recurridas.
ARTÍCULO 194.- Copia auténtica: Cuando por cualquier causa se destruyen, pierden o sustraen los originales de
las sentencias u otros actos procesales necesarios, la copia auténtica tiene el valor de aquellos. A tal fin el tribunal
debe ordenar que quien tiene la copia la consigne en secretaría, sin perjuicio del derecho de obtener otra gratuitamente.
ARTÍCULO 195.- Reconstrucción y renovación: Si no existe copia de las sentencias o actos procesales, el tribu-
nal debe ordenar que se rehagan, para lo cual recibe las pruebas que evidencien su preexistencia y contenido. Cuando
esto no es posible, el juez debe disponer la renovación y prescribir el modo de hacerla.
ARTÍCULO 196.- Copias, informes y certificados: El tribunal o Fiscal interviniente pueden ordenar la expedición
de copias, informes o certificados que sean pedidos por una autoridad pública o por particulares que acrediten legí-
timo interés en obtenerlos, si el estado del proceso penal no lo impide ni se afecta su normal sustanciación, y sin per-
juicio de lo dispuesto respecto de las reservas que deban cumplirse.

Capítulo 3
Plazos

ARTÍCULO 197.- Principios generales: Los actos procesales deben ser cumplidos en los plazos establecidos en este
Código. Cuando no se fije término, se deben practicar dentro del plazo de tres (3) días.

Los plazos legales y judiciales son perentorios y vencen a la hora veinticuatro (24) del último día señalado.
ARTÍCULO 198.- Cómputo: Los plazos determinados por horas comienzan a correr inmediatamente después de
ocurrido el acontecimiento que fija su iniciación, sin interrupción. 

Los plazos determinados por días comienzan a correr al día siguiente de practicada su comunicación.
A estos efectos, se computan sólo los días y horas hábiles, salvo que la ley disponga expresamente lo contrario o que
se refiera a medidas cautelares, caso en el cual se computan días y horas corridos. 

Los plazos comunes comienzan a correr a partir de la última comunicación que se practique a los interesados.
ARTÍCULO 199.- Prórroga especial: Si el plazo fijado en días vence después del horario de oficina, el acto que
debe cumplirse puede ser realizado durante las dos (2) primeras horas del día hábil siguiente.
ARTÍCULO 200.- Perentoriedad e improrrogabilidad: Los plazos son perentorios e improrrogables salvo las ex-
cepciones dispuestas por ley.
ARTÍCULO 201.- Renuncia. Abreviación: Las partes a cuyo favor se establece un plazo, pueden renunciarlo o
consentir su abreviación mediante manifestación expresa.

Si el plazo es común, la renuncia o la abreviación requieren el consentimiento de todos los intervinientes
y la aprobación del tribunal. 
ARTÍCULO 202.- Nuevo plazo: El que, por un hecho delictivo que no le es imputable, por fuerza mayor o por caso
fortuito, se ve impedido de ejercer un derecho o desarrollar una actividad dentro del plazo establecido por la ley,
puede solicitar al tribunal un nuevo plazo, que le puede ser otorgado por el mismo período. 

La solicitud de nuevo plazo debe ser formulada dentro de los dos (2) días siguientes al término en que haya
cesado el impedimento.
ARTÍCULO 203.- Plazos judiciales: En los casos en que la ley permite la fijación de un plazo judicial, el juez lo
debe fijar conforme a la naturaleza del procedimiento y a la importancia de la actividad que se debe cumplir, teniendo
en cuenta los derechos de las partes.
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Capítulo 4
Audiencias

ARTÍCULO 204.- Modalidad: Todas las personas que participen en una audiencia se deben expresar en forma oral.
Las resoluciones deben ser dictadas y fundamentadas verbalmente por los jueces y se entienden notificadas desde
el momento de su pronunciamiento, lo que se debe hacer constar en un registro.

Los jueces no admiten la lectura de escritos, declaraciones o documentos, salvo de notas en forma parcial.
No se admite la presentación de argumentaciones o peticiones por escrito durante las audiencias, sin perjuicio de au-
torizar a los intervinientes a recurrir a notas para ayudar a su memoria.

Quienes no pueden hablar o no entienden el idioma nacional pueden declarar por escrito, o por medio de
intérpretes o traductores.
ARTÍCULO 205.- Publicidad: Las audiencias son públicas, bajo pena de nulidad. No obstante, el juez o tribunal
puede disponer, fundadamente y si no existe otro medio alternativo, una o más de las siguientes medidas: 

1) Impedir el acceso u ordenar la salida de personas determinadas de la sala donde se efectúe la audien-
cia de debate;

2) Impedir el acceso del público en general u ordenar su salida temporaria para la práctica de pruebas es-
pecíficas;

3) Prohibir a las partes, testigos, peritos, intérpretes y demás intervinientes que divulguen información o
formulen declaraciones a los medios de comunicación durante el desarrollo del juicio sobre cuestio-
nes que se han excluido de la publicidad.

Las restricciones indicadas sólo pueden ser dispuestas de oficio si:
a) La persona a proteger no se encuentra representada en el juicio;
b) Se trata de un secreto oficial, profesional, particular, comercial o industrial cuya revelación es puni-

ble, cause perjuicio grave o afecte gravemente la seguridad del Estado;
c) Para proteger la intimidad, la vida privada, pudor o seguridad de cualquier persona que debe tomar parte

en la audiencia, 
d) Implica una amenaza para la integridad física o moral de alguno de los intervinientes.

Las partes pueden deducir el recurso de reposición.
Desaparecida la causa de la restricción, el tribunal o juez puede permitir nuevamente el ingreso del pú-

blico.
El tribunal puede imponer a las partes que intervienen en el acto el deber de guardar secreto sobre los hechos que
presencien o conocen. 
ARTÍCULO 206.- Acceso del público: Todas las personas tienen derecho a acceder a la sala de audiencias.
No pueden ingresar a la sala de audiencias personas que pudieren afectar la seguridad, orden o higiene de la audiencia,
ni los menores de dieciséis (16) años de edad.

El tribunal puede limitar el acceso a las audiencias en función de la capacidad de la sala, aunque debe pro-
curar que las audiencias se realicen en lugares que cuenten con el espacio necesario. 
ARTÍCULO 207.- Medios de comunicación: Los medios de comunicación pueden acceder a la sala de audiencias
en las mismas condiciones que el público en general, a los fines de informar al público sobre lo que sucede en ellas.

El juez o el tribunal deben señalar en cada caso las condiciones en que se ejercen esas facultades y, por re-
solución fundada, puede imponer restricciones cuando es perjudicial para el desarrollo del juicio o se pueden afec-
tar los intereses indicados en el artículo 205.
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En caso de que los medios de comunicación soliciten el ingreso a la sala para la transmisión en directo de
la audiencia, previa autorización de los jueces que integran el tribunal según los permisos, limitaciones y prohibi-
ciones contenidos en el reglamento que apruebe la mayoría de los jueces del tribunal; se los debe autorizar a insta-
lar los equipos técnicos que son necesarios, aunque su ubicación se dispone de modo tal que no afecte el normal
desarrollo de la audiencia.

Cuando el acceso es restringido por límites en la capacidad de la sala, se les debe proveer a los medios de
comunicación, de los registros oficiales de las audiencias.

El tribunal debe informar a las partes y a los testigos sobre la presencia de los medios de comunicación en
la sala de audiencias.

Si la víctima, un testigo o el imputado solicitan que no se difundan ni su voz ni su imagen en resguardo de
su pudor o seguridad, el tribunal, luego de oír a las partes, debe examinar los motivos y resolver fundadamente te-
niendo en cuenta los diversos intereses comprometidos. El tribunal puede ordenar la distorsión de la imagen o de la
voz como mecanismos menos restrictivos que la prohibición de la difusión.

El tribunal no puede autorizar la transmisión audiovisual en los casos de los testimonios especiales o si el
testigo es un menor de edad.
ARTÍCULO 208.- Deberes de los asistentes: Quienes asisten a la audiencia de debate deben permanecer respe-
tuosamente y en silencio mientras no estén autorizados para exponer o deban responder a las preguntas que se les
formulen. No pueden portar armas u otros elementos aptos para molestar u ofender, ni adoptar un comportamiento
intimidatorio, provocativo, contrario al decoro, ni producir disturbios o manifestar de cualquier modo opiniones o
sentimientos.
ARTÍCULO 209.- Desarrollo: Las audiencias se deben realizar con la presencia ininterrumpida de los jueces y de
todas las partes. El tribunal debe otorgar la palabra a las partes, comenzando por aquella que ha hecho el planteo o
la solicitud. Siempre la última palabra le debe ser conferida a la defensa.
Las partes deben expresar sus peticiones de modo concreto, claro y los jueces pueden requerir precisiones para de-
terminar los alcances de tales peticiones.
ARTÍCULO 210.- Constitución del tribunal en lugar distinto de la sala de audiencias: Cuando lo consideren ne-
cesario para la adecuada apreciación de determinadas circunstancias relevantes de la causa, los jueces se pueden cons-
tituir en un lugar distinto de la sala de audiencias, manteniendo todas las formalidades propias del proceso penal.
ARTÍCULO 211.- Delito en audiencia: Si durante la audiencia se comete un delito de acción pública, a juicio del
tribunal o por instancia del Fiscal, el presidente de la audiencia debe ordenar que se labre un acta a los fines de pro-
mover las acciones que corresponden.

Capítulo 5
Requerimientos y comunicaciones

Sección 1ª
Requerimientos

ARTÍCULO 212.- Requerimientos a autoridades provinciales y entidades públicas o privadas: Los jueces y fis-
cales pueden requerir cooperación de manera directa a otras autoridades judiciales o administrativas de la provin-
cia, y también a entidades públicas o privadas, para la ejecución de un acto o para obtener información vinculada al
proceso penal, fijando un plazo para su cumplimiento. Los destinatarios de dichos requerimientos deben tramitar sin
demora las diligencias.
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El incumplimiento, rechazo o demora injustificada por parte del requerido debe ser conminado pecunia-
riamente y/o sancionado con multa de hasta diez (10) veces el salario mínimo del escalafón judicial, sin perjuicio
de las responsabilidades administrativas y penales en que puede incurrir. Esta norma debe ser transcripta en la co-
municación pertinente. 

En estos casos, el órgano peticionante se puede dirigir al superior jerárquico de la autoridad requerida,
quien, si procede, debe ordenar o gestionar la tramitación de lo requerido.
ARTÍCULO 213.- Requerimientos a autoridades y entidades de otra jurisdicción. Los jueces y fiscales pueden
requerir la cooperación de autoridades judiciales, administrativas y entidades públicas y privadas de otras jurisdic-
ciones.

Esta cooperación se rige por lo establecido en los convenios, por las normas internas o las prácticas de asis-
tencia mutua.
Asimismo, las autoridades judiciales y administrativas provinciales tienen la obligación de cooperar con las autori-
dades judiciales de otras jurisdicciones.
ARTÍCULO 214.- Gastos extraordinarios: Cuando la cooperación que se requiere demande gastos extraordinarios,
la autoridad requerida puede solicitar al juez o Fiscal requirente el anticipo o el pago de los gastos.
ARTÍCULO 215.- Negación del requerimiento: El requerimiento es denegado por resolución fundada en los si-
guientes casos:

1) Cuando la solicitud vulnere principios, derechos y garantías constitucionales;
2) Cuando no se anticipen los gastos extraordinarios solicitados dentro del plazo fijado.

ARTÍCULO 216.- Suspensión del requerimiento: Se puede suspender por resolución fundada el cumplimiento
del requerimiento en el caso de que su ejecución inmediata perjudique el curso de una investigación o de un juicio
que se desarrolle en la provincia.

Sección 2ª
Comunicaciones

ARTÍCULO 217.- Comunicaciones. Regla general: Las resoluciones judiciales y la convocatoria a los actos que
requieren la intervención de las partes o de terceros, se deben comunicar a quien corresponde de conformidad a las
normas prácticas dictadas por la Corte de Justicia, dentro de las veinticuatro (24) horas después de ser dictadas u or-
denadas, salvo que se disponga un plazo menor. Se debe garantizar que las comunicaciones:

1) Transmiten con claridad, precisión y en forma completa el contenido de la resolución o de la actividad
que se requiere y las condiciones o plazos para su cumplimiento;

2) Contienen los elementos necesarios para asegurar la defensa, el ejercicio de los derechos y facultades de
las partes;

3) Advierten suficientemente al imputado o a la víctima cuando el ejercicio de un derecho esté sujeto a
un plazo o condición.

No obstante, las normas prácticas dictadas, las partes pueden acordar expresamente, en cada caso, una mo-
dalidad de comunicación efectiva de acuerdo con las posibilidades técnicas a las que ellas tienen acceso y el juez o
tribunal.
ARTÍCULO 218.- Procedimiento: Las comunicaciones que disponen los jueces o el Ministerio Público Fiscal deben
ser practicadas por la Oficina Judicial, de conformidad con las reglas que se establecen en las normas pertinentes.
Las decisiones que se adopten durante las audiencias quedan comunicadas en el mismo acto.



San Juan, Miércoles 26 de Diciembre de 2018Pág. 192.176

Boletín Oficial

Capítulo 6
Invalidez de los actos procesales

ARTÍCULO 219.- Principios generales: No pueden ser valorados para fundar una decisión judicial, ni utilizados
como presupuesto de ella, los actos cumplidos con inobservancia de los derechos y garantías previstos en la Cons-
titución Nacional, en los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, en la Constitución de la Provincia y
en este Código.

Tampoco pueden ser valorados los actos cumplidos con inobservancia de las formas, que obsten al ejerci-
cio del derecho a la tutela judicial de la víctima o impiden el ejercicio de los deberes del representante del Ministe-
rio Público Fiscal.
ARTÍCULO 220.- Saneamiento: Todos los defectos de los actos procesales deben ser inmediatamente saneados, re-
novando el acto, rectificando el error o cumpliendo el acto omitido, de oficio o a petición del interesado.
Si la invalidez se funda en la violación de una garantía establecida en favor del imputado, sin perjuicio
de su saneamiento si corresponde, el proceso penal no puede retrotraerse a etapas anteriores al acto
anulado, salvo el caso de reenvío.

Se entiende que el acto procesal se ha saneado sí, no obstante la irregularidad, se consigue su fin respecto
de todos los interesados.
ARTÍCULO 221.- Convalidación: Los defectos formales que afecten al representante del Ministerio Público Fis-
cal o a la víctima quedan convalidados en los siguientes casos:
1) Si las partes no han solicitado su saneamiento mientras se realizaba el acto o dentro de los tres (3) días de prac-
ticado y quien lo solicita no ha estado presente; si por las circunstancias del acto ha sido imposible advertir oportu-
namente el defecto, el interesado debe reclamarlo dentro de las veinticuatro (24) horas de advertido;
2) Si las partes han aceptado, expresa o tácitamente, los efectos del acto. 
ARTÍCULO 222.- Defectos absolutos: Son defectos absolutos la inobservancia de las disposiciones concernientes:

1) Al nombramiento, capacidad y constitución del tribunal.
2) A la intervención del Ministerio Público Fiscal en el proceso penal, y a su participación en los actos

en que ella es obligatoria.
3) A la intervención, asistencia y representación del imputado, en los casos y formas que la ley establece.
4) A la intervención, asistencia y representación del querellante particular y de las partes civiles en los

casos y formas que la ley establece.
5) A la publicidad y continuidad del debate. 

ARTÍCULO 223.- Declaración de nulidad: Si no es posible sanear un acto procesal ni se trata de casos de conva-
lidación, el juez debe declarar su nulidad señalándolo expresamente en la resolución respectiva, de oficio o a peti-
ción de parte.

La nulidad de un acto invalida todos los efectos o los actos consecutivos que dependen directamente de éste.
ARTÍCULO 224.- Audiencia: Las solicitudes de saneamiento o declaración de nulidad deben ser resueltas por el
juez en audiencia, con intervención de todas las partes interesadas.
ARTÍCULO 225.- Sanciones: Cuando el tribunal superior declare la nulidad de actos cumplidos por uno inferior o
un Fiscal, puede disponer su apartamiento de la causa o imponerle las medidas disciplinarias que le acuerde la ley
o solicitarlas a quien sea competente para ello.
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Título VII
Medios de prueba

Capítulo 1
Normas generales

ARTÍCULO 226.- Libertad probatoria: Se pueden probar los hechos y circunstancias de interés para la solución
correcta de la causa, por cualquier medio de prueba, salvo que se encuentren expresamente prohibidos por la ley.
Además de los medios de prueba establecidos en este Código se pueden utilizar otros, siempre que no vulneren de-
rechos o garantías constitucionales y no obstaculicen el control de la prueba por los demás intervinientes.
ARTÍCULO 227.- Reglas sobre la prueba: La recolección y admisibilidad de la prueba se ajusta a las siguientes
reglas procesales:

1) La recolección de los elementos de prueba está a cargo del representante del Ministerio Público Fis-
cal que actúa bajo los principios de objetividad y buena fe, y debe requerir orden judicial previa sólo
en los casos en que este Código así lo establece;

2) Las demás partes pueden ofrecer las pruebas que consideren necesarias. En caso de negativa injustifi-
cada pueden recurrir al órgano jurisdiccional competente para que se lo ordene;

3) Los jueces no pueden de oficio incorporar prueba alguna;
4) Sólo se admiten medios de prueba que guarden relación, directa o indirecta, con el objeto del proceso

penal, sean útiles y pertinentes para la resolución del caso y no resulten manifiestamente sobreabun-
dantes; no puede denegarse prueba si para su producción existe conformidad de las partes;

5) Si se postula un hecho como admitido por todas las partes, el órgano jurisdiccional puede prescindir
de la prueba ofrecida, declarando el hecho comprobado en el auto de apertura del juicio oral; durante
la audiencia de control de la acusación el juez puede provocar el acuerdo entre las partes si estima que,
según las pruebas ofrecidas, se trata de un hecho notorio.

6) La decisión del juez que admite o que rechaza un medio de prueba no vincula al tribunal del debate.
7) Las partes pueden objetar en audiencia ante el juez las medidas de prueba que adopten el representante

del Ministerio Público Fiscal, sus auxiliares o los funcionarios policiales, en ejercicio de las faculta-
des reconocidas en este título.

ARTÍCULO 228.- Valoración de la prueba: Las pruebas son valoradas por los jueces según la sana crítica, obser-
vando las reglas de la lógica, los conocimientos científicos y las máximas de la experiencia. El juez o tribunal forma
su convicción de la valoración conjunta y armónica de toda la prueba producida.

Capítulo 2
Comprobaciones directas

ARTÍCULO 229.- Inspección del lugar del hecho: Cuando es necesario inspeccionar lugares u objetos, por exis-
tir motivo suficiente y fundado para presumir que se pueden encontrar elementos útiles a la investigación, o que allí
se puede efectuar la detención del imputado, de alguna persona prófuga o sospechosa de haber cometido un delito,
se debe proceder a su registro. Si el acceso al lugar u objeto requiere autorización judicial se la debe obtener pre-
viamente. 

De la inspección se debe labrar un acta que debe ser firmada por dos (2) testigos que no pueden pertenecer
a la misma fuerza de seguridad que intervino en el acto, salvo casos de suma urgencia o fuerza mayor debidamente
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justificados, y adicionalmente, el acto puede registrarse por otro medio idóneo que garantice su inalterabilidad y fi-
delidad. Bajo esas formalidades puede ser incorporada al juicio con posterioridad y quienes intervinieron en ella pue-
den ser interrogados por las partes.

El Fiscal o la policía en función judicial, bajo su dirección inmediata, son los encargados de realizar la ins-
pección. 

Para realizar inspecciones o registros, puede ordenarse que durante la diligencia no se ausenten quienes se
encuentren en el lugar o que cualquier otra persona comparezca inmediatamente; los que desobedezcan pueden ser
compelidos por la fuerza pública. La restricción de la libertad no puede durar más tiempo del necesario que el re-
querido para la realización de la inspección o registro.
ARTÍCULO 230.- Requisa e inspección con orden judicial: El juez debe ordenar, a requerimiento de parte y por
auto fundado, la requisa de una persona, la inspección de los efectos que lleva consigo, así como el interior de los
vehículos, aeronaves o embarcaciones, siempre que existen motivos suficientes para presumir que se ocultan cosas
relacionadas con un delito. La orden judicial debe indicar los objetos que se buscan. Antes de proceder a la requisa
se debe advertir a la persona acerca de la sospecha y del objeto que se busca, invitándola a exhibirlo.

Las requisas e inspecciones se practican separadamente, con perspectiva de género, respetando el pudor y
la dignidad personal y, en los casos que corresponde, por profesionales de la salud.

La requisa, la inspección y su advertencia se realizan en presencia de dos (2) testigos, que no pueden per-
tenecer a la fuerza de seguridad ni a ninguno de los órganos intervinientes, salvo en caso de suma urgencia o impo-
sibilidad de conseguirlos, de lo que debe dejarse constancia. 

El procedimiento y los motivos de la requisa y la inspección se deben hacer constar en el acta que firman
todos los intervinientes y si el requisado no la suscribe, se debe indicar la causa, y adicionalmente, la requisa y la
inspección se pueden registrar por otro medio idóneo que garanticen su inalterabilidad y fidelidad.

La negativa de la persona que ha de ser objeto de la requisa no obsta a la realización de la diligencia, salvo
que medien causas justificadas.
ARTÍCULO 231.- Requisa e inspección sin orden judicial: Sólo se puede proceder a la requisa sin orden judicial
de la persona e inspeccionar los efectos que lleve consigo, así como el interior de los vehículos, aeronaves y em-
barcaciones de cualquier clase, ante la concurrencia de los siguientes supuestos:

1) Cuando existen circunstancias previas que razonable y objetivamente permiten presumir que se ocul-
tan cosas relacionadas con un delito;

2) No es posible esperar la orden judicial ante el peligro cierto de que desaparezcan las pruebas que se
intentan incautar;

3) Se practique en la vía pública, o en lugares de acceso público.
Si corresponde, se deben practicar los secuestros del modo previsto por este Código, y se debe labrar un acta, ex-
presando los motivos. Se debe comunicar la medida inmediatamente al representante del Ministerio Público Fiscal
para que disponga lo que corresponde. 
ARTÍCULO 232.- Registro de lugares: Si existen motivos para presumir que en determinado lugar se encuentran
cosas vinculadas a la investigación del delito o que allí se puede efectuar la detención del imputado, de alguna per-
sona evadida o sospechada de haber participado de un hecho delictivo, el juez debe ordenar, a requerimiento de
parte y por auto fundado, el registro de ese lugar.

El representante del Ministerio Público Fiscal puede disponer de la fuerza pública y proceder personal-
mente o encomendar la diligencia al funcionario debidamente individualizado del Ministerio Público Fiscal o de la
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policía u otra fuerza de seguridad que estime pertinente.
ARTÍCULO 233.- Allanamiento de morada: Si el registro debe efectuarse en un lugar destinado a habitación, re-
sidencia particular o sus dependencias cerradas, el allanamiento se debe realizar en horario diurno.

Excepcionalmente, en los casos en que existe peligro en la demora, se puede proceder al allanamiento en
cualquier horario. La orden que así lo dispone debe explicitar las circunstancias extraordinarias.

El allanamiento debe ser ordenado por el juez y puede ser suplido por el consentimiento libremente ex-
presado de quien habite el lugar.
ARTÍCULO 234.- Allanamiento en otros locales: El allanamiento en horario diurno no rige para los edificios pú-
blicos y oficinas administrativas, los establecimientos de reunión o de recreo, el local de las asociaciones y cualquier
otro lugar cerrado que no esté destinado a habitación o residencia particular.
En estos casos debe darse aviso a las personas a cuyo cargo estén los locales, salvo que ello fuera perjudicial para
la investigación.

Para la entrada y registro en la Cámara de Diputados, en las oficinas directas del Gobernador o de minis-
tros de la Corte de Justicia se necesita la autorización del presidente de la Cámara, del Gobernador o del presidente
de la Corte, respectivamente.
ARTÍCULO 235.- Allanamiento sin orden judicial: La policía en función judicial u otra fuerza de seguridad pue-
den proceder al allanamiento sin previa orden judicial si:

1) Por incendio, explosión, inundación u otro estrago esta amenazada la vida de los habitantes o la pro-
piedad;

2) Se denuncia que una o más personas han sido vistas mientras se introducían en una casa o local con
indicios manifiestos de comisión de un delito;

3) Se introduce en una casa o local algún sospechoso de delito a quien se persigue para su aprehensión;
4.) Voces provenientes de una casa o local piden socorro o anuncian que allí se está cometiendo un de-

lito;
5) Se tiene sospechas fundadas de que en una casa o local se encuentra la víctima de una privación ilegal

de la libertad y corre peligro inminente su vida o integridad física; el representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal debe autorizar la medida.

En el acta de allanamiento se debe dejar constancia de la existencia de alguna de estas causales de excepción.
ARTÍCULO 236.- Trámite de la autorización: Siempre que, para la realización de una inspección o de un regis-
tro se requiera autorización judicial, el representante del Ministerio Público Fiscal la debe requerir por escrito o en
forma oral, expresando:
1) La determinación concreta del lugar o los lugares que deben ser registrados;
2) La finalidad del registro, mencionando los objetos a secuestrar o las personas a detener;
3) El nombre del representante del Ministerio Público Fiscal responsable del control o de la ejecución de la medida
de prueba, los motivos que funden su necesidad y cuáles son las evidencias disponibles que la justifican;
4) En su caso, los motivos que fundamenten la necesidad de efectuar la diligencia fuera del horario diurno;
5) La firma del representante del Ministerio Público Fiscal que requiere la autorización.
El juez puede convocar a audiencia unilateral previo a otorgar autorización.
ARTÍCULO 237.- Orden de allanamiento del juez: El juez debe examinar el cumplimiento de los requisitos for-
males y la razonabilidad de los motivos que funden el pedido de allanamiento del representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal.
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La orden de allanamiento debe ser escrita y contiene la identificación de la investigación en el marco de la
cual se libra, la indicación detallada del lugar o lugares que han de ser registrados, la finalidad con la que se prac-
tica el registro, el día en que la medida se debe efectuar y, si corresponde, la habilitación horaria y la descripción de
las cosas a secuestrar o personas a detener, así como de la autoridad que la debe llevar a cabo.

En casos graves y urgentes, la comunicación de la orden a quien se le encomiende el allanamiento se puede
realizar por medios electrónicos o por cualquier otro medio idóneo, con constancia fehaciente sobre el modo de co-
municación utilizado y de la identificación del receptor. El destinatario de la orden debe comunicar inmediatamente
su recepción al juez emisor y corroborar que el contenido de la orden de allanamiento es correcto. Para estos fines,
se puede usar la firma digital.

Si la solicitud es por vía telefónica, el juez debe exigir al representante del Ministerio Público Fiscal los re-
quisitos del artículo 236 y, si son reunidos, debe autorizar la medida de prueba. Dentro de las veinticuatro (24) horas
el juez debe dejar constancia por escrito de la orden emitida.
ARTÍCULO 238.- Formalidades para el allanamiento: La orden de allanamiento debe ser comunicada mediante
la entrega de una copia de ella al que habite o posea el lugar donde se debe efectuar o, cuando esté ausente, a su en-
cargado o, a falta de éste, a cualquier persona mayor de edad que se halle en el lugar, preferentemente a los fami-
liares del primero. El funcionario a cargo del allanamiento se debe identificar e invitar al notificado a presenciar el
allanamiento. Cuando no se encuentre ninguna persona, ello se debe hacer constar en el acta.
Si por existir evidente riesgo para la seguridad de los testigos del procedimiento es indispensable que la autoridad
preventora ingrese al lugar previamente, lo debe hacer por el tiempo estrictamente necesario para neutralizar el pe-
ligro. Se debe dejar constancia explicativa de las circunstancias en el acta.
ARTÍCULO 239.- Recaudos para el allanamiento: El allanamiento se debe realizar procurando afectar lo menos
posible el derecho a la intimidad.

El allanamiento se circunscribe al lugar específico sobre el que se sospeche que se puede encontrar el ob-
jeto de búsqueda y comprende exclusivamente los elementos que estén relacionados con ese fin. Si en estricto cum-
plimiento de la orden de allanamiento se encuentran objetos que evidencien la comisión de un delito distinto al que
motivó la orden, se debe poner en conocimiento del representante del Ministerio Público Fiscal interviniente quien,
en caso de estimarlo adecuado, puede ordenar su secuestro.

En el acta se debe dejar constancia explicativa sobre el lugar y la forma en que se hallaron todos los obje-
tos secuestrados.

Una vez practicado el allanamiento, se debe hacer constar en el acta su resultado, con expresión de las cir-
cunstancias útiles para la investigación.

El acta debe ser firmada por los concurrentes. Si alguien no lo hace, se deben hacer constar los motivos.
ARTÍCULO 240.- Obligación de entregar objetos o documentos: Todo aquel que tiene en su poder objetos o do-
cumentos que pueden servir como medio de prueba, está obligado a presentarlos y entregarlos cuando le son re-
queridos, siendo de aplicación las medidas de coerción permitidas para el testigo que rehúsa declarar.
Quedan exceptuadas de esta disposición las personas que deben abstenerse de declarar como testigos.
Si los objetos requeridos no son entregados se debe disponer su secuestro.
ARTÍCULO 241.- Procedimiento para el secuestro: Son de aplicación para el secuestro las normas previstas para
la requisa y el registro. Los efectos secuestrados deben ser descriptos, inventariados y puestos bajo custodia segura
para evitar su modificación o sustitución.
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Se puede disponer la obtención de copias, reproducciones o imágenes de los objetos secuestrados cuando resulte más
conveniente para la investigación.
ARTÍCULO 242.- Objetos no sometidos a secuestro: No pueden ser objeto de secuestro:

1) Los resultados de exámenes o diagnósticos relativos a las ciencias médicas realizados al imputado
bajo secreto profesional y que no tienen vinculación con la investigación;

2) Las cartas o documentos que se envíen o entreguen a defensores para el desempeño de su cargo.
ARTÍCULO 243.- Interceptación: Siempre que resulte útil para la comprobación del delito, el juez puede ordenar,
a petición de parte, la interceptación y secuestro de correspondencia postal, telegráfica, electrónica o cualquier otra
forma de comunicación o de todo otro efecto remitido por el imputado o destinado a éste, aunque sea bajo nombre
supuesto.

Para la interceptación se procede de modo análogo al allanamiento.
ARTÍCULO 244.- Intervención de comunicaciones: La intervención de comunicaciones tiene carácter excepcio-
nal y sólo se puede efectuar por un plazo máximo de treinta (30) días, que puede ser renovado, expresando los mo-
tivos que justifiquen la extensión del plazo conforme la naturaleza y circunstancias del hecho investigado.
La solicitud debe indicar el plazo de duración que estime necesario según las circunstancias del caso. El juez debe
controlar la legalidad y razonabilidad de la intervención de comunicaciones y resolver fundadamente.
Para los funcionarios encargados de efectuar la intervención de comunicaciones rige el deber de confidencialidad y
secreto respecto de la información obtenida por estos medios, excepto respecto de la autoridad que la requirió. 

Quienes incumplan este deber incurren en responsabilidad penal.
Las empresas que brinden el servicio de comunicación deben posibilitar el cumplimiento inmediato de la

diligencia, bajo apercibimiento de incurrir en responsabilidad penal.
Se debe suspender inmediatamente la intervención de las comunicaciones cuando los elementos de con-

vicción tenidos en consideración para ordenar la medida desaparecen, transcurrió su plazo de duración o la inter-
vención ya alcanzo su objeto.
ARTÍCULO 245.- Incautación de datos: El juez puede ordenar a requerimiento de parte y por auto fundado, el re-
gistro de un sistema informático o de una parte de éste, o de un medio de almacenamiento de datos informáticos o
electrónicos, con el objeto de incautar los componentes del sistema, obtener copia o preservar datos o elementos de
interés para la investigación, bajo las condiciones establecidas en el artículo 229.

Rigen las mismas limitaciones dispuestas para el secuestro.
El examen de los objetos, documentos o el resultado de la interceptación de comunicaciones, se debe hacer

bajo la responsabilidad de la parte que lo solicitó.
Una vez secuestrados los componentes del sistema, u obtenida la copia de los datos, se aplican las reglas

de apertura y examen de correspondencia.
Se debe disponer la devolución de los componentes que no tienen relación con el proceso penal y se debe

proceder a la destrucción de las copias de los datos. El interesado puede recurrir al juez para obtener la devolución
de los componentes o la destrucción de los datos.
ARTÍCULO 246.- Apertura y examen. Secuestro: Recibida la correspondencia o efectos interceptados, el repre-
sentante del Ministerio Público Fiscal debe proceder a su apertura, examinar los objetos y leer el contenido de la co-
rrespondencia.

El representante del Ministerio Público Fiscal en audiencia unilateral debe explicar los fundamentos por los
cuales solicita mantener el secuestro de los objetos que tienen relación con el proceso penal. Del resto de los efec-
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tos el juez mantiene la reserva del contenido y debe disponer la entrega al destinatario o a sus representantes o pa-
rientes próximos, bajo constancia.
ARTÍCULO 247.- Procedimiento para el registro y conservación: Las intervenciones comprendidas en los artí-
culos anteriores de este título deben ser registradas mediante su grabación magnetofónica u otros medios técnicos
similares que aseguren la fidelidad del registro. La grabación debe ser entregada o conservada por el representante
del Ministerio Público Fiscal, quien puede disponer las medidas de seguridad correspondientes, aplicando los re-
caudos previstos para el secuestro y la cadena de custodia. El representante del Ministerio Público Fiscal debe guar-
dar secreto de su contenido y asegurar que no sea conocido por terceros.

Al finalizar el proceso penal por sentencia o auto de sobreseimiento, los registros de sonido de las comu-
nicaciones y las transcripciones que se han realizado deben ser puestos a resguardo del acceso público. No puede
accederse a estos a ningún fin, sino por orden judicial, y por razones justificadas. 
ARTÍCULO 248.- Clausura de locales: Si para la averiguación de un delito es indispensable la clausura de un local
o la inmovilización de cosas muebles que por su naturaleza o dimensiones no pueden ser mantenidas en depósito,
se debe proceder a asegurarlas, previa orden judicial y según las reglas del registro.
ARTÍCULO 249.- Custodia y devolución de los efectos secuestrados: Los efectos secuestrados deben ser inven-
tariados y puestos bajo segura custodia, a disposición del Ministerio Público Fiscal. Se puede ordenar la obtención
de copias o reproducciones de las cosas secuestradas si éstas pueden desaparecer, alterarse o son de difícil custodia.

Es obligación de las autoridades devolver los objetos secuestrados que no estén sometidos a decomiso, res-
titución o embargo a las personas legitimadas para poseerlos, inmediatamente después de realizadas las diligencias
para las cuales se obtuvieron.

Esta devolución se puede ordenar provisionalmente, en calidad de depósito judicial y al poseedor se le
puede imponer la obligación de exhibirlos.
ARTÍCULO 250.- Cadena de custodia: Con el fin de asegurar los elementos de prueba, se debe establecer una ca-
dena de custodia que resguarde su identidad, estado y conservación. Se debe identificar a todas las personas que han
tomado contacto con esos elementos y son responsables los funcionarios públicos y particulares intervinientes.

Capítulo 3
Testimonios

ARTÍCULO 251.- Derechos del testigo: Desde el inicio del proceso penal y hasta su finalización, al testigo se le
deben garantizar el pleno respeto de los siguientes derechos:

1) Al pago de los gastos de traslado al lugar donde la autoridad competente designe;
2) A la protección de la integridad física y moral, inclusive de su familia;
3) A ser informado sobre los resultados del acto procesal en el que ha participado;
4) Si se trata de una persona mayor de setenta (70) años, mujer embarazada o enfermo grave, a cumplir

con el acto procesal en el lugar de su residencia o internación; tal circunstancia debe ser comunicada
a la autoridad competente con la debida anticipación.

Todos estos derechos deben ser enunciados por el órgano competente al momento de practicar la primera
citación del testigo. 
ARTÍCULO 252.- Capacidad de atestiguar. Obligación de comparecer y declarar: Toda persona tiene capaci-
dad de atestiguar y tiene la obligación de comparecer si es citada para declarar la verdad de cuanto conoce y le es
preguntado; no puede ocultar hechos o circunstancias que guarden relación con la investigación.
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El testigo no tiene la obligación de declarar sobre hechos que le pueden acarrear responsabilidad penal.
ARTÍCULO 253.- Compulsión: Si el testigo no se presenta a la convocatoria se lo debe hacer comparecer por medio
de la fuerza pública.

A pedido de parte, el juez puede disponer el arresto del testigo que, luego de comparecer, se niega a decla-
rar. Asimismo, puede ordenar, también a pedido de parte, el inmediato arresto de un testigo si carece de domicilio y
existen motivos razonables para creer que se puede ocultar o ausentar. Ambas medidas duran el tiempo indispensa-
ble para recibir la declaración, el que nunca puede exceder de veinticuatro (24) horas.
ARTÍCULO 254.- Facultad y deberes de abstención: Pueden abstenerse de declarar el cónyuge o conviviente del
imputado, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, sus tutores, curadores y pu-
pilos.

Las personas mencionadas deben ser informadas sobre su facultad de abstenerse antes de iniciar la decla-
ración. Ellas pueden ejercer la abstención aún durante su declaración, incluso en el momento de responder deter-
minadas preguntas.

Deben abstenerse de declarar sobre los hechos secretos que han llegado a su conocimiento debido al pro-
pio estado, oficio o profesión, los ministros de un culto admitido, los abogados, procuradores, escribanos, médicos,
farmacéuticos, parteras y demás auxiliares del arte de curar; los militares y funcionarios públicos sobre secretos de
Estado. Estos últimos, no pueden negar su testimonio cuando son liberados del deber de guardar secreto por el in-
teresado. 

Si el juez estima que el testigo invoca erróneamente la facultad de abstenerse o la reserva del secreto, le debe
ordenar que preste su declaración mediante resolución fundada.
ARTÍCULO 255.- Declaración de los testigos durante el proceso penal: Durante la investigación penal prepara-
toria, los testigos están obligados a prestar declaración. El representante del Ministerio Público Fiscal debe exigir a
los testigos el juramento o promesa de decir verdad.

Para las declaraciones rigen las reglas del principio de informalismo, debiendo garantizarse el contenido
de estas.

El representante del Ministerio Público Fiscal les debe hacer saber a los testigos la obligación que tienen
de comparecer y declarar durante la audiencia de juicio oral, así como de comunicar cualquier cambio de domicilio
o de morada hasta esa oportunidad.
ARTÍCULO 256.- Reserva de domicilio e identidad del testigo: Si los testigos temen por su integridad física o de
otra persona pueden indicar su domicilio en forma reservada, pero no pueden ocultar su identidad salvo en los casos
en que estén incluido en un programa de protección de testigos. La reserva de identidad sólo puede mantenerse hasta
el juicio común.
ARTÍCULO 257.- Residentes en el extranjero: Si el testigo se halla en el extranjero se debe proceder conforme a
las normas nacionales o internacionales para la cooperación judicial. Sin embargo, se puede requerir la autorización
del Estado en el cual se halle, para que sea interrogado por el representante consular o diplomático, por un juez o
por un representante del Ministerio Público Fiscal, según sea la etapa del procedimiento y la naturaleza del acto de
que se trate. También puede ser interrogado por medios tecnológicos habilitados.
ARTÍCULO 258.- Forma de la declaración durante el debate: Antes de comenzar la declaración el testigo debe
ser instruido acerca de sus obligaciones, de la responsabilidad por su incumplimiento y debe prestar juramento o pro-
mesa de decir verdad, según sus creencias.

Los testigos son interrogados por las partes; en primer lugar, por quien lo ofrezca, salvo que las partes
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acuerden otro orden.
Los jueces no pueden formular preguntas a los testigos.

ARTÍCULO 259.- Testimonios especiales: Cuando se deba recibir testimonio de personas que han resultado vícti-
mas de hechos que las han afectado psicológicamente, el representante del Ministerio Público Fiscal o el juez, según
el caso y fundadamente, pueden disponer su recepción en privado y a puertas cerradas, con el auxilio de familiares
o profesionales especializados, garantizando el ejercicio de la defensa.

El juez puede disponer lo necesario para que la recepción del testimonio se realice en una sala debidamente
acondicionada, que permita el control de la diligencia por parte del imputado y su defensor. En lo posible, se debe
realizar la declaración mediante un adecuado protocolo, con intervención de un perito psicólogo, que debe llevar a
cabo el interrogatorio propuesto por las partes. 

En estos testimonios especiales se debe procurar obtener grabación o video filmación íntegra del testimo-
nio para su exhibición en el debate.
Para estos testimonios rige lo dispuesto respecto del anticipo jurisdiccional de prueba conforme el artículo 349.
ARTÍCULO 260.- Declaración de menores de edad o personas con capacidad restringida: Si se trata de vícti-
mas o testigos menores de edad que a la fecha en que se requiere su comparecencia no han cumplido dieciséis (16)
años o personas con capacidad restringida, si la naturaleza y circunstancias del caso así lo aconsejan, se debe adop-
tar el siguiente procedimiento:

1) Deben ser entrevistados por un psicólogo especialista de acuerdo a las condiciones de la víctima;
2) El acto de declaración se debe llevar a cabo de acuerdo a la edad del menor y la etapa evolutiva de la

persona con capacidad restringida.
3) En el plazo que el representante del Ministerio Público Fiscal dispone, el profesional actuante debe ele-

var un informe detallado con las conclusiones a las que arribe;
4) El desarrollo de la declaración puede ser seguido por las partes desde el exterior del recinto a través

de un equipo de video o cualquier otro medio técnico con que se cuente; en ese caso, con anterioridad
a la iniciación de la declaración, el juez o los representantes del Ministerio Público Fiscal, según el caso,
deben hacer saber al profesional a cargo de la entrevista las inquietudes propuestas por las partes así
como las que surgen durante el transcurso de la declaración, las que deben ser canalizadas teniendo en
cuenta las características del hecho y el estado emocional de la víctima;

5) Si la víctima se encuentra imposibilitada de comparecer por motivos de salud o por residir en un lugar
distante a la sede del tribunal, o para garantizar la protección de su seguridad, se puede realizar el acto
a través de videoconferencias; las personas que no pueden concurrir al tribunal por estar físicamente
impedidas, pueden ser interrogadas en su domicilio, lugar de alojamiento o internación.

6) Se puede admitir la exhibición del registro audiovisual de declaraciones previas de la víctima en ese
u otro proceso judicial. Si las partes requirieren la comparecencia a los efectos de controlar la prueba,
el juez les debe requerir los motivos y el interés concreto, así como los puntos sobre los que preten-
den examinar al testigo, y debe admitir el interrogatorio sólo sobre aquéllos que hagan al efectivo cum-
plimiento del derecho de defensa;

7) La declaración se debe registrar en un video fílmico.
Si se trata de actos de reconocimiento de lugares o cosas, el menor de edad o la persona con capacidad res-

tringida víctima del delito debe ser asistido por un profesional especialista.
ARTÍCULO 261.- Menor de edad mayor de dieciséis años: Si se trata de víctimas que a la fecha en que se requiere
su comparecencia ya han cumplido dieciséis (16) años pero son menores de dieciocho (18) años de edad, antes de
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la recepción del testimonio, se debe requerir informe a un especialista acerca de la existencia de riesgo para la salud
psicofísica del menor de edad en el caso de que comparezca ante los estrados judiciales en presencia de las partes.
Esta medida se debe llevar adelante evitando la revictimización del niño, niña o adolescente.
ARTÍCULO 262.- Declaración por escrito: Pueden declarar por informe escrito y bajo juramento o promesa de decir
verdad, el Presidente y Vicepresidente de la Nación, los Gobernadores y Vicegobernadores de las Provincias, los Mi-
nistros y Legisladores Nacionales y Provinciales, los Ministros diplomáticos y cónsules generales, los jueces del
Poder Judicial de la Nación y de las Provincias, y los fiscales y defensores de Ministerios Públicos nacionales y
provinciales, los oficiales superiores de las fuerzas armadas desde el grado de general o su equivalente, en activi-
dad, y los altos dignatarios de la Iglesia.

Los testigos mencionados pueden renunciar a este tratamiento especial.
Capítulo 4
Peritajes

ARTÍCULO 263.- Procedencia: Si para conocer o apreciar un hecho resultan necesarios conocimientos especiales
en alguna ciencia, arte o técnica, las partes pueden presentar informes elaborados por peritos de su confianza en
cuyo caso deben acompañar los elementos que acrediten la idoneidad profesional de aquéllos.

No rigen las reglas de la prueba pericial para quien declare sobre hechos o circunstancias que conoció es-
pontáneamente, aunque utilice para informar las aptitudes especiales que posee en una ciencia, arte o técnica. En este
caso rigen las reglas de la prueba testimonial.

ARTÍCULO 264.- Calidad habilitante: Los peritos deben tener título habilitante en la materia relativa al punto
sobre el que dictaminan, siempre que la ciencia, arte o técnica esté reglamentada. En caso contrario debe designarse
a una persona de idoneidad manifiesta.
No pueden desempeñarse como peritos las personas facultadas para abstenerse de declarar como testigos.
También se puede encomendar la labor pericial a una institución científica o técnica que reúna las cualidades pre-
vistas en este artículo.
ARTÍCULO 265.- Instrucciones: Durante la etapa de la investigación penal preparatoria, las partes pueden solici-
tar al representante del Ministerio Público Fiscal las instrucciones necesarias para que sus peritos puedan acceder a
examinar los objetos, documentos o lugares a que se refiere su pericia o para cualquier otro fin pertinente. El re-
presentante del Ministerio Público Fiscal debe acceder a la solicitud a menos que, presentada durante la etapa de in-
vestigación penal preparatoria, se considere necesario postergarla para proteger el éxito de la investigación. 
El representante del Ministerio Público Fiscal se puede oponer a la pericia dentro de los cinco (5) días si existen fun-
dadas razones. Ante la oposición, puede recurrirse ante el juez, quien debe resolver en audiencia.
ARTÍCULO 266.- Designación: El Fiscal durante la etapa preparatoria o el juez al admitir la prueba deben selec-
cionar a los peritos según la importancia del caso y la complejidad de las cuestiones. 

El Fiscal o el juez deben atender las sugerencias de los intervinientes en orden a las cuestiones a peritar. Al
mismo tiempo, fijan con precisión los temas de la peritación y deben determinar el plazo durante el cual los peritos
designados presentan sus dictámenes.

Se debe designar un perito por cada especialidad, si ello es necesario.
El perito debe guardar reserva de cuanto conoce con motivo de su actuación. 

ARTÍCULO 267.- Facultad de las partes: Antes de comenzar las operaciones periciales se debe comunicar a las
partes la orden de practicar la pericia, salvo que aquéllas sean sumamente urgentes, se debe indicar qué tipo de pe-
ricia se ha ordenado, la identidad del perito designado y los puntos de pericia sobre los que debe expedirse.



San Juan, Miércoles 26 de Diciembre de 2018Pág. 192.186

Boletín Oficial

Dentro del plazo que establece la autoridad que ordenó el peritaje, cualquiera de las partes puede proponer
otro perito para que dictamine conjuntamente con el perito designado.

Las partes pueden objetar la realización de la pericia o la calidad de urgente de las operaciones, proponer
fundadamente puntos de pericia y objetar los admitidos o propuestos por otra de las partes. Si no se identifican los
puntos sobre los que debe versar la pericia, la propuesta debe ser rechazada por inadmisible.

Las objeciones tramitan por vía incidental y deben ser resueltas por el juez penal en audiencia oral, con in-
tervención de las partes.

Asimismo, las partes pueden contar con la asistencia de consultores técnicos que sólo las pueden asesorar,
pero no pueden dictaminar en la causa. 
ARTÍCULO 268.- Ejecución del peritaje: El Fiscal o el juez que ordena el peritaje, debe resolver todas las cues-
tiones que se planteen durante las operaciones periciales.
Los peritos deben procurar practicar juntos el examen pericial. Las partes y sus consultores técnicos pueden asistir
a la pericia y solicitar las aclaraciones pertinentes, y se deben retirar cuando los peritos comiencen la deliberación.

Si algún perito no cumple con su función, se lo debe sustituir de oficio o a pedido de parte, sin perjuicio de
las responsabilidades que le pueden corresponder.
ARTÍCULO 269.- Deber de información: Cuando la práctica pericial involucre una injerencia en la intimidad de
una persona, los peritos deben informarle al interesado que están limitadas las reglas del secreto profesional.
ARTÍCULO 270.- Dictamen pericial: El dictamen pericial debe ser fundado y debe contener, de manera clara y pre-
cisa, una relación detallada de las operaciones practicadas y sus resultados, las observaciones de las partes o de sus
consultores técnicos y las conclusiones que se formulen respecto de cada punto de pericia requerido.

Los peritos pueden dictaminar por separado cuando existe diversidad de opinión entre ellos.
El dictamen se debe presentar por escrito firmado y fechado, sin perjuicio del informe oral en las

audiencias. La lectura del informe sólo puede ser utilizada para solicitar aclaraciones en el interrogatorio o ayudar
a la memoria de los peritos, pero los jueces deben valorar el informe oral, salvo que las partes consientan la incor-
poración del informe escrito. 
ARTÍCULO 271.- Instituciones: Cuando el peritaje se encomiende a una institución científica o técnica y en las ope-
raciones deben intervenir distintos peritos o equipos de trabajo, se puede elaborar un único informe bajo la respon-
sabilidad de quien dirige los trabajos conjuntos, el que es suscripto por todos los intervinientes.
ARTÍCULO 272.- Peritajes especiales: Si se deben realizar diferentes pruebas periciales a niños, niñas y adoles-
centes o personas afectadas psicológicamente, se debe procurar concentrar la actividad de los peritos, ordenando que
actúen conjunta e interdisciplinariamente.

La presente disposición es extensiva a toda pericia que puede producir perjuicio material, psicológico o
moral a las personas, en cuanto superen las molestias naturales derivadas de su realización.

Se puede solicitar por informativa la remisión de las pericias que se practicaron en sede administrativa, las
que se incorporan con control de las partes.
ARTÍCULO 273.- Ampliación de la pericia. Peritos nuevos: Si alguna de las partes estima que el dictamen peri-
cial es insuficiente, puede solicitar al juez la ampliación por los mismos peritos, precisando los interrogantes aún pen-
dientes de explicación o la designación de nuevos peritos.

También se puede ordenar la designación de nuevo o nuevos peritos si los dictámenes son dubitativos o con-
tradictorios, para que los examinen y valoren o, si es factible y necesario, para que realicen otra vez la pericia.
ARTÍCULO 274.- Falsedad documental: Cuando se trate de examinar o cotejar algún documento falso, el fiscal



Pág. 192.187San Juan, Miércoles 26 de Diciembre de 2018

Boletín Oficial

debe ordenar la presentación de escritura de comparación y puede utilizar escritos privados si no existe duda sobre
su autenticidad.

Para la obtención de escritos privados se puede requerir al juez penal el secuestro, salvo que el tenedor de
ellos sea una persona que debe o pueda abstenerse de declarar como testigo. El fiscal puede solicitar que se forme
cuerpo de escritura; de la negativa se debe dejar constancia, en su caso.

Debe asentarse que dicha solicitud fue realizada en presencia del defensor.
ARTÍCULO 275.- Honorarios: Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención de los peritos corres-
ponden a la parte que los ofrece.

Excepcionalmente, el juez puede relevar a la parte, total o parcialmente, del pago de los honorarios del pe-
rito, cuando se demuestre que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlos o cuando, en caso del impu-
tado, la no realización de la diligencia puede producirle un notorio desequilibrio en sus posibilidades de defensa. 

En este último caso, el juez debe regular los honorarios establecidos en la Ley de Aranceles, o en su defecto,
los usuales en plaza.

La Corte de Justicia asume el adelanto de los gastos, sin perjuicio de lo que se dispone en las reglas gene-
rales sobre distribución de costas. 
ARTÍCULO 276.- Peritos auxiliares del Ministerio Público Fiscal: El Ministerio Público Fiscal puede presentar
como peritos a los miembros de los organismos técnicos que le prestan auxilio en su función, ya sea que pertenez-
can a las fuerzas policiales o de seguridad, al propio Ministerio Público Fiscal o a otros organismos estatales espe-
cializados en tales funciones.
ARTÍCULO 277.- Traductores e intérpretes: En todo lo relativo a los traductores e intérpretes, rigen análoga-
mente las disposiciones aplicables a los peritos. 

Capítulo 5
Otros medios de prueba

ARTÍCULO 278.- Reconocimiento de objetos y elementos de convicción: Los documentos, objetos y otros ele-
mentos de convicción pueden ser exhibidos al imputado, a los testigos y a los peritos para que los reconozcan o in-
formen sobre ellos.

Antes del reconocimiento de una cosa, se debe invitar al testigo que debe efectuarlo a que la describa y se
debe procurar, en lo posible, la exhibición conjunta con otros objetos similares.

Si se dispone el reconocimiento de voces, sonidos y cuanto pueda ser objeto de percepción sensorial, se
deben observar las disposiciones previstas para el reconocimiento en rueda de personas. 
ARTÍCULO 279.- Informes: Se puede requerir informes a cualquier persona o entidad pública o privada sobre los
datos obrantes en los registros que poseen.
Los informes se solicitan verbalmente o por escrito, indicando el proceso penal en el cual se requieren, el nombre
del imputado, el lugar y plazo de entrega.
En caso de incumplimiento de la persona o entidad privada se puede urgir la respuesta mediante la fijación de con-
minaciones pecuniarias, sin perjuicio de las responsabilidades penales correspondientes.
ARTÍCULO 280.- Extracción de ADN por inspección corporal: Se puede ordenar la obtención de ácido desoxi-
rribonucleico (ADN) del imputado o de otra persona si ello es necesario para su identificación o para la constata-
ción de circunstancias de importancia para la investigación.

Para tales fines, son admisibles mínimas extracciones de sangre, saliva, piel, cabello u otras muestras bio-
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lógicas, que se efectúan según las reglas del saber médico, si no existe perjuicio alguno para la integridad física de
la persona sobre la que se debe efectuarse la medida, según la experiencia común y la opinión del experto a cargo
de la intervención.

Las extracciones deben ser practicadas del modo menos lesivo para la persona y sin afectar su pudor, y se
debe tener especialmente en consideración su género y otras circunstancias particulares. El uso de las facultades co-
ercitivas sobre el afectado por la medida en ningún caso puede exceder el estrictamente necesario para su realiza-
ción.
ARTÍCULO 281.- Extracción de ADN por medio distinto a la inspección corporal: Si se estima conveniente, y
siempre que es posible alcanzar igual certeza con el resultado de la medida, se puede ordenar la obtención de ácido
desoxirribonucleico (ADN) por medios distintos a la inspección corporal, como el secuestro de objetos que contie-
nen células ya desprendidas del cuerpo para lo cual se pueden ordenar medidas como el registro domiciliario, la re-
quisa personal, o procedimientos inocuos que impliquen la descamación de células o piel.

En el caso de un delito de acción pública en el que se debe obtener ácido desoxirribonucleico (ADN) de la
presunta víctima del delito, la medida se practica teniendo en cuenta tal condición, a fin de evitar su revictimización
y resguardar los derechos específicos que tiene.
ARTÍCULO 282.- Consentimiento y rechazo de la extracción: Si la persona que ha de ser objeto de la extracción,
informada de sus derechos, consiente en hacerla, el representante del Ministerio Público Fiscal debe ordenar que se
practique sin más trámite. En caso de negativa a la realización de la extracción, se debe solicitar la correspondiente
orden judicial, exponiéndose al juez las razones del rechazo.

En ningún caso rige la facultad de abstención prevista en este Código.
El juez debe ordenar la diligencia siempre que se cumplan las condiciones señaladas en el artículo

280, justificando su necesidad, razonabilidad y proporcionalidad en el caso concreto. 
ARTÍCULO 283.- Reconocimiento en rueda de personas: El juez puede ordenar, a pedido de parte, que se prac-
tique el reconocimiento de una persona para identificarla o establecer que quien la menciona o alude efectivamente
la conoce o la ha visto.

Quien ha de practicar el reconocimiento debe ser interrogado previamente para que describa a la persona
de que se trata y para que diga si antes de ese acto la ha conocido o visto personalmente o en imagen.

Luego del interrogatorio, se debe practicar la rueda de reconocimiento de personas para lo cual se pone, en
presencia de quien debe practicar el reconocimiento, a la persona que debe ser identificada o reconocida, junto con
otras dos (2) o más de condiciones exteriores semejantes. La persona que debe ser reconocida puede elegir su lugar
en la rueda de reconocimiento.

En presencia de todas las personas de la rueda, o desde donde no puede ser visto, según el juez lo estime
oportuno, el que debe practicar el reconocimiento debe manifestar si se encuentra en la rueda la persona a la que ha
hecho referencia, para lo cual se la invita a que, en caso afirmativo, la designe clara y precisamente y manifieste las
diferencias y semejanzas que observa entre su estado actual y el que presentaba en la época a que se refiere su de-
claración. 

La diligencia se debe hacer constar en acta, donde se consignan todas las circunstancias útiles, inclusive el
nombre y el domicilio de los que forman la rueda.

El declarante debe prestar promesa o juramento de decir verdad.
Cuando varias personas deben identificar o reconocer a una, cada reconocimiento se practica separadamente

cuidando que aquellas no se comuniquen entre sí.
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La diligencia de reconocimiento se debe practicar en presencia del defensor.
ARTÍCULO 284.- Reconocimiento fotográfico: Excepcionalmente se puede ordenar el reconocimiento fotográfico
si es necesario identificar o reconocer a una persona que no se encuentra presente y no puede ser hallada, y de la que
se tienen fotografías. En este caso, se le presentan fotos junto con otras semejantes de personas diversas, a quien debe
efectuar el reconocimiento. En lo demás, se observan las disposiciones precedentes.
ARTÍCULO 285.- Recaudos: La realización de todos los reconocimientos se debe hacer con comunicación previa a las partes.

Los reconocimientos proceden aun sin consentimiento del imputado y se deben tomar los recaudos para que
el mismo no altere su imagen.

Las medidas de prueba de reconocimiento sólo se pueden hacer valer en el juicio si ha sido efectuada en
presencia del defensor. En todos los casos debe estar presente el defensor de la persona a reconocer. El abogado de
elección debe ser notificado, en lo posible, con adecuada anticipación; si no concurre al acto, éste se debe llevar a
cabo con la presencia de un defensor de oficio que lo sustituye a ese efecto.
ARTÍCULO 286.- Exámenes Médicos, Autopsias e identificación de cadáveres:
En los delitos en que es necesaria la realización de exámenes médicos y/o autopsia para la determinación del hecho
punible, el fiscal puede ordenar que éstos sean realizados por el Cuerpo Médico Forense, con comunicación a la Ofi-
cina Judicial para su correspondiente notificación a la defensa.

A los efectos de la investigación el fiscal puede utilizar los exámenes practicados con anterioridad a su in-
tervención, si le parecen confiables.

En caso de muerte violenta o sospechosa de criminalidad se debe ordenar la autopsia, salvo que por la ins-
pección exterior resulte evidente la causa que la produjo.

La identificación de cadáveres se efectúa por medio de testigos, muestras dactiloscópicas o, de no ser po-
sible, por otro medio idóneo.
ARTÍCULO 287.- Reconstrucción del hecho delictivo: Se puede ordenar la reconstrucción del hecho delictivo
para comprobar si se efectuó o pudo efectuarse de un modo determinado.

No puede obligarse al imputado a intervenir en la reconstrucción, pero tiene derecho a solicitarla, presen-
ciarla e intervenir en ella.
ARTÍCULO 288.- Exámenes    corporales: Si    es    necesario    para    constatar circunstancias   relevantes   para
la   investigación,   pueden   efectuarse   exámenes corporales al imputado o al presunto ofendido por el hecho pu-
nible, tales como pruebas de carácter biológico, extracciones de sangre u otros análogos, siempre que no existe
riesgo para la salud o dignidad del examinado.

Si la persona que ha de ser objeto de examen corporal, informada de sus derechos, consiente en hacerlo, el
representante del Ministerio Público Fiscal debe ordenar que se practique sin más trámite. En caso de negarse, se
debe solicitar la correspondiente autorización judicial, exponiéndose al juez las razones del rechazo.

El juez debe ordenar el examen corporal siempre que se cumplen las condiciones de que no exista riesgo
para la salud o dignidad del examinado.

Título VIII
Medidas de coerción y cautelares

ARTÍCULO 289.- Principios generales: Las medidas de coerción autorizadas se deben ajustar a las disposiciones
de este Código, su carácter es excepcional y no pueden ser impuestas de oficio por el juez.

Sólo se puede ejercer coerción física para obtener la comparecencia de una persona si el mismo fin no se
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puede lograr en tiempo útil, ordenando su citación por las formas que prevé este Código. 
Las medidas de coerción exigen una resolución judicial, deben ser autorizadas por decisión fundada y sólo

duran mientras subsista la necesidad de su aplicación.
ARTÍCULO 290.- Citación: Cuando es necesaria la presencia del imputado, se debe ordenar su citación en su do-
micilio o, en su defecto, en el lugar donde trabaja.
ARTÍCULO 291.- Arresto: Si en el primer momento posterior a la comisión de un delito de acción pública no es
posible individualizar al autor, a los partícipes y a los testigos y se debe proceder con urgencia para no perjudicar la
averiguación de los hechos, la autoridad que dirige el procedimiento puede disponer que los presentes no se alejen
del lugar de comisión del delito, ni se comuniquen entre sí, ni se modifique el estado de las cosas ni del lugar, dis-
poniendo las medidas que la situación requiere y, si es necesario, también el arresto de todos ellos.

El arresto puede consistir en la retención en el lugar, la conducción a una dependencia policial, o ante el
representante del Ministerio Público Fiscal y no puede durar más del tiempo necesario para practicar las diligencias
que resulten urgentes e imprescindibles. La medida debe ser comunicada inmediatamente al representante del Mi-
nisterio Público Fiscal por los funcionarios que la practiquen. Después de transcurrido ese plazo el representante del
Ministerio Público Fiscal debe ordenar el cese de la restricción, o en su caso, proceder de conformidad con los casos
de aprehensión sin orden judicial.

También pueden actuar del modo indicado en el primer párrafo, las personas a cargo de un lugar cerrado o
factible de ser cerrado y los conductores de medios de transporte, en el primer momento posterior a la realización
de un hecho delictivo cometido en alguno de esos lugares, pero deben requerir de inmediato la presencia de la au-
toridad de alguna fuerza de seguridad o del representante del Ministerio Público Fiscal, quien, en adelante, se debe
hacer cargo del procedimiento.
ARTÍCULO 292.- Detención: El representante del Ministerio Público Fiscal puede pedir al juez la detención del im-
putado si existen suficientes indicios para sostener, razonablemente, que procede la prisión preventiva, y la deten-
ción es necesaria para preparar y fundar en la audiencia el pedido de imposición de esta medida. El juez debe ordenar
la detención o denegar sumariamente el pedido.
La detención no puede superar las setenta y dos (72) horas. 
ARTÍCULO 293.- Incomunicación: El juez a pedido del representante del Ministerio Público Fiscal y por resolu-
ción fundada puede disponer la incomunicación por el término máximo de cuarenta y ocho (48) horas del imputado
que se encuentre detenido, siempre que existan motivos graves para creer que obstaculizará la averiguación de la ver-
dad.

La medida no impide que el imputado se comunique con su defensor antes de comenzar cualquier decla-
ración o de realizar cualquier acto que requiera su intervención personal. 

Se permite al incomunicado el uso de libros u otros objetos que solicite, siempre que no puedan servir para
eludir la incomunicación o atentar contra su vida o la ajena.

Puede también realizar actos civiles impostergables que no disminuyan su solvencia ni perjudiquen la in-
vestigación.
ARTÍCULO 294.- Aprehensión sin orden judicial: No se puede aprehender a ninguna persona sin orden judicial,
salvo en los siguientes casos:

1) Si ha sido sorprendida en flagrante delito. En estos casos, cualquier persona puede practicar la apre-
hensión con la finalidad de impedir que el delito produzca consecuencias. La persona aprehendida
debe ser entregada inmediatamente a la autoridad más cercana.
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2) Si se ha fugado de algún establecimiento penal o de cualquier otro lugar de detención.
La autoridad que ha aprehendido a alguna persona debe comunicar la situación inmediatamente al juez y

al representante del Ministerio Público Fiscal.
Si el representante del Ministerio Público Fiscal estima que se debe mantener la medida debe dar inmediata

noticia al juez. Si en un plazo de setenta y dos (72) horas no se resuelve la aplicación de una medida de coerción
privativa de libertad, el juez debe ordenar la libertad. El representante del Ministerio Público Fiscal puede, en forma
excepcional y por única vez, solicitar en la audiencia de formalización, una prórroga del plazo de detención por ra-
zones fundadas en complejidad probatoria, que en ningún caso puede exceder de setenta y dos (72) horas.
ARTÍCULO 295.- Medidas de coerción: El representante del Ministerio Público Fiscal o el querellante particular
pueden solicitar al juez, en cualquier estado del proceso penal y con el fin de asegurar la comparecencia del impu-
tado o evitar el entorpecimiento de la investigación, la imposición, individual o combinada, de:

1) La promesa del imputado de someterse al proceso penal y de no obstaculizar la investigación;
2) La obligación de someterse al cuidado o vigilancia de una persona o institución determinada, en las

condiciones que se le fijen, la que debe informar periódicamente sobre el sometimiento del imputado
al proceso penal;

3) La obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad que el juez designe;
4) La prohibición de salir sin autorización previa del ámbito territorial que se determine;
5) La retención de documentos de viaje;
6) La prohibición de concurrir a determinadas reuniones, de visitar ciertos lugares, de comunicarse o

acercarse a determinadas personas, siempre que no se afecte el derecho de defensa;
7) El abandono inmediato del domicilio, si se trata de hechos de violencia doméstica y la víctima con-

vive con el imputado;
8) La prestación por sí o por un tercero de una caución real o personal adecuada, que puede ser volunta-

riamente suplida por la contratación de un seguro de caución, a satisfacción del juez;
9) La vigilancia del imputado mediante algún dispositivo electrónico de rastreo o posicionamiento de su

ubicación física;
10) El arresto o la detención en su propio domicilio o en el de otra persona, sin vigilancia o con la que el juez disponga;
11) La prisión preventiva, en caso de que las medidas anteriores no sean suficientes para asegurar los fines

indicados.
El control sobre el cumplimiento de las medidas indicadas en los incisos 1) a 10) está a cargo de la Oficina

de Medidas Alternativas.
ARTÍCULO 296.- Condiciones y requisitos: Al solicitar la imposición de una o varias de las medidas de coerción
enumeradas en el artículo 295, el representante del Ministerio Público Fiscal o el querellante particular deben:

1) Acreditar que existen elementos de convicción suficientes para sostener la probabilidad de la
existencia del hecho delictivo y la participación del imputado en éste;

2) Justificar suficientemente, con arreglo a las circunstancias del caso y a las personales del im-
putado, la presunción de que aquél no se someterá al proceso penal u obstaculizará la investi-
gación o la realización de un acto concreto del proceso;

3) Indicar el plazo de duración de la medida de coerción que estime necesario, según las circuns-
tancias del caso.

El juez debe controlar la legalidad y razonabilidad del requerimiento y resolver fundadamente.



San Juan, Miércoles 26 de Diciembre de 2018Pág. 192.192

Boletín Oficial

ARTÍCULO 297.- Prisión preventiva: Procede la prisión preventiva en los siguientes supuestos:
1) Cuando no proceda la condena de ejecución condicional;
2) Cuando el imputado ha sido declarado rebelde;
3) Cuando se requiere judicialmente la captura del imputado en otro proceso penal por delito doloso y el pedido de cap-

tura se encuentre vigente;
4) Cuando las circunstancias del caso autoricen a presumir la existencia de peligro de fuga o de entorpe-

cimiento de la investigación.
ARTÍCULO 298.- Peligro de fuga: Para decidir acerca del peligro de fuga se deben tener en cuenta, entre otras, las
siguientes pautas:

1) Arraigo, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia y de sus       
negocios o trabajo, y las facilidades para abandonar el país o permanecer oculto y demás     
cuestiones que influyen en el arraigo del imputado;

2) Las circunstancias y naturaleza del hecho, la pena que se espera como resultado del pro 
ceso penal, la constatación de detenciones previas, y la posibilidad de declaración de rein   
cidencia por delitos dolosos;

3) El comportamiento del imputado durante el proceso penal en cuestión, otro anterior o que   
se encuentre en trámite, en la medida en que indique cuál es su voluntad de someterse a la  
persecución penal y en particular, si incurrió en rebeldía o si ocultó o proporcionó falsa in   
formación sobre su identidad o domicilio.

ARTÍCULO 299.- Peligro de entorpecimiento: Para decidir acerca del peligro de entorpecimiento para la averi-
guación de la verdad, se debe tener en cuenta la existencia de indicios que justifiquen la grave sospecha de que el
imputado puede:
1) Destruir, modificar, ocultar, suprimir o falsificar elementos de prueba;
2) Influir para que coimputados, testigos o peritos informen falsamente o se comporten de manera desleal o reticente;
3) Inducir a otros a realizar tales comportamientos.
ARTÍCULO 300.- Cauciones: Si procede una caución, el juez, a pedido de parte, debe fijar en audiencia, su tipo y
monto y decidir sobre la idoneidad del fiador, según la libre apreciación de las circunstancias del caso.

Queda absolutamente prohibido fijar una caución de imposible cumplimiento para el imputado.
La caución se debe depositar a la orden del juez o del funcionario que este designe o en un banco

oficial, salvo que el juez autorice a sustituir el depósito para la constitución de gravamen sobre un bien o mediante
la contratación de un seguro de caución.

Si la caución es presentada por otra persona distinta del imputado mediante la constitución de gra-
vamen sobre un bien o un seguro de caución, la persona debe asumir solidariamente con el imputado la obligación
de pagar, sin beneficio de exclusión, la suma que el juez ha fijado.

El imputado y el fiador pueden pedir autorización al juez para sustituir la caución depositada, por
otra equivalente quien debe resolver previa audiencia. 
ARTÍCULO 301.- Ejecución de las cauciones: En los casos de rebeldía o en los que el imputado se sustrae a la eje-
cución de la pena, se debe fijar al fiador un plazo no menor de cinco (5) días para que presente al imputado o con-
denado, bajo la advertencia de que, si aquél no comparece espontáneamente, o no es presentado por el fiador, la
caución se ejecutará al término del plazo.
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Vencido el plazo, el juez debe disponer, según el caso, la ejecución de la caución. Si se trata del depósito
de una suma de dinero debe ordenar su transferencia al Poder Judicial de la Provincia de San Juan, según lo dispuesto
por la ley aplicable; si se trata de otros bienes gravados, debe ordenar su subasta. Si se trata de un seguro de caución
debe intimar al dador del seguro para que deposite el dinero fijado como caución dentro del quinto (5º) día, bajo aper-
cibimiento de ejecución.
ARTÍCULO 302.- Cancelación de caución: La caución debe ser cancelada y liberados los bienes afectados a la ga-
rantía, siempre que no se ha ordenado su ejecución con anterioridad, en los siguientes casos:

1) Si el imputado es constituido en prisión;
2) Si se revoca la decisión de constituir cauciones, sean o no reemplazadas por otra medida;
3) Si por decisión firme, se sobresee o absuelve al imputado;
4) Si comienza la ejecución de la pena privativa de libertad o ella no se debe ejecutar;
5) Si el imputado es condenado a una pena no privativa de la libertad.

ARTÍCULO 303.- Embargo y otras medidas cautelares: El juez puede ordenar, a pedido de parte, el embargo de
bienes, la inhibición del imputado o del civilmente demandado y las demás medidas cautelares necesarias para ga-
rantizar:

1) El decomiso de los bienes directamente provenientes del delito, de aquellos en los que éstos se hubie-
ren transformado y de los instrumentos de los que se hubiere valido el imputado para preparar, facili-
tar o cometer el hecho;

2) La pena pecuniaria;
3) La indemnización civil;
4) Las costas.

En los casos en los que sea aplicable al hecho alguna inhabilitación especial, el juez puede disponer pre-
ventivamente, a pedido de parte, que se abstenga de la actividad respectiva.

Asimismo, debe disponer las medidas cautelares conducentes a hacer cesar los efectos del delito.
El juez puede fijar una caución si lo considera necesario.

ARTÍCULO 304.- Exclusión o prohibición del ingreso: En los procesos penales vinculados con violencia fami-
liar, el Juez de Control de Garantías puede disponer, a petición de la víctima, su representante legal, el Ministerio
Público, o a requerimiento del fiscal, como medida cautelar y mediante resolución fundada, la exclusión o la prohi-
bición del ingreso del imputado al hogar de la víctima o cualquier otra medida protectora que se estime conveniente.

Así también se procede cuando el delito ha sido cometido en perjuicio de quien convive bajo el mismo
techo, y existen motivos para presumir la reiteración de hechos de la misma naturaleza.

La medida se debe disponer con posterioridad a la indagatoria, teniendo en cuenta las características y gra-
vedad del hecho denunciado, como también las circunstancias personales y particulares del presunto autor. Una vez
cesadas las razones que obligaron a la adopción de la medida cautelar, el juez competente debe disponer por reso-
lución fundada su inmediato levantamiento.

El juez o tribunal debe establecer el término de duración de la medida ,conforme a los antecedentes obran-
tes, la que no puede exceder de los treinta (30) días y puede disponer su prórroga por igual término y por resolución
fundada, cuando perduren las situaciones de riesgo que así la justifiquen. Cumplidos estos plazos, se deben iniciar
las acciones por ante el fuero correspondiente.
ARTÍCULO 305.- Procedimiento de las medidas de coerción y cautelares: El requerimiento de una medida de
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coerción se debe formular y decidir en audiencia, garantizando los principios de contradicción, inmediación, publi-
cidad y celeridad. No se puede aplicar una medida de coerción sin expreso pedido del representante del Ministerio
Público Fiscal o del querellante particular.

Sin perjuicio de los elementos probatorios que las partes pueden aportar durante la audiencia, a los efectos
de constatar las condiciones de procedencia de una medida de coerción, la Oficina de Medidas Alternativas debe efec-
tuar un informe sobre las condiciones personales y circunstancias que permiten discutir a las partes respecto de la
libertad del imputado.

En dicha audiencia, el representante del Ministerio Público Fiscal debe especificar el plazo de duración de
la medida de coerción y el plazo requerido para llevar adelante la investigación penal preparatoria. En el caso que
se solicite únicamente por el querellante particular, se debe exponer la duración y los motivos de su extensión.

Respecto del imputado que se encuentre previamente detenido, la audiencia debe celebrarse dentro del plazo
máximo de setenta y dos (72) horas contadas desde que la detención tuvo lugar.

El juez debe dar al imputado el derecho de ser oído, con la asistencia e intervención de su defensor, opor-
tunidad en la que puede cuestionar el lugar y demás condiciones de la prisión preventiva. Asimismo, el juez debe
escuchar al querellante particular, cuando éste solicite tomar intervención, y debe resolver inmediatamente el plan-
teo.

El requerimiento de una medida cautelar debe ser formulado por las partes ante el juez quien debe especi-
ficar el alcance, plazo de duración y fundamentos de la medida. El juez puede convocar a audiencia unilateral pre-
vio a tomar la decisión.
ARTÍCULO 306.- Resolución. Renovación. Impugnación: La resolución que impone una medida de coerción o
cautelar debe individualizar al imputado, enunciar los hechos que se le atribuyen, su calificación legal, expresar las
circunstancias que dan fundamento a la medida y fijar el plazo por el cual se establece.

Si se ha ordenado la prisión preventiva se debe fijar el plazo de su duración, vencido el cual el juez, previa
audiencia en la cual debe oír a las partes, se decide si corresponde o no su extensión. Las renovaciones que se dis-
ponen individualmente deben ser resueltas por el mismo procedimiento y no pueden exceder el límite máximo fi-
jado para la prisión preventiva.

Las partes pueden en cualquier momento solicitar la revisión de la medida de coerción o cautelar ante el
juez, por el mismo procedimiento.

La resolución que impone, renueve o rechace la prisión preventiva o cualquier otra medida de coerción o
cautelar es impugnable, sin efecto suspensivo, dentro del plazo de setenta y dos (72) horas.
ARTÍCULO 307.- Límite temporal de la prisión preventiva y demás medidas de coerción: La prisión preven-
tiva no puede exceder de dos (2) años, prorrogable por un año más, en casos de evidente complejidad y difícil in-
vestigación.

La prisión preventiva cesa en los siguientes casos:
1) Si se supera el plazo máximo establecido para la duración de la investigación preparatoria, o su prórroga, sin que
se formule la acusación;
2) Si no se abrió la audiencia de juicio dentro de su plazo correspondiente;
3) Cuando el imputado cumple en prisión preventiva la pena solicitada por el fiscal.
4) Cuando el imputado agota en prisión preventiva un tiempo igual al de la pena impuesta por la sentencia no firme;
5) Cuando el imputado transcurre en prisión preventiva un tiempo que, de haber existido condena, le habría permi-
tido solicitar la libertad condicional o la libertad asistida.
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En los supuestos contemplados en los incisos 2), 3) y 4) el imputado debe quedar automáticamente en li-
bertad. No se puede imponer nuevamente la prisión preventiva cuando una anterior ha cesado por cualquiera de los
casos enunciados precedentemente, salvo el caso de condena aun cuando no se encontrare firme; ello sin perjuicio
de las facultades jurisdiccionales para imponer las medidas de coerción o afianzamiento necesarias a fin de asegu-
rar la comparecencia del imputado al proceso. En este caso, las medidas de coerción no se pueden imponer de modo
singular, conjunto o sucesivo por un plazo superior a tres (3) años, transcurrido el cual deben cesar de pleno dere-
cho.
ARTÍCULO 308.- Revocación o sustitución: El juez, de oficio, a petición del imputado o su defensa, dispone la
revocación o sustitución de la medida de coerción que ha sido impuesta, cuando han desaparecido los presupuestos
en que se fundó su imposición. 

La solicitud debe ser resuelta en audiencia con presencia de las partes, en un plazo que nunca puede ser
mayor a setenta y dos (72) horas. La resolución que rechace el pedido es impugnable dentro de igual plazo.
ARTÍCULO 309.- Incumplimiento: En caso de incumplimiento injustificado de las obligaciones impuestas al im-
putado, el juez, a pedido del representante del Ministerio Público Fiscal o del querellante particular, puede sustituirlas
o añadir nuevas, sin perjuicio de ordenar la ejecución de la caución económica dada. El juez también puede impo-
ner la prisión preventiva si el incumplimiento permite presumir que el imputado no se someterá al proceso penal o
continuará obstaculizándolo.
ARTÍCULO 310.- Demora respecto de medidas privativas de la libertad: Si se plantea la revisión de una medida
de coerción privativa de libertad y el juez no resuelve dentro de los plazos correspondientes, el imputado puede
urgir pronto despacho, si dentro de los dos (2) días no obtiene resolución, queda expedito el derecho para recurrir
en queja conforme a las previsiones establecidas en el artículo 189 de la presente ley.

Libro II
Investigación penal preparatoria

Título I
Disposiciones generales

ARTÍCULO 311.- Objeto: La investigación penal preparatoria tiene por objeto establecer si existe o no mérito su-
ficiente para abrir un juicio respecto de una o más conductas con relevancia jurídico penal.
ARTÍCULO 312.- Actos de inicio: La investigación de un hecho que reviste carácter de delito se puede iniciar de
oficio, por el representante del Ministerio Público Fiscal, por denuncia, querella o como consecuencia de la pre-
vención policial.
ARTÍCULO 313.- Legajo de investigación:El representante del Ministerio Público Fiscal debe formar un legajo de
investigación, con el fin de preparar sus planteos, el que no está sujeto a formalidad alguna, salvo las normas prác-
ticas sobre registro que dicte la Fiscalía General de la Corte de Justicia. El legajo pertenece al representante del Mi-
nisterio Público Fiscal y contiene la enumeración de los documentos y elementos de convicción recogidos por él,
un resumen sumario de todas las diligencias practicadas, de los datos obtenidos con indicación de la fecha y hora de
su realización, de la identidad de los sujetos intervinientes y de los entrevistados. En ningún caso puede ser consul-
tado por el órgano jurisdiccional. 

La defensa y demás partes tienen derecho a acceder a toda la información que se ha recolectado en el le-
gajo de investigación, luego de su formalización.
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ARTÍCULO 314.- Valor probatorio: Las actuaciones de la investigación penal preparatoria no tienen valor para fun-
dar la condena del acusado, salvo aquellas que son recibidas de conformidad con las reglas de los anticipos de prueba
y las que este Código autoriza excepcionalmente introducir al debate por lectura. No obstante, las primeras, pueden
invocarse para solicitar o fundar una medida cautelar, plantear excepciones o instar el sobreseimiento.
ARTÍCULO 315.- Actuación jurisdiccional: Corresponde al juez controlar el cumplimiento de los principios y ga-
rantías procesales y, a petición de parte, ordenar los anticipos de prueba si corresponden, resolver excepciones y
demás solicitudes propias de esta etapa preparatoria. 

El juez debe resolver los planteos en audiencia.

ARTÍCULO 316.- Acceso a los actos de la investigación: La investigación penal preparatoria es conocida para las
partes o sus representantes, pero no para terceros, salvo las audiencias, siempre que ello no afecte el orden público,
la seguridad o el éxito de la investigación.

Los abogados que invoquen un interés legítimo pueden ser informados sobre el hecho que se investiga y
sobre los imputados o detenidos que existen.
ARTÍCULO 317.- Reserva del legajo de investigación: Si luego de formalizada la investigación, resulta indis-
pensable para garantizar el éxito de la misma, el representante del Ministerio Público Fiscal, por resolución fundada
y por única vez, puede disponer la reserva total o parcial del legajo de investigación por un plazo no superior a diez
(10) días. El plazo se puede prorrogar por otro igual y, en ese caso, cualquiera de las partes puede solicitar al juez
que examine los fundamentos de la disposición y ponga fin a la reserva. 

Si la eficacia de un acto particular depende de la reserva parcial del legajo de investigación, el represen-
tante del Ministerio Público Fiscal, previa autorización del juez, puede disponer la reserva por el plazo que resulte
indispensable para cumplir el acto en cuestión, el que  se extenderá durante el tiempo que el juez fije en función de
la naturaleza del acto reservado. 

Título II
Actos iniciales

Capítulo 1
Iniciación de oficio

ARTÍCULO 318.- Investigación genérica: El Ministerio Público Fiscal puede realizar investigaciones genéricas si
resulta necesario esclarecer alguna forma especial de criminalidad sin autor identificado, conforme lo establezca la
Ley Orgánica del Ministerio Público.
ARTÍCULO 319.- Investigación preliminar de oficio: Si el representante del Ministerio Público Fiscal tiene indi-
cios de la posible comisión de un delito de acción pública, debe promover la investigación preliminar para determinar
las circunstancias del hecho y sus responsables. 

Capítulo 2
Denuncia

ARTÍCULO 320.- Denuncia, forma y contenido: Toda persona que tiene conocimiento de un delito de acción pú-
blica puede denunciarlo ante el Ministerio Público Fiscal o la policía, en forma escrita, verbal o de cualquier otro
modo fehaciente, de manera personal, por representante o por poder especial, el cual debe ser acompañado en ese
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mismo acto. En caso de denuncia verbal se debe extender un acta. En todos los casos el funcionario que recibe la
denuncia debe comprobar y hacer constar la identidad del denunciante. 

La denuncia debe contener, en cuanto sea posible, la relación circunstanciada del hecho delictivo, con in-
dicación de sus autores, partícipes, damnificados, testigos, los demás elementos probatorios que pueden conducir a
su comprobación y la calificación legal. 
ARTÍCULO 321.- Obligación de denunciar: Tienen obligación de denunciar los delitos de acción pública:

1) Los funcionarios públicos y escribanos que conocen el hecho en ejercicio de sus funciones;
2) Los médicos, farmacéuticos, enfermeros y demás personas que ejercen el arte de curar, siempre que

conozcan el hecho en el ejercicio de su profesión u oficio. 
3) También deben denunciar los hechos de que tienen conocimiento, los escribanos y los contadores en

los casos de fraude y evasión impositiva;
4) Las personas que, por disposición de la ley, de la autoridad o por algún acto jurídico tienen a su cargo

el manejo, la administración, el cuidado o control de bienes o intereses de una institución, entidad o
persona, respecto de los delitos cometidos en perjuicio de esta o de la masa o patrimonio puesto bajo
su cargo o control, siempre que conocen del hecho por el ejercicio de sus funciones.

En todos estos casos la denuncia no es obligatoria si razonablemente puede acarrear la persecución penal
propia, la del cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo
de afinidad, o cuando los hechos son conocidos bajo secreto profesional. 

ARTÍCULO 322.- Prohibición de denunciar: Nadie puede denunciar a sus ascendientes, descendientes, cónyuge,
conviviente y hermanos, salvo que el delito se cometa en su contra o de un pariente de grado igual o más próximo.
ARTÍCULO 323.- Participación y responsabilidad: El denunciante no es parte en el proceso penal y no incurre
en responsabilidad alguna, salvo si las imputaciones son falsas o la denuncia es temeraria.

Si el juez califica la denuncia como falsa o temeraria, le debe imponer al denunciante el pago de
las costas, sin perjuicio de la responsabilidad penal. 
ARTÍCULO 324.- Trámite: Si la denuncia es presentada ante la policía, ésta debe informar inmediatamente al re-
presentante del Ministerio Público Fiscal para que asuma la dirección de la investigación e indique las diligencias
que se deben realizar.

Si la denuncia es presentada directamente ante el representante del Ministerio Público Fiscal, éste debe ini-
ciar la investigación con el auxilio de la policía en función judicial.

Capítulo 3
Querella

ARTÍCULO 325.- Oportunidad. Responsabilidad del Ministerio Público Fiscal: En los delitos de acción pú-
blica, la víctima o su representante legal, pueden provocar la persecución penal mediante querella, ya sea ante el re-
presentante del Ministerio Público Fiscal en la investigación penal preparatoria, o mediante la intervención en la
persecución penal iniciada por el fiscal.

La participación de la víctima como querellante particular no modifica las facultades concedidas por la ley
al representante del Ministerio Público Fiscal, ni lo exime de sus responsabilidades.
ARTÍCULO 326.- Instancia y requisitos: La pretensión de constituirse en parte querellante se debe formular por
escrito, con asistencia letrada, en forma personal, por mandatario especial, o apud acta, para lo cual debe agregarse
el poder. La querella debe contener:
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1) Datos de identidad, domicilio real y legal, firma del querellante y, en su caso, también del mandatario; 
2) Datos de identidad y domicilio del querellado o, si se ignora, cualquier descripción que sirva para iden-

tificarlo; 
3) Una relación clara, precisa y circunstanciada del hecho delictivo, con indicación del lugar y el momento

en que se ejecutó, si tiene conocimiento de ello;
4) Las pruebas que se ofrecen, indicando en su caso los datos que permiten llevar adelante su producción.

Si se trata de testigos o peritos, además de los datos personales y domicilio, se deben indicar los pun-
tos sobre los que deben ser examinados o requeridos; 

5) La acreditación de los extremos de personería que invoca, en su caso. 
La presentación se debe acompañar con una copia del escrito para cada querellado.
Si se omite alguno de estos requisitos, se debe intimar a quien efectuó la presentación para que en el plazo

de tres (3) días corrija el error u omisión, bajo apercibimiento de inadmisibilidad.
ARTÍCULO 327.- Rechazo: Iniciado el proceso por querella, el representante del Ministerio Público Fiscal puede
objetar ante el juez la intervención del querellante, si estima que carece de legitimación, dentro del plazo de quince
(15) días. 
ARTÍCULO 328.- Audiencia: Recibido el planteo del Ministerio Público Fiscal por el rechazo de la intervención
del pretenso querellante, el Juez de Control de Garantías debe convocar a las partes a una audiencia dentro del plazo
de cinco (5) días y decidir de inmediato.

Si admite la constitución del querellante, le debe ordenar al representante del Ministerio Público Fiscal la
intervención correspondiente.
La inasistencia del interesado a la audiencia importa el desistimiento de la instancia de querella.
ARTÍCULO 329.- Desistimiento expreso: El querellante particular puede desistir de su intervención en cualquier
momento, pero queda obligado por las costas que su actuación cause.
ARTÍCULO 330.- Abandono: Se considera que el querellante particular ha abandonado a su intervención cuando,
regularmente citado y sin justa causa:

1) No concurra a la audiencia de control de la acusación.
2) No concurre a la primera audiencia de debate, o no formula conclusiones en la discusión final.
3) No concurre a prestar declaración testimonial, a realizar cualquier medida de prueba o cualquier otro

acto procesal para cuya producción es necesaria u obligatoria su intervención.
4) En caso de muerte o de incapacidad, no comparece ninguno de sus herederos o representantes legales

a proseguir la acción, dentro de los sesenta (60) días de ocurrida la muerte o incapacidad.
En los casos de incomparecencia señalados precedentemente, la existencia de justa causa debe ser acredi-

tada antes del inicio de la audiencia o diligencia, o en su defecto, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguien-
tes, sin perjuicio de la validez de los actos ya cumplidos.

El desistimiento debe ser declarado por el tribunal de oficio o a pedido de parte, e impide toda posterior in-
tervención por parte del querellante particular, en virtud del mismo hecho que constituye el objeto de su querella y
con relación a los imputados que participan en el proceso penal.

Capítulo 4
Actos de la policía

ARTÍCULO 331.- Prevención policial: Los funcionarios y agentes de la policía que toman conocimiento de un de-
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lito de acción pública, lo deben informar inmediatamente, después de su primera intervención, al representante del
Ministerio Público Fiscal, quien continua con el control y dirección de la investigación.

Si el delito es de acción pública dependiente de instancia privada, los funcionarios y agentes de la policía
sólo deben proceder si la denuncia es presentada por quienes pueden legalmente promover la acción, sin perjuicio
de las facultades contenidas en el artículo 26.
ARTÍCULO 332.- Registro de las actuaciones policiales: El Ministerio Público Fiscal debe reglamentar la forma
de llevar las actuaciones policiales, sobre la base de instrucciones generales. Las actuaciones policiales se deben prac-
ticar y remitir al representante del Ministerio Público Fiscal inmediatamente cuando éste ratifique la detención. Para
los demás casos, las deben elevar dentro del plazo de cinco (5) días, prorrogables por otros cinco (5) días previa au-
torización del Ministerio Público Fiscal, sin perjuicio de que se practiquen actuaciones complementarias con aque-
llas diligencias que quedan pendientes.

Capítulo 5
Valoración inicial

ARTÍCULO 333.- Valoración inicial: Recibida una denuncia, querella, actuaciones de prevención o promovida
una investigación preliminar de oficio, el representante del Ministerio Público Fiscal debe formar un legajo de in-
vestigación, en el que debe constar una sucinta descripción de los hechos, situándolos en tiempo y lugar, y debe
adoptar o proponer en el plazo de quince (15) días algunas de las siguientes decisiones:

1) La desestimación de la instancia por inexistencia de delito; 
2) El archivo;
3) La aplicación de un criterio de oportunidad o disponibilidad; 
4) Iniciar la investigación previa a la formalización de la investigación penal preparatoria; 
5) Formalización de la investigación penal preparatoria; 
6) La aplicación de alguno de los procedimientos especiales previstos en este Código. 

ARTÍCULO 334.- Desestimación: Si el hecho anoticiado no constituye delito, el representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal debe proceder a desestimar la promoción de la investigación. Ello no impide la presentación de una
nueva denuncia sobre la base de elementos distintos.
ARTÍCULO 335.- Archivo: Si no se ha podido individualizar al autor o partícipe del hecho delictivo y es manifiesta
la imposibilidad de reunir elementos de convicción o no se puede proceder, el representante del Ministerio Público
Fiscal puede disponer el archivo de las actuaciones. 

El archivo no impide que se reabra la investigación si con posterioridad aparecen datos que per-
mitan identificar a los autores o partícipes, o si desaparecen los demás impedimentos. 
ARTÍCULO 336.- Criterio de oportunidad: Si el representante del Ministerio Público Fiscal, de oficio o a peti-
ción de parte, estima que procede la aplicación de un criterio de oportunidad, debe declarar que prescinde de la per-
secución penal pública.

Asimismo, debe comunicar a la defensa e informar a la víctima de las facultades previstas en este Código. 
Si existieren nuevas circunstancias que tornen procedente la aplicación de algún criterio de oportunidad, el impu-
tado o su defensor pueden reiterar la solicitud de aplicación de este criterio. 
ARTÍCULO 337.- Control de la decisión fiscal: Si se decide que no procede la aplicación de un criterio de opor-
tunidad, de archivo o de desestimación, la decisión no es susceptible de revisión alguna.

En los casos previstos en los artículos 334, 335 y 336, la víctima puede requerir fundadamente
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dentro del plazo de tres (3) días su revisión ante el superior del fiscal. En el mismo plazo, si el fiscal superior hace
lugar a la pretensión de la víctima, debe disponer la continuidad de la investigación.

Si el fiscal superior confirma la aplicación del criterio de oportunidad, la víctima está habilitada
a convertir la acción pública en privada y proceder de acuerdo con lo dispuesto por las normas de este código, den-
tro de los sesenta (60) días de comunicada.
ARTÍCULO 338.- Investigación previa a la formalización: Iniciada la investigación previa a la formalización, el
representante del Ministerio Público Fiscal puede realizar las medidas probatorias que considere pertinentes con
miras a satisfacer los requisitos de la formalización de la investigación penal preparatoria.

Cuando el posible autor del hecho delictivo se encuentre individualizado, el representante del Ministerio
Público Fiscal debe comunicarle la existencia de la investigación y hacerle saber los derechos que este Código le
otorga, entre ellos el de designar abogado particular, o en su defecto, un defensor público a los fines del control ju-
dicial anterior a la formalización de la investigación penal preparatoria, para aquellos casos en que sea necesaria la
realización de una medida de prueba de carácter irreproducible.

El plazo para la formalización de la investigación penal preparatoria no puede exceder los noventa (90) días,
prorrogables por el mismo término ante el Juez de Control de Garantías en audiencia unilateral. Este plazo se sus-
pende en caso de rebeldía del imputado.

El representante del Ministerio Público Fiscal puede solicitar al Juez de Control de Garantías en audiencia
unilateral continuar la investigación previa a la formalización de la investigación penal preparatoria, sin comunica-
ción al afectado, cuando la gravedad de los hechos o la naturaleza de las diligencias probatorias pendientes permi-
ten presumir que la falta de comunicación resulta indispensable para su éxito.
ARTÍCULO 339.- Control judicial anterior a la formalización de la investigación penal preparatoria: Previo
a la formalización de la investigación penal preparatoria, el imputado o la víctima que solicitó constituirse en parte
querellante pueden pedir al fiscal información sobre los hechos que son objeto de la investigación, así como sobre
las diligencias practicadas y las pendientes de ejecución. En caso de que el representante del Ministerio Público Fis-
cal se oponga al pedido pueden solicitarlo al juez, quien debe resolver en audiencia luego de oír por separado a las
partes. En esa oportunidad, el juez puede establecer el plazo en el que el representante del Ministerio Público Fis-
cal debe formalizar la investigación penal preparatoria.

Título III
Actos de la investigación penal preparatoria

Capítulo 1
Formalización de la investigación penal preparatoria

ARTÍCULO 340.- Concepto: La formalización de la investigación penal preparatoria es el acto por el cual el re-
presentante del Ministerio Público Fiscal comunica en audiencia al imputado, en presencia del Juez de Control de
Garantías, el hecho que se le atribuye, su calificación jurídica, su grado de participación y los elementos de prueba
con que cuenta. 

A partir de este momento comienza a correr el plazo de duración del proceso penal.
ARTÍCULO 341.- Oportunidad: El representante del Ministerio Público Fiscal debe formalizar la investigación
penal preparatoria si existen elementos suficientes que den cuenta de la comisión de un delito y de la identificación
de sus responsables.
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El representante del Ministerio Público Fiscal está obligado a formalizar la investigación penal
preparatoria cuando se encuentre cumplido el plazo establecido para la investigación previa, o solicite la aplicación
de la prisión preventiva.
ARTÍCULO 342.- Solicitud de audiencia: Si el representante del Ministerio Público Fiscal formaliza la investiga-
ción penal preparatoria respecto de un imputado, debe solicitar a la Oficina Judicial la realización de una audiencia,
individualizando al imputado, indicando el hecho que se le atribuye, la fecha y lugar de su comisión, su calificación
jurídica y su grado de participación.
A esta audiencia se cita al imputado, a su defensor y a las demás partes del proceso penal. La presencia del defen-
sor es requerida, bajo pena de nulidad.
ARTÍCULO 343.- Audiencia: En la audiencia, el juez debe ofrecer la palabra al representante del Ministerio Pú-
blico Fiscal para que exponga verbalmente la imputación y las solicitudes que considere necesarias. A continuación,
el imputado puede manifestar lo que estime conveniente. Luego, el juez debe abrir el debate sobre las demás peti-
ciones que los intervinientes planteen y resolver inmediatamente las cuestiones articuladas. Si el imputado se en-
cuentra detenido, se debe discutir la legalidad de la detención producida por las autoridades policiales.

Finalizada la audiencia, el representante del Ministerio Público Fiscal pierde la facultad de archivar.
ARTÍCULO 344.- Libertad de declarar: El imputado se puede abstener de declarar. En ningún caso se le puede
requerir juramento o promesa de decir verdad, ni se puede ejercer contra él coacción o amenaza, ni medio alguno
para obligarlo, inducirlo o determinarlo a declarar contra su voluntad, ni se le pueden hacer cargos o reconvencio-
nes tendientes a obtener su confesión. La inobservancia de este precepto hará nulo el acto, sin perjuicio de la res-
ponsabilidad penal o disciplinaria que corresponda.
ARTÍCULO 345.- Ampliación del objeto de la investigación penal preparatoria: Si se atribuyen nuevos hechos
a un imputado cuya investigación penal preparatoria ya fue formalizada o se amplía a nuevos imputados, se debe
convocar a una nueva audiencia.

Capítulo 2
Desarrollo de la investigación penal preparatoria

ARTÍCULO 346.- Atribuciones: El fiscal debe practicar todas aquellas medidas de prueba de la investigación penal
preparatoria que no tienen contenido jurisdiccional.

El fiscal puede exigir informaciones a cualquier funcionario o empleado público, quienes están
obligados a colaborar con la investigación según sus respectivas competencias y a cumplir las solicitudes o pedidos
de informes que se realicen.

También puede disponer las medidas que resulten necesarias y razonables para proteger y aislar elementos
de prueba en los lugares donde se investigue un delito, a fin de evitar la desaparición o destrucción de rastros, evi-
dencias o elementos materiales.

Para esos fines, la investigación se debe llevar a cabo de modo de consignar y asegurar todo cuanto con-
duzca a la comprobación del hecho delictivo y a la identificación de los partícipes en el mismo.
ARTÍCULO 347.- Proposición de diligencias: Las partes tienen la facultad de proponer al representante del Mi-
nisterio Público Fiscal diligencias en cualquier momento de la investigación penal preparatoria, cuando se traten de
medidas cuya realización puede verse frustrada de no ser practicadas en esa oportunidad o depende de ellas la re-
solución de una medida cautelar.

En este último caso, el representante del Ministerio Público Fiscal se debe expedir dentro del plazo de cua-



San Juan, Miércoles 26 de Diciembre de 2018Pág. 192.202

Boletín Oficial

renta y ocho (48) horas. Puede rechazar la medida si no se comprueban los extremos del artículo 346, o si se trata
de medidas evidentemente dilatorias. 

Dentro del plazo de tres (3) días, las partes pueden solicitar al juez una audiencia para que decida sobre la
procedencia de las diligencias propuestas. Si el juez estima que son procedentes, debe ordenar al representante del
Ministerio Público Fiscal su realización. 
ARTÍCULO 348.- Asistencia a las diligencias: Durante la investigación penal preparatoria, el representante del
Ministerio Público Fiscal debe permitir la presencia de las partes en los actos que practique, salvo que considere que
interferirán en el normal desarrollo de aquéllos. En todo caso, puede impartir instrucciones obligatorias a las partes,
conducentes al adecuado desarrollo de la diligencia y puede excluirlas de ella en cualquier momento. 
ARTÍCULO 349.- Anticipo de prueba: Las partes pueden solicitar el anticipo jurisdiccional de prueba únicamente
en los siguientes casos:

1) Si se trata de un acto que, por las circunstancias o por la naturaleza y características de la medida, debe
ser considerado como un acto definitivo e irreproducible; 

2) Si se trata de una declaración que probablemente no puede ser recibida durante el juicio; 
3) Si por la complejidad del asunto existe la probabilidad de que el testigo olvide circunstancias esenciales

sobre lo que conoce; 
4) Si el imputado se encuentra prófugo, es incapaz o existe un obstáculo constitucional y se teme que el

transcurso del tiempo pueda dificultar la conservación de la prueba.
El juez puede admitir o rechazar el pedido de prueba anticipada en audiencia. Si hace lugar, debe ordenar

la realización con citación de todas las partes. 
Si existe acuerdo de todas las partes sobre la necesidad y modo de realización de la prueba anticipada, y

siempre que se trate de alguno de los supuestos mencionados, el juez debe disponer la producción anticipada de
prueba.

La diligencia debe ser documentada en acta u otro medio idóneo y queda bajo la custodia del representante
del Ministerio Público Fiscal, quien es responsable por su conservación inalterada.
ARTÍCULO 350.- Urgencia: Si no se encuentra individualizado el imputado o si alguno de los actos previstos en
el artículo 349 es de extrema urgencia, las partes pueden requerir verbalmente la intervención del juez. Éste debe
ordenar el acto con prescindencia de las comunicaciones previstas y, de ser necesario, solicitar que se designe un de-
fensor público para que participe y controle directamente el acto.
ARTÍCULO 351.- Diligencias sin comunicación al imputado: Si el representante del Ministerio Público Fiscal so-
licita diligencias que requirieren de autorización judicial previa, sin comunicación al imputado, el juez las puede au-
torizar cuando la reserva resulte estrictamente indispensable para la eficacia de la diligencia.

Capítulo 3
Conclusión de la investigación penal preparatoria

ARTÍCULO 352.- Duración: La investigación penal preparatoria tiene una duración máxima de un año desde la for-
malización de la investigación penal preparatoria. 

El imputado o el querellante pueden solicitar al juez que fije un plazo menor si no existe razón para la de-
mora, lo que debe ser resuelto en audiencia. 
ARTÍCULO 353.- Prórroga: Con anterioridad al vencimiento del plazo de la investigación penal preparatoria, el
representante del Ministerio Público Fiscal, el querellante particular o el imputado pueden solicitar al juez una pró-
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rroga. A esos efectos, el juez, dentro de los tres (3) días, debe convocar a las partes a una audiencia y, luego de es-
cucharlas, debe establecer prudencialmente el plazo en el cual la investigación penal preparatoria queda cerrada, que
nunca puede exceder de ciento ochenta (180) días contados desde la fecha en que aquélla tuvo lugar. 

Si fenecido el nuevo plazo el representante del Ministerio Público Fiscal no formula acusación, el juez
debe proceder a intimarlo bajo apercibimiento de iniciar el trámite previsto para los casos de queja por retardo de
justicia por ante el Fiscal General de la Corte de Justicia. Si quien no acusa es el querellante particular, se le debe
dar por decaído el derecho para hacerlo.

Si una investigación penal preparatoria se ha formalizado respecto de varios imputados, los plazos corren
individualmente salvo que, por las características de los hechos atribuidos, no resulte posible cerrar la investigación
penal preparatoria respecto de aquéllos de manera independiente. 

Si con posterioridad a la formalización de la investigación penal preparatoria se descubren nuevos hechos
o se individualizan nuevos imputados que obliguen a la ampliación de aquélla, los plazos establecidos comienzan a
correr desde este último acto.
ARTÍCULO 354.- Suspensión: Los plazos de duración de la investigación penal preparatoria se suspenden: 

1) Si se declara la rebeldía del imputado; 
2) Si se resuelve la suspensión del proceso a prueba; 
3) Desde que se alcanza un acuerdo reparatorio hasta el cumplimiento de las obligaciones contraídas por

el imputado a favor de la víctima o hasta que se ha garantizado debidamente su cumplimiento a satis-
facción de la víctima. 

ARTÍCULO 355.- Cierre de la investigación penal preparatoria: Practicadas las diligencias necesarias para la in-
vestigación del hecho punible, sus autores, cómplices o encubridores y para garantizar el decomiso, el representante
del Ministerio Público Fiscal debe declarar cerrada la investigación penal preparatoria, y asimismo, puede: 

1) Solicitar el sobreseimiento del imputado; 
2) Acusar al imputado. 

ARTÍCULO 356.- Causales del sobreseimiento: El sobreseimiento procede si: 
1) El hecho investigado no se ha cometido; 
2) El hecho investigado no encuadra en una figura legal penal; 
3) El imputado no ha tomado parte en él; 
4) Media una causa de justificación, inculpabilidad o ausencia de punibilidad; 
5) Agotadas las tareas de investigación, no existe razonablemente la posibilidad de incorporar nuevos

elementos de prueba y no hay fundamentos suficientes para requerir la apertura del juicio; 
6) La acción penal se ha extinguido; 
7) Se ha aplicado un criterio de oportunidad, conciliación, reparación o suspensión del proceso a prueba,

y se han cumplido las condiciones previstas en el Código Penal y en este Código. 
ARTÍCULO 357.- Trámite del sobreseimiento: Si el representante del Ministerio Público Fiscal considera que co-
rresponde dictar el sobreseimiento, lo debe fundar por escrito y ponerlo en conocimiento de las otras partes y de la
víctima, quienes en el plazo de tres (3) días pueden:

1) La víctima o el querellante particular, objetar el pedido de sobreseimiento solicitando su revisión ante
el superior del fiscal. 

2) El imputado o su defensor, pedir que se modifiquen los fundamentos, o se precise la descripción de los
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hechos por los que se insta el sobreseimiento. 
ARTÍCULO 358.- Acuerdo de fiscales: En los casos del artículo 357, la víctima o el querellante particular pueden
objetar el sobreseimiento dispuesto en el plazo de tres (3) días. El superior del fiscal debe resolver la confirmación
de la decisión o disponer que se formule acusación dentro de los diez (10) días siguientes, debiendo continuar la ac-
tuación el fiscal que lo remplace conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Ministerio Público.

En los casos en que se trate de delitos de trascendencia pública, crimen organizado o han inter-
venido funcionarios públicos, el representante del Ministerio Público Fiscal debe contar con el acuerdo del superior
para solicitar el sobreseimiento al Juez de Control de Garantías.
ARTÍCULO 359.- Audiencia ante el juez: El representante del Ministerio Público Fiscal debe solicitar el sobre-
seimiento en audiencia, ante el juez y con la presencia de todas las partes.

Si no existe oposición, el juez debe resolver el sobreseimiento del imputado. 
ARTÍCULO 360.- Contenido del sobreseimiento y efectos: El sobreseimiento debe contener:

1) La identidad del imputado;
2) La enunciación de los hechos objeto de la investigación penal preparatoria que le fueron atribuidos;
3) Los fundamentos fácticos y jurídicos, y la parte dispositiva, con cita de las normas aplicables. 

Siempre que sea posible, se deben analizar las causales de sobreseimiento en el orden establecido.
La resolución hace cesar todas las medidas de coerción.

El sobreseimiento firme cierra definitiva e irrevocablemente el proceso penal con relación al imputado en
cuyo favor se dicta e inhibe una nueva persecución penal por el mismo hecho. 

Título IV
Control de la acusación

ARTÍCULO 361.- Acusación: Si el fiscal estima que la investigación proporciona fundamento para someter a jui-
cio al imputado, debe presentar, por escrito o en forma digital, la acusación que debe contener:

1) Los datos que sirven para identificar al imputado, el nombre y domicilio de su defensor;
2) La relación clara, precisa y circunstanciada del hecho punible que se atribuye al imputado; en caso de

contener varios hechos independientes, la separación y el detalle de cada uno de ellos;
3) Los fundamentos de la imputación, con expresión de los medios de prueba que la motivan;
4) La expresión precisa de las disposiciones legales aplicables y su debida correlación con los hechos y

con la intervención atribuida al imputado en ellos;
5) La determinación precisa del daño cuya reparación se reclama;
6) El ofrecimiento de la prueba que propone para las dos etapas del juicio;
7) Las circunstancias de interés para determinar la pena o la medida curativa y educativa, con expresión

de los medios de prueba que propone para verificarlas en el juicio sobre la pena;
8) El requerimiento de pena estimado, a los efectos de la determinación del juez, tribunal o jurado.

Con la acusación, el fiscal debe acompañar los documentos y medios de prueba materiales que tiene
en su poder. 

La acusación sólo se puede referir a hechos y personas incluidas en la formalización de la inves-
tigación penal preparatoria, aunque se invoque una calificación jurídica distinta de la asignada en esa oportunidad.
ARTÍCULO 362.- Acusación alternativa: El representante del Ministerio Público Fiscal puede indicar alternati-
vamente aquellas circunstancias del hecho que permiten encuadrar el comportamiento del imputado en una figura
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distinta de la ley penal, para el caso de que no resulten comprobados en el debate los elementos que componen su
calificación jurídica principal. La misma facultad tiene la parte querellante.

La acusación alternativa debe ser propuesta de modo claro y diferenciada, según lo que dispone el
artículo 361.
ARTÍCULO 363.- Comunicación y actividad de la querella. Remisión de las actuaciones: El representante del
Ministerio Público Fiscal debe comunicar la acusación al querellante particular con copia del escrito que la contiene,
colocando los elementos de prueba a disposición de aquél, para su consulta, por el plazo de cinco (5) días.

En el plazo indicado, el querellante puede:
1) Adherir a la acusación del representante del Ministerio Público Fiscal; 
2) Presentar una acusación autónoma, en cuyo caso debe cumplir con todos los requisitos exigidos para

la acusación del representante del Ministerio Público Fiscal.
En el caso en que se constituyó en actor civil debe concretar su demanda en el mismo plazo, acompañando

las pruebas pertinentes.
Vencido el plazo de consulta de (5) días, el representante del Ministerio Público Fiscal debe remitir a la Ofi-

cina Judicial su acusación y, en su caso, la del querellante particular, junto a la demanda civil.
ARTÍCULO 364.- Citación de la defensa: Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de recibida la acusación, la Ofi-
cina Judicial debe emplazar al acusado y su defensor por el plazo de diez (10) días, a los fines de la audiencia de con-
trol de la acusación.

Si la defensa justifica la necesidad de una prórroga del plazo establecido, el juez puede otorgarla hasta por
otros diez (10) días.
ARTÍCULO 365.- Ofrecimiento de prueba para el juicio: Al ofrecerse la prueba para el juicio, las partes deben
presentar la lista de testigos, peritos e intérpretes que deben ser convocados al debate y al juicio sobre la pena. Asi-
mismo, se debe indicar el nombre, profesión, domicilio.

Las partes deben indicar dónde se encuentra la prueba documental para que los jueces, en tal caso, la re-
quieran o autoricen a la parte para su obtención.

Los medios de prueba deben ser ofrecidos con indicación de los hechos o circunstancias que se pretenden
probar o, de lo contrario, no son admitidos.
ARTÍCULO 366.- Audiencia de control de la acusación. Desarrollo: Vencido el plazo de citación de la defensa,
la Oficina Judicial debe convocar a las partes y a la víctima, si corresponde su intervención, a una audiencia de con-
trol de la acusación dentro de los cinco (5) días siguientes.
Como cuestión preliminar el acusado y su defensa pueden: 

1) Objetar la acusación o la demanda civil, señalando defectos formales; 
2) Oponer excepciones; 
3) Instar el sobreseimiento; 
4) Proponer reparación, conciliación, la suspensión del proceso a prueba o la aplicación del procedi-

miento de juicio abreviado; 
5) Solicitar que se unifiquen los hechos objeto de las acusaciones cuando la diversidad de enfoques o cir-

cunstancias perjudiquen la defensa; 
6) Plantear la unión o separación de juicios; 
7) Contestar la demanda civil. 

Resueltas las cuestiones preliminares, cada parte debe ofrecer su prueba para las dos (2) etapas del juicio



y formular las solicitudes, observaciones e instancias que estimen relevantes con relación a las peticiones realiza-
das y las pruebas ofrecidas por los demás intervinientes.

Las partes también pueden solicitar al juez que tenga por acreditados ciertos hechos, que no pueden ser dis-
cutidos en el juicio. 

El juez debe evitar que en la audiencia de control de la acusación se discutan cuestiones que son propias
del juicio oral y debe resolver exclusivamente con la prueba que presenten las partes. 

Si las partes consideran que para resolver alguno de los aspectos propios de la audiencia de control de la
acusación es necesario producir prueba, tienen a cargo su producción. Si es necesario pueden requerir el auxilio ju-
dicial. 

El juez debe resolver fundadamente todas las cuestiones en el orden que son planteadas. Puede prorrogar,
motivadamente, la decisión hasta tres (3) días como máximo.
ARTÍCULO 367.- Auto de apertura del juicio oral: Al término de la audiencia de control de la acusación, el Juez
debe dictar el auto de apertura del juicio oral. La resolución debe contener:

1) El órgano jurisdiccional competente para intervenir en el juicio oral;
2) La descripción de los hechos de la acusación por los cuales se autorizó la apertura del juicio y su cali-

ficación jurídica;
3) Los hechos que se dieron por acreditados en virtud de las convenciones probatorias a las que se arribó;
4) La decisión sobre la admisibilidad o inadmisibilidad de la prueba ofrecida para el debate y el juicio de

la pena, con expresión del fundamento;
5) La individualización de quiénes deben ser citados a la audiencia de juicio oral, con mención de los tes-

tigos a los que se debe pagar anticipadamente sus gastos de traslado, habitación y los montos respec-
tivos:

6) Los fundamentos por los cuales se rechazó al defensor, total o parcialmente, la oposición a la apertura
del juicio oral del acusado;

7) La decisión acerca de la legitimación del querellante particular para habilitar la apertura del juicio o
para intervenir en él y, en caso de pluralidad de querellantes, la orden de unificar personería, si es pro-
cedente;

8) Cuando el acusado soporte una medida de coerción, la decisión acerca de la subsistencia de la medida
o su sustitución;

9) En su caso, la indicación de cómo ha quedado trabada la litis en la demanda civil y su contestación.
El auto de apertura del juicio oral requiere la constatación de la probabilidad acerca de que el acusado es

el autor de un hecho punible o partícipe en el.
Dicho auto debe ser notificado a los intervinientes en la audiencia.
El auto de apertura del juicio oral es irrecurrible y debe ser remitido a la Oficina Judicial, juntamente con

el legajo de investigación respectivo, los documentos y objetos correspondientes al caso.

Libro III
Juicio común y procedimientos especiale

Título I
Juicio común

Capítulo 1
Normas generales
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ARTÍCULO 368.- Normas de la audiencia: Se aplican a la audiencia de debate las normas establecidas en el Libro
I, Título VI, Capítulo 4 sobre audiencias, con las particularidades establecidas en este capítulo.

En el caso de la audiencia de debate se debe priorizar la presencia de la víctima y de los familiares de las
partes, que han expresado su voluntad de presenciar la audiencia de debate.
ARTÍCULO 369.- Organización: Dentro de las cuarenta y ocho (48) horas de recibido el auto de apertura a juicio
la Oficina Judicial debe proceder inmediatamente a:

1) Integrar el Tribunal que debe intervenir en el debate. Notificadas las partes intervinientes estas pueden
interponer en los primeros cinco (5) días las recusaciones relativas a los jueces que intervendrán en el
debate, sin perjuicio de interponerlas ante el Tribunal del Debate, durante su transcurso, cuando el mo-
tivo que la funde fuere conocido posteriormente o sobreviniente, las que deben ser resueltas conforme
lo dispuesto en los artículos de excusación y recusación;

2) Fijar el día y hora de la audiencia de debate, la cual no se puede realizar antes de diez (10), ni después
de treinta (30) días de recibidas las actuaciones. En los casos de aplicación del procedimiento previsto
para la realización directa del juicio, la audiencia de debate se debe realizar antes de los diez (10) días; 

3) Citar a todas las partes intervinientes;
4) Recibir de las partes los objetos y documentos que se deben analizar durante el debate;
5) Disponer todas las demás medidas necesarias para la organización y desarrollo del juicio.

El órgano jurisdiccional no puede tomar conocimiento o solicitar a la Oficina Judicial el auto de apertura
o demás constancias que aquella o el Ministerio Público Fiscal poseen.
En casos complejos o cuando las partes lo soliciten, el encargado de la Oficina Judicial debe realizar una audiencia
preliminar para resolver cuestiones prácticas de organización.

La Oficina Judicial tiene a su cargo la notificación a los testigos y peritos de la audiencia de debate desig-
nada y de las respectivas citaciones a través de la Oficina de Notificaciones, con la prevención de que, en caso de
inasistencia injustificada, deben ser conducidos por la fuerza pública. El Ministerio Público Fiscal y las demás par-
tes deben cooperar en la localización y comparecencia de los testigos que se han propuesto. El acusado debe ser ci-
tado con razonable anticipación a la realización de la audiencia de debate.

Cuando por las características del juicio se infiere que la audiencia de debate se puede prolongar por más
de veinte (20) días, se debe sortear uno (1) o más jueces sustitutos de conformidad con el procedimiento que deter-
mine la Ley Orgánica de Tribunales, quienes tienen las mismas obligaciones de asistencia que los jueces titulares,
pero no la de participar en las deliberaciones para la resolución de planteos, ni las obligaciones previstas a la deli-
beración de responsabilidad y audiencia de determinación de pena.
ARTÍCULO 370.- División del juicio en dos etapas: En los casos de tribunal con integración colegiada o de jura-
dos el juicio se realiza en dos etapas. En la primera se determina la existencia del hecho, su calificación y la res-
ponsabilidad penal del acusado. Si existe veredicto de culpabilidad, se debe llevar adelante la segunda etapa en la
que se determina la sanción a imponer, su modalidad y lugar de cumplimiento.

El juicio se divide también en dos etapas en los casos de tribunal unipersonal si así lo solicita el
acusado, por razones de su mejor defensa, dentro del plazo de dos (2) días, a partir de la notificación del auto de aper-
tura a juicio.
ARTÍCULO 371.- Inmediación: El juicio se realiza con la presencia ininterrumpida de los miembros del tribunal
y de las partes intervinientes, legítimamente constituidas en el proceso penal, de sus defensores y de sus mandatarios.

El imputado no puede alejarse de la audiencia de debate sin permiso del órgano jurisdiccional. Si después
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de que se le concede la oportunidad para su declaración rehúsa asistir, debe ser conducido, custodiado en una sala
próxima y representado a todos los efectos por su defensor.

En caso de ampliarse la acusación o si la presencia del imputado es necesaria e imprescindible para reali-
zar algún acto particular se lo puede hacer comparecer por la fuerza pública.

El imputado asiste a la audiencia de debate libre en su persona, pero el órgano jurisdiccional puede dispo-
ner las medidas de vigilancia y cautela necesarias para impedir su fuga o actos de violencia. Si el imputado se halla
en libertad, el órgano jurisdiccional puede ordenar, para asegurar la realización de la audiencia de debate, su con-
ducción por la fuerza pública e incluso su detención, con determinación del lugar en el que ella se debe cumplir.
Cuando resulte imprescindible, puede también variar las condiciones bajo las cuales goza de libertad o imponer al-
guna de las medidas sustitutivas para la privación de la libertad. Estas medidas deben ser pedidas fundadamente por
los acusadores y se rigen por las reglas relativas a la privación o restricción de la libertad durante el proceso penal.
ARTÍCULO 372.- Incomparecencia o alejamiento del debate: Si el representante del Ministerio Público Fiscal
no comparece al debate sin justa causa o se aleja de la audiencia, se debe proceder a su reemplazo inmediato, según
los mecanismos propios de la organización del Ministerio Público Fiscal. Si ello no es posible por alguna causa, se
debe requerir al Fiscal General de la Corte de Justicia para su reemplazo. Si en el término fijado en el requerimiento
no se produce su reemplazo, se tiene por abandonada la acusación.

Si el querellante particular o su representante no concurren al debate o se alejan de la audiencia, se tiene
por abandonada su querella, sin perjuicio de su obligación de comparecer como testigo. 

Si el defensor no comparece al debate o se aleja de la audiencia, se considera abandono de la defensa y se
debe proceder a su reemplazo inmediato por un defensor oficial, hasta tanto el acusado designe un defensor de su
elección.
ARTÍCULO 373.- Excepciones a la oralidad durante el debate: Sólo pueden ser incorporados al juicio por su lec-
tura o exhibición audiovisual:

1) Las pruebas recibidas conforme a las reglas del anticipo jurisdiccional de prueba, siempre que no es
posible la presencia de quien participó o presenció el acto;

2) La prueba documental o de informes y las certificaciones;
3) Las actas de registro, reconocimiento o inspección siempre que se dio cumplimiento a los recaudos pre-

vistos en las normas respectivas y no es posible la comparecencia en el juicio de quienes intervinieron
o presenciaron tales actos;

4) Los registros de declaraciones anteriores de testigos o dictamen de peritos que han fallecido, caído en
incapacidad física o mental, están ausentes del país, cuya residencia se ignore o que por cualquier mo-
tivo difícil de superar no pueden declarar en el juicio, siempre que ellas hayan sido recibidas notificando
previamente a la defensa.

La lectura o exhibición de los elementos esenciales en la audiencia de debate no se pueden omitir ni siquiera
con el acuerdo de las partes.

Toda otra prueba que se pretende introducir al juicio por su lectura o exhibición, con excepción de lo pre-
visto en el artículo 260, inciso 6), no tiene ningún valor, sin perjuicio de la presentación de documentos al testigo,
perito o al imputado para facilitar su memoria o dar explicaciones sobre lo que allí consta, previa autorización de
los jueces. En todo caso, se valoran los dichos vertidos en la audiencia.
ARTÍCULO 374.- Imposibilidad de asistencia: Las personas que no pueden concurrir a una audiencia por un im-
pedimento justificado y estén en condiciones de declarar, pueden ser examinadas por el juez o uno de los miembros
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del tribunal, designado al efecto, en el lugar en donde se hallen o mediante medios tecnológicos que permiten reci-
bir su declaración a distancia, según los casos, y asegurando la participación de las partes. En el último supuesto, se
debe labrar un acta que se debe leer en la audiencia.
ARTÍCULO 375.- Dirección del debate y poder de disciplina: El juez que presida, debe dirigir la audiencia de de-
bate, hacer las advertencias legales, recibir los juramentos, moderar la discusión y los interrogatorios impidiendo in-
tervenciones impertinentes, sin coartar por ello el ejercicio de la acusación ni la amplitud de la defensa y ejercer las
facultades de disciplina.

También puede limitar el tiempo de uso de la palabra a las partes que deben intervenir durante el debate,
fijando límites máximos igualitarios para todas ellas o interrumpiendo a quien hace uso manifiestamente abusivo de
su derecho.

Las decisiones que se adopten sobre estas cuestiones sólo son susceptibles de revocatoria, cuya interposi-
ción equivale a la reserva de recurso contra la sentencia definitiva.
ARTÍCULO 376.- Continuidad de la audiencia de debate: La audiencia de debate se debe realizar sin interrup-
ción, durante las sesiones consecutivas que sean necesarias hasta su terminación. A estos efectos, constituyen sesiones
consecutivas aquellas que tienen lugar en el día siguiente o subsiguiente del funcionamiento ordinario del tribunal. 
ARTÍCULO 377.- Suspensión e interrupción de la audiencia de debate: La audiencia de debate se puede sus-
pender por un plazo máximo de quince (15) días, si:

1) Se debe resolver alguna cuestión incidental que, por su naturaleza, no se puede decidir inmediata-
mente;

2) Es necesario practicar algún acto fuera del lugar de la audiencia y no se puede cumplir en el intervalo
entre una y otra sesión;

3) No comparecen testigos, peritos o intérpretes cuya intervención es indispensable, salvo que se pueda
continuar con la recepción de otras pruebas hasta que el ausente comparezca o es hecho comparecer
por la fuerza pública;

4) Algún juez, representante del Ministerio Público Fiscal o defensor se enferma hasta el punto de no
poder continuar su actuación en el juicio, a menos que puedan ser reemplazados inmediatamente;

5) Se comprueba, mediante dictamen médico forense, que el imputado se encuentra en condiciones ad-
versas de salud que no le permiten continuar su asistencia o actuación en el juicio; en este caso, se
puede ordenar la separación de juicios y continuarse el trámite con los otros imputados;

6) Alguna revelación o retractación hace indispensable la producción de una medida de prueba;
7) El imputado o su defensor lo solicitan después de ampliada la acusación a fin de preparar la defensa,

siempre que, por las circunstancias del caso, no se puede continuar inmediatamente.
Cuando el debate se prolongue por más de diez (10) sesiones diarias de audiencia y se dé el supuesto del

inciso 4), la audiencia excepcionalmente puede suspenderse por resolución fundada hasta veinte (20) días. 
Siempre que la suspensión excede el plazo máximo fijado, todo el debate se debe realizar nuevamente.
El Tribunal debe decidir la suspensión y anunciar el día y la hora de la nueva audiencia y ello vale como

citación para todos los comparecientes.
La rebeldía o la incapacidad del imputado interrumpen el juicio. Si éste no es hallado o no recupera la ca-

pacidad dentro del décimo quinto día desde la suspensión, todo el debate se debe realizar nuevamente cuando estos
obstáculos se superen.
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Capítulo 2
Desarrollo del debate

ARTÍCULO 378.- Apertura del juicio oral: En el día y la hora fijados, el tribunal se debe constituir en el lugar se-
ñalado para la audiencia de debate. Quien preside el tribunal debe seguir, en el orden detallado, el siguiente proce-
dimiento:

1) Verificar la presencia de los demás jueces permanentes, del acusado, de su defensor, del fiscal, demás
acusadores y partes civiles que han sido admitidos, de los testigos, peritos o intérpretes que deben
tomar parte en el debate;

2) Verificar la existencia de las cosas que deben exhibirse en la audiencia de debate;
3) Acto seguido se debe declara abierto el debate;
4) Luego se debe advertir al acusado sobre la importancia de lo que va a suceder;
5) Inmediatamente se debe ceder la palabra al representante del Ministerio Público Fiscal y al querellante

particular para que expliquen el contenido de la acusación, los hechos, las pruebas que producirán para
probar la acusación y la calificación legal que pretenden;

6) Si se ha constituido actor civil, se le debe ceder la palabra para que explique su demanda;
7) Luego se invita al defensor a presentar su caso.

No se puede leer el acto de acusación ni de la defensa.
En el curso de la audiencia de debate, el imputado puede hacer todas las declaraciones que considere opor-

tunas. Las partes pueden formularle preguntas o requerirle aclaraciones.
ARTÍCULO 379.- Ampliación de la acusación: Durante el debate, el acusador puede ampliar la acusación, por in-
clusión de un nuevo hecho o circunstancia que modifique la calificación jurídica o la pena del mismo hecho objeto
del debate, o que integre la continuación delictiva, cuando ellos no han sido mencionados en la acusación y en el
auto de apertura del juicio oral. En tal caso, con relación a los nuevos hechos o circunstancias atribuidos, el presi-
dente del tribunal debe dar al acusado inmediatamente oportunidad de expresarse a su respecto, en la forma prevista
para su declaración inicial, e informar a todos los intervinientes sobre su derecho a pedir la suspensión del debate
para ofrecer nuevas pruebas o preparar su intervención. Cuando este derecho es ejercido, el tribunal debe suspen-
der el debate por un plazo que se fija prudencialmente, conforme a la gravedad y complejidad de los nuevos ele-
mentos y a la necesidad de la defensa, que no puede exceder de los cinco (5) días.

Los nuevos hechos o circunstancias sobre los cuales verse la ampliación quedan comprendidos en la im-
putación y deben ser detallados en el acta del debate.

Cuando la ampliación de la acusación verse solamente sobre un precepto penal distinto de los invocados
en la acusación, incluida su ampliación, o en el auto de apertura, el presidente del tribunal debe advertir al acusado
en la forma prevista en el artículo 378 y el tribunal, si es necesario, puede conceder a los intervinientes el mismo
derecho allí consignado. La nueva calificación jurídica debe constar en el acta del debate, con indicación de los pre-
ceptos penales agregados, incluso si versan sólo sobre la determinación de la pena o de una medida de seguridad y
corrección, y queda comprendida en la imputación.

En el caso en que la nueva circunstancia modifique sustancialmente la acusación, la defensa puede solici-
tar la realización de un nuevo juicio. 

La corrección de simples errores materiales se puede realizar durante la audiencia de debate sin que sea con-
siderada una ampliación. 
ARTÍCULO 380.- Recepción de pruebas: Después de las intervenciones iniciales de las partes se recibe la prueba
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propuesta en el orden que éstas acordaron. De no mediar acuerdo, se recibe en primer término la prueba del Mi-
nisterio Público Fiscal, luego la de la querella, el actor civil, el civilmente demandado y, por último, la de la de-
fensa. Cada parte determina el orden en que rinde su prueba.
ARTÍCULO 381.- Incomunicación de testigos: A pedido de las partes o aún de oficio, el tribunal puede resolver
de manera excepcional que los testigos no se comuniquen entre sí ni con otras personas, y que no puedan ver, oír
o ser informados de lo que ocurre en la sala de audiencias, para lo cual se los puede incomunicar en la antesala por
el tiempo mínimo necesario. Se debe garantizar tanto la comodidad como la correcta alimentación e higiene de los
testigos, teniendo especialmente en cuenta sus edades y condiciones físicas.

Después de la declaración de los testigos, el tribunal debe resolver si deben permanecer incomunicados
en la antesala.

El incumplimiento de la incomunicación no impide la declaración del testigo, pero los jueces deben apre-
ciar esta circunstancia al valorar la prueba.
ARTÍCULO 382.- Testimonios diferidos: Si por la extensión del debate la incomunicación no es posible, el tri-
bunal puede ordenar que los medios de comunicación difieran la difusión audiovisual de aquellos testimonios que
pueden afectar sustancialmente el contenido de declaraciones ulteriores, hasta tanto cesen los motivos que dieron
lugar a la restricción.
ARTÍCULO 383.- Testigos y peritos. Obligatoriedad. Reglas supletorias: Los testigos y peritos propuestos están
obligados a comparecer.

Los peritos deben presentar sus conclusiones oralmente. Para ello, pueden consultar sus informes escri-
tos y valerse de todos los elementos auxiliares útiles para explicar las operaciones periciales realizadas.

Rigen supletoriamente las reglas generales de los medios de prueba.
ARTÍCULO 384.- Interrogatorio: Los testigos y peritos, luego de su identificación personal y prestar juramento
o promesa de decir verdad, pueden ser interrogados personalmente por las partes, comenzando por aquélla que
ofreció la prueba.

Su declaración personal no puede ser sustituida por la lectura de los registros en los que constan anterio-
res declaraciones o de otros documentos que las contienen. Si el declarante incurre en contradicciones respecto de
declaraciones o informes anteriores, el juez puede autorizar a las partes a que utilicen la lectura de aquellas para
poner de manifiesto las diferencias o requerir explicaciones. 

No se puede autorizar un nuevo interrogatorio después del contraexamen, salvo si es indispensable para
considerar información novedosa que no ha sido consultada en el examen directo.

En ningún caso se admiten preguntas sugestivas, indicativas, engañosas, repetitivas, ambiguas o destina-
das a coaccionar al testigo o perito. Las partes pueden objetar las preguntas inadmisibles indicando el motivo. Los
jueces deben hacer lugar de inmediato al planteo si es manifiesto el exceso o decidir luego de la réplica de la con-
traparte.

Los jueces no pueden formular preguntas salvo que resulten aclaratorias.
Los testigos y peritos que, por algún motivo grave y difícil de superar, no pueden comparecer a declarar

a la audiencia del juicio, pueden hacerlo a través de videoconferencia o de cualquier otro medio tecnológico apto
para su examen y contraexamen.
ARTÍCULO 385.- Otros medios de prueba: Los documentos deben ser leídos y exhibidos en la audiencia, con in-
dicación de su origen.
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Los objetos y otros elementos de convicción secuestrados deben ser exhibidos para su reconocimiento por
testigos, peritos o el imputado.

Las grabaciones y elementos de prueba audiovisuales deben ser reproducidas.
Las partes pueden acordar por unanimidad la lectura, exhibición o reproducción parcial de esos medios de

prueba cuando baste a los fines del debate.
Las partes deben alegar y el juez resolver sólo sobre las pruebas producidas en el debate.

ARTÍCULO 386.- Prueba no solicitada oportunamente: A petición de alguna de las partes, los jueces pueden or-
denar la recepción de pruebas que ellas no ofrecieron oportunamente, si no se conocieron al momento del ofreci-
miento de la prueba.

Si con ocasión de la recepción de una prueba surge una controversia relacionada exclusivamente con su ve-
racidad, autenticidad o integridad, el tribunal puede autorizar, a petición de parte, la producción de otras pruebas des-
tinadas a esclarecer esos puntos, aunque ellas no hayan sido ofrecidas oportunamente y siempre que no fue posible
prever su necesidad.
ARTÍCULO 387.- Discusión final: Terminada la recepción de las pruebas, quien preside el tribunal debe conceder
sucesivamente la palabra, a los efectos del alegato, al representante del Ministerio Público Fiscal, al querellante par-
ticular, al actor civil, al defensor y al civilmente demandado para que en ese orden expresen conclusiones y presen-
ten sus peticiones. El tribunal debe tomar en consideración la extensión del juicio o la complejidad del caso para
determinar el tiempo que concede al efecto.

No se pueden leer memoriales, sin perjuicio de la lectura parcial de notas.
Si intervino más de un representante del Ministerio Público Fiscal, querellante particular o defensor, todos

pueden hablar repartiendo sus tareas para evitar repeticiones o dilaciones.
Todas las partes pueden replicar, pero corresponde al defensor la última palabra.
Al finalizar el alegato el orador debe expresar sus pretensiones de un modo concreto.
Si está presente la víctima y desea exponer, se le debe conceder la palabra, aunque no haya intervenido en

el proceso penal, antes de la exposición de la defensa. 
Por último, el presidente del tribunal debe preguntar al imputado si tiene algo más que manifestar; el tri-

bunal debe limitar razonablemente la duración de las últimas palabras de los imputados, a fin de evitar que se con-
viertan en nuevos alegatos.

Inmediatamente se declara cerrado el debate y se convoca a las partes para comunicar la decisión jurisdic-
cional, señalando la hora de su lectura.
ARTÍCULO 388.- Deliberación de responsabilidad: Cerrado el debate el o los jueces o jurados que han interve-
nido en él, deben pasar, de inmediato y sin interrupción, bajo sanción de invalidez, a deliberar en sesión secreta
todas las cuestiones relativas a la determinación de la responsabilidad penal y, eventualmente, la civil, a la cual sólo
puede asistir el secretario.

El Tribunal debe resolver fundadamente por mayoría de votos:
1) En primer lugar, las cuestiones relativas a su competencia y a la promoción o prosecución de la per-

secución penal cuando han sido planteadas o han surgido durante el debate, siempre que ellas se pue-
den decidir sin examinar la cuestión de la culpabilidad. Si se decide proseguir, quien ha quedado en
minoría debe deliberar y votar sobre las cuestiones siguientes.

2) En segundo lugar, la deliberación debe versar sobre la existencia del hecho delictivo, su calificación
legal y la responsabilidad penal del acusado.
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3) La decisión posterior debe versar sobre la absolución o la condena.
ARTÍCULO 389: Sentencia de la deliberación: La sentencia debe ser definitiva, absolviendo o condenando al acu-
sado, debiendo expresar los fundamentos de hecho y de derecho en que se basa.

Si los jueces encuentran inocente al acusado, deben dictar sentencia absolutoria sin más trámite. 
Si los jueces no han alcanzado una decisión a la hora señalada, deben hacer saber la nueva hora designada

para la lectura de la decisión jurisdiccional. La deliberación se puede extender, excepcionalmente, por un plazo má-
ximo de cuarenta y ocho (48) horas, salvo enfermedad grave de alguno de los jueces. En este caso la suspensión no
puede durar más de quince (15) días, luego de los cuales se debe realizar el juicio nuevamente.

Mientras dure la deliberación, los jueces no pueden intervenir en otro juicio.
En caso de declaración de culpabilidad del acusado el tribunal debe pronunciar sentencia condenatoria, sin

resolver la cuestión de la pena, y fijar audiencia para la continuación del debate, o para la determinación de la pena. 
ARTÍCULO 390.- Audiencia de determinación de la pena: En la misma oportunidad en que se dé a conocer la de-
claración de culpabilidad el juez debe fijar, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas, audiencia de debate sobre la
pena o medida de seguridad y su modalidad de cumplimiento.

Para decidir esta cuestión, deben deliberar y votar todos los jueces, incluso aquellos cuya opinión ha que-
dado en minoría, quienes se deben atener a la condena o la declaración que torna viable una medida de seguridad.

Cuando existe la posibilidad de aplicar diversas clases de penas, de medidas de seguridad, o dentro de una
misma clase, penas o medidas divisibles, indivisibles, el tribunal debe deliberar y votar, en primer lugar, sobre la clase
o especie de pena o medida, y decidir por mayoría de votos. Si no es posible lograr la mayoría se aplica la pena o
medida intermedia.

Si la pena o medida decidida es divisible y no existe mayoría en cuanto a la cantidad, se aplica la que re-
sulte de la suma o división de todas las opiniones expuestas.

En los casos en que la acción civil ha sido ejercida, los jueces deben establecer la indemnización si co-
rresponde.

En la audiencia y la deliberación rigen las mismas reglas dispuestas en el artículo 389.

Capítulo 3
Sentencia

ARTÍCULO 391.- Requisitos de la sentencia: La sentencia debe contener: 
1) El lugar y la fecha en que se ha dictado, la composición del órgano judicial, el nombre del o

los jueces y las partes, los datos personales del imputado y la enunciación del hecho delictivo
que ha sido objeto de acusación y, en su caso, de la acción civil;

2) El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones planteadas en la deliberación, con expo-
sición de los motivos en que los fundan;

3) La determinación precisa y circunstanciada del hecho que se estima acreditado;
4) La parte dispositiva con mención de las normas aplicables;
5) La firma de los jueces, según el método que se determine.

ARTÍCULO 392.- Redacción y lectura: La sentencia debe ser redactada y firmada inmediatamente después de la
última deliberación. Los jueces se deben constituir nuevamente en la sala de audiencia, después de convocar ver-
balmente a las partes y al público. El documento es leído por funcionario autorizado en voz alta ante quienes com-
parecen.
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Cuando por la complejidad del asunto es necesario diferir la redacción de la sentencia, se debe leer tan sólo
su parte dispositiva. Asimismo, se anuncia día y hora de audiencia para la lectura integral, la que se debe llevar a
cabo en el plazo máximo de quince (15) días posteriores al pronunciamiento de la parte dispositiva.

Si uno de los jueces no pude suscribir la sentencia por impedimento ulterior a la lectura de su parte dispo-
sitiva, esto se debe hacer constar y la sentencia tiene valor sin su firma.

Si se ha verificado la suspensión prevista en el párrafo anterior, el plazo establecido en el segundo párrafo
es de veinte (20) días y se puede extender hasta veinticinco (25) días cuando la audiencia se prolonga por más de
tres (3) meses.

La sentencia queda notificada con su lectura integral respecto de todas las partes que intervienen en el debate.
ARTÍCULO 393.- Correlación entre acusación y sentencia: La sentencia no puede tener por acreditados otros
hechos o circunstancias que los descriptos en la acusación o en el auto de apertura y, en su caso, en la ampliación
de la acusación.

El tribunal puede dar al hecho una calificación jurídica distinta de aquella indicada en los actos referidos.
Los jueces sólo pueden resolver lo que ha sido materia de debate. No pueden imponer una pena más grave

que la solicitada por los acusadores y deben absolver en el caso en que ambos así lo requieren.
ARTÍCULO 394.- Decisión: La absolución del imputado, implica ordenar su libertad y la cesación de las medidas
cautelares dispuestas, que se hacen efectivas en forma inmediata, aún cuando la decisión no esté firme, y se cumple
directamente desde la sala de audiencia.

La sentencia absolutoria fija también las costas y decide sobre la restitución de los objetos afectados al pro-
ceso penal que no esten sujetos a decomiso.

Si la sentencia es condenatoria debe fijar, además, las penas que corresponden y lo atinente al decomiso.
En el caso en que la acción ha sido ejercida, la sentencia absolutoria o condenatoria debe considerar su pro-

cedencia, establecer la reparación de los daños  y perjuicios causados o la indemnización.
En cualquiera de los supuestos anteriores la sentenia debe ordenar las inscripciones necesarias.

ARTÍCULO 395.- Decomiso: En los casos en que recae sentencia condenatoria, ésta debe decidir el decomiso de
las cosas que han servido para cometer el hecho delictivo y de las cosas o ganancias que son el producto o el pro-
vecho del delito, en favor del Estado Provincial. 

En todos los casos se deben dejar a salvo los derechos de restitución o indemnización del damnificado y
de terceros.

El reclamo o litigio sobre el origen, naturaleza o propiedad de las cosas se realiza por medio de una acción
administrativa o civil de restitución. Si la cosa ha sido subastada, sólo se puede reclamar su valor monetario.
ARTÍCULO 396.- Casos especiales de decomiso: Si las cosas son peligrosas para la seguridad común, el decomiso
se puede ordenar aunque afecte a terceros. 

Si el autor o los partícipes han actuado como mandatarios de alguien o como órganos, miembros o admi-
nistradores de una persona de existencia ideal y el producto o el provecho del delito benefició al mandante o a la per-
sona de existencia ideal, el decomiso se debe pronunciar contra éstos. Si con el producto o el provecho del delito se
ha beneficiado un tercero a título gratuito, el decomiso se debe pronunciar contra éste.

Si la cosa decomisada tiene valor de uso o cultural para algún establecimiento oficial o de bien público, el
tribunal puede disponer la entrega a  favor de dichas entidades. Si así no es y tiene valor comercial, aquélla debe dis-
poner su enajenación. Si no tiene valor alguno, se la debe destruir.
ARTÍCULO 397.- Decomiso de armas de fuego: Si se han secuestrado armas de fuego, munición o explosivos con
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motivo de la comisión de cualquier delito, éstos deben ser decomisados y destruidos en acto público en un plazo má-
ximo de seis (6) meses desde la fecha de su incautación. Excepcionalmente, dentro de ese plazo, el material incau-
tado debe ser restituido a su titular registral cuando éste o sus dependientes no tienen vinculación con el hecho objeto
de la incautación y la pérdida o robo de aquél ha sido debida y oportunamente denunciada ante la autoridad com-
petente.

Dentro del plazo señalado de seis (6) meses, el Ministerio Público Fiscal debe procurar la producción de
la totalidad de las medidas de prueba relacionadas con dicho material y observar las exigencias que la normativa pro-
cesal prevé para la realización de medidas probatorias irreproducibles.

El plazo para el decomiso y destrucción puede ser prorrogado por el juez, por única vez y por el mismo pe-
ríodo, a pedido de las partes. Vencidos los plazos establecidos, la autoridad de aplicación de la Ley Nacional de
Armas y Explosivos queda habilitada para proceder al decomiso administrativo.
ARTÍCULO 398.- Medidas cautelares al decomiso: El juez, a pedido del representante del Ministerio Público Fis-
cal, debe adoptar las medidas cautelares suficientes para asegurar el decomiso del o de los inmuebles, fondos de co-
mercio, depósitos, vehículos, elementos informáticos, técnicos y de comunicación y toda otra cosa o derecho
patrimonial sobre los que, por tratarse de instrumentos o efectos relacionados con el o los delitos que se investigan,
el decomiso presumiblemente puede recaer.

El mismo alcance pueden tener las medidas cautelares destinadas a hacer cesar la comisión del delito o sus
efectos, a evitar que se consolide su provecho o a impedir la impunidad de sus partícipes.

Título II
Procedimientos especiales

Capítulo 1
Juicio por delitos de acción privada

ARTÍCULO 402.- Promoción: Toda persona que se considere ofendida y legalmente habilitada, que pretende per-
seguir por un delito de acción privada puede formular querella, por sí o por mandatario especial. De igual manera
debe proceder quien resulte víctima de un delito de acción pública y se encuentre habilitado para efectuar la con-
versión a acción privada. 

El escrito de querella debe contener los requisitos enumerados en los artículos referidos a formas y conte-
nido de la querella y la acusación, se debe acompañar una copia de aquél y, en su caso, del respectivo poder, por cada
querellado. En los supuestos de conversión a acción privada, además se debe agregar copia fiel de los actos proce-
sales cumplidos que habiliten este procedimiento.

La Oficina Judicial está a cargo de la custodia del legajo correspondiente y de los elementos probatorios
que se han acompañado. Debe proceder a asignar al juez que interviene en la causa.
ARTÍCULO 403.- Desestimación: La querella es desestimada por auto fundado si es manifiesto que el hecho im-
putado no constituye delito o si no se puede proceder o falta alguno de los requisitos previstos en el artículo 402. 

El escrito y demás elementos acompañados deben ser devueltos al pretenso querellante particular, quien
puede reiterar su petición, corrigiendo los defectos de la querella si es posible, con mención de la desestimación an-
terior dispuesta.
ARTÍCULO 404.- Auxilio judicial previo: Si no se ha logrado identificar o individualizar al querellado, determi-
nar su domicilio o si para describir clara, precisa y circunstanciadamente el delito es imprescindible llevar a cabo
diligencias que el querellante particular no puede realizar por sí mismo, puede requerir, en su presentación el auxi-
lio judicial, indicando las medidas pertinentes.
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El juez puede prestar el auxilio judicial, si corresponde. Luego, el querellante particular debe complemen-
tar su querella y, eventualmente, su demanda dentro de los diez (10) días de obtenida la información faltante. 
El querellante particular queda sometido a la jurisdicción del juez en todo lo referente al juicio por él promovido y
a sus consecuencias legales.
ARTÍCULO 405.- Audiencia de conciliación: Admitida la querella, el juez debe convocar a una audiencia de con-
ciliación y ordenar a la Oficina Judicial que proceda a:

1) Fijar día y hora dentro de los quince (15) días, para llevar a cabo la audiencia;
2) Ordenar las comunicaciones correspondientes;
3) Remitir a cada uno de los querellados, copia del escrito de querella y, en su caso, del poder y la

demanda civil, intimándolos a que designen abogado defensor bajo apercibimiento de nom-
brarles uno público, de no comunicar aquella circunstancia con una anticipación de cuarenta y
ocho (48) horas a la fecha para la que es fijada la audiencia.

ARTÍCULO 406.- Conciliación y retractación: Si las partes concilian en la audiencia o en cualquier estado del jui-
cio, se debe sobreseer al querellado y las costas son en el orden causado, salvo que convengan lo contrario.
Cuando se trata de delitos contra el honor, si el querellado se retracta en la audiencia o brinda explicaciones satis-
factorias, debe ser sobreseído y las costas quedan a su cargo.

Si el querellante particular no acepta la retractación o las explicaciones satisfactorias, por considerarlas in-
suficientes, el juez debe decidir en la audiencia.

La retractación debe ser publicada a petición del querellante particular en la forma que el juez estime adecuada.
ARTÍCULO 407.- Acumulación de casos: La acumulación de casos por delito de acción privada se rige por las dis-
posiciones comunes, pero ellas no se acumulan con las incoadas por los delitos de acción pública, salvo en los su-
puestos de concurso ideal de delitos. También se acumulan los casos por injurias recíprocas.
ARTÍCULO 408.- Procedimiento posterior: Si no se logra la conciliación, el juez a través de la Oficina Judicial,
debe emplazar al querellado para que en el plazo de diez (10) días, ofrezca pruebas, deduzca excepciones y, si es ci-
vilmente demandado, conteste la demanda.

Vencido ese plazo, en audiencia, el juez debe resolver la admisibilidad de la prueba ofrecida y convocar
a juicio a las partes ordenando que la Oficina Judicial, proceda a fijar día y hora para la audiencia de debate.

Quien ha ofrecido prueba toma a su cargo su presentación en el juicio y el juez debe resolver únicamente
con la prueba que se incorpore y los testigos que se hallen presentes. De ser necesario, se puede requerir auxilio ju-
dicial.
ARTÍCULO 409.- Desistimiento expreso. Reserva de acción civil: El querellante particular puede desistir expre-
samente de la acción penal en cualquier estado del proceso, pero queda sujeto a la responsabilidad emergente de sus
actos anteriores.

El desistimiento no se puede supeditar a condiciones, pero se puede hacer expresa reserva de la acción civil
si ésta no ha sido promovida juntamente con la penal.
ARTÍCULO 410.- Efectos del desistimiento: Si el juez declara extinguida la acción penal por desistimiento, debe
sobreseer al querellado y le impone las costas al querellante particular, salvo que las partes convengan a este respecto
otra cosa.

El desistimiento de la acción penal favorece a todos los que han participado en el juicio que la motivó.
ARTÍCULO 411.- Abandono: Se tiene por abandonada la querella de acción privada en los siguientes casos:

1) Si el querellante particular no insta el proceso penal durante sesenta (60) días.
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2) Si el querellante particular no concurre a la audiencia de conciliación sin justa causa.
3) Si fallecido o incapacitado el querellante particular, no concurre a instar el proceso penal quien esté

autorizado para ello según la ley, dentro de los sesenta (60) días siguientes de la muerte o la incapa-
cidad.

ARTÍCULO 412.- Efectos del abandono: Cuando el Juez declare abandonada la querella debe disponer el archivo
de las actuaciones y le debe imponer las costas al querellante particular, salvo que las partes convengan al respecto
otra cosa.
El abandono no extingue la acción penal, la que puede ejercitarse en un nuevo juicio, ni perjudica las prueba pro-
ducidas, las que pueden hacerse valer en este nuevo juicio.

Capítulo 2
Juicio abreviado

ARTÍCULO 413.- Regla general: En todo delito de acción pública, salvo lo establecido en el Juicio por Jurados Po-
pulares, es procedente el trámite del juicio abreviado.

En los supuestos no previstos en este capítulo, se aplican las disposiciones que regulan el juicio común. 
ARTÍCULO 414.- Acuerdo pleno. Presupuestos. Oportunidad: Se puede acordar el trámite de acuerdo pleno
desde la formalización de la investigación penal preparatoria y hasta la audiencia de control de la acusación. El Mi-
nisterio Público Fiscal puede solicitar al Juez de Control de Garantías que se proceda abreviadamente, concretando
su requerimiento en la acusación. Para ello es necesario que el imputado y su defensor acepten de forma expresa los
hechos materia de la acusación, la participación del acusado, la calificación legal, la pena y los antecedentes de la
investigación penal preparatoria que la fundan y manifiesten su conformidad con la aplicación de este procedi-
miento.

La existencia de varios imputados en un mismo proceso no impide la aplicación de la regla del juicio abre-
viado a alguno de ellos. En ese caso, el acuerdo celebrado con un acusado no puede ser utilizado como prueba en
contra de los demás imputados por los mismos hechos referidos en el acuerdo.
ARTÍCULO 415.- Audiencia: Las partes deben exponer ante el juez en la audiencia respectiva el alcance del acuerdo
y los elementos probatorios reunidos o acordados que demuestren las circunstancias del hecho imputado. El juez
puede interrogar a las partes sobre los extremos del acuerdo y la información colectada o acordada.

El querellante particular sólo se puede oponer si en su acusación efectuó una calificación jurídica de los he-
chos, atribuyó una forma de participación o señaló circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal, dife-
rentes de las consignadas por el representante del Ministerio Público Fiscal y, como consecuencia de ello, la pena
aplicable excede el límite establecido en lo referido a la regla general de este capítulo. La oposición del querellante
particular no tiene efecto vinculante.

El juez, previo a resolver, se debe asegurar de que el imputado preste su conformidad en forma libre y vo-
luntaria, que conoce los términos del acuerdo, sus consecuencias y su derecho a exigir un juicio oral.
ARTÍCULO 416.- Sentencia: En la misma audiencia, el juez debe dictar sentencia de condena o absolución que con-
tiene, de modo sucinto, los requisitos previstos en el artículo 391.

En caso de sentencia condenatoria, ésta no puede pronunciarse exclusivamente sobre la base de la acepta-
ción de los hechos por parte del acusado. La pena que impone no puede superar la acordada por las partes ni modi-
ficar su forma de ejecución, sin perjuicio de la aplicación de una pena menor.

Si el juez estima que el acuerdo no cumple con los requisitos legales, debe declarar su inadmisibilidad. En



caso de desestimación ninguna de las conformidades prestadas o admisiones efectuadas por el imputado pueden ser
tomadas en su contra como reconocimiento de culpabilidad ni el pedido de pena formulado por el Ministerio Público
Fiscal, lo vinculan en el debate.

La acción civil debe ser resuelta cuando existe acuerdo de partes; de no ser así, se puede deducir en sede civil.
ARTÍCULO 417.- Acuerdo parcial: Durante la etapa preparatoria y hasta la audiencia de control de la acusación,
las partes pueden acordar exclusivamente sobre los hechos, la participación del acusado y solicitar un juicio sobre
la culpabilidad, calificación legal y la pena.

La petición debe contener la descripción del hecho acordado y el ofrecimiento de prueba para su determi-
nación, así como aquellas pruebas que las partes consideren pertinentes para la determinación de la pena.

Se debe convocar a las partes a una audiencia para comprobar el cumplimiento de los requisitos formales,
debatir sobre la calificación y aceptar o rechazar la prueba. En lo demás, rigen las normas del juicio común.
ARTÍCULO 418.- Acuerdo de juicio directo: En la audiencia de formalización de la investigación penal prepara-
toria, las partes pueden acordar la realización directa del juicio.

La solicitud debe contener la descripción del hecho por el cual el representante del Ministerio Público Fis-
cal o el querellante particular acusan y el ofrecimiento de prueba de las partes.

En la audiencia de formalización de la investigación penal preparatoria, el querellante particular puede ad-
herir a la acusación del representante del Ministerio Público Fiscal o acusar independientemente e indicar las prue-
bas para el juicio.

La acusación y la defensa se deben fundamentar directamente en el juicio.
Al término de la audiencia, el juez dicta el auto de apertura a juicio. En lo demás, se aplican las normas del

juicio común.
El acuerdo de juicio directo procede para todos los delitos, salvo lo establecido en el Capítulo sobre Juicio

por Jurados Populares.

Capítulo 3
Procedimiento de flagrancia

ARTÍCULO 419.- Flagrancia: Existe situación de flagrancia cuando el autor del hecho delictivo es sorprendido:
1) En el momento de cometerlo o inmediatamente después; 
2) Mientras es perseguido por la fuerza pública, el ofendido o el clamor público; 
3) Mientras tiene objetos o presenta rastros que hagan presumir vehementemente que acaba de partici-

par en un delito. 
ARTÍCULO 420.- Ámbito de aplicación: El procedimiento de flagrancia es aplicable cuando se procede a la apre-
hensión en situación de flagrancia del sospechoso en comisión o tentativa de delito doloso, cuya escala penal no
supere los veinte (20) años de prisión o reclusión, o concurso de delitos en los que cada uno individualmente con-
siderado, no exceda ese límite. 

Quedan excluidos los delitos de competencia correccional, salvo el hurto simple y los tipificados por el ar-
tículo 181 y 189 Bis del Código Penal.

Cuando un delito correccional no enumerado en las excepciones antes individualizadas concurse con uno
de competencia de flagrancia, el delito queda bajo competencia de este sistema. Para determinar la competencia se
tiene en cuenta la pena establecida por la ley para el delito consumado y las circunstancias agravantes para su cali-
ficación.
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Las acciones dependientes de instancia privada y las acciones privadas están excluidas del procedimiento
de flagrancia.
ARTÍCULO 421.- Excepción de conexión: Cuando existe declaración de flagrancia, no se aplican las reglas de co-
nexión, salvo que las causas a acumular sean por comisión de dos (2) o más hechos delictivos en situación de fla-
grancia, en cuyo caso debe proseguir el juez que intervino en la primera audiencia de presentación del imputado.
Cuando corresponde unificar las penas, se debe proceder con arreglo a lo establecido en el Código Penal.
ARTÍCULO 422.- Normas aplicables a las audiencias: En las audiencias, se deben observar los principios de in-
mediación, simplicidad y celeridad. Las audiencias son públicas, se pueden someter a decisión jurisdiccional cues-
tiones diferentes a las que pudieron haber motivado su designación. Las cuestiones introducidas en la audiencia de
presentación de flagrancia deben ser resueltas por el juez en forma oral, inmediata y de manera fundada.

En todo lo que no esté regulado por el presente capítulo, se aplican las disposiciones generales de este Código.
ARTÍCULO 423.- Aprehensión. Procedimiento: Efectuada la aprehensión, el personal policial debe dar aviso, en
forma inmediata y sin dilación, al fiscal de turno y poner el aprehendido a su disposición, asimismo le debe comu-
nicar el motivo de su detención, delito que se le atribuye y el derecho a designar un defensor público o privado. El
defensor designado, en cualquier instancia puede tomar vista de las actuaciones. En tales circunstancias, el fiscal debe
formar las actuaciones en el plazo de un día hábil, que puede ser prorrogado por un día más en caso justificado, y
debe presentar en audiencia al imputado frente al juez y con presencia del defensor.
En caso de que el fiscal haga uso de la prórroga para formar las actuaciones, debe efectuar la comunicación prevista
en el apartado tercero del artículo 31 de la Constitución Provincial.
ARTÍCULO 424.- Audiencia de presentación: Previa solicitud a la Oficina Judicial, el imputado se debe presen-
tar en audiencia frente al juez, con participación de abogado defensor o defensor oficial, bajo pena de nulidad ab-
soluta. En dicha audiencia, se recaban los datos personales del imputado y se le recibe declaración si corresponde.     

El juez, si se dan los supuestos que prevé este capítulo, debe declarar si se trata de un caso de fla-
grancia, o determinar la competencia del juicio común. Esta decisión es irrecurrible.
ARTÍCULO 425.- Declinación posterior: En caso de que surja del desarrollo del proceso una complejidad proba-
toria, el juez debe declarar inaplicable el procedimiento de flagrancia y la causa debe continuar su trámite mediante
el proceso ordinario. La resolución judicial que determine la declinación del procedimiento de flagrancia es irrecu-
rrible.
ARTÍCULO 426.- Imputación formal: El Fiscal procede a la imputación durante la audiencia de presentación en
base a las pruebas colectadas en la investigación. En la misma audiencia se debe revisar con vista a las partes la si-
tuación corporal del imputado, conforme la planilla de antecedentes.

A los efectos de resolver la situación procesal del imputado, se deben ponderar las condiciones personales,
la factibilidad de realización del debate o las circunstancias del caso a más de los lineamientos requeridos en este Có-
digo.

Para determinar acerca del peligro de fuga se tienen en cuenta, especialmente las siguientes circunstancias:
1) Arraigo, determinado por el domicilio, residencia habitual, asiento de la familia, de sus negocios o tra-

bajo y las facilidades para abandonar el país o permanecer oculto.
2) La característica del hecho delictivo y la pena que se espera como resultado del procedimiento de fla-

grancia.
3) La importancia del daño resarcible y la actitud que el imputado adopte, voluntariamente, frente a él y

a su víctima eventual.
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4) El comportamiento del imputado durante el procedimiento de flagrancia o en otro procedimiento an-
terior, en la medida que indique su voluntad de someterse a la persecución penal.

El Juez debe ponderar especialmente el número de delitos que se le imputan al imputado, el carácter de
estos, la existencia de procesos penales pendientes, el hecho de encontrarse sujeto a alguna medida cautelar perso-
nal, la existencia de condenas anteriores y la alta probabilidad de que el imputado se vincule a otro u otros procesos
en la misma calidad.

La resolución que recaiga puede ser revisada por otro Juez de Flagrancia en audiencia oral, sin perjuicio
del recurso de casación amplio por ante la Corte de Justicia de la Provincia, la que se debe fijar en un plazo no mayor
de cuarenta y ocho (48) horas, debiendo resolver de modo inmediato en dicha audiencia. La Corte de Justicia de-
termina los turnos del órgano jurisdiccional.

La parte recurrente debe motivar la impugnación en la audiencia donde se decidió el instituto y fundarla
ante el juez revisor. En todos los casos se debe evitar el desplazamiento del detenido hasta el Servicio Penitenciario
Provincial, mientras se desarrolle el procedimiento de flagrancia.
ARTÍCULO 427.- Derechos de la víctima: La víctima tiene derecho a participar como querellante particular, en los
términos y forma autorizada en este código. 

La presentación de querellante particular puede hacerse ante el fiscal, en la oficina donde tiene su despa-
cho, hasta antes de la iniciación de la audiencia de presentación.

En caso de haber incurrido en defecto formal, ello puede ser subsanado ante el juez hasta la finalización de
la audiencia de presentación.

En caso de oposición a la querella, se debe resolver en la misma audiencia de presentación, previa vista a
las partes, resultando irrecurrible la resolución que se emita.

No se admite acción civil en el procedimiento de flagrancia.
ARTÍCULO 428.- Supuestos de violencia familiar: En caso de cometerse el hecho delictivo incurriendo en los su-
puestos contemplados por la Ley 989-E de Violencia Familiar, el fiscal debe adoptar las medidas cautelares indis-
pensables de la causa, medida que debe ser confirmada por el juez oportunamente.
ARTÍCULO 429.- Menores en flagrancia: El procedimiento de flagrancia no se aplica a menores de edad que no
han alcanzado los dieciocho (18) años. Si en un hecho son aprehendidos mayores de edad junto con menores, el pro-
cedimiento de flagrancia sólo alcanza a los mayores.
ARTÍCULO 430.- Pruebas en la audiencia de presentación: En la misma audiencia de presentación, las partes
deben ofrecer las pruebas a rendirse en el debate y se debe acordar la fecha de la audiencia de finalización, a fijarse
dentro del plazo de siete (7) días hábiles desde la aprehensión.

Cuando existen pruebas pertinentes, útiles y debidamente justificadas, cuya producción demande más
tiempo, se puede fijar un plazo mayor, que en ningún caso puede exceder los diez (10) días hábiles.
ARTÍCULO 431.- Oposición a las pruebas: En caso de oposición a las pruebas, se debe resolver incidentalmente
por la vía oral, atendiendo a los criterios de utilidad, pertinencia y debida justificación. La resolución que recaiga al
respecto es irrecurrible, sin perjuicio de hacer la reserva de recurrir la sentencia.

En caso de ser necesaria una segunda audiencia, se notifica a las partes en el mismo acto, la fecha y hora
de la misma.
ARTÍCULO 432.- Medidas conservatorias: Se debe procurar, en la medida de lo posible, mantener la vestimenta
y condiciones fisonómicas del imputado hasta la realización de la audiencia de finalización. Si ello no es factible,
se debe dejar constancia en acta o por otro medio técnico indubitable, de:
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1) La descripción física y vestimenta del imputado al momento de cometer el hecho delictivo;
2) Los objetos utilizados por el imputado para cometer el delito;
3) La individualización de los testigos, los daños y perjuicios producidos;
4) Todo otro dato que sea considerado de interés por las partes del proceso de flagrancia.

ARTÍCULO 433.- Medidas alternativas: El Ministerio Público Fiscal y la defensa pueden acordar por la aplica-
ción de los siguientes institutos:

1) Suspensión del proceso a prueba, si es procedente. En tal supuesto y sin más trámite, se debe resolver
de conformidad a los artículos de suspensión del proceso a prueba de este Código.

2) Mediación penal.
3) Conciliación.
4) Juicio abreviado, procediéndose de acuerdo con los artículos sobre juicio abreviado de este Código y

remitiéndose el legajo correspondiente al Juzgado de Ejecución Penal.
5) Otras vías alternativas que pueden poner fin al procedimiento de flagrancia.

El Ministerio Público Fiscal debe exigir, como condición para acceder a acordar las medidas alternativas,
el cumplimiento de algunas reglas de conducta previstas en el artículo 27 Bis del Código Penal. El incumplimiento
de estas reglas es causal de revocación del acuerdo logrado, debiendo continuar el procedimiento de flagrancia de
forma inmediata. Las reglas de conducta se pueden imponer durante el plazo de entre dos (2) y cuatro (4) años,
según la gravedad del delito. 

El Ministerio Público Fiscal no puede celebrar acuerdo alguno con la defensa respecto de las medidas al-
ternativas, salvo juicio abreviado, cuando el hecho de que se trate se cometió con armas, sin importar en los casos
de las armas de fuego, su aptitud para el disparo.

Los jueces no pueden otorgar, bajo pena de nulidad, medida alternativa alguna sin que exista acuerdo ex-
preso previo del Ministerio Público Fiscal y la defensa.
ARTÍCULO 434.- Audiencia de finalización: La audiencia de finalización se rige por las normas establecidas para
el juicio común regulado en este Código, en cuanto sea pertinente.

Durante la audiencia de finalización, el fiscal debe formular la acusación oralmente y puede solicitar la ab-
solución del imputado, o la imposición de pena, según corresponda. A continuación, se concede la palabra al impu-
tado, para que exprese si desea manifestarse, y en caso afirmativo, si ratifica o rectifica su declaración anterior. Se
reciben los testimonios y pericias, y se incorporan por su lectura las probanzas documentales existentes en las ac-
tuaciones. Luego las partes pasan a alegar en el orden procesalmente establecido.

Acto seguido, el juez debe dictar sentencia, sobre el fondo del asunto fundándola oralmente cuando el caso
lo permita, notificando su parte resolutiva. Cuando la complejidad del asunto lo requiere debe fundarla en un plazo
de cinco (5) días hábiles desde el dictado de la misma. La sentencia que recae es recurrible ante el tribunal que co-
rresponda.

Capítulo 4
Procedimiento penal juvenil

ARTÍCULO 435.- Procedimiento penal juvenil: El Procedimiento Penal Juvenil se rige por una ley especial al
efecto.

Capítulo 5
Hábeas corpus
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ARTÍCULO 436.-  Procedencia: La acción de hábeas corpus procede contra todo acto u omisión de autoridad pú-
blica, de un particular o grupo de éstos que directa o indirectamente, de modo actual o inminente, en forma ilegal o
arbitraria, lesione, restrinja, altere o amenace la libertad física de las personas.

Igualmente es procedente en caso de agravamiento arbitrario de las condiciones de detención legal
o en el de desaparición forzada de personas.

ARTÍCULO 437.- Facultad de denunciar: La petición de hábeas corpus puede ser interpuesta por el afectado o por
terceros en su favor, sin necesidad de mandato.
ARTÍCULO 438.- Competencia: Es competente para conocer en el procedimiento de hábeas corpus el Juez de Con-
trol de Garantías que por razones de competencia territorial y de turno corresponde al lugar de acaecimiento del
hecho que lo motiva.

Si el juez se considera incompetente así lo debe declarar, y en este caso remitir de inmediato lo actuado al
juez que estime competente.

En caso de conflicto de competencia la Corte de Justicia lo debe resolver dentro del término de veinticua-
tro (24) horas de recibidos los autos, remitiendo los mismos al juez que determine.

El Juez de hábeas corpus ejerce su potestad jurisdiccional por sobre todo otro poder o autoridad pública.
ARTÍCULO 439.- Recusación y excusación: En el procedimiento de hábeas corpus no se admite recusación alguna.

El juez o tribunal que se considere comprendido en alguna de las causales de excusación previstas en este
Código, así lo debe declarar, debiendo procederse conforme lo establece la normativa de aplicación.
ARTÍCULO 440.- Requisitos de la denuncia: La denuncia de hábeas corpus no requiere formalidad procesal al-
guna. Sin perjuicio de ello, quien la ejerza debe proporcionar en lo posible:

1) Nombre y domicilio real del denunciante.
2) Nombre, domicilio real y demás datos personales conocidos de la persona en cuyo favor se denuncia.
3) Autoridad o particular de quien emana el acto denunciado como lesivo. 
4) Causa o pretexto del acto denunciado como lesivo en la medida del conocimiento del denunciante. 
5) Expresar en qué consiste la ilegitimidad del acto y ofrecer la prueba que estime pertinente.

Si el denunciante ignora alguno de los requisitos contenidos en los incisos 2), 3) y 4), debe proporcionar
los datos que mejor conduzcan a su averiguación.

La denuncia puede ser formulada a cualquier hora del día, por escrito u oralmente valiéndose de cualquier
medio de comunicación, en cuyo caso se debe labrar acta por el funcionario autorizado; en ambos casos se debe com-
probar inmediatamente la identidad del denunciante y cuando ello no es posible, sin perjuicio de la prosecución del
trámite, el juez debe arbitrar los medios necesarios a tal efecto.
ARTÍCULO 441.- Desestimación: El Juez debe rechazar in límine, la denuncia que no se refiere a uno de los casos
establecidos en este capítulo, pero en ningún supuesto lo puede hacer fundándose en defectos formales que, si existe,
debe proveer de inmediato las medidas que considere conducentes para subsanarlos.
ARTÍCULO 442.- Auto de hábeas corpus: Cuando se trate de la privación de la libertad de una persona, formu-
lada la denuncia, el juez debe ordenar inmediatamente que la autoridad requerida, en su caso, presente ante él al de-
tenido, salvo que circunstancias especiales determinen lo contrario, con un informe circunstanciado del motivo que
funda la medida, la forma y condiciones en que se cumple, si ha obrado por orden escrita de autoridad competente,
supuesto en el cual debe acompañarla, y si el detenido ha sido puesto a disposición de otra autoridad, a quién, por-
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qué causa y en qué oportunidad se efectuó la transferencia.
Cuando se trate de amenaza actual de privación de la libertad de una persona, de agravamiento arbitrario

de las condiciones de detención legal o desaparición forzada de personas, el juez debe ordenar que la autoridad re-
querida presente el informe a que se refiere el párrafo anterior, en lo pertinente.

Si se ignora la autoridad que detenta la persona privada de su libertad o de la cual emana el acto denunciado
como lesivo, el juez debe librar la orden a los superiores jerárquicos de la dependencia que la denuncia indique.

La orden se emite por escrito con expresión de fecha y hora, salvo que el juez considere necesario consti-
tuirse personalmente en el lugar donde se encuentre el detenido, caso en el cual puede emitirla oralmente, pero debe
dejar constancia en acta.

Asimismo, el juez puede disponer de oficio todas las diligencias que estime necesarias y ordenar la pro-
ducción de la prueba ofrecida que considere pertinente y útil.
ARTÍCULO 443.- Actuación de oficio: Cuando el juez competente tiene conocimiento por prueba satisfactoria de
que alguna persona es mantenida en custodia, detención o confinamiento por funcionario público o un particular y
que es de temerse sea transportada fuera del territorio de su jurisdicción o que se le hará sufrir un perjuicio irrepa-
rable antes de que pueda ser socorrida por un auto de hábeas corpus, debe expedirlo de oficio, ordenando a quien la
detente o a cualquier funcionario judicial o policial para que la traiga a su presencia a fin de resolver lo que corres-
ponda.
ARTÍCULO 444.- Intervención del Ministerio Público Fiscal: Presentada la denuncia se debe notificar al Minis-
terio Público Fiscal, por escrito u oralmente dejando en este caso constancia en acta, quien tiene en el procedimiento
todos los derechos otorgados a los demás intervinientes, pero no es necesario citarlo o notificarlo para la realización
de los actos posteriores.

El Ministerio Público Fiscal puede presentar las instancias que crea convenientes y recurrir la decisión
cualquiera sea el sentido de ella.
ARTÍCULO 445.- Cumplimiento de la orden: Todo funcionario o empleado público, sin excepción de ninguna
clase, está obligado a cumplir las órdenes que imparte el juez del hábeas corpus, en forma inmediata o en el plazo
que éste determine de acuerdo con las circunstancias del caso, el que no puede exceder de doce (12) horas.

Si por un impedimento físico el detenido no puede ser llevado a presencia del juez, la autoridad requerida
debe presentar en el mismo plazo un informe complementario sobre la causa que impide el cumplimiento de la
orden, estimando el término en que podrá ser cumplida. El juez debe decidir expresamente sobre el particular, de-
biendo constituirse donde se encuentra el detenido si estima necesario realizar alguna diligencia y aún autorizar a
un familiar o persona de confianza para que lo vea en su presencia.

Desde el conocimiento de la orden de hábeas corpus el detenido queda a disposición del juez que la emi-
tió para la realización del procedimiento.
ARTÍCULO 446.- Procedimiento con el particular denunciado: Cuando el denunciado es un particular o grupo
de éstos, el juez lo debe citar para que se presente al juzgado en un plazo de horas, que debe fijar, bajo apercibimiento
de ser conducido por la fuerza pública u ordenar su captura cuando por cualquier causa no puede ser notificado de
la citación. 

Presentado el particular el juez lo debe interrogar por sus datos de identidad y luego le debe informar de-
talladamente en forma precisa, clara y específica cuál es el hecho que se le atribuye en la denuncia, cuáles son las
pruebas existentes y que puede prestar declaración con todas las garantías que este Código establece para la inda-
gatoria del imputado. Terminado este acto, el Juez le debe informar que queda a disposición del juzgado y le noti-
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ficará, en caso de fijarse, la fecha de realización de la audiencia oral.
El Juez debe adoptar las medidas pertinentes para localizar a la persona en cuyo favor se denuncia y para

que permanezca en un lugar adecuado, ajeno a la acción del denunciado y alejado de su presencia, hasta que se re-
suelva definitivamente la cuestión planteada.
ARTÍCULO 447.- Citación a la audiencia: La orden de hábeas corpus implica para la autoridad requerida, cuando
corresponde, la citación a la audiencia oral, a la que puede comparecer representada por un funcionario de la repar-
tición debidamente autorizado, con derecho a asistencia letrada.

Cuando el amparado no esté privado de su libertad, el juez lo debe citar inmediatamente para la au-
diencia oral, comunicándole que, en su ausencia, puede ser representado por el defensor oficial.

El amparado puede nombrar defensor o ejercer la defensa por sí mismo siempre que ello no perju-
dique su eficacia, caso en el cual se designa defensor oficial.
ARTÍCULO 448.- Audiencia oral: El juez interviniente puede convocar a una audiencia oral, citando a tal fin a los
interesados cuya presencia estime necesaria.

En su caso tanto el requirente como el requerido, deben contar con asistencia letrada cuando co-
rresponda.

La audiencia comienza con la lectura de la denuncia y del informe o acta respectiva. Luego el juez
ordena la incorporación de la prueba y da oportunidad a los intervinientes para que se pronuncien por sí o por in-
termedio de sus letrados.
ARTÍCULO 449.- Acta de la audiencia oral: De la audiencia oral se labra acta por el funcionario autorizado, la que
debe contener:

1) Nombre del juez y los intervinientes.
2) Mención de los actos que se desarrollan en la audiencia oral, con indicaciones de nombre y domicilio

de los peritos, intérpretes o testigos que concurren.
3) Si se ofreció prueba, constancia de la admisión o rechazo y su fundamento sucinto.
4) Cuando los intervinientes lo piden, resumen de la parte sustancial de la declaración o dictamen que se

debe tener en cuenta.
5) Día y hora de la audiencia oral, firma del juez, del funcionario autorizado y de los intervinientes que

lo quieren hacer.
ARTÍCULO 450.- Decisión: Recibidos los informes o terminada la audiencia el juez debe dictar inmediatamente la
resolución, que debe contener:

1) Día y hora de su emisión.
2) Mención del acto denunciado como lesivo, de sus autores y de la persona que lo sufre.
3) Motivación de la decisión.
4) La parte resolutiva, que debe versar sobre el rechazo de la denuncia o su acogimiento, caso en el cual

se ordena la inmediata libertad del detenido o la cesación del acto lesivo.
5) Pronunciamiento sobre costas y sanciones que pueden corresponder.
6) La firma del juez y funcionario autorizado.

Si se tiene conocimiento de la probable comisión de un delito de acción pública, el juez debe ordenar ex-
traer las copias pertinentes y su remisión al fiscal que resulte competente.
ARTÍCULO 451.- Lectura de la decisión: La decisión debe ser leída inmediatamente por el funcionario autorizado
ante los intervinientes y éstos quedan notificados, aunque alguno de ellos se haya alejado de la sala de audiencias.
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ARTÍCULO 452.- Recursos: Contra la decisión se puede interponer recurso en el plazo de veinticuatro (24) horas,
por escrito u oralmente en acta ante el funcionario autorizado, y puede ser fundado.

Puede interponer recurso el amparado, su defensor, la autoridad requerida, el particular o grupo de éstos,
el denunciante o sus representantes. 

Cuando ha comparecido el amparado, el denunciante únicamente puede recurrir por la sanción o costas
que se le han impuesto.

El recurso procede siempre con efecto suspensivo, salvo en lo que respecta a la libertad de la persona que
se hace efectiva inmediatamente.

Contra la decisión que deniega el recurso procede la queja por escrito ante el Tribunal de Impugnaciones
que debe resolver dentro de las veinticuatro (24) horas previo requerir las actuaciones. 
ARTÍCULO 453.- Procedimiento de impugnación: Concedido el recurso el juez debe elevar inmediatamente las
actuaciones al Tribunal de Impugnaciones. Ésta debe emplazar a los intervinientes para que en el término de vein-
ticuatro (24) horas a partir de su notificación, puedan fundar el recurso o presentar escritos de mejoramiento de sus
fundamentos.

El Tribunal de Impugnaciones puede ordenar la renovación de la audiencia oral en cuanto resulte perti-
nente, salvando los errores u omisiones en que ha incurrido el Juez de Control de Garantías. El tribunal debe emitir
la decisión de acuerdo con lo previsto en los Artículos 446, 447, 448, 449 y 450.
ARTÍCULO 454.- Intervención del denunciante: El denunciante, cuando no ha comparecido el amparado, puede
intervenir en el procedimiento de hábeas corpus con asistencia letrada y tiene en él los derechos otorgados a los
demás intervinientes.
ARTÍCULO 455.- Costas: Cuando la decisión acoja la denuncia, las costas del procedimiento de hábeas corpus son
a cargo del responsable del acto lesivo.

Cuando se rechace la denuncia las costas están a cargo de quien las causó, salvo el caso de im-
procedencia manifiesta declarada en la resolución, en el que son soportadas por el denunciante, el amparado o ambos
solidariamente, según que la inconducta responda a la actividad de uno de ellos, o de ambos a la vez.
ARTÍCULO 456.- Sanciones: Cuando la denuncia es maliciosa por ocultamiento o mendacidad declaradas en la re-
solución, se debe imponer multa al denunciante de hasta diez (10) veces el salario mínimo del escalafón judicial o
arresto de uno (1) a cinco (5) días, de acuerdo al grado de su inconducta.

El funcionario público, particular o grupo de éstos que incumplen los requerimientos del juez del
hábeas corpus o lo hace fuera de los términos fijados, es pasible de las sanciones fijadas en el párrafo anterior.
La sanción de multa se ejecuta conforme a las disposiciones generales de este código.

El pronunciamiento de la sanción puede ser diferido por el juez expresamente cuando es necesario
realizar averiguaciones a ese efecto. Contra el mismo procede el recurso de apelación con efecto suspensivo, el que
se sustancia conforme las disposiciones aplicables de este Código.

Capítulo 6
Juicio por jurados populares

Sección 1ª
Normas generales

ARTÍCULO 457.- Competencia: Deben ser juzgados por juicio por jurados populares, aún en su forma tentada y
junto con los delitos conexos que con ellos concurren, los delitos cuya pena máxima en abstracto exceda de veinte
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(20) años de prisión o reclusión o, si se trata de un concurso de delitos, alguno de ellos supere dicho monto.
La integración del tribunal con jurados populares en estos casos es obligatoria e irrenunciable.

ARTÍCULO 458.- Integración del jurado popular: El jurado popular se encuentra integrado por doce (12) miem-
bros titulares y, como mínimo, por cuatro (4) suplentes y es dirigido por un solo juez penal. 

La composición del jurado debe respetar una equivalencia de cincuenta por ciento (50%) del género fe-
menino y cincuenta por ciento (50%) del género masculino. El género de los candidatos debe ser determinado por
su Documento Nacional de Identidad. El juez puede ordenar que haya más suplentes de acuerdo con la gravedad o
complejidad de la causa.

La función del jurado popular es una carga pública obligatoria y es un derecho de todos los ciudadanos que
habiten la provincia para participar en la administración de justicia.
ARTÍCULO 459.- Función del jurado popular: El jurado popular delibera sobre la prueba y determina la culpa-
bilidad o la no culpabilidad del acusado con relación al hecho o los hechos delictivos y al delito o grado del mismo
por el cual éste debe responder. Para que el jurado popular pueda desempeñar y llevar a cabo esta función, sus miem-
bros deben ser obligatoriamente instruidos sobre el derecho sustantivo aplicable por el juez que preside el proceso
penal acerca del delito principal imputado y de los delitos menores incluidos en él.
ARTÍCULO 460.- Presunción de inocencia y duda razonable: El juez debe instruir obligatoriamente al jurado po-
pular que, en todo proceso penal, se presume inocente al acusado mientras no se pruebe lo contrario, y en caso de
existir duda razonable acerca de su culpabilidad, se lo debe absolver. Si la duda es entre grados de un delito o entre
delitos de distinta gravedad sólo se lo puede condenar por el de grado inferior o delito de menor gravedad.
ARTÍCULO 461.- Garantías de la función de jurado popular: El jurado popular es independiente, soberano e in-
discutiblemente responsable por su veredicto, libre de cualquier amenaza del juez, de las partes o de cualquier poder
por sus decisiones. La regla del secreto de las deliberaciones y la forma inmotivada de su veredicto les aseguran a
los jurados populares la más amplia libertad de discusión y de decisión, sin estar sujetos por ello a penalidad alguna,
a menos que aparezca que lo hicieron contra su conciencia, o que fueron corrompidos por vía de soborno.

El contenido textual de este artículo forma parte obligatoria de las instrucciones del juez al jurado.
ARTÍCULO 462.- Requisitos para ser miembro del jurado popular: Para ser miembro de un jurado popular se
deben reunir las siguientes condiciones:

1) Ser argentino nativo o naturalizado con no menos de cinco (5) años de ciudadanía.
2) Tener entre dieciocho (18) y setenta (70) años de edad.
3) Tener estudios secundarios completos y entender plenamente el idioma nacional.
4) Estar en pleno ejercicio de los derechos ciudadanos.
5) Gozar de aptitud física y psíquica suficientes para el desempeño de la función.

ARTÍCULO 463.- Impedimentos: No pueden ser miembros del jurado popular:
1) Los que desempeñen cargos públicos por elección popular, o cuando son por nombramiento de auto-

ridad competente y desempeñen un cargo público con rango equivalente o superior a director, en el Es-
tado Nacional, Provincial o Municipal, o en entes públicos autárquicos o descentralizados, ni los
representantes de órganos legislativos en el orden nacional, provincial o municipal.

2) Los funcionarios o empleados del Poder Judicial Nacional o Provincial.
3) Los integrantes en servicio activo o retirados de las fuerzas de seguridad, fuerzas armadas o del ser-

vicio penitenciario, como así también los integrantes y/o directivos de sociedades destinadas a la pres-
tación de servicios de seguridad privada.
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4) Quienes han sido cesanteados o exonerados de la administración pública nacional, provincial o mu-
nicipal, o de fuerzas de seguridad, fuerzas armadas o del Servicio Penitenciario.

5) Los abogados, escribanos y procuradores.
6) Quienes se encuentren alcanzados por las situaciones de excusación y recusación de los jueces.
7) Los condenados por delito doloso mientras no ha transcurrido el plazo del artículo 51 del Código

Penal.
8) Los imputados que se encuentren sometidos a proceso penal en trámite.
9) Los fallidos por el tiempo que dure su inhabilitación por tal causa.
10) Los ministros de un culto religioso.
11) Las autoridades de los partidos políticos reconocidos por la justicia electoral de la provincia o por la

justicia federal con competencia electoral.
ARTÍCULO 464.- Excusación: El postulante a jurado popular se debe excusar por las mismas causales estableci-
das para los jueces según este Código.

Todas estas causales son interpretadas por el juez de manera restrictiva.
El juez no puede excusar a nadie de servir como jurado por motivo trivial, ni por inconveniencias o mo-

lestias en sus negocios, sino exclusivamente en caso de que corra peligro de grave daño o ruina su propiedad, la pro-
piedad bajo su custodia, exige su ausencia el estado de su salud, la enfermedad o muerte de algún miembro de su
familia o algún relevante interés comunitario.

El juez debe dispensar del servicio de jurado popular:
1) A toda mujer que esté amamantando y que presente evidencia médica de ese hecho.
2) A quienes se han desempeñado como jurados titulares en los tres (3) años anteriores al día de su nueva

designación, salvo que un lapso menor se hayan convocado todos los que integran el padrón.
3) A quienes manifiestamente son incompetentes para la función.
4) A los que estén residiendo en el extranjero.
5) Tener un impedimento o motivo legítimo de excusación, que debe ser valorado por el juez con crite-

rio restrictivo.
ARTÍCULO 465.- Remuneración: La función de jurado popular es remunerada de la siguiente manera:

1) Cuando se trate de empleados públicos o privados, mediante declaración expresa en comisión con
goce de haberes, de carácter obligatorio para el empleador.

2) En caso de trabajadores independientes o desempleados, pueden ser retribuidos a su pedido, conforme
el arancel que fije la Corte de Justicia anualmente.

En ambos casos, si así lo solicitan los jurados populares seleccionados y si corresponde por la duración del
juicio o las largas distancias que deben recorrer para asistir al mismo, el Estado les debe asigna a su favor una dieta
diaria suficiente para cubrir sus costos de transporte, comida y alojamiento. A tales efectos, la Corte de Justicia debe
disponer de una partida especial que debe estar prevista en el presupuesto correspondiente.

Sección 2ª
De la formación, publicidad y notificación de las listas de jurados

ARTÍCULO 466.- Integración de la lista de ciudadanos: A los efectos de garantizar la conformación de los de ju-
rados populares, se debe realizar el siguiente procedimiento:

El Tribunal Electoral debe confeccionar anualmente, por sorteo en audiencia pública, los listados principales
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de ciudadanos que cumplen con los requisitos para ser miembros del jurado popular, discriminados por distrito elec-
toral y por sexo, a razón de un jurado por cada mil (1000) electores masculinos y femeninos empadronados en el re-
gistro general actualizado.

El primer día hábil del mes de octubre de cada año, el Tribunal Electoral debe remitir los listados princi-
pales correspondientes, a cada una de las circunscripciones judiciales, a la Corte de Justicia, quien se debe encargar
de su publicación en el Boletín Oficial por el término de tres (3) días.

Las listas de ciudadanos se deben confeccionar por orden alfabético, expresando el nombre y apellido de
cada persona, documento de identidad, su domicilio, profesión u ocupación habitual.
ARTÍCULO 467.- Observaciones: Dentro de los quince (15) días corridos computados desde la última publicación
en el Boletín Oficial, cualquier ciudadano puede observar los listados confeccionados cuando existen errores mate-
riales o incumplimiento de alguno de los requisitos legales ante la Corte de Justicia, que debe resolver, en defini-
tiva, conforme a los antecedentes presentados por el impugnante, sobre la inclusión o exclusión del jurado popular
sorteado.
ARTÍCULO 468.- Reemplazo: Cuando por cualquier motivo se reduce el número de ciudadanos del listado oficial
según la jurisdicción, la Corte de Justicia debe evaluar la necesidad de efectuar un nuevo sorteo para completarlo,
en cuyo caso se debe comunicar al Tribunal Electoral los nombres de los ciudadanos sorteados que no han reunido
los requisitos legales, a efectos de que se obtenga un número proporcional por sexo a los desestimados, a través de
un nuevo sorteo que se debe efectuar dentro de los cinco (5) días hábiles de recibida la comunicación. El nuevo sor-
teo se debe realizar bajo las mismas formas y reglas que el sorteo original.
ARTÍCULO 469.- Listado oficial de jurados populares. Vigencia: La lista de ciudadanos de cada circunscripción
judicial es la lista oficial de jurados populares anual.

Los listados de jurados populares anuales se deben publicar en el Boletín Oficial y tienen vigencia hasta el
día 31 de diciembre del año siguiente al que fueron designados. La Corte de Justicia, por razones de mérito, puede
prorrogar la vigencia de los listados principales por un año calendario más.
ARTÍCULO 470.- Sorteo y convocatoria de los integrantes: Dentro de los cuarenta (40) días hábiles anteriores al
inicio del juicio, y previa notificación a las partes, la Oficina Judicial debe proceder en acto público al sorteo de cua-
renta y ocho (48) personas de la lista oficial, la cual debe respetar la equivalencia del cincuenta por ciento (50%) del
género femenino y otro cincuenta por ciento (50%) del género masculino, las cuáles deben ser inmediatamente con-
vocadas para integrar la audiencia de selección de jurados populares. Excepcionalmente, se puede sortear un número
mayor que se determina de acuerdo a la complejidad y duración estimada del debate.

La notificación de la convocatoria debe contener la transcripción de las normas relativas a los requisitos,
impedimentos e incompatibilidades para el desempeño de la función, las causales de excusación, las sanciones pre-
vistas para el caso de inasistencia o falseamiento de la verdad, y la fecha, hora y lugar exactos de inicio del juicio
público, haciéndoles saber que deben comunicar si mudan de domicilio o abandonan la jurisdicción.

Asimismo, la notificación debe contener una nota explicativa de su función, el significado de las tareas en-
comendadas, el cometido que le asigna la ley en razón de su carácter de carga pública y todo otro dato que se estime
de interés, cuyo tenor debe ser reglamentado por la Corte de Justicia.

Las partes pueden presenciar el sorteo, pero no se les puede revelar la identidad de los potenciales jurados
populares hasta el inicio de la audiencia de debate.

El personal judicial debe guardar secreto sobre la identidad de los ciudadanos sorteados para integrar el ju-
rado popular.
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ARTÍCULO 471.- Comunicación: La Oficina Judicial debe comunicar a la Corte de Justicia los ciudadanos que re-
sulten sorteados como candidatos, los que son excluidos por impedimento legal, y los que resulten designados como
jurados populares, a los fines de proceder a su baja transitoria o definitiva del listado oficial.
ARTÍCULO 472.- Audiencia de selección de jurados populares: Una vez firme la designación del juez que pre-
side el juicio por jurados populares, este debe convocar a las partes a una audiencia a fin de constituir el jurado po-
pular para resolver la causa. La audiencia de selección de jurados populares se debe celebrar a puertas cerradas y es
dirigida por el juez, quien modera las preguntas. Las partes tienen oportunidad de formular preguntas a los jurados
populares, quienes deben ingresar a la audiencia individualmente para ser interrogados.
ARTÍCULO 473.- Impedimentos: En el marco de la audiencia de selección de jurados populares, en primer lugar,
se debe verificar que ninguno de los ciudadanos esté comprendido por un impedimento, para lo cual el juez les pre-
gunta si se encuentran alcanzados por alguno de los impedimentos para ser miembros del jurado popular.
ARTÍCULO 474.- Excusación: Luego de la verificación de impedimentos, se debe proceder a verificar si alguno
de los ciudadanos tiene motivos para excusarse, para lo cual el juez les debe hacer conocer los motivos para la ex-
cusación y les debe preguntar si alguno se encuentra comprendido en una situación que amerite su excusación del
jurado popular.

Los motivos de excusación son:
a) Haber actuado como miembro de un jurado en los últimos tres (3) años anteriores a la designación,

salvo que en un lapso menor hayan sido convocados todos los que integran el padrón.
b) Tener un impedimento o motivo de excusación, que será valorado por el juez con criterio restrictivo.

ARTÍCULO 475.- Recusación con causa: Finalizada la etapa de excusación, se procede a las recusaciones, para lo
cual el juez debe dar la palabra a cada una de las partes para que hagan los planteos que consideren correspondien-
tes. Para formular sus recusaciones las partes pueden, en forma previa examinar a los candidatos a jurado popular
bajo las reglas del examen y contraexamen de testigos sobre posibles circunstancias que pueden afectar su impar-
cialidad. El juez debe resolver en el acto y, contra su decisión, sólo cabe el recurso de reposición. El mismo equi-
vale como protesta a los fines del recurso contra la sentencia.

Las causales de recusación están sujetas a las reglas que rigen las condiciones e impedimentos para ser
miembro del jurado popular, y las situaciones de recusación de los magistrados, con especial dirección a velar por
la imparcialidad y la independencia, procurándose excluir a aquéllos que han manifestado preopiniones sustancia-
les respecto de la causa o que tienen interés en el resultado del juicio, o sentimientos de afecto u odio hacia las par-
tes o sus letrados.

Las recusaciones con causa no pueden estar basadas en motivos discriminatorios de ninguna clase. La con-
traparte agraviada puede presentar una objeción, la que debe ser decidida inmediatamente por el juez, y vale como
protesta para el recurso contra la sentencia condenatoria.
ARTÍCULO 476.- Recusación sin causa: En la misma audiencia de selección de jurados, la parte acusadora y la
defensa, pueden cada una recusar sin causa hasta dos (2) de los ciudadanos sorteados como jurados populares. Las
recusaciones se deben hacer alternadamente, comenzando por la parte acusadora.

Cuando un jurado popular es recusado sin causa, éste debe ser excluido y no puede actuar en el juicio.
Cuando en el juicio existen pluralidad de acusados y de acusadores, la parte acusada y la parte acusadora

pueden formular colectivamente dos (2) recusaciones sin causa y, además, cada acusado y acusador pueden formu-
lar separadamente dos (2) recusaciones sin causa adicionales.

En el supuesto en que haya un solo acusado frente a pluralidad de acusadores, aquel tiene derecho a un nú-
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mero de recusaciones sin causa adicionales igual al total de recusaciones sin causa adicionales que esta regla fija para
la parte plural.

Por el contrario, cuando existe un solo acusador y una pluralidad de acusados, aquel tiene derecho a un nú-
mero de recusaciones sin causa adicionales igual al total de recusaciones sin causa adicionales que esta regla fija para
la parte plural.
ARTÍCULO 477.- Designación y finalización de la audiencia de selección de jurados populares: Concluido el
examen y resueltas las excusaciones o recusaciones que se plantearon respecto a los candidatos a integrar el jurado
popular, se debe establecer su integración definitiva, por sorteo practicado por el funcionario autorizado entre los can-
didatos que mantienen esa calidad.

Finalmente, se debe advertir a los seleccionados sobre la importancia y deberes de su función, que desde
ese momento no pueden emitir criterios sobre la causa ni tomar contacto con las partes y se les comunica allí mismo
que quedan afectados al juicio que dará inicio de inmediato. Las personas nombradas formalmente como jurados po-
pulares no se pueden excusar posteriormente. Las recusaciones e impedimentos fundados sobrevinientes deben ser
resueltos inmediatamente al tiempo de ser planteados. En este caso, si aún no se ha iniciado el juicio, se debe citar
al siguiente candidato de la lista oficial hasta completar el número de miembros del jurado popular.

La audiencia de selección de jurados finaliza una vez integrado definitivamente el jurado popular. Poste-
riormente, el juez debe proceder, en combinación con la Oficina Judicial, a fijar el lugar, el día y la hora de inicia-
ción del debate, a convocar a todas las personas que deben intervenir en él y a desarrollar las demás actividades
encaminadas a su realización.
ARTÍCULO 478.- Circunstancias extraordinarias: Cuando no es posible integrar el jurado popular con la lista ori-
ginal, se debe efectuar un sorteo extraordinario con la lista oficial para completar el número de ciudadanos requeri-
dos y se debe repetir el procedimiento de selección abreviando los plazos para evitar demoras en el juicio.
ARTÍCULO 479.- Inmunidades: A partir de su incorporación al juicio, ningún jurado titular o suplente puede ser
molestado en el desempeño de su función, ni privado de su libertad, salvo el caso de flagrante delito o cuando exista
orden emanada de juez competente en razón de haberse dictado en su contra prisión preventiva. Ante estos últimos
supuestos, se procede conforme lo previsto para el caso de recusación con causa.
ARTÍCULO 480.- Sanciones: La persona que habiendo sido designada como aún con el uso de la fuerza pública, sin perjuicio de
establecerse en su contra las responsabilidades que tienen lugar.
ARTÍCULO 481.- Realización del juicio en dos fases: En los casos de tribunal de jurados populares el juicio se
debe realizar en dos etapas. 

En la primera etapa se trata todo lo relativo a la existencia del hecho delictivo, la calificación legal y la res-
ponsabilidad penal del acusado. Finalizada esta etapa, el jurado debe determinar si se han probado los hechos ma-
teria de acusación y si la persona juzgada es culpable por el delito principal o por un delito menor incluido, no
culpable, o no culpable por razones de inimputabilidad. 

Cuando existe veredicto de culpabilidad, en la segunda etapa y con la exclusiva intervención de un juez se
deben determinar las consecuencias de dicho veredicto. 

Las partes pueden solicitar al juez un máximo de cinco (5) días luego del veredicto, para ofrecer nuevas
pruebas a fin de fijar la pena o medida de seguridad. En este acto se fija la fecha y la hora para la culminación del
juicio.
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Sección 3ª
Desarrollo del juicio ante jurados

ARTÍCULO 482.- Reglas generales: El debate ante los jurados populares se rige por las disposiciones de este ca-
pítulo.

El juez ejerce el poder de policía y disciplina y las demás facultades atribuidas al órgano jurisdiccional en
este Código, en cuanto es compatible con el juzgamiento por jurados populares.
ARTÍCULO 483.- Inicio de la audiencia. Instrucciones generales:

1) Constituido el jurado popular el día y hora indicada, los jurados titulares y los suplentes convocados
se deben incorporar en la oportunidad prevista para el debate, prestando juramento solemne ante el
juez.

Realizada la promesa se debe declarar abierto el juicio. Seguidamente el juez da las instrucciones genera-
les al jurado popular sobre la presentación de la causa, el desarrollo de la audiencia y la producción de la prueba. 

Inmediatamente se cede la palabra al fiscal y al querellante particular si existe, para que expliquen el hecho
delictivo del juicio, las pruebas que producirán para fundamentar la acusación y la calificación legal que pretenden
para el mismo.

Luego se invita al defensor a que explique las líneas de su defensa.
En el curso de la audiencia, el imputado puede hacer las declaraciones que considere oportunas. Las par-

tes pueden formularle preguntas o requerirle aclaraciones.
2) Los jurados suplentes deben estar presentes en todo el desarrollo del debate, hasta el momento en que

el jurado titular se retire para las deliberaciones.
Cuando alguno de los jurados titulares es apartado por excusación o recusación, lo debe reemplazar uno de

los jurados suplentes, quien es designado mediante sorteo que efectúa el juez en presencia de las partes.
3) Los miembros del jurado popular no pueden por ningún concepto formular preguntas a quienes com-

parecen a declarar al juicio. El incumplimiento de esta prohibición constituye falta grave.
4) Bajo ningún concepto los integrantes del jurado popular pueden conocer las constancias de la inves-

tigación penal preparatoria, excepto las incorporadas al debate.
5) Si es necesaria la realización de actos fuera de la sala de audiencias, se deben arbitrar los medios para

la concurrencia de los jurados populares.
6) Las audiencias de debate se realizan con estricta continuidad, en jornada completa y en días consecu-

tivos. Asimismo, se debe evitar cualquier tipo de demora o dilación. 
El juez debe arbitrar las medidas necesarias para el cumplimiento de la realización de la audiencia de de-

bate con estricta continuidad.
La violación a lo establecido en los Incisos 2), 4) y 5) acarrea la nulidad del debate.

ARTÍCULO 484.- Producción de la prueba: La producción de la prueba se realiza conforme las reglas del juicio
común.

Rige para la valoración de la prueba, por parte de los jurados populares, la íntima convicción.
ARTÍCULO 485.- Instrucciones para deliberación de jurados populares: Una vez clausurado el debate, el juez
invita a los jurados populares a retirarse de la sala y celebrar una audiencia con los abogados de las partes a fin de
que presenten sus propuestas para la elaboración de las instrucciones que deben ser redactadas en un lenguaje claro
y sencillo. 

En ningún caso se requiere del jurado popular valoraciones sobre la subsunción de los hechos en catego-
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rías jurídicas, explicándoseles que su decisión debe versar exclusivamente sobre las circunstancias de hecho objeto
del debate. Las partes pueden plantear en ese momento sus objeciones recíprocas. Seguidamente, el juez debe de-
cidir en forma definitiva cuáles son las instrucciones a impartir a los jurados populares.

Las partes deben dejar constancia de sus disidencias u oposiciones, exponiendo claramente sus motivos para
el caso de impugnación de la sentencia. Los abogados deben anticipar antes del juicio sus propuestas de instruccio-
nes, presentándolas por escrito, entregando copia al juez y a los abogados de las demás partes. 

Estas incidencias deben constar en acta, registros de audio o video, bajo pena de nulidad.
ARTÍCULO 486.- Explicación de las instrucciones: Cumplido lo dispuesto en el Artículo 485, el juez debe hacer
ingresar al jurado popular a la sala de juicio, a los fines de explicarles:

1) Las normas que rigen la deliberación, las que les entrega en copia por escrito junto con las instruccio-
nes;

2) Su deber de pronunciar un veredicto en sesión secreta y continua;
3) Cómo se confecciona el veredicto;
4) El juez le debe explicar al jurado popular en qué consiste la presunción de inocencia y que para declarar

culpable a una persona se debe probar su autoría más allá de toda duda razonable;
5) Que la parte acusadora es quien tiene la carga de demostrar la culpabilidad del acusado; 
6) El alcance constitucional de la negativa a declarar del acusado;
7) Que solamente pueden considerar la evidencia producida en el juicio;
8) El derecho aplicable al caso, las causas de justificación y análogas, si son objeto de debate;
9) Las cuestiones atinentes a la valoración de la prueba.

El juez debe utilizar un lenguaje claro y sencillo para explicar las instrucciones. No puede efectuar en las
instrucciones un resumen de la causa, ni valoraciones o alegaciones sobre los hechos, las pruebas o la credibilidad
de las declaraciones recibidas durante el juicio.
ARTÍCULO 487.- Deliberación: Luego de que el juez explique las instrucciones, los jurados pasan a deliberar en
sesión secreta y continua en la que únicamente deben estar la totalidad de sus miembros titulares. Está vedado el in-
greso a cualquier otra persona, bajo pena de nulidad. 

Una vez que los jurados titulares comienzan la deliberación, los jurados suplentes quedan desvin-
culados del juicio y pueden retirarse. 

La deliberación no puede extenderse más de dos (2) días prorrogables por igual término, ni se puede
suspender salvo enfermedad grave de alguno de los jurados. En este caso la suspensión no puede durar más de diez
(10) días, luego de los cuales se debe realizar el juicio nuevamente. Si durante la deliberación los integrantes del ju-
rado popular tienen dudas sobre el alcance de las instrucciones, en cualquiera de sus aspectos, lo deben hacer saber
al juez por escrito y se debe repetir el procedimiento previsto en el segundo párrafo del artículo 485 para su poste-
rior aclaración.
ARTÍCULO 488.- Elección de presidente del jurado popular: Los jurados populares deben elegir, previo a la de-
liberación, su presidente por mayoría simple, bajo cuya dirección se analizan los hechos. En caso de empate se de-
signa al de mayor edad. La votación es secreta.
ARTÍCULO 489.- Veredicto: El veredicto debe versar, respecto de cada hecho y de cada acusado, sobre lo atinente a:

1) La existencia del hecho delictivo en que se sustenta la acusación.
2) La eventual participación del o de los imputados en el hecho delictivo.

El veredicto de culpabilidad requiere como mínimo de ocho (8) votos afirmativos sobre las cuestiones plan-
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teadas. Si el delito por el que es calificado legalmente el hecho delictivo en que se sustenta la acusación tiene pre-
vista pena de prisión o reclusión perpetua, se requieren diez (10) votos afirmativos.

Si se resuelve negativamente la existencia del hecho delictivo, no se puede tratar la eventual participación
del o de los imputados en ese hecho delictivo.

Salvo el caso del jurado popular estancado, la sesión termina cuando se obtiene un veredicto de culpabili-
dad, de no culpabilidad, o de no culpabilidad por razones de inimputabilidad, los que no pueden incluir ningún otro
aditamento o aclaración, y el formulario final debe ser confeccionado, firmado y datado por el presidente del jurado
popular en presencia de todo el jurado.
ARTÍCULO 490.- Jurado estancado: Cuando no se obtiene el número de votos requeridos respecto a los interro-
gantes planteados en los Incisos 1) y 2) del Artículo 489, se debe debatir y votar nuevamente la cuestión hasta tres
(3) veces.

De mantenerse la situación, el veredicto debe ser de no culpabilidad, salvo que se hayan obtenido más de
seis (6) votos afirmativos, en cuyo caso el jurado popular se debe declarar estancado, y el presidente del jurado debe
hacer saber tal circunstancia al funcionario autorizado.

El juez debe convocar inmediatamente al jurado popular a la sala de audiencia. Una vez presentes todas las
partes, el o los imputados y la totalidad del jurado popular, el juez comunica que el jurado popular se declaró es-
tancado, y le pregunta al fiscal si habrá de continuar con el ejercicio de la acusación. El fiscal puede decidir:

1) En caso negativo, el juez absuelve al acusado, salvo que el ofendido constituido en querellante parti-
cular damnificado sostenga la acusación que formuló el fiscal en la oportunidad prevista en este Có-
digo.

2) En caso afirmativo, el jurado popular debe volver a deliberar y votar las cuestiones. 
Si el jurado popular continúa estancado, se procede a su disolución, y se dispone la realización del juicio

con otro jurado popular.
Si el nuevo jurado popular también se declara estancado, el veredicto debe ser de no culpabilidad.

ARTÍCULO 491.- Veredicto de no culpabilidad: Cuando el veredicto es de no culpabilidad, se debe ordenar la in-
mediata libertad del imputado y la cesación de las restricciones impuestas, o la aplicación de las medidas de segu-
ridad resueltas oportunamente.
ARTÍCULO 492.- Inducciones para el voto. Incomunicación: Los miembros del jurado popular tienen obligación
de denunciar ante el juez por escrito, a través del presidente, sobre cualquier tipo de presiones, influencias o induc-
ciones que reciben para emitir su voto en un sentido determinado. Si las circunstancias del caso así lo requieren, de
oficio o a pedido de parte, el juez puede disponer que los miembros integrantes del jurado popular y los suplentes
no mantengan contacto con terceros ni con medios de comunicación durante todo el desarrollo del juicio, disponiendo
excepcionalmente, en su caso, el alojamiento en lugares adecuados a cargo del Estado Provincial.
ARTÍCULO 493.- Reserva de opinión: Los miembros del jurado están obligados a mantener en absoluta reserva
su opinión y la forma en que han votado. Las boletas utilizadas para la votación deben ser destruidas de inmediato
una vez obtenido el veredicto, cuidándose de que no tomen conocimiento de ellas personas ajenas al jurado popular.
ARTÍCULO 494.- Pronunciamiento del veredicto: Para pronunciar el veredicto, se debe observar el siguiente pro-
cedimiento bajo pena de nulidad. 

El presidente del jurado popular le debe hacer saber al funcionario autorizado que ya han arribado a un ve-
redicto. 

El juez convoca inmediatamente al jurado popular a la sala de audiencias. Una vez presentes todas las par-
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tes, el o los imputados y la totalidad del jurado popular, el juez le pregunta en voz alta al presidente del jurado po-
pular si han llegado a un veredicto. En caso afirmativo, le ordena que lo lea en voz alta. 

De acuerdo con el veredicto, se declara, en nombre del pueblo, culpable o no culpable al o a los imputados.
Con el pronunciamiento del veredicto finaliza la intervención de los jurados.

ARTÍCULO 495.- Sentencia en juicio por jurados populares: Cuando el juicio se celebre por jurados populares,
la sentencia se debe ajustar a las normas previstas en este Código, pero debe contener el veredicto del jurado popu-
lar y la transcripción de las instrucciones dadas al jurado sobre las disposiciones aplicables al caso.

Si corresponde la imposición de una pena privativa de la libertad de efectivo cumplimiento y hubiere pe-
dido de parte, el juez puede disponer una medida de coerción, agravar la aplicada o aumentar las condiciones a que
se encuentre sometida la libertad del imputado aun cuando el fallo no se halle firme y en proporción al aumento ve-
rificado de peligro cierto de frustración del proceso.
ARTÍCULO 496.- Recursos en el juicio por jurados populares: El veredicto del jurado popular es irrecurrible.
El recurso contra la sentencia condenatoria o la que impone una medida de seguridad, derivadas del veredicto de cul-
pabilidad o del de no culpabilidad por razones de inimputabilidad, se rige por las disposiciones de este Código.

Constituyen motivos especiales para la interposición de recursos:
1) La inobservancia o errónea aplicación de las reglas referidas a la constitución y recusación del jurado

popular y a la capacidad de sus miembros.
2) La arbitrariedad de la decisión que rechace medidas de prueba, de modo que se haya cercenado el de-

recho de defensa en juicio y condicionado la decisión del jurado popular. 
3) Cuando se han cuestionado las instrucciones al jurado popular y se entiende que éstas pueden condi-

cionar su decisión.
4) Cuando la sentencia condenatoria se derive del veredicto de culpabilidad que se aparta manifiesta-

mente de la prueba producida en el debate.
La sentencia absolutoria derivada del veredicto de no culpabilidad del jurado popular es irrecurrible.

ARTÍCULO 497.- Aplicación supletoria: Son aplicables supletoriamente las normas previstas para el juicio común,
en cuanto sean compatibles con las reglas particulares del presente capítulo.

Capítulo 7
Procedimientos para asuntos complejos

ARTÍCULO 498.- Procedencia y trámite: Cuando la tramitación de la causa es compleja a causa de la pluralidad
de hechos delictivos, del elevado número de imputados o víctimas o por tratarse de casos de delincuencia organi-
zada o trasnacional, a solicitud del fiscal, el juez penal puede autorizar la aplicación de las normas especiales pre-
vistas en este Capítulo. La petición y la resolución deben estar objetivamente motivadas bajo responsabilidad del
fiscal y del juez.

La autorización puede ser revocada, fundadamente, a petición de quien considere que este procedimiento
afecta sus derechos. La decisión corresponde a un tribunal colegiado de dos (2) jueces penales.
ARTÍCULO 499.- Plazos: Una vez autorizado este procedimiento, produce los siguientes efectos:

1) El plazo ordinario de la prisión preventiva se extiende hasta un máximo de tres (3) años y la duración
total del proceso penal será de cinco (5) años improrrogables.

2) El plazo acordado para concluir la investigación penal preparatoria es de dos (2) años, y la prórroga de
un año más cada una.
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3) Los plazos establecidos a favor de las partes para realizar alguna actuación y aquellos que establecen
un determinado tiempo para celebrar las audiencias, se duplican.

4) Cuando la duración del debate es menor de treinta (30) días, el plazo máximo de la deliberación se ex-
tiende a cinco (5) días y el de dictar sentencia a veinte (20) días. Cuando la duración del debate es
mayor, esos plazos pasan a ser de diez (10) y veinticinco (25) días respectivamente.

5) Los plazos de impugnación se duplican.
6) El plazo autorizado para la reserva parcial de actuaciones se extiende a treinta (30) días.

ARTÍCULO 500.- Pluralidad de víctimas o de testigos. Interrogatorio fiscal. Autorización judicial: Cuando se
trate de una causa con elevado número de víctimas o es indispensable el interrogatorio de más de treinta (30) testi-
gos, el fiscal puede solicitar al juez que se autorice a uno o más fiscales a practicar los interrogatorios.

Los fiscales deben registrar los interrogatorios y presentar un informe que sintetice objetivamente las de-
claraciones. Este informe puede ser introducido al debate por su lectura o la declaración del funcionario.

Sin perjuicio de lo anterior, el imputado puede requerir la presentación de cualquiera o de todas las perso-
nas entrevistadas.
ARTÍCULO 501.- Investigadores bajo reserva: El fiscal puede solicitar al juez penal que se autorice la reserva de
identidad de uno o varios investigadores de la fiscalía cuando ello es manifiestamente útil para el desarrollo de la
investigación.

El juez debe fijar el plazo de la reserva de identidad que sólo es prorrogado si se renuevan los fundamen-
tos de la petición. En ningún caso puede superar los seis (6) meses.

Concluido el plazo, el fiscal debe presentar al juez un informe del resultado de las investigaciones, reve-
lando la identidad de los investigadores a solicitud de parte interesada.

El fiscal solicitante es responsable directo de la actuación de estos investigadores.

Capítulo 8
Procedimiento para la aplicación de medidas de seguridad y corrección

ARTÍCULO 502.- Procedencia: Cuando el fiscal o las demás partes estimen que sólo corresponde adoptar una me-
dida de seguridad y corrección, deben requerir la apertura del debate indicando los antecedentes y circunstancias que
motiven el pedido.

La presentación del fiscal debe reunir en lo demás los requisitos de la acusación.
Si el juez considera que es imputable debe ordenar la aplicación de las reglas del juicio común.

ARTÍCULO 503.- Reglas especiales: El procedimiento se rige por las reglas del juicio común, salvo las estableci-
das a continuación:

1) Cuando el imputado es incapaz, sus facultades deben ser ejercidas por su representante legal, o en su
defecto por quien designe el tribunal, con quien se deben entender todas las diligencias del procedi-
miento salvo los actos de carácter personal.
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2) El procedimiento aquí previsto no tramita conjuntamente con uno ordinario.
3) El juicio se realiza sin la presencia del imputado cuando es inconveniente a causa de su estado o por

razones de orden, salud o seguridad.
4) No son aplicables las reglas referidas al procedimiento abreviado ni las de la suspensión del procedi-

miento a prueba.
5) La sentencia debe versar sobre la absolución o sobre la aplicación de una medida de seguridad y co-

rrección.

Libro IV
Control de las decisiones judiciales

Título I
Disposiciones generales

Capítulo 1
Reglas generales

ARTÍCULO 504.- Principio general: Las resoluciones judiciales son impugnables sólo por los medios y en los
casos expresamente establecidos en este Código.

El derecho de recurrir corresponde tan sólo a quien le es expresamente acordado, siempre que tenga un
interés directo. Cuando la ley no distingue entre las diversas partes, el derecho de recurrir pertenece a todas.
ARTÍCULO 505.- Adhesión: Quien tiene derecho a recurrir puede adherir, dentro del plazo de emplazamiento al
recurso concedido a otro, siempre que exprese, bajo pena de inadmisibilidad, los motivos en que se funda; los cua-
les no pueden ser ajenos ni contrapuestos a los fundamentos de aquél.
ARTÍCULO 506.- Decisiones durante las audiencias: Durante las audiencias sólo es admisible la revocatoria, que
procede contra los autos sin sustanciación y debe ser resuelta de inmediato, previa intervención de las partes. Su plan-
teamiento significa la reserva de impugnar la sentencia. 
ARTÍCULO 507.- Decisiones fuera de audiencia. Procedencia. Plazo y forma. Trámite y efectos: La revocato-
ria procede contra las decisiones judiciales dictadas fuera de audiencia y sin sustanciación, a fin de que el mismo
órgano judicial que las dictó las revoque por contrario imperio.

El recurso se interpone y funda por escrito dentro del tercer día de notificada la resolución.
Si el recurso es manifiestamente inadmisible, puede ser rechazado sin ningún otro trámite.
El órgano judicial debe dictar resolución en audiencia fijada al efecto, dentro del plazo de tres (3) días.
La resolución que recaiga es ejecutoria, a menos que la revocatoria sea deducida junto con apelación en sub-

sidio, y ésta es procedente.
La revocatoria tiene efecto suspensivo sólo cuando la resolución recurrida es apelable con ese efecto.

ARTÍCULO 508.- Efecto suspensivo: Las decisiones judiciales no pueden ser ejecutadas durante el plazo para im-
pugnar y mientras tramite la instancia de control, salvo disposición en contrario o que se haya ordenado la libertad
del imputado.
ARTÍCULO 509.- Efecto extensivo: Cuando existen coimputados, la impugnación interpuesta por uno de ellos fa-
vorece también a los demás, a menos que se base en motivos exclusivamente personales.
ARTÍCULO 510.- Desistimiento: Las partes que han interpuesto una impugnación pueden desistirla antes de su re-
solución, sin perjuicio de responder por las costas.
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El defensor no puede desistir de los recursos interpuestos sin mandato expreso de su representado, poste-
rior a su interposición.

El desistimiento no afecta a quienes se han adherido a la impugnación.
ARTÍCULO 511.- Inadmisibilidad y rechazo: El tribunal competente para entender en un recurso debe declararlo
inadmisible cuando la resolución impugnada es irrecurrible o no se cumplen con los requisitos formales que hacen
a su admisibilidad.
ARTÍCULO 512.- Competencia: El recurso atribuye al tribunal que corresponda el conocimiento del proceso penal
sólo en cuanto a los puntos de la resolución a que se refieren los motivos del agravio, salvo el control constitucio-
nal.

Las impugnaciones interpuestas por los acusadores permiten modificar o revocar la resolución aún a favor
del imputado.
ARTÍCULO 513.- Reforma en perjuicio: Si la resolución ha sido impugnada sólo por el imputado o en su favor,
no puede modificarse en su perjuicio.

Capítulo 2
Legitimación para impugnar

ARTÍCULO 514.- Legitimación del imputado: El imputado puede impugnar:
1) La sentencia condenatoria en lo penal, en lo civil y la pena que se le ha impuesto.
2) Las medidas de coerción y demás medidas cautelares, la denegatoria de la suspensión del proceso a

prueba y del procedimiento abreviado.
3) La revocatoria del sobreseimiento.
4) La decisión de aplicar a un proceso penal las normas especiales previstas para los procesos complejos

y la denegatoria de dicha aplicación si ésta ha sido solicitada por el imputado.
5) Las decisiones que se tomen durante la ejecución de la pena.

La impugnación deducida en contra de la sentencia atribuye directamente competencia al Tribunal de Im-
pugnaciones.
ARTÍCULO 515.- Legitimación del Ministerio Público Fiscal: El representante del Ministerio Público fiscal puede
impugnar las decisiones judiciales en los siguientes casos:

1) Los sobreseimientos y demás resoluciones que ponen fin a la acción, a la pena o hagan imposible que
continúen las actuaciones y la denegación o revocación de medidas cautelares. 

2) La sentencia absolutoria.
3) La sentencia condenatoria.
4) Las decisiones que se tomen durante la ejecución de la pena.

El representante del Ministerio Público Fiscal puede recurrir incluso a favor del imputado o en virtud de
las instrucciones del superior jerárquico, no obstante, el dictamen en contrario que haya emitido con anterioridad.

Estos límites no rigen si el imputado es funcionario público y el hecho delictivo se ha cometido en el ejer-
cicio de la función o en ocasión de ella. 
ARTÍCULO 516.- Legitimación de la víctima: La víctima puede impugnar el sobreseimiento siempre que se haya
constituido en parte querellante.
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ARTÍCULO 517.- Legitimación del querellante particular: El querellante particular puede impugnar el sobre-
seimiento, la absolución y la condena. También puede impugnar las demás resoluciones que ponen fin a la acción,
a la pena o hacen imposible que continúen las actuaciones y la denegación o revocación de medidas cautelares,
cuando no hubo dos (2) pronunciamientos en el mismo sentido.
ARTÍCULO 518.- Legitimación del actor civil: El actor civil puede recurrir:

1) El sobreseimiento definitivo fundado en la inexistencia del hecho delictivo.
2) El rechazo total o parcial de las pretensiones deducidas en la demanda.

ARTÍCULO 519.- Legitimación del civilmente demandado y del asegurador: El civilmente demandado y el ase-
gurador pueden recurrir la sentencia condenatoria en la medida de su perjuicio.
ARTÍCULO 520.- Otros intervinientes: Los testigos, peritos y otros intervinientes pueden impugnar los autos y de-
cretos que los afecten, únicamente ante un tribunal compuesto por dos (2) jueces penales.

Título II
Impugnación ordinaria

Capítulo 1
Apelación
Sección 1ª

Decisiones impugnables
ARTÍCULO 521.- Decisiones impugnables: Sólo se pueden impugnar:

1) El rechazo de la pretensión de constituirse en parte querellante.
2) Las decisiones sobre cuestiones de competencia promovidas por las partes.
3) El sobreseimiento.
4) La sentencia definitiva.
5) Las excepciones.
6) La aplicación de medidas cautelares y de coerción.
7) Las decisiones que imponen una medida de seguridad.
8) La denegatoria de la aplicación de la suspensión del proceso a prueba.
9) Los procedimientos abreviados y las decisiones que se tomen durante la ejecución de la pena.

En ningún caso se puede impugnar la sentencia absolutoria derivada del veredicto de inocencia válida-
mente pronunciado por el jurado popular.

ARTÍCULO 522.- Sobreseimiento: El sobreseimiento se puede impugnar por los siguientes motivos:
1) Si carece de motivación suficiente, se funda en una errónea valoración de la prueba u omite la consi-

deración de pruebas esenciales.
2) Si se ha inobservado o aplicado erróneamente un precepto legal.

ARTÍCULO 523.- Sentencia condenatoria: La sentencia condenatoria se puede impugnar por los siguientes moti-
vos:

1) Si se alega la inobservancia de un precepto o garantía constitucional o legal.
2) Si se aplicó erróneamente la ley penal.
3) Si carece de motivación suficiente o ésta es contradictoria, irrazonable o arbitraria.
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4) Si se basa en prueba ilegal o incorporada por lectura en los casos no autorizados por este Código.
5) Si se omitió la valoración de prueba decisiva o se valoró prueba inexistente.
6) Si no se observaron las reglas relativas a la correlación entre la acusación y la sentencia.
7) Si no se cumplieron los requisitos esenciales de la sentencia.
8) Si se dio alguno de los supuestos que autoricen la revisión de la sentencia condenatoria firme.
9) Si no se respetó la cesura del debate.

ARTÍCULO 524.- Sentencia absolutoria: La sentencia absolutoria se puede impugnar por los siguientes motivos:
1) Si se alega la inobservancia del derecho a la tutela judicial de la víctima.
2) Si se aplicó erróneamente la ley.
3) Si la sentencia carece de motivación suficiente, o ésta es contradictoria, irrazonable o arbitraria.
4) Si no se cumplen los requisitos esenciales de la sentencia.

Sección 2ª
Trámite

ARTÍCULO 525.- Interposición: El recurso de apelación se interpone por escrito, debidamente fundado, ante el tri-
bunal que dictó la decisión, dentro del plazo de diez (10) días si se trata de sentencias condenatorias o absolutorias,
de tres (3) días para la aplicación de una medida cautelar y de cinco (5) días en los demás casos, salvo que este Có-
digo prevea la revisión inmediata. 

Si la impugnación es presentada y fundada en la misma audiencia, se debe dar por cumplida en ese acto la
sustanciación del recurso.

Si se indica más de un motivo de impugnación, se debe expresar por separado con sus fundamentos. 
En el caso en que los jueces que revisen la decisión tienen su sede en un lugar distinto, la parte debe fijar

domicilio y con precisión el modo de recibir comunicaciones. 
El impugnante debe acompañar las copias necesarias para el traslado a las otras partes.
Si se advierten defectos formales en la impugnación, se debe intimar a quien la interpuso para que en el

plazo de cinco (5) días éstos sean subsanados, bajo sanción de inadmisibilidad. 
Si la impugnación es interpuesta fuera del plazo, debe ser rechazada sin más trámite. 

ARTÍCULO 526.- Prueba: Si el impugnante requiere la producción de prueba, la debe ofrecer junto con el escrito
de interposición de la apelación, señalando en forma concreta el hecho que se pretende probar.

La valoración de la prueba se rige por las reglas del artículo 228.

ARTÍCULO 527.- Emplazamiento. Otros intervinientes: Recibidas las actuaciones por la Oficina Judicial, se
debe emplazar a los interesados para que contesten o adhieran al recurso y fijen domicilio ante el Tribunal de Im-
pugnaciones en el plazo de tres (3), cinco (5) o diez (10) días según corresponda. Dentro de ese plazo, los intervi-
nientes también deben fijar el modo de recibir comunicaciones. 

Si se trata de un recurso de apelación de otros intervinientes contemplados en el artículo 520, se debe re-
mitir de inmediato la impugnación con sus antecedentes al tribunal competente, sin que el trámite provoque efecto
suspensivo alguno en el proceso.

Cumplidos los plazos de emplazamiento, la Oficina Judicial sortea los jueces que intervendrán y fija au-
diencia dentro de los diez (10) días, efectuando las comunicaciones a los interesados.
ARTÍCULO 528.- Remisión: Vencido los plazos del artículo 527 la Oficina Judicial debe remitir al Tribunal de Im-
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pugnaciones adjuntando, en su caso, el escrito de interposición de la apelación, la resolución sobre la prueba, los re-
gistros de la audiencia en donde se tomó la decisión impugnada y demás actuaciones.
ARTÍCULO 529.- Audiencia. Fundamentación: La audiencia se debe celebrar con las partes que comparecen o
sus abogados, quienes deben presentar oralmente los fundamentos de su impugnación.

Los jueces deben promover la contradicción entre ellas a los efectos de escuchar las distintas opiniones
objeto de impugnación. Las partes pueden ampliar la fundamentación o desistir de alguna de las cuestiones, pero no
se pueden introducir motivos nuevos.

En la audiencia los jueces pueden interrogar a los asistentes sobre las cuestiones planteadas y sus funda-
mentos legales, doctrinarios o jurisprudenciales. 

Los jueces reciben la prueba en esa misma audiencia si la estiman necesaria y útil. Quien la ofreció toma
a su cargo la presentación y los jueces deben resolver únicamente con la prueba admitida y que se produce.

En caso de incomparecencia del impugnante se lo tiene por desistido del recurso.
ARTÍCULO 530.- Resolución. Plazo: Si la decisión impugnada es una sentencia, los jueces del Tribunal de Im-
pugnaciones, previa deliberación, deben dictar la resolución dentro de los treinta (30) días a contar desde que se pro-
dujo la celebración de la audiencia.

En los demás supuestos, los jueces deben resolver de inmediato, brindando los fundamentos al finalizar la
audiencia, salvo que las partes acuerden un plazo mayor por la novedad o complejidad del asunto.
ARTÍCULO 531.- Revocación o anulación de la sentencia: Si la anulación es parcial, se debe indicar el objeto con-
creto del nuevo juicio o resolución. Si por efecto de la resolución debe cesar la prisión del imputado, el Tribunal de
Impugnaciones debe ordenar directamente la libertad. Si de la correcta aplicación de la ley resulta la absolución del
acusado, la extinción de la acción penal, o es evidente que para dictar una nueva sentencia no es necesaria la reali-
zación de un nuevo juicio; el órgano jurisdiccional debe resolver directamente sin reenvío.

En estos casos, si la impugnación fue promovida por el representante del Ministerio Público Fiscal o el que-
rellante particular y es adversa para el imputado, se puede solicitar su revisión ante otros tres (3) jueces del Tribu-
nal de Impugnaciones.
ARTÍCULO 532.- Reenvío: En todos los casos, el Tribunal de Impugnaciones debe resolver sin reenvío. Si éste es
inevitable, no pueden intervenir los jueces que conocieron en el juicio anulado.

Si el reenvío procede como consecuencia de la impugnación del imputado, o del representante del Minis-
terio Público Fiscal en su favor, en el nuevo juicio no puede aplicarse una pena superior a la impuesta en el primer
juicio.

Si en el nuevo juicio se obtiene una segunda absolución, esta decisión no es susceptible de impugnación alguna.

Capítulo 2
Queja

ARTÍCULO 533.- Procedencia: Cuando es denegado indebidamente un recurso que procede ante otro tribunal, el
recurrente se puede presentar en queja ante éste, a fin de que lo declare mal denegado.
ARTÍCULO 534.- Procedimiento: La queja se debe interponer por escrito, dentro de los tres (3) días de notificada
la resolución denegatoria, si los tribunales tienen su asiento en la misma circunscripción; en caso contrario, el plazo
es de ocho (8) días.

De manera inmediata, se debe requerir informe al respecto del tribunal contra el que se ha deducido la
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queja y éste lo debe evacuar en el plazo de tres (3) días.
Si lo estima necesario para mejor proveer, el tribunal ante el que se interpone el recurso de queja debe or-

denar que se le remitan los antecedentes de inmediato.
ARTÍCULO 535.- Resolución: El tribunal se debe pronunciar por auto en un plazo no mayor de cinco (5) días, a
contar desde la recepción del informe o de los antecedentes.
ARTÍCULO 536.- Efectos: Si la queja es desechada, las actuaciones deben ser devueltas, sin más trámite al tribu-
nal que corresponda.

En caso contrario, se debe declarar mal denegado el recurso de queja, especificando la clase y efectos del
que se concede, lo que se comunica a aquél, para que emplace a las partes y proceda según el trámite respectivo.

Título III
Impugnación extraordinaria

Capítulo 1
Casación
Sección 1ª

Procedencia
ARTÍCULO 537.- Motivos: El recurso de casación puede ser interpuesto por los siguientes motivos:

1) Inobservancia o errónea aplicación de la ley sustantiva;
2) Inobservancia de las normas que este Código establece bajo pena de inadmisibilidad, caducidad o nu-

lidad, siempre que, con excepción de los casos de nulidad absoluta, el impugnante haya reclamado
oportunamente la subsanación del defecto, si era posible, o haya hecho protesta de recurrir en casación.

ARTÍCULO 538.- Resoluciones recurribles: Además de los casos especialmente previstos por la ley y con las li-
mitaciones establecidas en el presente capítulo, sólo se puede deducir recurso de casación contra las sentencias de-
finitivas o las resoluciones que ponen fin a la acción o a la pena, hacen imposible que continúen, que denieguen la
extinción, conmutación o suspensión de cualquiera de ellas.

ARTÍCULO 539.- Legitimación del imputado: El imputado puede impugnar:
1) Las sentencias condenatorias, aún en el aspecto civil;
2) La sentencia de sobreseimiento o absolutoria que le impone una medida de seguridad, lo condene a la

restitución o indemnización de daños;
3) Las resoluciones que denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la acción o de la pena,

según el caso.
ARTÍCULO 540.- Legitimación del Ministerio Público Fiscal y el querellante particular: El Ministerio Público
Fiscal puede impugnar:

1) Las sentencias de sobreseimiento confirmadas por el Tribunal de Impugnaciones o dictadas por el Tri-
bunal de Juicio;

2) Las sentencias absolutorias, siempre que hayan requerido la imposición de una pena;
3) Las sentencias condenatorias;
4) Las resoluciones que denieguen la extinción, conmutación o suspensión de la acción o de la pena,

según el caso.
ARTÍCULO 541.- Legitimación del querellante: El querellante particular puede impugnar las sentencias mencio-
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nadas en los incisos 1), 2) y 3) del artículo 540 y respecto del inciso 4) sólo cuando lo hace el Ministerio Público
Fiscal.
ARTÍCULO 542.- Legitimación de las partes civiles, del citado en garantía y de la víctima: El actor civil, el ci-
vilmente demandado y el asegurador citado en garantía, pueden recurrir dentro de los límites previstos en este Có-
digo, de las sentencias definitivas que hacen lugar o rechacen sus pretensiones.

Sección 2ª
Procedimiento

ARTÍCULO 543.- Interposición: El recurso de casación debe ser interpuesto ante el tribunal que dictó la resolu-
ción, en el plazo de diez (10) días de notificada y por escrito con firma de letrado, donde se citan concretamente las
disposiciones legales que se consideren violadas o erróneamente aplicadas y se expresa cual es la aplicación que se
pretende.

Se debe indicar separadamente cada motivo. Fuera de esta oportunidad no puede aducirse ningún otro.
ARTÍCULO 544.- Trámite. Resolución. Remisión: En lo relativo al procedimiento del recurso de casación y su de-
cisión, rigen analógicamente, en cuanto sean aplicables, las disposiciones de la impugnación ordinaria de apelación,
a excepción del plazo para decidir que se puede extender hasta el máximo de cuarenta (40) días. 

No se admite el ofrecimiento ni la producción de nuevas pruebas.
ARTÍCULO 545.- Casación por violación a la Ley: Si la resolución impugnada ha violado o aplicado erróneamente
la ley sustantiva, el tribunal la debe casar y debe resolver la causa de acuerdo con la ley y la doctrina aplicables.
ARTÍCULO 546.- Anulación: En el caso del inciso 2) del artículo 537, el tribunal debe anular la resolución im-
pugnada y proceder conforme a los artículos de declaración de nulidad; pero debe declarar la nulidad, aún de ofi-
cio, cuando no se ha observado el requisito de la sentencia correspondiente a la determinación precisa y
circunstanciada del hecho que se estima acreditado.
ARTÍCULO 547.- Rectificación: Los errores de derecho en la fundamentación de la sentencia impugnada, que no
hayan influido en la parte resolutiva, no la anulan, pero deben ser corregidos. También deben ser corregidos los
errores materiales en la individualización o en el cómputo de las penas.
ARTÍCULO 548.- Libertad del Imputado: Cuando por efecto de la sentencia deba cesar la detención del imputado,
la Corte de Justicia debe ordenar directamente su libertad.

Capítulo 2
Inconstitucionalidad

ARTÍCULO 549.- Procedencia: El recurso de inconstitucionalidad puede ser interpuesto contra las sentencias de-
finitivas o resoluciones mencionados en el artículo 537, si se ha cuestionado la constitucionalidad de una ley, orde-
nanza, decreto, reglamento o resolución que estatuyen sobre materia regida por la Constitución Provincial y Nacional
y la sentencia o el auto son contrarios a las pretensiones del recurrente.
ARTÍCULO 550.- Procedimiento: Son aplicables a este recurso las disposiciones del capítulo de casación relati-
vas al procedimiento y forma de redactar sentencia.

Al pronunciarse sobre el recurso, la Corte de Justicia debe declarar la constitucionalidad o inconstitucio-
nalidad de la disposición impugnada y confirmar o revocar el pronunciamiento recurrido. En su caso, se deben girar
las comunicaciones pertinentes a los poderes públicos correspondientes a los fines de su modificación y adaptación
al orden jurídico vigente.
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Capítulo 3
Revisión de sentencia condenatoria firme

ARTÍCULO 551.- Procedencia: El recurso de revisión procede, en todo tiempo y en favor del condenado, contra
las sentencias firmes, cuando:

1) Los hechos establecidos como fundamento de la condena son inconciliables con los fijados por otra
sentencia penal irrevocable.

2) La sentencia impugnada se ha fundado en prueba cuya falsedad se ha declarado en fallo posterior irre-
vocable.

3) La sentencia condenatoria ha sido pronunciada a consecuencia de prevaricato, cohecho u otro delito,
cuya existencia se ha declarado en fallo posterior irrevocable.

4) Después de la condena sobrevienen o se descubren nuevos hechos o elementos de prueba que, solos o
unidos a los ya examinados en el proceso penal, hacen evidente que el hecho delictivo no existió, que
el condenado no lo cometió, o que el hecho cometido encuadra en una norma penal más favorable.

5) Corresponde aplicar retroactivamente una ley penal más benigna que la aplicada en la sentencia.
6) Se dicte en el caso concreto una sentencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos o una de-

cisión de un órgano de aplicación de un tratado en una comunicación individual.
7) Si la sentencia se funda en una interpretación de la ley que es más gravosa que la sostenida por la

Corte de Justicia, al momento de la interposición del recurso.
ARTÍCULO 552.- Objeto: El recurso debe tender siempre a demostrar la inexistencia del hecho delictivo, o que el
condenado no lo cometió, o que falta totalmente la prueba en que se basó la condena salvo que se funde en la última
parte del inciso 4), o en los incisos 5), 6) ó 7) del artículo 551.
ARTÍCULO 553.- Legitimación: Pueden deducir el recurso de revisión:

1) El condenado o su defensor; si es incapaz, sus representantes legales; si ha fallecido, o se encuentra au-
sente con presunción de fallecimiento, su cónyuge, persona conviviente, sus ascendientes, descen-
dientes o hermanos.

2) El Ministerio Público Fiscal a favor del condenado.
ARTÍCULO 554.- Interposición: El recurso de revisión debe ser interpuesto ante la Corte de Justicia, personalmente
o mediante defensor, por escrito que contenga, bajo pena de inadmisibilidad, la concreta referencia de los motivos
en que se funda y las disposiciones legales aplicables. Junto con el escrito se deben ofrecer las pruebas y se agregan
los documentos.

En los casos previstos en los incisos 1), 2), 3), 6) y 7) del artículo 551, se debe acompañar copia de la sen-
tencia pertinente; pero cuando en el supuesto del inciso 3), la acción penal se encuentre extinguida o no puede pro-
seguir, el recurrente debe indicar las pruebas demostrativas del delito de que se trate.
ARTÍCULO 555.- Procedimiento: En el trámite del recurso de revisión se deben observar las reglas establecidas
para el recurso de casación, en cuanto sean aplicables.

El tribunal puede disponer todas las indagaciones y diligencias que cree útiles y delegar su ejecución en al-
guno de sus miembros.
ARTÍCULO 556.- Efecto Suspensivo: Antes de resolver el recurso, el tribunal puede suspender la ejecución de la
sentencia recurrida y disponer con o sin caución, la libertad del condenado.



San Juan, Miércoles 26 de Diciembre de 2018Pág. 192.244

Boletín Oficial

ARTÍCULO 557.- Resolución: Al pronunciarse en el recurso el tribunal puede anular la sentencia, remitiendo a
nuevo juicio, cuando el caso lo requiere, o pronunciar directamente la sentencia definitiva.
ARTÍCULO 558.- Nuevo juicio: Si se remite un hecho a nuevo juicio, en éste no pueden intervenir los jueces que
conocieron del juicio anterior.

En la nueva causa no se puede absolver por efecto de una apreciación de los mismos hechos del primer pro-
ceso penal, con prescindencia de los motivos que hicieron admisible la revisión.
ARTÍCULO 559.- Sentencia absolutoria. Efectos civiles: Cuando la sentencia es absolutoria, además de disponerse
la inmediata libertad del condenado y el cese de toda interdicción, se puede ordenar la restitución de la suma pagada
en concepto de pena y de indemnización; esta última, siempre que haya sido citado el actor civil.
ARTÍCULO 560.- Reparación: La reparación por daños y perjuicios a que puede dar lugar la sentencia de la que
resulte la inocencia de un condenado con motivo del recurso de revisión, debe ser reclamada ante la justicia civil.
ARTÍCULO 561.- Revisión desestimada: El rechazo de un recurso de revisión no perjudica el derecho de presen-
tar nuevos pedidos fundados en elementos distintos, pero las costas de un recurso rechazado son siempre a cargo de
la parte que lo interpuso

Libro V

Ejecución

Título I

Disposiciones generales
ARTÍCULO 562.- Competencia: Las resoluciones judiciales deben ser ejecutadas por el juez que las dictó o por el
Juez de Ejecución, según el caso, el que tiene competencia para resolver todas las cuestiones o los incidentes que se
susciten durante la ejecución y hacer las comunicaciones dispuestas por la ley.
ARTÍCULO 563.- Sentencia absolutoria: Cuando la sentencia es absolutoria, el tribunal que la dictó debe dispo-
ner inmediatamente la libertad del imputado que se encuentra preso y la cesación de las medidas cautelares im-
puestas, aunque la sentencia sea recurrible. Cuando la sentencia absolutoria adquiere firmeza, el mismo tribunal
debe ordenar por medio de la Oficina Judicial, las inscripciones y comunicaciones correspondientes.
ARTÍCULO 564.- Trámite: El Ministerio Público Fiscal, el condenado y su defensor, pueden realizar los planteos
que consideren necesarios ante el Juez de Ejecución, quien, con intervención de la Oficina Judicial, los debe resol-
ver fundadamente en audiencia pública, que debe fijar en un plazo no mayor a cinco (5) días. Durante el mismo plazo
las partes pueden ofrecer prueba.
ARTÍCULO 565.- Derechos: El condenado puede ejercer durante la ejecución de la pena todos los derechos y fa-
cultades que le reconoce la Constitución Nacional, los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos y las
leyes penales, y plantear ante los jueces que corresponden las quejas y peticiones que estime convenientes.
ARTÍCULO 566.- Defensa técnica y acceso a la información: La defensa técnica del condenado continúa siendo
ejercida por el defensor que actuó hasta la sentencia definitiva.
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El condenado y su defensor pueden tomar vista de todos los informes que realice el Servicio Penitenciario
que tengan vinculación o puedan influir en la forma de cumplimiento de la pena.
ARTÍCULO 567.- Derechos de la víctima: La víctima tiene derecho a ser informada de la iniciación de todo plan-
teo en el que se puede decidir alguna forma de liberación anticipada del condenado, la extinción de la pena o la me-
dida de seguridad, siempre que lo solicite expresamente ante el Ministerio Público Fiscal. A tal fin, debe fijar un
domicilio e indicar el modo en que recibirá las comunicaciones. 

En este supuesto, el Ministerio Público Fiscal debe escuchar a la víctima y, en su caso, solicitar que sea oída
por el juez interviniente.
ARTÍCULO 568.- Revisión: Las decisiones del Juez de Ejecución pueden ser impugnadas en audiencia. El escrito
de impugnación se debe interponer en un plazo de cinco (5) días, ante el Tribunal de Impugnaciones. Debe conte-
ner la concreta referencia de los motivos en que se funda la impugnación, las disposiciones legales aplicables y
copia de la decisión recurrida. La audiencia debe ser cumplida en el término de cinco (5) días y se debe resolver in-
mediatamente.

Título II
Ejecución penal

Capítulo 1
Penas

ARTÍCULO 569.- Cómputo. Remisión al Juez de Ejecución: El juez o el presidente del Tribunal de Juicio deben
hacer practicar por intermedio de la Oficina Judicial el cómputo de la pena, de acuerdo con lo previsto en el Código
Penal, fijando en su caso la fecha de vencimiento o su monto.

Dicho cómputo debe ser notificado al Ministerio Público Fiscal, al condenado y a su defensor, quienes pue-
den observarlo dentro de los tres (3) días. Si se deduce oposición, el Tribunal de Juicio, previa sustanciación, debe
resolverla en el plazo de tres (3) días. 

Si no media oposición, o resuelta la que sea deducida, el cómputo se aprueba y la sentencia debe ser co-
municada inmediatamente al Juez de Ejecución, a quien se remite copia de la misma para que forme la carpeta de
ejecución penal dando inmediato conocimiento a las partes. Éste, en el ejercicio de su competencia tiene las atribu-
ciones contenidas en este Código.

En lo sucesivo cuando el cómputo debe ser modificado, se debe seguir el mismo trámite por ante el Juez
de Ejecución.

El cómputo es siempre revisable aun de oficio, cuando se compruebe un error formal, material o nuevas
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circunstancias lo tornen necesario.
ARTÍCULO 570.- Unificación de pena: Si corresponde unificar las penas, conforme lo dispuesto en el Código
Penal, el Tribunal de Juicio competente debe resolver previa audiencia de las partes.
ARTÍCULO 571.- Suspensión: La ejecución de una pena privativa de la libertad puede ser diferida, por el Tribu-
nal de Juicio, solamente en los supuestos y condiciones establecidas por la ley y su reglamentación pertinente.
Cuando cesen las circunstancias de la suspensión, la sentencia se debe ejecutar de inmediato. 
ARTÍCULO 572.- Permisos de salida: El Juez de Ejecución puede autorizar que el penado salga del estableci-
miento carcelario en que se encuentra, por un plazo prudencial, bajo debida custodia de personal penitenciario, so-
lamente en los supuestos y bajo las condiciones establecidas por la ley y la reglamentación pertinente. 
ARTÍCULO 573.- Enfermedad: Si durante la ejecución de la pena privativa de la libertad el condenado sufre al-
guna enfermedad, el Juez de Ejecución, previo dictamen de los médicos forenses o peritos designados de oficio,
puede disponer, bajo debida custodia de personal penitenciario, su internación en un establecimiento adecuado, si
no es posible atenderlo en aquél donde está alojado, o ello importa grave peligro para su salud.

En caso de extrema urgencia, la autoridad a cargo del establecimiento puede disponer el traslado referido,
bajo su responsabilidad, sin perjuicio de la inmediata comunicación al Juez de Ejecución, quien puede ratificar o re-
vocar la medida. 
ARTÍCULO 574.- Cumplimiento en establecimiento nacional: Si la pena impuesta se debe cumplir en un esta-
blecimiento de la Nación, el Juez de Ejecución por intermedio de la Oficina Judicial debe cursar comunicación al
Poder Ejecutivo Provincial, a fin de que solicite del Gobierno de la Nación la adopción de las medidas pertinentes. 
ARTÍCULO 575.- Inhabilitación accesoria: Cuando la pena privativa de la libertad importe la accesoria que esta-
blece el artículo 12 del Código Penal, la Oficina Judicial debe ordenar las inscripciones y anotaciones que corres-
pondan.
ARTÍCULO 576.- Inhabilitación absoluta: La parte resolutiva de la sentencia que condene a inhabilitación abso-
luta, se debe hacer publicar por la Oficina Judicial en el Boletín Oficial, quien además debe cursar las comunicaciones
a la Junta Electoral y a las reparticiones o poderes que correspondan, según el caso.
ARTÍCULO 577. - Inhabilitación especial: Cuando la sentencia impone inhabilitación especial, la Oficina Judicial
debe hacer las comunicaciones pertinentes. 
ARTÍCULO 578.- Pena de multa: La multa debe ser abonada mediante depósito judicial dentro de los diez (10) días
desde que la sentencia quede firme.

Vencido este término, el Juez de Ejecución, a iniciativa del Fiscal de Ejecución debe proceder con arreglo
a los artículos 21 y 22 del Código Penal.
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Para la ejecución de la pena de multa se debe proceder por vía de ejecución de sentencia, conforme al trá-
mite previsto por el Código Procesal Civil, Comercial y Minería.

El importe de la multa debe ser transferido a la cuenta del Poder Judicial según lo dispuesto por el inciso
b) del artículo 7º de la Ley Nº 401-I.

Determinada la imposibilidad de satisfacer la pena de multa el Juez de Ejecución debe reenviar los ante-
cedentes al juez o Tribunal de Juicio para la conversión de la pena de multa en prisión. 
ARTÍCULO 579.- Prisión domiciliaria: La prisión domiciliaria prevista por el Código Penal, se cumple bajo la su-
pervisión de la Dirección de Protección al Preso, Liberado y Excarcelado y la vigilancia de la autoridad penitencia-
ria, para lo cual el Juez de Ejecución debe impartir las órdenes necesarias.

El Juez de Ejecución debe revocar la prisión domiciliaria cuando el condenado quebrante injustificada-
mente la obligación de permanecer en el domicilio fijado o cuando los resultados de la supervisión efectuada así lo
aconsejen y debe disponer su cumplimiento en el establecimiento que corresponda.
ARTÍCULO 580.- Control judicial de reglas de conducta: Si se impone una pena condicional, una medida edu-
cativa o curativa o se ha concedido la libertad condicional, asistida o toda otra forma de cumplimiento alternativo
de pena, el control de las reglas de conducta impuestas se debe hacer a través de la Oficina Judicial, la que debe poner
la información a disposición de las partes para que efectúen sus peticiones.

La Oficina Judicial debe dejar constancia en forma periódica sobre el cumplimiento de las reglas y, si ad-
vierte un incumplimiento, lo debe poner en conocimiento de las partes.

La sustanciación de la revocación o cumplimiento de las reglas se realiza en audiencia, ante el Tribunal de
Juicio o Juez de Ejecución, en su caso, y verificado la violación de las obligaciones y condiciones impuestas se debe
remitir al Tribunal de Juicio para su resolución.

Capítulo 2
Libertad condicional

ARTÍCULO 581.- Solicitud: La solicitud de libertad condicional formulada por el condenado o su defensor se debe
cursar ante el Juez de Ejecución, por intermedio del establecimiento donde se encuentre alojado el condenado, acom-
pañada por el informe pertinente. Esta solicitud también puede ser efectuada por el defensor directamente en sede
judicial.

El incidente de libertad condicional puede ser promovido por el Ministerio Público Fiscal.

ARTÍCULO 582.- Informe: Presentada la solicitud de libertad condicional la dirección del establecimiento debe in-



formar, en el término de cinco (5) días, acerca de los siguientes puntos:
1) Tiempo cumplido de la condena. 
2) Forma en que el penado ha observado los reglamentos carcelarios, los antecedentes de conducta, con-

cepto y dictámenes criminológicos desde el comienzo de la ejecución de la pena. 
3) Toda otra circunstancia, favorable o desfavorable, que pueda contribuir a ilustrar al juez acerca del

grado de recuperación alcanzado por el condenado, debiendo requerir dictamen médico o psicológico
cuando se juzgue necesario. 

En caso de omisión de estos recaudos o cuando la solicitud es presentada en sede judicial, el juez, previo
a resolver, debe requerirlos. A tal efecto se fija un plazo de hasta cinco (5) días. 
ARTÍCULO 583.- Cómputo y antecedentes: El Juez de Ejecución debe requerir un informe sobre el tiempo de con-
dena cumplido por el condenado y sus antecedentes. Para determinar estos últimos, puede librar, en caso necesario,
los oficios y exhortos pertinentes, así como cualquier otra comunicación por los medios electrónicos disponibles. 
ARTÍCULO 584.- Procedimiento: En cuanto al trámite, resolución y recursos, se procede conforme a lo dispuesto
en el artículo 564.

Cuando la libertad condicional es acordada, en el auto se deben fijar las condiciones que establece el Có-
digo Penal, y el liberado en el acto de la notificación, debe prometer que las cumplirá fielmente. Se le entrega al li-
berado una copia de la resolución, la que debe conservar y presentar a la autoridad encargada de vigilarlo, toda vez
que le sea requerida. 

Si la solicitud de libertad condicional es denegada, el penado no puede renovarla antes de seis (6) meses
de la resolución, a menos que ésta se base en no haberse cumplido el término legal.
ARTÍCULO 585.- Comunicación: El liberado debe ser sometido al cuidado de la Dirección de Protección al Preso,
Liberado y Excarcelado, al que se le debe comunicar la libertad y se le remite copia del auto que la ordenó.
El citado organismo, colabora con el Juez de Ejecución en el control del liberado en lo que respecta al lugar de su
residencia, el trabajo a que se dedica y la conducta que observa. 
El Juez de Ejecución puede ser auxiliado en tales funciones, por una institución particular u oficial.
ARTÍCULO 586.- Revocación de la libertad condicional: La sustanciación y revocatoria de la libertad condicio-
nal conforme al Código Penal, se puede efectuar de oficio o a solicitud del Ministerio Público Fiscal o de la  Direc-
ción de Protección al Preso, Liberado y Excarcelado, ante el Juez de Ejecución. 
En todo caso, el liberado debe ser oído en audiencia y se le admiten pruebas, procediéndose en la forma prescripta
por el artículo 564. 

Si el Juez de Ejecución lo estima necesario, el liberado puede ser detenido preventivamente hasta que se
resuelva el incidente.
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ARTÍCULO 587.- Nuevo cómputo: Cuando se revoque la libertad condicional y se resuelva no computar el tiempo
que duró, se debe practicar un nuevo cómputo de la pena por ante el Juez de Ejecución y se debe notificar al Mi-
nisterio Público Fiscal, al condenado y a su defensor, quienes pueden observarlo dentro de los tres (3) días.

Capítulo 3
Medidas de seguridad

ARTÍCULO 588.- Vigilancia: La ejecución provisional o definitiva de una medida de seguridad debe ser vigilada
por el Juez de Ejecución, a través de la Oficina Judicial.
Las autoridades del establecimiento o del lugar en que se cumpla le deben informar lo que corresponda, pudiendo
requerirse el auxilio de peritos.
ARTÍCULO 589.- Instrucciones: El Juez o Tribunal de Juicio al disponer la ejecución de una medida de seguridad,
la debe comunicar inmediatamente al Juez de Ejecución, con copia de la resolución que la impuso. Éste, a través de
la Oficina Judicial, debe impartir las instrucciones necesarias a la autoridad o al encargado de ejecutarla y fijar los
plazos en que debe informársele acerca del estado de la persona sometida a la medida de seguridad o sobre cualquier
circunstancia de interés.
Dichas instrucciones pueden ser modificadas en el curso de la ejecución, según sea necesario. Contra estas resolu-
ciones no cabe recurso alguno.
ARTÍCULO 590.- Observación psiquiátrica: El Juez de Ejecución debe ordenar especialmente la observación psi-
quiátrica del sujeto, cuando el juez o Tribunal de Juicio haya resuelto declarar la inimputabilidad o la aplicación de
alguna medida prevista en el Código Penal.
ARTÍCULO 591.- Cesación: Para ordenar la cesación de una medida de seguridad, de tiempo absoluto o relativa-
mente indeterminado, el Juez de Ejecución, debe oír al Ministerio Público Fiscal, al interesado, o cuando éste es in-
capaz, a quien ejercite su representación legal. 
Además, en estos casos, se requiere el dictamen de dos (2) o más peritos oficiales y del que proponga, en su caso,
el interesado o representante legal, y el informe técnico oficial del establecimiento en el que la medida se cumple.

Capítulo 4

Restitución y rehabilitación

ARTÍCULO 592.- Solicitud y competencia: Cuando se cumplen las condiciones prescriptas por el artículo 20 ter

del Código Penal, el condenado a inhabilitación absoluta o especial puede solicitar al Juez de Ejecución, personal-

mente o mediante abogado defensor, que se lo restituya en el uso y goce de los derechos y capacidades de que fue

privado, o su rehabilitación.



Con el escrito debe presentar copia auténtica de la sentencia respectiva y ofrecer una prueba de dichas con-
diciones, bajo pena de inadmisibilidad.
ARTÍCULO 593.- Procedimiento: Además de ordenar la inmediata recepción de la prueba ofrecida, el tribunal
puede ordenar la instrucción que estime oportuna.
A tales fines se pueden librar las comunicaciones necesarias o encomendarse información a la policía en función ju-
dicial. 
ARTÍCULO 594.- Efectos: Si la restitución o la rehabilitación son concedidas, se deben hacer las anotaciones y co-
municaciones necesarias para dejar sin efecto la sanción.

Título III
Ejecución civil

Capítulo 1
Condenas pecuniarias - garantías

ARTÍCULO 595.- Condenas pecuniarias: La sentencia que condene a restitución, indemnización o reparación de
daños, o el pago de costas, cuando no es inmediatamente ejecutada, o no puede serlo por simple orden del tribunal
que la dictó, se deben ejecutar por el interesado o por el Fiscal de Estado, según el caso, ante el juez civil que co-
rresponda con arreglo al Código de Procedimiento en lo Civil, Comercial y de Minería.
ARTÍCULO 596.- Garantías: Respecto del embargo, su sustitución, inhibición de bienes, orden de los bienes em-
bargables, forma y ejecución del embargo, conservación, seguridad y custodia de los bienes embargados, su admi-
nistración, variaciones del embargo, honorarios y tercerías, rigen las disposiciones del Código Procesal Civil,
Comercial y de Minería.
ARTÍCULO 597.- Sustanciación y recursos: Las cuestiones a que refieren los Artículos 595 y 596, deben ser tra-
mitadas en incidente por separado.

Capítulo 2
Bienes secuestrados

ARTÍCULO 598.- Objetos decomisados: Cuando la sentencia importe decomiso de algún objeto, el juez o Tribu-
nal de Juicio le debe dar el destino que corresponda según su naturaleza, debiendo remitir copia de aquélla al Juez
de Ejecución, quien procede de acuerdo a lo preceptuado en este título y lo dispuesto en el Libro I, Título VII, Ca-
pítulo 2 y en los artículos 395, 396, 397 y 398, en cuanto sean pertinentes.
ARTÍCULO 599.- Restitución y retención de cosas: Las cosas secuestradas que no estén sujetas a decomiso, res-
titución o embargo, deben ser devueltas a quien se le secuestraron. Si han sido entregadas en depósito antes de la
sentencia, se debe notificar al depositario la entrega definitiva.
Las cosas secuestradas de propiedad del condenado pueden ser retenidas en garantía de los gastos y costas del pro-
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ceso penal, y de las responsabilidades pecuniarias impuestas. 
ARTÍCULO 600.- Juez competente: Si se suscita controversia sobre la restitución o la forma de efectivizarla, el Juez
de Ejecución debe resolverla con sujeción a los hechos fijados en la sentencia definitiva. Si la controversia susci-
tada no puede ser resuelta con sujeción a los hechos fijados en la Sentencia definitiva, deberá disponer que los in-
teresados concurran ante la jurisdicción civil.
ARTÍCULO 601.- Objetos no reclamados: Cuando después de un año de concluido el proceso penal, nadie re-
clame o acredite tener derecho a la restitución de bienes secuestrados, sin identificación de su propietario o posee-
dor, se debe disponer su decomiso y realización o destino, según su naturaleza.
ARTÍCULO 602.- Remate: Ordenado el decomiso se debe proceder a su venta, si son de lícito comercio, en pública
subasta y de conformidad a las normas del Código Procesal Civil, Comercial y Minería en cuanto resulten aplica-
bles.

El Juez de Ejecución debe determinar los bienes que serán objeto de remate, pudiendo disponerlo en forma
individual o por lotes, según resulte más conveniente para el precio a obtener, así como para lograr mayor celeridad.
ARTÍCULO 603.- Destino de los fondos: El producido de la realización de los bienes con más sus intereses, de-
vengados a partir de la fecha del depósito debe ser transferido al Poder Judicial, según lo dispuesto por inciso b) del
artículo 7º de la Ley Nº 401-I. Igual destino se debe dar al dinero, títulos y valores secuestrados.
ARTÍCULO 604.- Normas aplicables: En cuanto sean aplicables se deben observar las normas establecidas en el
Libro I, Título VII, Capítulo 2 y en los artículos 395, 396, 397 y 398.

Capítulo 3
Sentencia declarativa de falsedad instrumental

ARTÍCULO 605.- Rectificación: Cuando una sentencia declare falso un instrumento público, el Tribunal que la
dictó debe ordenar que el acto sea reconstituido, suprimido o reformado.
ARTÍCULO 606.- Documentos extraídos de archivos: Si el documento ha sido extraído de un archivo debe ser res-
tituido a él con nota marginal en cada página, agregándose copia de la sentencia que estableció la falsedad total o
parcial.
ARTÍCULO 607.- Documento protocolizado: Si se trata de un documento protocolizado, se debe anotar la decla-
ración hecha en la sentencia al margen de la matriz, en los testimonios que se han presentado y en el registro res-
pectiv

Título IV
Costas

ARTÍCULO 608.- Anticipo de gastos: En todo proceso penal, el Estado debe anticipar los gastos con relación al
imputado y a las demás partes que gocen del beneficio de litigar sin gastos con arreglo a lo dispuesto por el Código
Procesal Civil, Comercial y de Minería.
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ARTÍCULO 609.- Resolución necesaria: Toda resolución que pone término a la causa o a un incidente debe resolver
sobre el pago de las costas procesales.
ARTÍCULO 610.- Imposición: Las costas son a cargo de la parte vencida, pero el tribunal puede eximirla, total o
parcialmente, cuando ha tenido razón plausible para litigar.
ARTÍCULO 611.- Personas exentas: Los representantes del Ministerio Público Fiscal, los abogados y mandatarios
que intervienen en el proceso penal no pueden ser condenados en costas, salvo los casos de temeridad, malicia o culpa
grave en que incurran, y sin perjuicio de las sanciones penales y disciplinarias en que correspondan.
ARTÍCULO 612.- Contenido: Las costas comprenden el pago de:

1) Los impuestos y tasas judiciales.
2) Los gastos originados por la tramitación del proceso penal.
3) Los honorarios devengados en el proceso penal. 

ARTÍCULO 613.- Estimación de honorarios: Los honorarios se determinan de conformidad a la Ley de Arance-
les. En su defecto, se tiene en cuenta el valor o importancia del proceso penal, las cuestiones de derecho planteadas,
la asistencia a audiencias y en general, todos los trabajos efectuados a favor del interesado y el resultado obtenido. 
ARTÍCULO 614.- Distribución de costas: Cuando son varios los condenados al pago de costas, el tribunal debe fijar
la parte proporcional que corresponde a cada uno, sin perjuicio de la solidaridad establecida por la ley civil. 
ARTÍCULO 615.- Liquidación y ejecución: Firme la resolución, el Juez de Ejecución debe hacer practicar la pla-
nilla de liquidación correspondiente, la que discrimina todos los gastos incluidos y los honorarios devengados, y de-
termina la suma que debe pagar cada condenado en costas, según la resolución respectiva. La Oficina Judicial debe
citar a todos los intervinientes a que formulen observaciones en el plazo de tres (3) días. Después de ello, el Juez de
Ejecución puede aprobar o modificar la planilla e intimar su pago, fijando el plazo.

Si es necesaria la ejecución, ella se lleva a cabo por los interesados ante los tribunales civiles com-
petentes, para lo cual se expide copia certificada gratuita de la condena y de la planilla a aquél que lo pide.
Asimismo, la Oficina Judicial debe emitir el certificado de deuda de los gravámenes impagos previstos en el Código
Tributario y girarlo a Fiscalía de Estado, mediante oficio de estilo para el cobro de la deuda por vía ejecutiva. 

Título V
Disposiciones complementarias y transitorias

ARTÍCULO 616.- Implementación. Vigencia: Este Código entrará en vigencia en la oportunidad que establezca
la ley de implementación correspondiente, salvo para el procedimiento especial de flagrancia, respecto del cual es
aplicable a partir del octavo día a contar de su publicación.
ARTÍCULO 617.- Aplicación: La presente ley se aplica a la investigación y juzgamiento de los delitos y en el ám-
bito territorial que determine la ley de implementación.
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ARTÍCULO 618.- Norma orgánica transitoria: La Corte de Justicia y la Fiscalía General de la Corte, dentro del
ámbito de sus respectivas atribuciones deben dictar las normas de organización y demás necesarias para hacer efec-
tiva la aplicación del presente Código.

El Fiscal General debe reglamentar lo concerniente a las oficinas de enlace del Ministerio Público. La Corte
de Justicia debe reglamentar todo lo concerniente a medios electrónicos, informáticos, digitales o multimedia, para
lo cual debe preservar los derechos y garantías de las partes, especialmente para todos los casos en los que este Có-
digo establece la realización de un acto procesal por escrito y firmado.
ARTÍCULO 619.- Abrogación y derogación expresa: Se abrogan la Ley Nº 1465-O. Se deroga el artículo 13 in-
ciso a) de la Ley Nº 780-P.
ARTÍCULO 620.-  Adecuación: Se adecua la redacción de la Ley N° 1724-O, sustituyendo todas las referencias a
la Ley N° 1465-O por el número de ley del presente Código.
ARTÍCULO 621.- Aplicación residual: La Ley Nº 754-O se aplica exclusivamente a las causas en trámite al tiempo
de la entrada en vigencia del nuevo código, al régimen penal juvenil y al juzgamiento de los delitos no contempla-
dos expresamente por la ley de implementación, hasta su incorporación.
ARTÍCULO 622.- Erogaciones presupuestarias: El Poder Judicial y el Poder Ejecutivo deben asignar las partidas
presupuestarias necesarias para la implementación y puesta en funcionamiento de este Código.
ARTÍCULO 623.- Publicación: El Poder Ejecutivo debe imprimir hasta cinco mil (5000) ejemplares de este Código
y su exposición de motivos por medio del Boletín Oficial y fijará su valor de venta.
ARTÍCULO 624.- Ley de implementación: En el plazo máximo de ciento veinte (120) días a partir de la sanción
de la presente Ley, el Poder Judicial de la Provincia de San Juan debe elevar el mensaje y proyecto de ley de im-
plementación del presente Código.
ARTÍCULO 625.- Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Sesiones de la Cámara de Diputados a los ocho días del mes de No-
viembre del año dos mil dieciocho.
Fdo.: Dr. Marcelo Jorge Lima

Vicegobernador de San Juan 
Presidente Nato de la Cámara de Diputados  

“    Mario Alberto Herrero 
Secretario Legislativo Cámara de Diputados  

CERTIFÍCASE,  que la Ley N° 1851-O, se encuentra promulgada de acuerdo a lo previsto en el
Artículo  168° ss. y cc. de la Constitución Provincial.

SAN JUAN, 05 de Diciembre de 2018.-
Fdo.: C.P.N. Juan Flores

Secretario General de la Gobernación



DECRETO ACUERDO N° 0054
SAN JUAN, 23 de Octubre de 2018. 

VISTO:
La Ley N° 1.697-1 de Presupuesto Año 2018, el Decreto Acuerdo N° 004518; y, 
CONSIDERANDO: 
Que el Artículo 14° de la Ley N° 1.697-1, autoriza al Poder Ejecutivo a adecuar las remuneraciones en su ámbito.
Que en el marco de la política salarial encarada por el Gobierno Provincial para el presente año, se ha previsto eí in-
cremento de los sueldos básicos fijados por Decreto Acuerdo N° 0045/18 a partir del 01 de Septiembre de 2018, co-
rrespondientes al personal comprendido en el Escalafón General, Personal de la Dirección Provincial de Vialidad,
Personal Técnico Auxiliar de la Medicina y Enfermería y Personal Administrativo Sanitario - Ley N° 1148-Q, Adi-
cional por Función Sistema de Computación de Datos, Personal Policial, Personal Servicio Penitenciario Provincial,
Personal de la Unidad Ejecutora Provincial y Personal Profesionales de la Carrera Asistencial Preventiva-Médico
Hospitalaria- Ley N° 71 -Q.
Que en función del incremento dispuesto, las escalas salariales vigentes a partir del 01 de Octubre de 2018, para cada
uno de los regímenes escalafonarios señalados precedentemente, son las que figuran en las Planillas Anexas al pre-
sente Decreto Acuerdo.
Que la Dirección General de Recursos Humanos y Organización ha tomado la intervención que le compete. 
POR ELLO:

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA
EN ACUERDO DE MINISTROS 

DECRETA: 
ARTÍCULO 1°: Fijar, a partir del 01 de Octubre   de 2018 las escalas salariales para cada uno de los regímenes es-
calafonarios que a continuación se detallan, en los montos que se determinan en las Planillas Anexas que forman parte
integrante del presente Decreto Acuerdo:

I) Estatuto y Escalafón del Empleado Público Provincial (Ley N° 142-A).
II) Dirección Provincial de Vialidad (Ley N° 180-A).
IIF) Personal Técnico Auxiliar de la Medicina y de Enfermería y Personal Administrativo Sanitario (Ley N°
1148-Q).
IV) Adicional por Función Sistema Computación de Datos (inc. h) Art. 25° Ley N° 142-A).
V) Personal Policial (Ley N° 298-R).
VI) Servicio Penitenciario Provincial (Ley N° 257-R).
VII) Unidad Ejecutora Provincial (UEP) (Decretos Nros. 2.271-E-90, 2.056-SHF-91 y 0092-92).
VIII) Personal Profesionales de la Carrera Asistencial Preventiva-Médico Hospitalaria (Ley N° 71-Q)
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ARTÍCULO 2°: Autorizar a las contadurías respectivas a liquidar lo establecido en  el presente Decreto Acuerdo,
utilizando los créditos de su presupuesto en vigencia.

ARTÍCULO 3°: Facultar al Ministerio de Hacienda y Finanzas a dictar los instrumentos legales que sean nece¬sa-
rios para la implementación de la presente norma legal. 
ARTÍCULO 6°: Comunicar y dar al Boletín Oficial para su publicación.
Fdo.: Dr. Sergio Uñac - Gobernador
"     C.P.N. Roberto Gattoni - Ministro de Hacienda y Finanzas

"     Ing. Julio Ortiz Andino - Ministro de Infraestructura
y Servicios Públicos
"     Lic. Andrés Díaz Cano - Ministro de Producción y Desarrollo Económico
"     Dra. Silvia Alejandra Venerando -  Ministro de Salud Pública
"     Dr. Alberto Hensel - Ministro de Minería
"     Sr. Armando Sánchez - Ministro de Desarrollo Humano y Promoción Social
"     Dr. Emilio Baistrocchi - Ministro de Gobierno
"     Lic. Claudia Grynszpan - Ministro de Turismo y Cultura
"     Lie. Felipe De Los Ríos - Ministro de Educación

PLANILLA ANEXA I
ESCALAFÓN GENERAL

A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018
CATEGORÍA ASIGNACIÓN DE LA CATEGORÍA

24 $ 11.854,00
23 $ 10.407,00
22 $ 9.292,00
21 $ 8.413,00
20 $ 7,714,00
19 $ 7.138,00
18 $ 6.664,00
17 $ 6.296,00
16 $ 5.992,00
15 $ 5.769,00
14 $ 5.595,00
13 $ 5.485,00
12 $ 5.431,00
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A los fines del cálculo del Adicional por Título Secundario y del Premio por Asistencia Perfecta, establécese, como
Asignación de la Categoría 01, la suma de $4.108,00 a partir del 01/10/2018 importe éste, que deberá con¬siderarse
en todos los casos como "Haber Mínimo de la Administración Pública Provincial".

PLANILLA ANEXA II
DIRECCIÓN PROVINCIAL DE VIALIDAD A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018

CLASE ASIGNACIÓN                                                CARGO
DE LA CATEGORÍA JERÁRQUICO

XX $      22.492,00                                             $        4.506,00
XIX $      20.453,00                                             $        4.118,00
XVIII $       18.729,00                                            $        3.758,00
XVII $      17.168,00                                             $        3.440,00
XVI $      15.753,00                                             $        3.156,00
XV $       14.474,00                                            S        2.905,00
XIV $       13.310,00
XIII $       12.315,00
XII $       11.322,00
XI $       10.468,00
X $         9.502,00
IX $         8.820,00
VIII $         8.129,00
VII $         7.662,00
VI $         7.404,00
V $         7.135,00 
IV $         7.135,00
III $         7.135,00 
II $         7.135,00 
I $         7.135,00

PLANILLA ANEXA III
PERSONAL TÉCNICO Y AUXILIAR DE LA MEDICINA Y ENFERMERÍA. PERSONAL

ADMINISTRATIVO SANITARIO. PERSONAL DE MANTENIMIENTO Y PRODUCCIÓN Y DE
SERVICIOS GENERALES Y AGRUPAMIENTO PROFESIONAL CARRERA ADMINISTRATIVA

M.S.P. -LEY1148-Q
A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018

Agrupamiento Técnico
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Hoja 1 de 5
Cargo Categoría Horas   Sueldo Básico

Jefe Dpto. Auxiliar Enfermería
y Estadística 10 36  $ 10.286,00
Encargado Auxiliar Enfermería 
y Estadística 10 36 $ 8.439,00

Cargo Categoría          Antigüedad           Horas Sueldo Básico
Supervisor Técnico, Auxiliar de
Enfermería, Estadística e
Inspector Sanitario 7 0 a 2 36 $ 7.789,00

8 2 a 5 36 $ 7.810,00 
9 5 a 10 36 $ 7.941,00
10 6 o más 36 $ 8.349,00

Jefe Unidad, Auxiliar de 
Enfermería, Estadística e
Inspector Sanitario 7 0 a 2       36 $ 6.796.00

8 2 a 4    36 $ 7.123,00
9 4 a 6   36 $ 7.442,00
10 6 o más 36 $ 7.730,00

Auxiliares Técnicos
de la Medicina 9 0 a 2 36 $ 5.937,00

10 2 o más 36 $ 5.999,00

Auxiliar de Enfermería
y Servicios Técnicos 7 0 a 2    36 $ 5.869,00

8 2 o más 36 $ 5.937,00

Ayudante de Enfermería,
Ayudante de Servicios 5 0 a 2      36 $ 5.843,00

6 2 o más 36 $ 5.843,00

PLANILLA ANEXA III
PERSONAL TÉCNICO Y AUXILIAR DE LA MEDICINA Y ENFERMERÍA. PERSONAL

ADMINISTRATIVO SANITARIO. PERSONAL DE MANTENIMIENTO Y PRODUCCIÓN Y DE
SERVICIOS GENERALES Y AGRUPAMIENTO PROFESIONAL CARRERA ADMINISTRATIVA

M.S.P.-LEY 1148-Q
A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018
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Hoja 2 de 5
Cargo Categoría Horas  Sueldo Básico

Jefe Dpto. Administrativo
Sanitario 10 30 $ 10.286,00
Subjefe Dpto. Administrativo
Sanitario 10 30 $   8.889,00
Encargado Administrativo 10 30 $   8.439,00

Cargo Categoría Antigüedad Horas Sueldo Básico
Supervisor Administrativo
Sanitario 7 0 a 2 30 $  7.789,00

8 2 a 5    30 $  7.810,00
9 5 a 10 30 $  7.941,00
10 6 o más 30 $  8.349,00

Jefe Unidad Administrativo 7 0 a 2 30 $  6.796,00
8 2 a 4   30 $  7.123,00
9 4 a 6 30 $  7.442,00
10 6 o más 30 $  7.730,00

Técnico Administrativo
Sanitario 8 0 a 2 30 $  5.937,00

9 2 o más 30 $  5.937,00
10 0 a 2 30 $  5.999,00 

Auxiliar Técnico
Administrativo Sanitario 5 2 o más 30 $  5.843,00

6  0 a 2 30 $  5.843,00 
7 2 o más 30 $  5.869,005

PLANILLA ANEXA III
PERSONAL TÉCNICO Y AUXILIAR DE LA MEDICINA Y ENFERMERÍA. PERSONAL

ADMINISTRATIVO SANITARIO, PERSONAL DE MANTENIMIENTO Y PRODUCCIÓN Y DE
SERVICIOS GENERALES Y AGRUPAMIENTO PROFESIONAL CARRERA ADMINISTRATIVA

M.S.P.-LEY1148-Q
A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018
Agrupamiento Mantenimiento y Producción
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Hoja 3 de 5
Cargo Categoría Horas Sueldo Básico

Jefe Dpto. Mantenimiento 10 30 $ 9.255,00
Supervisor de Mantenimiento 10 30 $ 8.155,00
Jefe División Mantenimiento 10 30 $ 7.162,00
Jefe Sección Mantenimiento 10 30 $ 6.987,00

Cargo Categoría Antigüedad Horas     Sueldo Básico
Jefe Unidad Mantenimiento 7 0 a 2 30 $ 6.085,00

8 2 a 4 30 $ 6.325,00
9 4 a 6     30 $ 6.596,00
10 6 o más 30 $ 6.737,00

Oficial de Mantenimiento
y Producción de Oficios 9 0 a 1   30 $ 5.937,00

10 1 o más 30 $ 5.999,00
Oficial de Mantenimiento
y Producción de Oficios 7 0 a 1 30 $ 5.822,00

8 1 o más 30 $ 5.869,00
Medio Oficial de
Mantenimiento 5 0 a l 30 $ 5.724,00

6 1 o más 30 $ 5.822,00

PLANILLA ANEXA III
PERSONAL TÉCNICO Y AUXILIAR DE LA MEDICINA Y ENFERMERÍA. PERSONAL

ADMINISTRATIVO SANITARIO, PERSONAL DE MANTENIMIENTO Y PRODUCCIÓN Y DE
SERVICIOS GENERALES Y AGRUPAMIENTO PROFESIONAL CARRERA ADMINISTRATIVA

M.S.P.-LEY1148-Q
A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018

Agrupamiento Servicios Generales
Hoja 4 de 5

Cargo                                 Categoría Horas Sueldo Básico
Jefe Dpto. Servicios Generales       10 30 $ 9.255,00
Supervisor de Servicios Generales 10 30 $ 8.155,00

8 30 $ 7.530,00
Jefe División Servicios Generales 10 30 $ 7.162,00

8 30 $ 6.987,00
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Jefe Sección Servicios Generales 10 30 $ 6.974,00

8 30 $ 6.964,00

Cargo                                Categoría         Antigüedad       Horas Sueldo Básico
Jefe Unidad Servicios Generales

7 0 a 2 30 $ 6.035,00
8 2 a 4 30 $ 6.085,00
9 4 a 6 30 $ 6.314,00

10 4 o más 30 $ 6.502,00

Oficial de Servicios Generales 8 0 a 2   30 $ 5.730,00
9 2 a 4 30 $ 5.799,00

10 4 o más 30 $ 5.823,00

Operario de Servicios
Generales y Mucamas 5 0 a l 30 $ 5.724,00

6 1 a 2 30 $ 5.724,00
7 2 o más          30 $ 5.724,00

PLANILLA ANEXA III
PERSONAL TÉCNICO Y AUXILIAR DE LA MEDICINA Y ENFERMERÍA. PERSONAL

ADMINISTRATIVO SANITARIO. PERSONAL DE MANTENIMIENTO Y PRODUCCIÓN Y DE
SERVICIOS GENERALES Y AGRUPAMIENTO PROFESIONAL CARRERA ADMINISTRATIVA

M.S.P. -LEY1148-Q
A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018

Agrupamienío Profesional Carrera Administrativa
Hoja 5 de 5

Cargo                               Categoría Horas Sueldo Básico
Director/a Administrativo/a 
Equiparado a Grado VT-24Hs 10 30 $ 28.090,00
(Ley 2580)
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PLANILLA ANEXA IV
ADICIONAL POR FUNCIÓN SISTEMA COMPUTACIÓN DE DATOS

A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018
CATEGORÍA CARGO IMPORTE ADICIONAL SCD

23 Jefe Departamento - Jefe Centro Apoyo $ 7.755,00
22 Jefe de División $ 7.622,00
21 Jefe de Sección - Supervisor General $ 7.442,00
20 $ 6.734,00
19 Analista SCD Mayor - Analista Mayor $ 6.052,00
18 Analista SCD 1° -Analista 1° $ 5.522,00

Planificador Mayor $ 5.195,00
Programador Mayor - Operador Mayor $ 4.950,00
Implementador Mayor $ 4.696,00

17 Analista SCD 2° - Analista 2° $ 4,425,00
Planificador 1° $ 3.972,00
Operador de 1° - Planificador de Carga Mayor $ 3.219,00
Programador de 1° - Implementador de 1° $ 3.219,00

16 Convencional Mayor $ 2.386,00     
15 Planificador de 2° - Programador de 2° - Operador $ 1.990,00 

Planificador de Carga de 1° - Perforador Mayor -
Implementador de 2° $ 1.417,00

14 Bibliotecario Mayor - Auxiliar SCD Mayor $ 1.218,00
13 Convencional 1° - Planificador Carga 2° -

Bibliotecario 1° -Perforador 1° $ 1.042,00
Convencional 2° - Perforador 2° - Auxiliar SCD $    818,00
Auxiliar-SCD 2° $    691,00

PLANILLA ANEXA V
PERSONAL POLICIAL 

A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018
JERARQUÍA SUELDO BÁSICO BONIFIC. COMPLEMENT. HABER MENSUAL

Comisario General $ 8.349,00 $ 19.481,00 $ 27.830,00
Comisario Mayor $ 7.948,00 $ 18.487,00 $ 26.435,00
Comisario Inspector $ 7.530,00 $ 17.536,00 $ 25.066,00
Comisario $ 6.421,00 $ 14.923,00 $ 21.344,00
Sub-Comisario $ 5.664,00 $ 13.187,00 $ 18.851,00
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Oficial Principal $ 5.071,00 $ 11.825,00 $ 16.896,00
Oficial Inspector $ 4.678,00 $ 10.869,00 $ 15.547,00
Oficial Sub-lnspector $ 4.386,00 $ 10.246,00 $ 14.632,00
Oficial Ayudante $ 4.118,00 $ 9.639,00 $ 13.757,00
Sub-Oficial Mayor $ 5.195,00 $ 12.105,00 $ 17.300,00
Sub-Oficial Principal $ 4.683,00 $ 10.881,00 $ 15.564,00
Sargento Ayudante $ 4.471,00 $ 10.474,00 $ 14.945,00
Sargento Primero $ 3.932,00 $ 9.149,00 $ 13.081,00
Sargento $ 3.852,00 $ 8.962,00 $ 12.814,00
Cabo Primero $ 3.805,00 $ 8.855,00 $ 12.660,00
Cabo $ 3.769,00 $ 8.819,00 $ 12.588,00
Agente $ 3.758,00 $ 8.740,00 $ 12.498,00

PLANILLA ANEXA VI
SERVICIO PENITENCIARIO PROVINCIAL
A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018

CARGO SUELDO BÁSICO BONIFIC. COMPLEMENT. HABER MENSUAL
Prefecto $ 8.349,00 $ 19.481,00 $ 27.830,00
Sub-Prefecto $ 7.948,00 $ 18.487,00 $ 26.435,00
Alcaide Mayor $ 7.530,00 $ 17.536,00 $ 25.066,00
Alcaide $ 6.42 1,00 $ 14.923,00 $ 21,344,00
Sab-AJteakte $ 5.564,00 $ 13.187,00 $ 18.851,00
Adjutor Principal $ 5.071,00 $ 11.825,00 $ 16.896,00
Adjutor $ 4.678,00 $ 10.869,00 $ 15.547,00
Sttb-Adjutor $ 4,386,00 $ 10.246,00 $ 14.632,00
Ayudante Mayor $ 5.195,00 $ 12.105,00 $ 17,300,00
Ayudante Principal $ 4.683,00 $ 10,881,00 $ 15,564,00
Ayudante de la $ 4.471,00 $ 10.474,00 $ 14.945,00
Ayudante de 2a $ 3.932,00 $ 9.149,00 $ 13.081,00
Ayudante de 3a $ 3.852,00 $ 8.962,00 $ 12.814,00

Ayudante de 4a $ 3.805,00 $ 8.855,00 $ 12.660,00
Ayudante de 5a $ 3.769,00 $ 8.819,00 $ 12.588,00
Sub-Ayudante de
Guardía $ 3.758,00 $ 8.740,00 $ 12.498,00

PLANILLA ANEXA VII
UNIDAD EJECUTORA PROVINCIAL (U.E.P.)

A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018
CATEGORÍA ASIGNACIÓNDE LA CATEGORÍA

B $    20.975,00
C $     19.364,00
D $    12.530,00
E $    11.055,00
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PLANILLA ANEXA VIII
PROFESIONALES CARRERA ASISTENCIAL Y PREVENTIVA

MÉDICO HOSPITALARIA - LEY N° 71-Q
A PARTIR DEL 01 DE OCTUBRE DE 2018

GRADO SUELDO BÁSICO
I $ 30.516,00
II           $ 29.062,00 
III $ 27.603,00
IV $26.160,00
V $ 24.697,00
VI $ 23.247,00
VII $ 20.339,00
VIII $ 17.423,00
IX $ 14.530,00

OBSTETRAS, DIETISTAS, FONOAUDIÓLOGOS, KINESIÓLOGOS
TERAPEUTAS, ENFERMEROS

UNIVERSITARIOS
VIII $ 17.423,00

IX $ 14.530,00
X $ 13.073.00

DECRETO ACUERDO N° 0057
SAN JUAN, 16 de Noviembre de 2018.

VISTO:
La Ley N° 1.697-I de Presupuesto Año 2018, el Decreto Acuerdo N° 0054/18; y,
CONSIDERANDO:
Que el Artículo 14° de la Ley N° 1.697-I, autoriza al Poder Ejecutivo a adecuar las remuneraciones en su ámbito.
Que en el marco de la política salarial encarada por el Gobierno Provincial para el presente año, se ha previsto el in-
cremento de los sueldos básicos fijados por Decreto Acuerdo N° 0054/18 a partir del 01 de Octubre de 2018, co-
rrespondientes al personal comprendido en el Escalafón General, Personal de la Dirección Provincial de Vialidad,
Personal Técnico Auxiliar de la Medicina y Enfermería y Personal Administrativo Sanitario - Ley N° 1148-Q, Adi-
cional por Función Sistema de Computación de Datos, Personal Policial, Personal Servicio Penitenciario Provincial,
Personal de la Unidad Ejecutora Provincial y Personal Profesionales de la Carrera Asistencial Preventiva-Médico
Hospitalaria- Ley N° 71-Q.
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Que en función del incremento dispuesto, las escalas salariales vigentes a partir del 01 de Noviembre de 2018, para
cada uno de los regímenes escalafonarios señalados precedentemente, son las que figuran en las Planillas Anexas al
presente Decreto Acuerdo.
Que la Dirección General de Recursos Humanos y Organización ha tomado la intervención que le compete.
POR ELLO:

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA
EN ACUERDO DE MINISTROS

DECRETA:
ARTÍCULO 1°: Fijar, a partir del 01 de Noviembre de 2018 las escalas salariales para cada uno de los regímenes
escalafonarios que a continuación se detallan, en los montos que se determinan en las Planillas Anexas que forman
parte integrante del presente Decreto Acuerdo:
I) Estatuto y Escalafón del Empleado Público Provincial (Ley N° 142-A).
II) Dirección Provincial de Vialidad (Ley N° 180-A).
III) Personal Técnico Auxiliar de la Medicina y de Enfermería y Personal Administrativo Sanitario (Ley N° 1148-
Q).
IV) Adicional por Función Sistema Computación de Datos  ( Inc. h) Art. 25° Ley N° 142-A).
V) Personal Policial (Ley N° 298-R).
VI) Servicio Penitenciario Provincial (Ley N° 257-R).
VII) Unidad Ejecutora Provincial (UEP) (Decretos Nros. 2.271-E-90, 2.056-SHF-91 y 0092-92).
VIII) Personal Profesionales de la Carrera Asistencial Preventiva-Médico Hospitalaria (Ley N° 71 -Q).
ARTÍCULO 2°: Autorizar a las contadurías respectivas a liquidar lo establecido en   el presente Decreto Acuerdo,
utilizando los créditos de su presupuesto en vigencia.
ARTÍCULO 3°: Facultar al Ministerio de Hacienda y Finanzas a dictar los instrumentos legales que sean necesarios
para la implementación de la presente norma legal.
ARTÍCULO 6°: Comunicar y dar al Boletín Oficial para su publicación.

Fdo.: Dr. Sergio Uñac  - Gobernador
“       C.P.N. Roberto Gattoni  - Ministro de Hacienda y Finanzas
“       Lic. Felipe De Los Ríos  -  Ministro de Educación
“     Lic. Claudia Grynszpan  -  Ministro de Turismo y Cultura
“       Dra. Silvia Alejandra Venerando  - Ministro de Salud Pública
“       Dr. Alberto Hensel - Ministro de Minería
“       Dr. Emilio Baistrocchi - Ministro de Gobierno
“      Lic. Andrés Díaz Cano - Ministro de Producción y Desarrollo Económico
“      Armando Sánchez  - Ministro de Desarrollo Humano y Promoción Social
“     Ing. Julio Ortíz Andino - Ministro de Infraestructura y Servicios Públicos
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DECRETO N° 1751 -MIySP      05-10-18
ARTÍCULO 1-: Ratifícase, en todas sus partes la Re-
solución N°710-MIySP-2018, por la cual se designa
al Dr. Franco José GABRI RODRÍGUEZ, D.N.I. N°
31.399.712, a partir del 26 de Septiembre de 2018,
como Subjefe de Asesores en la Oficina Auxiliar del
Señor Ministro de Infraestructura y Servicios Públi-
cos de conformidad con la Ley N° 205-A, “Creación
de las Oficinas” en los Organismos del Estado Pro-
vincial, Decreto Acuerdo N° 0014/01 y la Ley de Mi-
nisterio N° 1564-A-12.

DECRETO N° 1753 -MIySP      08-10-18
ARTÍCULO 1°.- Ratifíquese en todas sus partes la
"Adenda de Acta Complementaria al Convenio de
Colaboración y Asistencia para la Realización de la
Obra Pública denominada Centro Judicial de San
Juan", celebrada entre el Ministerio de Infraestruc-
tura y Servicios Públicos representado en este acto
por el Señor Ministro Ing. Julio ORTIZ ANDINO, y
el Colegio de Arquitectos de San Juan, representado
en este acto por el Señor Presidente Arq. Guillermo
FERNÁNDEZ, suscripta a los 03 días del mes de
Julio del 2018, que como Anexo forma parte de la
presente norma legal.

DECRETO N° 1754 -ME-        08-10-18
ARTÍCULO l°.- RATIFICAR en todas sus partes las
ACTAS COMPLEMENTARIAS de fecha 31 de No-
viembre de 2017 suscripta entre el Ministerio de
Educación, representado por el Sr. Ministro de Edu-
cación Lic. Felipe De Los Ríos y la Universidad Ca-
tólica de Cuyo, Facultades de Ciencias Económicas
y Derecho y Ciencias Sociales, representadas por sus
Decanos C.P.N. Leonardo Saball y Dr. Oscar Cua-
dros, acordando articular acciones conjuntas a fin de
lograr la colaboración de alumnos en las tareas ad-
ministrativas en el Ministerio de Educación de la
Provincia de San Juan.

DECRETO N° 1755 -ME-         08-10-18
ARTÍCULO 1°.- Reconocer un gasto por la suma de
Pesos: Nueve Mil Setecientos Setenta y Cinco Con
10/100 ($ 9.775,10.-), a favor de la Empresa: "CAJA
DE SEGUROS S.A.", Destinatario de Pago N° 745,
en concepto de servicios de cobertura de seguro de
responsabilidad civil a las movilidades del Ministe-
rio de Educación, por los períodos de Enero y Fe-
brero del 2017, debidamente conformada según lo
expuesto en los considerando que antecedan y de
acuerdo a lo establecido en el Artículo 57° de la Ley
de Conta-bilidad Vigente, conforme al siguiente de-
talle:
MOVILIDAD         DOMINIO        VENCIMIENTO      PÓLIZA

AA575NO 
Chevrolet S-10         AA575NK 28/02/2017

AA575NM 5100-0112765-12

Chevrolet Trailblazer NKF-105 28/02/2017

Renault Kangoo     AA867UJ 
AA867UK 28/02/2017

DECRETO N° 1756 -ME-         08-10-18
ARTÍCULO 1°.- Reconocer un gasto a favor de la
firma CLARO ARIZA MARÍA CECILIA, por la
suma total de PESOS VEINTIOCHO MIL OCHO-
CIENTOS SETENTA Y CINCO CON 60/100 ($
28.875,60), en concepto de pago por las tareas de
mantenimiento realizadas en la Escuela Salvador
María Del Carril - Departamento Chimbas.

DECRETO N° 1757 -ME-         08-10-18
ARTÍCULO l°.- Reconoce un gasto por la suma de
PESOS: TREINTA Y CINCO MIL TRESCIENTOS
SETENTA Y SEIS CON 19/100 ($ 35.376,19.-) a
favor del Sr. Federico VIDELA PICÓN, D.N.I. N°
27.784.175, en concepto de pago por los servicios
prestados en un cargo de Jefe de Trabajos Prácticos
con carácter Interino a Término, Turno Noche, del
CENT N° 18, establecimiento dependiente de la Di-
rección de Educación Superior, durante el período
comprendido entre el 23 de Septiembre hasta el 30 de
Noviembre de 2016, de conformidad a lo dispuesto
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por el Artículo 57° de la Ley de Contabilidad - N°
55-I y lo expuesto en los considerandos que antece-
den.

DECRETO N° 1758 -ME-      08-10-18
ARTÍCULO 1°.- Reconocer un gasto por la suma de
PESOS: DOSCIENTOS SETENTA Y CUATRO
MIL CIENTO NOVENTA Y TRES CON 05/100 ($
274.193,05), a favor de la Sra. Adriana del Valle GA-
LLARDO, D.N.I. N° 11.839.126, en concepto de
pago de diferencia de haberes entre los cargos de
Vice-Rector/Vice-Director con carácter Titular y
Rector con carácter Interino -Turno Mañana, Tarde y
Vespertino-, de la Escuela Normal Superior "Sar-
miento", dependiente de la Dirección de Educación
Superior, durante el período comprendido entre el 18
de Febrero de 2014 hasta el 22 de Mayo de 2016, de
conformidad a lo dispuesto por los Artículos 51° y
57° de la Ley de Contabilidad - N° 55-I y lo expuesto
en los considerandos que anteceden.

DECRETO N° 1759 -MDHyPS-    08-10-18
ARTÍCULO 1°.- Promociónase a partir de la fecha
del presente Decreto, a las Categorías y en los Agru-
pamientos de la Planta Permanente de la Dirección
de Residencia para Adultos Mayores Eva Duarte de
Perón dependiente del Ministerio de Desarrollo Hu-
mano y Promoción Social, que en cada caso se in-
dica, a las personas varias que se consignan en el
Anexo, que forma parte integrante del presente De-
creto.  

DECRETO N° 1763 -MIySP-      09-10-18
ARTÍCULO 1°.- Acéptase a partir del día 01 de No-
viembre de 2018, la renuncia presentada por la Arq.
América Beatriz OLIVA D.N.I. N° 17.217.530, al
cargo de Jefe Técnico de la Dirección de Manteni-

miento y Obras Menores dependiente de la Secreta-
ría de Obras Públicas en ámbito del Ministerio de In-
fraestructura y Servicios Públicos.

DECRETO N° 1764 -MIySP-      09-10-18
ARTÍCULO 1°.-Desígnese a partir  del 01 de No-
viembre de 2018, a  la Arq. América Beatriz OLIVA,
D.N.I. N° 17.217.530, en el cargo de Subdirector de
la Dirección de Mantenimiento y Obras Menores, de-
pendiente de la Secretaría de Obras Públicas, en el
ámbito del Ministerio de Infraestructura y Servicios
Públicos.

DECRETO N° 1765 -MIySP-      09-10-18
ARTÍCULO 1°.- Acéptase a partir del día 01 de No-
viembre de 2018, la renuncia presentada por el Sr.
Marcelo Javier SCALIA D.N.I. N° 18.562.846, al
cargo de Jefe Técnico de la Dirección de Infraes-
tructura Escolar dependiente de la Secretaría de
Obras Públicas en ámbito del Ministerio de Infraes-
tructura y Servicios Públicos.

DECRETO N° 1766 -MIySP-      09-10-18
ARTÍCULO 1°.-Desígnase a partir del 01 de No-
viembre de 2018, al   Sr. Marcelo Javier SCALIA
D.N.I. N° 18.562.846, en el cargo de Subdirector de
la Dirección de Infraestructura Escolar, dependiente
de la Secretaría de Obras Públicas, en el ámbito del
Ministerio de Infraestructura y Servicios Públicos.                                   

DECRETO N° 1768 -MHF-         09-10-18
ARTÍCULO 1°.- Promocionar, a partir de la fecha
del presente Decreto, a las Categorías y en   los Agru-
pamientos   de   la  Planta Permanente de la Dirección
General de Rentas, dependiente del Ministerio de
Hacienda   y Finanzas, que en cada caso se indica, a
los agentes varios que se consignan en el ANEXO
que forma parte integrante del presente Decreto.



CONVOCATORIA CONSULTA PÚBLICA
INFORME DE IMPACTO AMBIENTAL

SABIO RUBÉN Y SABIO JAVIER
ETAPA EXPLOTACIÓN

"PROYECTO CANTERA DE ÁRIDOS C2"
DEPARTAMENTO CHIMBAS

El Ministerio de Minería de la Provincia de San Juan,

en el marco del Decreto N° 1679-SEM-2006, pone a

disposición de toda persona física o jurídica con in-

tereses en la consulta, el Expediente N° l100-939-S-

2018, registro del Ministerio de Minería, Caratulado

"P/Informe de Impacto Ambiental-Etapa Explotación

- Proyecto "Cantera de Áridos C2" - Departamento

Chimbas, que por Resolución N° 1099-MM-2018, se

encuadra la calificación del Proyecto como: "Pe-

queño Emprendimiento Minero"; el que se encuentra

en soporte magnético y/o en copias formatos A4 del

original, a disposición de la ciudadanía, por el tér-

mino de 5 (cinco) días hábiles, a partir del siguiente

día de la última publicación. Las observaciones u ob-

jeciones debidamente fundadas que surjan de la Con-

sulta Pública, deberán presentarse por escrito ante la

Escribanía de Minas dentro del plazo de tres (3) días

hábiles, contando a partir del siguiente día hábil al

vencimiento del plazo de Consulta Pública, referen-

ciando las presentaciones al expediente mencio-

nado.-

Se informa que la realización de copias del citado in-

forme, durante el periodo de la Consulta Pública, se

hará a cargo del solicitante, en el caso del papel im-

preso, siendo gratuita la entrega en soporte magné-

tico (CD).

Para compulsar las actuaciones y retirar copias se ha-

bilita la Dirección de Coordinación Administrativa

del Ministerio de Minería, durante el plazo de la con-

sulta, de lunes a viernes, en horario de 8:00 hs. a

12:00 hs. contra presentación del D.N.I. y registro de

compulsa. Publíquese edicto por el término de tres

(3) días hábiles. San Juan 15 de Noviembre de 2018.-

Fdo: Dr. Alberto V. Hensel - Ministro de Minería

Provincia de San Juan

N° 64. 279 Diciembre 21/27. $ 1.270.-

CONCEJO DELIBERANTE

MUNICIPALIDAD DE CAUCETE

CONVOCATORIA AUDIENCIAPÚBLICAN° 23

Artículo N° 80 Inciso 7 - Carta Orgánica Municipal

y el CAPÍTULO I - II y III de la Ordenanza N°1337-

C.D/2108.-

RESOLUCIÓN N°871-C.D/2018.-

OBJETO - TEMA: Tratamiento del Proyecto de Or-

denanza, enviado por el Poder Ejecutivo Municipal,

referido a la Ordenanza Tributaria Municipal Año

2019, que en Sesión Ordinaria N°1201-C.D/2018, en

el tratamiento se resolvió Convocar a Audiencia Pú-

blica, en un tono de acuerdo a lo normado en la Carta
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Orgánica Municipal, para el día Viernes 28 de Di-

ciembre de 2018, en un tono de acuerdo en lo esta-

blecido en el Art. 80, de la Carta Orgánica Municipal

y el Reglamento de la Audiencia Pública.------------

LUGAR: Sala de Sesiones del Concejo Deliberante

de la Municipalidad de Caucete, Calle Belgrano 180

Caucete - San Juan.--------------------------------------

FECHA: VIERNES 28 DE DICIEMBRE DE 2018.

(En caso de ser día no laborable. Se realizará el pró-

ximo día hábil siguiente).-------------------------------

HORA: 09:00HS. respectivamente.----------------

INSCRIPCIÓN: De los participantes y presentación

de documentación, desde el día Viernes 21 de Di-

ciembre de 2018, lugar Secretaría Administrativa del

Concejo Deliberante de la Municipalidad de Caucete

en Horario de 07 hs. a 11hs.-----------------------------

PODRÁN PRESENTARSE: Todas las personas y

entidades involucradas directamente en su discu-

sión.--------------------------------------------------------

ART.80, INC.7: Carta Orgánica Municipal- se re-

quiere doble lectura para las Ordenanzas que dis-

pongan crear nuevas tasas o aumentar las

existentes.--------------------------------------------------
Fdo.: Paola T. Cepeda - Presidente

Concejo Deliberante
Municipalidad de Caucete

“     José Antonio Giménez - Concejal
Secretario Administrativo

Municipalidad de Caucete

MUNICIPALIDAD DE CAUCETE

CONCEJO DELIBERANTE

RESOLUCIÓN N° 871-C.D/2018

VISTO:                                                                                              

El Proyecto de Ordenanza enviada por el Departa-

mento Ejecutivo Municipal, referido a la ORDE-

NANZA TRIBUTARIA MUNICIPAL AÑO 2019 y

el Art. 80 y 192 de la Carta Orgánica Municipal en

concordancia con la Ordenanza N°1337-

C.D/2008.y.-----------------------------------------------

CONSIDERANDO:

Que el mismo contiene las normas sobre las tasas y

contribuciones sobre el período fiscal año 2019.-----

Que en Sesión Ordinaria N°1201-C.D/2018, en el

tratamiento del referido tema se resolvió: aprobar en

primera lectura el Proyecto de Ordenanza Tributaria

Municipal año 2019, con las modificaciones perti-

nentes y Convocar a una Audiencia Pública, en un

todo de acuerdo en lo normado en el Art.82 y 192 de

la Carta Orgánica Municipal.-

Que a tal efecto debe dictarse la norma legal que así

lo determine.---------------------------------------

POR ELLO:

EL CONCEJO DELIBERANTE DE LA

MUNICIPALIDAD DE CAUCETE

RESUELVE:
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ARTÍCULO 1°.- APRUÉBESE en general y en Pri-

mera Lectura el Proyecto de ORDENANZA TRI-

BUTARIA MUNICIPAL AÑO 2019.------------------

ARTÍCULO 2°: CONVÓCASE a AUDIENCIA PÚ-

BLICA, para día Viernes 28 de Diciembre del Año

2018 a partir de las 09:00 hs.; en la Sala de Sesiones

del Concejo Deliberante, a los fines de tratar el Pro-

yecto de Ordenanza enviado por el Departamento

Ejecutivo Municipal, referido a la ORDENANZA

TRIBUTARIA AÑO 2019.------------------------------

A tal efecto y de acuerdo a lo determinado en el

Art.12 de la Ordenanza de reglamentación de la Au-

diencia Pública, se deberá cumplir con los siguientes

requisitos.--------------------------------------------------

A.  Autoridades convocante.-

B.  Una relación de su objeto.

C.  El día, hora y lugar de celebración de la

Audiencia Pública.-

D. El día y lugar donde se puede tomar vista   

de expediente, inscribirse para ser partici-

pante en la Audiencia Pública y presentar 

documentación según el Art. N° 18. 

E. Los funcionarios que deben estar presente

durante la audiencia.-

• Secretario de Gobierno: Dr. María Alejan-

dra Quiroga.-

• Secretario de Hacienda y Finanzas.: C.P.N

Mauricio Montero Moreno.-

• Director de Desarrollo Estratégico.-

ARTÍCULO 3°: En caso de ser día no laborable el

señalado precedentemente la AUDIENCIA se llevará

a cabo el 1° día hábil siguiente.-------------------------

ARTÍCULO 4°: REALÍCESE: las acciones admi-

nistrativas y legales que correspondan, para dar di-

fusión a esta Convocatoria en un todo de acuerdo a lo

establecido por Art. 80 de la Carta Orgánica Munici-

pal, y el Reglamento de la Audiencia Pública.------

ARTÍCULO 5°: COMUNÍQUESE al Departamento

Ejecutivo Municipal cópiese y

oportunamente ARCHÍVESE.------------------------

DADO EN LA SALA DE SESIONES DEL CON-

CEJO DELIBERANTE DEL DEPARTAMENTO

CAUCETE, A LOS TRECE DÍAS DEL MES DE

OCTUBRE DEL AÑO DOS MIL DIECIOCHO.--

Fdo.: Paola T. Cepeda - Presidente

Concejo Deliberante

Municipalidad de Caucete

“     José Antonio Giménez - Concejal

Secretario Administrativo

Municipalidad de Caucete

Cta. Cte. 15.382 Diciembre 26. $ 930.-
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EDICTO DE CATEO
EXPTE. Nº 414-1392-M-05

Solicitud de Cateo Registrado Catastralmente: De-
partamento de Jáchal.–

PLANILLA DE COORDENADAS GAUSS
KRUGER PGA ´94,  ZONA 1

VÉRTICE PLANA X PLANA Y 
1 6.772.888,15 AL LÍMITE
2 6.772.879,90 AL LÍMITE

PLANILLA DE COORDENADAS GAUSS
KRUGER PGA ´94,  ZONA 2

VÉRTICE PLANA X PLANA Y 
1 AL LÍMITE      2.538.610,40
2 AL LÍMITE      2.540.310,40
3 6.718.792,51     2.540.310,40
4 6.718.792,51     2.538.610,40

PLANILLA DE COORDENADAS GAUSS
KRUGER PGA ´94,  ZONA 3

VÉRTICE PLANA X PLANA Y 
1 6.723.594,49 AL LÍMITE
2 6.723.671,48 AL LÍMITE
3 6.723.671,48      2.526.710,46
4 6.723.594,49      2.526.710,46

PLANILLA DE COORDENADAS GAUSS
KRUGER PGA ´94,  ZONA 4

VÉRTICE PLANA X PLANA Y 
1 AL LÍMITE       2.529.058,99
2 6.722.675,49 AL LÍMITE
3 6.722.675,49      2.529.050,44

SUPERFICIE: 913,14 Has.  
OBSERVACIONES. La solicitud de Exploración de
autos se superponía en el momento de la solicitud
con el Expediente N° 414682-L-04, dando origen a
las zonas 1 y 2 con las coordenadas enunciadas y en
concordancia con lo informado a Fs. 17, de acuerdo
a lo presentado por el peticionante a Fs. 22 y 23, se
registran las zonas 3 y 4 advirtiendo que las mismas
tienen superficies inferiores a 100 has. Por lo que en

caso de generarse una manifestación sobre ella, de-
berán corresponderse a pertenencias para yacimiento
de tipo vetiforme teniendo en cuenta que el mismo de
superficie es de 6 has. Se registra en el pedido en las
coordenadas que anteceden.
Por Resolución N° 36-DRMyC-18, Se inscribe el
presente pedido a nombre de MINAS ARGENTI-
NAS S.A., Publicar  Edicto 2 veces en el término de
10 días, en el Boletín Oficial, cartel aviso en la puerta
de la oficina. CÍTESE a                  Parcela N.C.N°
18-98-860280, Propietario CHAS, VICENTE SUC.
Sin N° Doc., Ubicada en Ruta Nacional N* 40, Dpto.
Jáchal- Dominio N° 125, F° 290, T° 7- Jáchal-Año
1935. Parcela N.C.N° 18-98-900300,Propietario
HERNÁNDEZ FLORENCIO SABINO  L.E. N°
6.734.209, Ubicada en Ruta Nacional N° 40, Dpto.
Jáchal, Dominio N° 35, Folio N° 035, T° 45, Jáchal
Año 1988.  Parcela N.C.N* 18-98-855375, Propie-
tario MINAS ARGENTINAS S.A.- CUIT N° 30-
67726246-6, Ubicada en Ruta Nacional N° 40, Dpto.
Jáchal, Dominio N° 56, Folio N° 56, T° 57, Jáchal
Año 2004.                                                                                   
Al N° 125, F° 290, T° 7 de Jáchal año 1935, consta
el dominio a nombre de los herederos de Vicente
Chas Hijo, su esposa Josefina Madariaga y sus hijos
Josefina, Vicente Francisco y Joaquín Antonio Chas
Madariaga, un campo ubicado en el lugar denomi-
nado “Gualcamayo”, Dpto. Jáchal con una superfi-
cie de 27 leguas con más una cuadra equivalente a
69.611 has. 39 áreas y 21 centiáreas o lo que resulta-
sen de sus linderos, de lo que consta transferido a
Juan Alcaraz una superficie de 11.539 has. 4.572,16
M2 según mensura y según título no consta, lo que se
inscribió al N° y F° 98, T° 34 de Jáchal año 1976,
consta afectado el inmueble con una Hipoteca del
Banco Hipotecario Nacional.
Al N° y F° 35, T° 45 de Jáchal año 1988, figura a
nombre de Florencio Sabino Hernández, un terreno
rastrojo, ubicado en el lugar denominado Punta del
Agua de Gualcamayo, Dpto. Jáchal con una superfi-
cie según mensura de 3.084 has. 772 M2 (plano 18-
2509-76) NC 18-98-850180, superficie según título
no consta.
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Al N° y F° 56, T° 57 de Jáchal año 2004 figura a
nombre de Minas Argentinas  S.A., un inmueble ubi-
cado a ambos lados de la Ruta Nacional N° 40, en el
Distrito Huaco, Dpto. Jáchal y que se designa como
Fracción B, con una superficie s/mensura y título de
20.022 has. 631 M2 (Plano 18-1901-70) NC 18-98-
850370-870420. Acredite el peticionante en el tér-
mino de 30 días haber efectuado la publicación
ordenada.

San Juan, 10 de Diciembre de 2018.
Fdo. Eduardo Usin, Director Dirección de

Registro Minero y Catastro 
Ministerio de Minería.

N° 64.911 Diciembre 26-Enero 02. $ 1.890.-

E D I C T O
EXPTE. N° 1124-321-D-18

La Manifestación Registrada Catastralmente: De-
partamento de Iglesia tomando como punto de refe-
rencia las coordenadas Y= 2.457.829,00 X=
6.838.179,00 determinando, así el lugar de extrac-
ción de muestras (LEM).-

PLANILLA DE COORDENADAS
GAUSS KRUGER PGA ´94

VÉRTICES PLANAS X PLANAS Y
L.E.M. 6.838.179,00        2.457.829,00
V1 6.842.363,53        2.456.671,77
V2 6.842.355,52         2.462.136,31
V3 6.838.340,98         2.462.136,31
V4 6.838.340,98         2.464.342,95
V5 6.836.791,98         2.464.342,95
V6 6.836.791,98         2.456.671,77

SUPERFICIE:  3384,21 has.-
OBSERVACIONES: Con las coordenadas presen-
tadas en fs. 5 y 10, la Manifestación de Descubri-
miento tramitada en autos, se superpone de forma
parcial al Permiso de Exploración Expte. N° 1124-
336-B-2018.-
Por Resolución N° 87-S.T.M.M.-18 se ordena la ins-
cripción de un yacimiento de “ORO, PLATA Y
COBRE Diseminado”, en el Departamento de Igle-
sia, denominándola “JOSE MARÍA 5” a nombre de
DESARROLLO DE PROSPECTOS MINEROS

S.A..- Publíquese en el Boletín Oficial por tres (3)
veces en el término de quince (15) días y fíjese car-
tel aviso en la puerta de la oficina, llamando por se-
senta (60) días a quienes se consideren con derecho
a deducir oposición, acredite el peticionante en el tér-
mino de treinta (30) días haber efectuado la publica-
ción ordenada.-

San Juan, 17 de Diciembre de 2018.-
Fdo: Ing. Carlos Astudillo - Secretario Técnico

Ministerio de Minería
“    Dra. Velia A. Barrera - Escribana Auxiliar-

Escribanía de Minas - Ministerio de Minería
N° 64.301 Diciembre 20/26. $ 960.-

EDICTO DE MINA    
EXPTE. N° 1124-322-D-18

La Manifestación Registrada Catastralmente: De-
partamento de Iglesia tomando como punto de refe-
rencia las coordenadas Y= 2.463.207,00  X=
6.848.203,00 determinando, así el lugar de extrac-
ción de muestras (LEM).-

PLANILLA DE COORDENADAS
GAUSS KRUGER PGA ´94

VÉRTICES PLANAS X PLANAS Y
L.E.M. 6.848.203,00 2.463.207,00
V1 6.849.697,99 2.457.560,76
V2 6.849.697,99 2.465.709,08
V3 6.847.981,94 2.465.709,08
V4 6.847.981,94 2.462.136,31
V5 6.842.355,52 2.462.136,31
V6 6.842.363,54 2.456.671,77
V7 6.843.291,95 2.456.671,77
V8 6.843.291,95 2.456.660,77
V9 6.844.841,95 2.456.660,77

V10 6.844.841,95 2.461.310,75
V11 6.847.191,93 2.461.310,75
V12 6.847.191,93 2.457.560,76

SUPERFICIE:  3312,00 has.-
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OBSERVACIONES: Se informa que la Manifesta-
ción de Descubrimiento tramitada en autos, se su-
perpone de forma parcial a la Manifestación de
Descubrimiento Expte. N° 1124-429-M-2011 “EU-
GENIA I”, y al Permiso de Exploración Expte. N°
1124-336-B-2018, no obrando permiso del Cateador.
Por Resolución N° 88-S.T.M.M.-18 se ordena la ins-
cripción de un yacimiento de “ORO, PLATA Y
COBRE Diseminado”, en el Departamento de Igle-
sia, denominándola “JOSE MARÍA 4” a nombre de
DESARROLLO DE PROSPECTOS MINEROS
S.A..- Publíquese en el Boletín Oficial por tres (3)
veces en el término de quince (15) días y fíjese car-
tel aviso en la puerta de la oficina, llamando por se-
senta (60) días a quienes se consideren con derecho
a deducir oposición, acredite el peticionante en el tér-
mino de treinta (30) días haber efectuado la publica-
ción ordenada.-

San Juan, 17 de Diciembre de 2018.-
Fdo: Ing. Carlos Astudillo - Secretario Técnico

Ministerio de Minería
“    Dra. Velia A. Barrera - Escribana Auxiliar-

Escribanía de Minas - Ministerio de Minería
N° 64.302 Diciembre 20/26. $ 1.090.-

Segundo: Consideración y aprobación del aumento
de capital. Capitalización de Resultados no Asigna-
dos. Aumento de capital por la incorporación de nue-
vos accionistas.
Tercero: Modificación del Estatuto Social.
Cuarto: Tratamiento del Protocolo de Trabajo para
Prácticas Profesionales de Clínica España S.A..
Accionistas deberán comunicar asistencia a Asam-
blea, tres días hábiles antes de su celebración.-

San Juan, 20/12/2018.-
Fdo: Sebastián David Bettera - Presidente

N° 64.886 Diciembre 21/ Enero 02. $ 1.000.-

CONVOCATORIA  A  ASAMBLEA 
GENERAL ORDINARIA

DIARIO DE CUYO
Convócase a los accionistas de FRANCISCO MON-
TES S.A.C.I.F. a Asamblea General Ordinaria, en el
domicilio de calle Mendoza 370 Sur- San Juan, el día
14 de Enero de 2019, a las 10 horas, en primera ci-
tación y a las 11 horas en segunda citación, con el
fin de tratar el siguiente:

ORDEN DEL DÍA
1°) Designación de dos accionistas para que junto al
Presidente firmen el acta de la Asamblea.
2°) Consideración de la documentación Art. 234, In-
ciso 1°) Decreto Ley 19.550/72 correspondiente al
58° Ejercicio Económico cerrados el 31 de Marzo de
2018 incluyendo el análisis de su presentación con
posterioridad al término legal.
3°) Consideración de la gestión de los Sres. Directo-
res y Síndicos.
4°) Distribución de los resultados. Retribución en ex-
ceso del límite del Art. 261 LSC
5°) Elección de un Síndico Titular y un Síndico Su-
plente por el término de un año.
La Asamblea deliberará en la sede social, debiendo
los accionistas comunicar su asistencia con anticipa-
ción de tres días (Art. 238, Ley 19.550).
Fdo: Lic. Francisco José Montes - Presidente

FRANCISCO JOSÉ MONTES S.A.C.I.F.
N° 64.304 Diciembre 20/28 $ 1.125.-

CONVOCATORIA  A  ASAMBLEA
EXTRAORDINARIA DE ACCIONISTAS

CLÍNICA ESPAÑA S.A., convoca a accionistas a
Asamblea General Extraordinaria  para el día  18 de
Enero  de 2019 a las 20:00 hs. en primera convoca-
toria y 21:00 hs. en segunda convocatoria, a cele-
brarse en la Sede Social sita calle España 503, Norte,
Capital, San Juan, a fin de dar tratamiento al si-
guiente:

ORDEN DEL DÍA
Primero: Designación de 2 (dos) accionistas para  fir-
mar el acta de asamblea.
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MUNICIPALIDAD DE JÁCHAL
SAN JUAN

HONORABLE CONCEJO DELIBERANTE
ORDENANZA N° 2.860

ACTA N°1184: Sala de Sesiones del Concejo Deli-
berante de Jáchal, Sesión Ordinaria de fecha cinco
de Septiembre tras Cuarto Intermedio del día veinti-
nueve de Agosto del año dos mil dieciocho.
VISTO:
El expediente N° 6240/17 presentado por el Sr. Con-
cejal Jorge Alfredo Morales mediante el cual eleva
proyecto de Ordenanza; y
CONSIDERANDO:
Que es necesario resguardar y prevenir aconteci-
mientos desagradables y de riesgos múltiples para la
sociedad de Jáchal.
Que es conocido el impacto negativo que produce la
utilización o tenencia de pirotecnia sobre el am-
biente, los animales, las personas cuya manipulación
presenta serios riesgos, con peligro de producir gra-
ves lesiones, quemaduras, llegando incluso a provo-
car la muerte de las personas, además de provocar
enormes gastos materiales en caso de incendio; ge-
nerando, además, ruidos molestos.
Que las lesiones por trauma acústico son irreversi-
bles. Un cohete o petardo que explota cerca provoca
un ruido que supera ampliamente los 90 decibeles,
que es el límite aceptable en materia de salud sonora.
Luego de los 120 decibeles, que la mayoría de los
productos de pirotecnia los supera, el ruido causa
dolor en el oído y lo lesiona a nivel nervioso.
Que con la prohibición se reduce a cero el riesgo de
accidentes, incendios y las enormes molestias a la
población y a los animales domésticos y silvestres.
Que los accidentes no dependen de la mayor o menor
peligrosidad de los elementos sino de la condición
de uso. A pesar de tener una regulación de uso deter-
minada por Ley para el control o la concientización,
los accidentes se repiten mayormente en niños y ado-
lescentes.

Que las molestias a las personas que no comparten
esa forma de festejo o las personas que están enfer-
mas, padecen los ruidos y trastornos permanentes,
convirtiendo esa situación en poco solidaria y en oca-
siones hasta violenta.
Que todos los años se mortifica a los animales do-
mésticos de manera que se pierden, sufren o enfer-
man.
Que   según   estadísticas   de   público conocimiento,
los niños son víctimas involuntarias, año tras año, de
accidentes que no sólo suceden por su manipulación
sino también por ser, espectadores.
POR ELLO:

EL CONCEJO DELIBERANTE DE JÁCHAL
SANCIONA LA SIGUIENTE

ORDENANZA
ARTÍCULO 1°: Modifícase la Ordenanza N°
2826/2017 en su Artículo 1°, quedando redactado en
su parte pertinente de la siguiente manera: Restrín-
jase temporalmente en el Departamento de Jáchal la
comercialización, uso, depósito, transporte y fabri-
cación de elementos de pirotecnia desde el 20 de Di-
ciembre al 10 de Enero de cada año. Según lo
establecido en el Artículo N° 298 del Decreto N°
302/83 que reglamenta la Ley N° 20.429 (Ley Na-
cional de Armas y Explosivos) y Ley Provincial N°
941-R, en sus Artículos N° 175, 176 y 177,
ARTÍCULO 2°: Modifícase la Ordenanza N°
2826/2017 en su Artículo 2°, quedando redactado en
su parte pertinente de la siguiente manera: La res-
tricción citada en el Artículo 1° consistirá en prohi-
bir la venta de los siguientes elementos pirotécnicos:
Entiéndase por elementos pirotécnicos a aquellos ar-
tificios destinados a producir efecto AUDIBLES,
SONORO, MECÁNICOS    Y   VISUALES,    cual-
quiera    fuera    su    naturaleza y característica, me-
diante el uso de mecanismos de combustión o
explosión y de cualquier análogo que utilice com-
puesto químico que por sí solo o mezclado   con   otro
pueda   ser  inflamable;  y específicamente los clasi-
ficados como VENTA LIBRE, que se detallan a con-
tinuación: 
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1) PETARDOS:  Disposición  RENAR 77/2005.
Anexo  I - Glosario -Definición Genérica inciso "A":
Denominación genérica para aquel artificio pirotéc-
nico de piso audible, iniciado a través de la aplica-
ción directa de llama o elemento incandescente.
Alcance:  Peso del producto individual 20 gramos o
superior. 
2) FUENTE:   Disposición   RENAR   77/2005.
Anexo   I   -   Glosario   -Definición genérica inciso
"I": Artículo pirotécnico constituido por unas o más
bengalas conformadas por tubo de cartón u otro ma-
terial, unido entre si sobre un bastidor u otro sistema
de fijación, para ser apoyo sobre una superficie ho-
rizontal a los fines de asegurar su verticalidad, que
contiene en el interior de cada uno la materia piro-
técnica. Para su encendido se aplica la llama directa
o elemento incandescente a una mecha, palillo o
pasta de encendido. Se apoya sobre su base en el piso
y se enciende. Alcance: de efecto combinado: pro-
duce su efecto audible o lumínico y audible o fumí-
geno y audible de variedad de colores a través de la
liberación de los productos de la combustión de la
materia pirotécnica y cuyo peso sea igual o superior
a 12 gramos.
3) FOGUETA:   Disposición  RENAR 77/2005
Anexo I -Glosario- Definición genérica inciso "M"
Denominación genérica para aquel artificio pirotéc-
nico de mano constituido por un tubo de cartón u otro
material con carga de impulsión, pudiendo contener
además carga de propulsión secundaria, iniciado a
través de aplicación directa de llama o elemento in-
candescente. Posee el extremo de la base cerrado, y
otro con cierre de menor resistencia, a través del cual
se proyectan las materias pirotécnicas por efecto de
la carga de impulsión. 

4) MORTERO: Disposición RENAR 77/2005
Anexo I  -  Glosario  -Definición genérica Inciso "J".
Denominación genérica para aquel artificio pirotéc-
nico con carga de impulsión, pudiendo contener ade-
más carga de propulsión secundaria, iniciado a través
de la aplicación directa de llama o elemento incan-
descente. Está constituido por un  tubo de cartón u
otro material con base para ser artificio con   carga
de   impulsión,   pudiendo   contener   además pro-
pulsión secundaria, iniciado a través de la aplicación
llama o elemento incandescente. Está constituido por
un tubo de cartón u otro material con base para ser
apoyado sobre superficie horizontal, a los fines de
asegurar  su verticalidad. Posee el extremo de la base
cerrado y otro, con cierre de menor resistencia, a tra-
vés del cual se proyectan las materias pirotécnicas
por efecto de la carga de impulsión. Se incluyen
aquellos artificios que utilizan la acción física mo-
tora  para desplazar a  otros artificios que desarrollan
efectos lumínicos, audibles y/o fumígenos en el aire.
Alcance: Efecto audible o lumínico. Diámetro in-
terno del tubo superior 2 pulgadas.
5)MORTERO CON BOMBA: Disposición
RENAR 77/2005 Anexo I) -Glosario - Definición ge-
nérica - inciso "L". Denominación genérica para
aquel artificio pirotécnico compuesto por artificio pi-
rotécnico compuesto por un conjunto indivisible de
un elemento  inerte, constituido por un tubo de car-
tón u otro material  utilizado como contenedor de ar-
tificios pirotécnicos - bombas - que, por efecto de su
carga  de  propulsión,   son   lanzados  produciendo
efectos lumínicos, fumígenos y/o sonoros. Alcance:
Todos los calibres.
Todos los efectos.
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6)  CAÑA VOLADORA CON PARACAIDAS:
Disposición RENAR 77/2005 Anexo - Glosario -  de-
finición  genérica  -  Inciso  "O". Denomina-ción ge-
nérica para aquel artificio pirotécnico volador con
carga de propulsión, iniciado a través de la aplica-
ción directa de llama o elemento incandescente. Está
constituido por un cuerpo principal que contiene la
materia pirotécnica, unido o sostenido por una vari-
lla estabilizadora que asegura la verticalidad en la po-
sición inicial antes de su encendido con  una carga
de carga de propulsión que lo proyecta,   y  otras
mezclas  de  sustancias  que   producen  efectos lu-
mínicos,  audibles y fumígenos en  el aire.  No se au-
torizará la registración de artificios pirotécnicos de
trayectoria impredecible ni los que emiten señales lu-
minosas fumígenas o de estruendo suspendidas de
paracaídas, excepto aquellos cuya altura máxima de
apertura resulte inferior a los 40 (cuarenta) metros y
su duración hasta la total extinción no sea mayor a
10 (diez) segundos. Alcance: exclusivamente las
cañas voladoras con paracaídas.
7)   GLOBOS AEROSTÁTICOS:
ARTÍCULO 3°: Deróguese el Artículo 3° de la Or-
denanza N° 2.826/2017.
ARTÍCULO 4°: Deróguese el Artículo 4° de la Or-
denanza N° 2.826/2017.
ARTICULO 5°: Establézcase como requisito indis-
pensable para la venta de pirotecnia en comercios ha-
bilitados, la contratación obligatoria de un SEGURO
CONTRA TODO RIESGO.
ARTÍCULO 6°: Modifícase la Ordenanza N°
2.826/2017 en su artículo 6°, quedando redactado en
su parte pertinente de la siguiente manera:
Toda persona física o jurídica que pretenda realizar
evento o espectáculo donde se haga uso de pirotecnia
deberá comunicar al Departamento Ejecutivo Muni-
cipal lugar, día, hora y nombre de la empresa con
cinco días hábiles, previo a la realización del evento;
a fin de proseguir con el trámite pertinente en la ofi-
cina correspondiente.

ARTÍCULO 7°: Modifícase la Ordenanza N°
2826/2017 en su Artículo 7° quedando redactado en
su parte pertinente de la siguiente manera: Exceptú-
ese de esta Ordenanza las actividades oficiales y re-
ligiosas, como así también artificios pirotécnicos
para señales de auxilio, emergencia náutica y para el
uso de las fuerzas armadas, de seguridad y defensa
civil. 
ARTÍCULO 8°: El Departamento Ejecutivo Munici-
pal deberá realizar campañas a efectos de informar y
crear conciencia en la población sobre los peligros
que implica el uso de pirotecnia, tanto en los seres
humanos como así también on animales y medio am-
biente. 
ARTÍCULO 9°: Comuníquese, publíquese, oportu-
namente archívese.-
Fdo.: Javier Nicolás Llanos - Presidente

Honorable Concejo Deliberante
Municipalidad de Jáchal

“    María Fernanda Díaz - Secretaria
Honorable Concejo Deliberante
Municipalidad de Jáchal

MUNICIPALIDAD DE JÁCHAL
DECRETO N° 470

Jáchal, San Juan, 17 de Octubre de 2018.
VISTO:               
La Ordenanza N° 2.860, sancionada por el Concejo
Deliberante de la Municipalidad de Jáchal, a cinco
días de Septiembre tras Cuarto Intermedio día vein-
tinueve de Agosto del 2018; y
CONSIDERANDO:
Que a través de la Ordenanza citada precedente-
mente, se modifican los Artículos 1°, 2°, 6° y 7°, de
la Ordenanza 2826/17; derogando también los Artí-
culos 3° y 4° de dicha Ordenanza, en relación a la
comercialización, uso, depósito, transporte y fabri-
cación de elementos de pirotecnia, desde el 20 de Di-
ciembre al 10 de Enero de cada año, según lo
establecido en el Artículo N° 298 del Decreto N°
302/83 que reglamenta la Ley N° 20.429 (Ley Na-
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cional de Armas y Explosivos) y Ley Provincial N°
941-R, en sus Artículos N° 175,176 y 177.-
Que se debe proceder a poner en vigencia la Orde-
nanza, dictando para ello el Instrumento Legal res-
pectivo.-
POR ELLO:

EL INTENDENTE DE LA 
MUNICIPALIDAD DE JÁCHAL

DECRETA 
ARTÍCULO 1°.- Póngase en vigencia en todas sus
partes, la Ordenanza N° 2860, sancionada por el
Concejo Deliberante de la Municipalidad de Jáchal,
a cinco días de Septiembre tras Cuarto Intermedio
día veintinueve de Agosto del 2018,  se modifican
los Artículos 1°, 2°, 6° y 7°, de la Ordenanza
2826/17; derogando también los Artículos 3° y 4° de
dicha Ordenanza, en relación a la comercialización,
uso, depósito, transporte y fabricación de elementos
de pirotecnia, desde el 20 de Diciembre al 10 de
Enero de cada año, según lo establecido en el Artí-
culo N° 298 del Decreto N° 302/83 que reglamenta
la Ley N° 20.429 (Ley Nacional de Armas y Explo-
sivos) y Ley Provincial N° 941-R, en sus Artículos
N° 175,176 y 177 .-
ARTÍCULO 2°.-Tome debida nota Secretaría de Go-
bierno, Secretaría de Hacienda y Finanza, Secretaría
de Infraestructura, Oficina de Industria y Comercio,
Asesoría Letrada, Dirección de Turismo y Dirección
de Cultura, de lo dispuesto en el presente Decreto,
obrando en consecuencia.-
ARTÍCULO 3°.- Comuníquese, oportunamente ar-
chívese.-
Fdo.: C.P.N. Miguel Ángel Vega - Intendente

Municipalidad de Jáchal
“    Mg. Lic. Jesús Máximo Páez

Secretario de Gobierno
Municipalidad de Jáchal

Cta. Cte. 15.388 Diciembre 26 $ 3.000.-

MUNICIPALIDAD DE 9 DE JULIO 
SAN JUAN

DECRETO N°363/2018
Visto:
El artículo 251 de la Constitución de la Provincia de
San Juan y el artículo 132 y ss. de la Ley 1268-N -
Código Electoral de la Provincia-y;
Considerando:
Que el Poder Ejecutivo Provincial ha procedido, me-
diante Decreto N° 1979/18, a convocar al electorado
de la Provincia a Elecciones Generales para la reno-
vación de autoridades de la Provincia el día 2 de
Junio de 2019, correspondiendo por lo tanto según
artículo 169 de la Ley 1268-N que el Poder Ejecu-
tivo Municipal convoque a elecciones para la reno-
vación de cargos municipales.
POR ELLO:

EL INTENDENTE MUNICIPAL
DECRETA

ARTÍCULO 1: Convóquese para el día 2 de Junio de
2019 a elecciones Generales al cuerpo electoral del
Departamento de 9 de Julio para que conjuntamente
con las elecciones provinciales convocadas por De-
creto N° 1979/18, proceda a elegir para el período
constitucional comprendido entre el 10 de Diciem-
bre de 2019 al 10 de Diciembre de 2023 a los ciuda-
danos que ejercerán los cargos de: Intendente de la
Municipalidad de 9 de Julio, por voto directo a sim-
ple pluralidad de sufragios; Cinco Concejales Titu-
lares y Cinco Concejales suplentes por el sistema de
representación proporcional.-
ARTÍCULO 2: Determinar en función de la realiza-
ción conjunta de las elecciones que se aplica el Art.
175 de la Ley 1268-N.-
ARTÍCULO 3: Establécese en cumplimiento del Art.
169 de la Ley 1268-N que resultan de aplicación las
limitaciones dispuestas por los artículos

San Juan, Miércoles 26 de Diciembre de 2018Pág. 192.276

Boletín Oficial



EDICTO
El Juzgado Comercial Especial de la Ciudad de
San Juan, a cargo del Dr. Javier Vázquez, hace saber
por cinco días que en los autos N° 5641, caratula-
dos “Ortega, Dolores - S/Concurso Preventivo
(Garante)”, en fecha 12/11/2018 ha sido declarada
la apertura del concurso preventivo de Dolores Or-
tega, D.N.I. N° 5.643.995, C.U.I.T. Nº 27-05643995-
7, con domicilio en Ruta 40 y calle La Troja,
Rawson, San Juan. Fecha de Presentación:
16/10/2018. Hasta el 28/02/2019 los acreedores
deben presentar sus pedidos de verificación de cré-
ditos en el domicilio del Estudio PÉREZ M. y Aso-
ciados, de Ignacio de la Roza 86 Oeste, 4° Piso “C”,
Ciudad, San Juan. Horarios de Atención: martes y
jueves, de 18 a 21 hs. Informe Individual:
16/04/2019. Informe General: 30/05/2019. Audien-
cia Informativa: 15/11/2019, a las 10 hs, en el recinto
del Tribunal. Vencimiento período de exclusividad:
26/11/ 2019.- Fdo: Dr. Javier A. Vázquez, Juez.
Joyce E. Sastriques Dunlop, Pro Secretaria Auxiliar.-

N° 64.818 Diciembre 19/27. $ 1.050.-

tivo (Garante)”, en fecha 12/11/2018 ha sido decla-
rada la apertura del concurso preventivo de Gabriel
Carlos Mesquida, D.N.I. N° 8.665.012, C.U.I.T. Nº
20-08664012-7, con domicilio en Ruta 40 y calle La
Troja, Rawson, San Juan. Fecha de Presentación:
16/10/2018. Hasta el 28/02/2019 los acreedores
deben presentar sus pedidos de verificación de cré-
ditos en el domicilio del Estudio PÉREZ M. y Aso-
ciados, de Ignacio de la Roza 86 Oeste, 4° Piso “C”,
Ciudad, San Juan.  Horarios de Atención: martes y
jueves, de 18 a 21 hs. Informe Individual:
16/04/2019. Informe General: 30/05/2019. Audien-
cia Informativa: 15/11/2019, a las 10 hs, en el recinto
del Tribunal. Vencimiento período de exclusividad:
26/11/2019.- 
Fdo: Dr. Javier A. Vázquez, Juez. Joyce E. Sastriques
Dunlop, Pro Secretaria Auxiliar.-

N° 64.817 Diciembre 19/27. $ 1.070.-

EDICTO
El Juzgado Comercial Especial de la Ciudad de
San Juan, a cargo del Dr. Javier Vázquez, hace saber
por cinco días que en los autos N° 5642, caratula-
dos “Mesquida, Gabriel C. - S/Concurso Preven-

E D I C T O
Segundo Juzgado de Familia, Autos N° 58.679,
"VICENTELA, Stella Mary c/VICENTELA, Ro-
gelio Luis y MONTAÑA, Washington Eusebio
s/Impugnación de Reconocimiento y Filiación Ex-
tramatrimonial", cita y corre traslado de la de-
manda por quince días a ROGELIO LUIZ
VICENTELA, para que comparezca, constituya do-
micilio y la conteste bajo apercibimiento de los Arts.
40, 58 y 318 del CPC. Publíquese dos días. San Juan,
13/12/2018. Fdo.: Carlos Alberto Palacios, Secreta-
rio de Paz Letrado.

N° 64.921 Diciembre 26-27. $ 180.-

142,144,177,178 y cc. De la Ley 1268-N.-
ARTÍCULO 4: Notifíquese al Poder Ejecutivo Pro-
vincial y al Tribunal Electoral Provincial a los fines
de los artículos 169,175 ss. y cc. de la Ley 1268-N.-
ARTÍCULO 5: Publíquese por el término de 3 (tres)
días en el Boletín Oficial de la Provincia de San Juan
(Art 169 Ley 1268-N).-
ARTÍCULO 6: Comuníquese, notifíquese, cópiese y
oportunamente ARCHÍVESE.-
9 de Julio, San Juan, 12 de Diciembre de 2018.-
Fdo: Dr. Gustavo Emilio Nuñez - Intendente

Municipalidad de 9 de Julio
“   Marcelo Ale - Secretario de Gobierno

Municipalidad de 9 de Julio
Cta. Cte. 15.371 Diciembre 20/26. $ 1.450.-
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EDICTO
Décimo Primer Juzgado Civil, comunica autos N°
151.410/2, “LÓPEZ, CARLOS CLEMENTE Y
NAVAS, MARÍA ROSA - Sucesorio - EJECU-
CIÓN HONORARIOS”, día 28 de Diciembre de
2018, hora 10:30, martillero Juan Pablo Arabel
Trucco, lugar Av. Ignacio de la Roza N° 219 Oeste
Capital. Inmueble a subastar  Av. Ignacio de la Roza
N° 633 Oeste Vº San Roque Rivadavia, matrícula n°
4708, F° 08, T° 48, Año 1979, Rivadavia, N.C. 02-
37-150.510, dos casas construcción mixtas ocupadas.
Sup. s/t. 502,12 m2. Debe Rentas: $ 4.006,26; Mu-
nicipalidad: $ 22.916,91; OSSE: $ 409,60; Condi-
ciones: Dinero contado, mejor postor, BASE avalúo
$ 206.150,58, más impuestos, comisión martillero
3% y pago inmediato en el lugar de remate de seña
10%. Saldo al aprobarse subasta. Visita días hábiles
de 9 a 12 y de 17 a 20 hs. Más datos Martillero o Se-
cretaría Juzgado. Publíquese dos días.- San Juan, 20
de Diciembre de 2018. Fdo: Dra. Virginia del V. Ho-
leywell, Pro Secretaria.-

N° 64.894 Diciembre 21-26. $ 400.-

E D I C T O
Tercer Juzgado Civil de San Juan, en autos N°
162.359 "LORENZO MIRA RICARDO D.
C/DIEZ JORGE DANIEL S/PREPARA VÍA
EJECUTIVA", comunica que el martillero Juan
Carlos Billordo, el 06 de Febrero de 2019 a las
09:00 hs. en Av. Rawson 839 Sur - San Juan, rema-
tará a base libre, dinero de contado y al mejor pos-
tor: los derechos y acciones que le corresponden al
Sr. Jorge Daniel Diez - D.N.I. 14.878.413, como
actor, ejecutante y/o acreedor en autos N° 157.323
"DIEZ, JORGE DANIEL C/CONCA ZAMORA,
JUAN MARCELO S/EJECUTIVO", que tramitan
por ante el Cuarto Juzgado Civil de San Juan. El
comprador abonará en el acto del remate el 10% de
comisión al martillero y el valor total de lo subas-

tado. Publíquese edictos por dos días en el Boletín
Oficial y un diario local.- San Juan, 19 de Diciem-
bre de 2018. Fdo.: Viviana Temis Costantini, Abo-
gada Secretaria de Paz Letrada.

N° 64.926 Diciembre 26-27. $ 450.-

EDICTO JUDICIAL
Por resolución del Tercer Juzgado Laboral de San
Juan, a cargo de la Sra. Juez Dra. Estela Rodríguez
de Flores, en Autos N° 32.160, caratulados: “BAS-
TIAS, Jorge Alfredo c/LATIN URANIUM S.R.L.
y Otra  s/Ordinario”; el Martillero Sr. Eduardo
BARBANO,  el día 12 de Febrero de 2019 a las
9,30 horas, en su domicilio de calle Aberastain N°
161 Norte, Ciudad, San Juan; procederá a subastar, a
base libre, dinero de contado y al mejor postor, más
comisión del Martillero (diez por ciento) 10 %; los
siguientes bienes: 1)- Automóvil marca Chevrolet,
sedan 4 puertas, modelo: AVEO LT 1.6 N AT, Año
2011, motor: Chevrolet N° F16D37628701,  chasis
N° 3G1TC5CF5BL125494, Dominio:  KGA 124;
2)- Camioneta marca Toyota, Pick-Up,  Hilux 4 x 4
CD SR C/AB 3.0 TDI,  modelo:  2011,  motor To-
yota: 1KD-5281184, chasis: 8AJFZ22G6B5016522, Do-
minio: JUU 944. Ambos vehículos serán vendidos en
el estado en que se encuentran. Ambos vehículos re-
gistran deuda en concepto de Impuesto a la Radica-
ción del Automotor, informado por la Dirección Gral.
de Renta a fs. 443 y fs. 444, según el siguiente deta-
lle: Automóvil Dominio JUU 944, $ 17.183,48 al
30/10/2018; Camioneta Dominio  KGA 124  $
11.170,38 al 30/10/2018. A los fines de examinar
sendos vehículos antes de la subasta por parte de los
interesados, comunicarse con el Martillero al celular
N° 155066939 o al teléfono fijo 4212208.   San Juan,
18 de Diciembre del año 2018. Fdo.: Valeria Galovi-
che, Actuario.

N° 3361 Diciembre 26-27. $ Eximido.-

San Juan, Miércoles 26 de Diciembre de 2018Pág. 192.278

Boletín Oficial



bre de 2018. Fdo.: Dra. María Josefina Lucero S.,
Firma Autorizada. Registro Público de Comercio, San Juan.-

N° 64.914 Diciembre 26. $ 130.-

EDICTO
Por disposición del Juzgado Comercial Especial de
esta Ciudad, Secretaría del Registro Público de Co-
mercio, en autos N° 23.780, "VIA VENETO S.A.
s/I. Directorio", se ha ordenado la publicación por
un día del presente edicto con motivo de la inscrip-
ción del directorio de la referida sociedad. Acta de
Directorio N°17 de fecha 8/03/2018, - N°18 de fecha
26/03/2018, por decisión de la Asamblea General Or-
dinaria de accionista de fecha 23/03/2018. Directo-
res: Director Titular: Presidente: Manuel Dante
Uzair, D.N.I. N°16.836.398, CUIT  20-16836398-3.
Director   Suplente:    Juan Sebastián Bongiovanni,
D.N.I. N° 28.904.803, CUIT 20-28904803-1. CUIT
Social 30-71456520-2.- San Juan, 18 de Diciembre
2018. Fdo.: Dra. María Josefina Lucero S., Firma Au-
torizada. Registro Público de Comercio, San Juan.-

N° 64.923 Diciembre 26. $ 130.-

EDICTO
Juzgado Comercial Especial, Registro Público de
Comercio, en Autos N° 23.199 caratulados "ES-
PARTACO S.R.L. S/ RECONDUCCIÓN SO-
CIETARIA", ha ordenado publicar edicto por un
día, haciendo saber que los socios de ESPARTACO
S.R.L.CUIT 33-68171021-9, por Acta Nº 22 de fecha
11/01/2016, Sres. Javier Jesús Mengual, DNI Nº
25.649.321, Juan Fernando Mengual, DNI Nº
17.625.036 y Sebastian Santiago Mengual, DNI Nº
20.275.651, han resuelto la reconducción de la so-
ciedad, por lo que la Cláusula Segunda del Contrato
Social quedará redactada de la siguiente manera:
"SEGUNDA: El plazo de duración de la sociedad
será de 80 años, contados a partir de la inscripción
de la reconducción por ante el Registro Público de
Comercio. Este plazo podrá ser prorrogado por
acuerdo unánime de los socios, con su posterior ins-
cripción en el Registro Público de Comercio.- San
Juan, 17 Diciembre de 2018. Fdo: Dra. Analía Gar-
cés, Secretaria - Registro Público de Comercio, San
Juan.-

N° 64.915 Diciembre 26. $ 200.-

EDICTO
Que por disposición del Juzgado Comercial Espe-
cial, Secretaría del Registro Público de Comercio, en
autos Nº 23.419, caratulados: "TRANSPORTES
CLASUR S.R.L. S/I. Gerencia", se ordenó la pu-
blicación por el término de un día en el Boletín Ofi-
cial de la Designación de nuevo gerente. Que por
Acta de Socios Nº 202 de fecha 30 de Enero de
2.018, los socios de TRANSPORTES CLASUR
S.R.L., CUIT Nº 30-67326484-7, designan como Ge-
rente no socio al Sr. PEDRO HECTOR NEGRE,
CUIT Nº 20-07951623-7. San Juan, 17 de Diciem-

EDICTO
El Primer Juzgado Civil de San Juan, autos Nº
140.188, "OLIVERA, YOLANDA ROSARIO -
S/Adquisición de Dominio por Usucapión Abre-
viado”, cita y emplaza a presuntos herederos del
titular registral, Sres. JORGE CREMADES y NORA
CREMADES y/o terceros interesados en el inmue-
ble a usucapir, destinado a vivienda, sito en calle In-
dependencia s/n de Va. Cremades del Dpto. Pocito
inscripto en  el Registro Inmobiliario bajo el Nº 342,
Fº 355 Tº 3 del Dpto. de Pocito del año 1932 (en
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mayor extensión)  a nombre de JOSÉ MANUEL
CREMADES, N.C. 05-41-789648  cuyas  Nomen-
cla-turas Catastrales de origen Nº 0541/800640-
790640- 780640- 780630  s/ plano de mensura Nro.
05-4632, inscripto en la Dirección Gral. de Geodesia
y Catastro  con fecha 5 de Junio de 2001, realizado
por el Ing. Agrimensor Enzo E. Ferrarini linda y
mide: Norte: con N.C. 05-41-810640, mide 55,34
mts., Sur: con N.C. 0541/770630, mide 56,75 mts.
propiedad de Jacinto Brizuela, Este: con calle Inde-
pendencia, mide 59,65mt. y Oeste: con N.C. 0541-
800510,  mide 59,49mt. encerrando una Superficie
total de 3.338,36m2, actualizado 27 de Diciembre de
2013, para que dentro del plazo de tres (3) días con-
tados a partir de la última publicación, comparezcan
a estar a derecho, bajo apercibimiento de designar
Defensor Oficial, publíquese dos días en el Boletín
Oficial y en un diario local.- San Juan, 4 de Diciem-
bre de 2018. Hugo Ricardo Lucero, Oficial Mayor  -
Actuario- Firma Autorizada.-

N° 64.927 Diciembre 26-27. $ 650.-

EDICTO
Sr. Juez del Octavo Juzgado Civil, en autos N°
158.088, caratulados "MARINERO, GLADIS
ORTENCIA - S/ADQUISICIÓN DE DOMINIO
POR USUCAPIÓN ABREVIADO'', ha dictado la
Resolución la que en su parte pertinente dice: “San
Juan, 05 de Diciembre de 2018. VISTO...: Y CON-
SIDERANDO...: RESUELVO: I) Admitir la de-
manda instaurada por la Sra. Gladis Ortencia
Marinero, declarando que ha adquirido por posesión
veinteañal el dominio del inmueble NC N° 04-46-
950300, ubicado en calle Dr. Ortega 988 (Oeste), V°
Krause, Departamento Rawson, San Juan, cuyos lí-
mites y linderos son: al Norte con calle Dr. Ortega y

EDICTO
El Juzgado Letrado de Jáchal, en autos Nº 22.671,
caratulados, “ESPEJO DE ESPEJO, MARGA-
RITA EVANGELISTA - PRESCRIPCIÓN AD-
QUISITIVA - HOY RECONSTRUCCIÓN”, que
tramitan ante el Juzgado Letrado de Jáchal, el Sr.
Juez que entiende en la causa ha  dictado la siguiente
sentencia: Jáchal, 23 de septiembre de 1982:
AUTOS: VISTOS: Y CONSIDERANDO: RE-
SUELVO: Declarar en cuanto hubiere lugar en dere-
cho y sin perjuicio de terceros que doña
MARGARITA EVANGELISTA ESPEJO DE ES-
PEJO, ha adquirido por prescripción adquisitiva
veinteñal el inmueble ubicado en calle Florida N°
930, Ciudad de Jáchal, cuyos límites  son:  al
NORTE: calle Florida; SUR: Rodolfo Gardi, Be-

mide 37,52 mts.; al Este con parcela NC N° 04-46-
950320 y mide 20,75 mts.; al Sur con parcela NC N°
04-46-940300 y mide 41,85 mts.; y al Oeste con calle
Manuel Lemos y mide en dos puntos 6,11 mts. y
16,70 mts.; encerrando una superficie total de Ocho-
cientos Sesenta y Cinco con Cuarenta y Tres Metros
Cuadrados (865,43 m2) según plano de mensura N°
04-13449-15. II) Ordenar que una vez consentida y
firme la presente, se inscriba el dominio en el Regis-
tro General Inmobiliario a nombre de la nueva titu-
lar, disponiendo para ello la cancelación del dominio
anterior. A tal fin, ofíciese al Registro General In-
mobiliario y demás reparticiones oficiales pertinen-
tes, previa acreditación del pago de las tasas y
servicios que gravan el inmueble. Publíquese edic-
tos por dos (2) días en el diario local y en el Boletín
Oficial. Protocolícese, agréguese copia a los autos y
notifíquese.- 
Fdo.: Dr. Walter Otiñano, Juez. Alejandra Morales,
Jefe de Despacho.-

N° 64.928 Diciembre 26-27. $ 730.-
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que dentro del plazo de tres (3) días a partir de la úl-
tima notificación se presenten bajo apercibimiento
de designar Defensor Oficial en caso de incompare-
cencia (Art. 305 Ley 988-O). Publíquese edictos por
dos días en Boletín oficial y diario local.- San Juan,
19 de Diciembre de 2018. Hugo Ricardo Lucero,
Oficial Mayor-Actuario-Firma Autorizada.-

N° 64.903 Diciembre 26-27. $ 470.-

EDICTO
Séptimo Juzgado Civil, en autos Nº 115.090,
“CASTRO, BERNARDA ADELA ADELFA -
PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA”, por lo que de
conformidad a los Arts. 3999, 4015 y ccdtes. del Có-
digo Civil , Ley 14.159, y Art. 47 de la Ley 56-O mo-
dificada por Ley 8037 RESUELVO: 1º) Declarar que
la Sra. Bernarda Adela Adelfa Castro, ha adquirido
por prescripción adquisitiva  veinteañal al
01/12/1969, el dominio del inmueble ubicado en
calle Ameghino N° 227 (Sur), Capital, Provincia de
San Juan, N.C. de origen 01-44360620, plano
01/27.044/09, con una superficie según mensura de
809,70 m2,  límites y linderos son: Al Norte con N.C.
01-44-384570 y 01-44-370590, punto 1-2 y mide
54,60 mts; Sur: Con parcelas N° 01-44-330570 y 01-
44-361621 y mide 54,53 mts; Este: Con calle Ameg-
hino, punto 2-3, mide 14,61 mts; Oeste: Con Parcela
01-44-350550 punto 4-1 mide 15,08 mts.; 2º) Ordé-
nase la inscripción de dominio a nombre de Bernarda
Adela Adelfa Castro. Oportunamente, gírense las fi-
chas pertinentes al Registro General Inmobiliario. 3°)
Ordenar la cancelación del dominio anterior inscripto
a nombre de Castro Ramón y Gonzalez Rosa,  bajo
el N° 3604, F°4, T° 16 del Departamento Capital -
Zona B, Año 1948, a cuyo fin cúrsese oficio de estilo
al registro General Inmobiliario. 3º) Publíquese edic-
tos por dos días en el Boletín Oficial y en el diario
local.- San Juan, 26 de Noviembre de 2018. Fdo: Dr.
Héctor Rollán, Juez Subrogante. Dra. Mariela Igle-
sias Galante, Secretaria de Paz.-

N° 64.919 Diciembre 26-27. $ 690.-

EDICTO
Primer Juzgado Civil, a cargo del Dr. Héctor Ro-
llán, en autos Nº 163.905, caratulados "Otarola,
Ricardo Pablo - Prescripción Adquisitiva", cita a
Vicente Más Garcés en su carácter de titular registral
y/o herederos y/o a quienes se consideren con dere-
cho sobre el inmueble ubicado en calle Estado de Is-
rael 849 oeste, Rawson, San Juan, N.C.
04-21-660110, que limita: NORTE: con inmueble
N.C. 04-21-680100, mide 14,06 mt.; SUR: con calle
Estado de Israel, mide 14,05 mt.; ESTE: con inmue-
bles N.C. 04-21-670120, N.C. 04-21-670130, N.C.
04-21-641121 y N.C. 04-21-630120, mide 42,10 mt.;
OESTE: con inmueble N.C. 04-21-672100, mide
42,08 mt.; plano de mensura Nº 04/13813-16, super-
ficie S/M 589,20 m2, destino vivienda y galpón; para

nigno Figueroa, Ignacio Tejada y Alberto Quiroga;
ESTE: Brígida Noelia Salas y otras y OESTE: Mi-
guel Ángel Robledo abarcando superficie total según
de mensura de 2438,01 mts; 2) Publíquese edictos
por dos veces en el Boletín Oficial y en un diario
local. Inscríbase en el Registro General de la Propie-
dad y demás reparticiones públicas que corresponda
y dese copia si se solicita. Protocolícese, agréguese
copia autorizada a los autos. Notifíquese.- Fdo: Dr.
Juan Carlos Peluc Noguera, Juez. OTRA SENTEN-
CIA QUE DICE: San Juan, Jáchal 10 de agosto de
2017: VISTOS... Y CONSIDERANDO... RE-
SUELVO: Aclarar la sentencia de fs. 10/12, respecto
de la resolutiva del fallo, siendo correcta: El Inmue-
ble Usucapido al Norte limita con calle Florida punto
1-2 mide 33,60mts; SUR: limita con el Sr. Rodolfo
Gordi, Sr. Benigno Figueroa, Sr. Ignacio Tejada y el
Sr. Alberto Quiroga punto 4-5 mide 43,10 mts;
ESTE: limita con el Sr. Miguel Ángel Robledo pun-
tos 5-1 mide 64,40mts y OESTE: limita con la Sra.
Brígida Noelia Salas y otras pto 3-4 mide 50,22 mts
y pto 2-3 mide 14,57 mts Fdo: Pablo Nicolás Oritja,
Juez. Dr. Gustavo Marcelo Berreta, Pro Secretario
Civil.-

N° 64.916 Diciembre 26-27. $ 840.-
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EDICTO
El Tercer Juzgado Civil, cita y emplaza a herede-
ros y acreedores de IBAÑEZ, AIDA MERCEDES,
D.N.I. N° 3.750.385 a estar en derecho en el término
de treinta días en autos N° 168.135, caratulados
"IBAÑEZ, AIDA MERCEDES - S/Sucesorio”.
Publíquense edictos por el término de tres días en el
Boletín Oficial y en un diario local y cítese a todos
aquellos que se consideren con derecho a los bienes
dejados por el mismo para que dentro de treinta días
lo acrediten y se presenten en este proceso. Aclárese
en el edicto, que el plazo previamente fijado comen-
zará a correr desde el día siguiente al de la última pu-
blicación y se computará en días corridos, salvo los
que correspondieren a ferias judiciales -Conf. Art.
692 in fine del C.P.C..- Fdo.: Dr. Luis Arancibia,
Juez. San Juan, 19 de Diciembre de 2018. Fdo. Dr.
Arturo Velert Vita, Pro Secretario Auxiliar.-

N° 64.905 Diciembre 26/28. $ 60.-

EDICTO
El Tercer Juzgado Civil, cita y emplaza a herede-
ros y acreedores de ALDANA, MARÍA ANGÉ-
LICA, D.N.I. N° 8.065.720 y de SÁNCHEZ, JUAN
ROGER, D.N.I. N° 6.730.447 a estar en derecho en
el término de treinta días en autos N° 168.439, ca-
ratulados "ALDANA, MARÍA ANGÉLICA Y
SÁNCHEZ, JUAN ROGER - S/Sucesorio”. Pu-
blíquense edictos por el término de tres días en el Bo-
letín Oficial y en un diario local y cítese a todos
aquellos que se consideren con derecho a los bienes
dejados por el mismo para que dentro de treinta días
lo acrediten y se presenten en este proceso. Aclárese
en el edicto, que el plazo previamente fijado comen-
zará a correr desde el día siguiente al de la última pu-
blicación y se computará en días corridos, salvo los
que correspondieren a ferias judiciales -Conf. Art.
692 in fine del C.P.C..-

Fdo.: Dr. Luis Arancibia, Juez. San Juan, de Di-
ciembre de 2018. Fdo. Dra. María Alejandra Conca,
Abogada - Secretaria.-

N° 64.920 Diciembre 26/28. $ 60.-

EDICTO
El 5° Juzgado Civil, en los autos N° 168.328, cara-
tulados "QUIROGA, LEONARDO FERMÍN - S/Su-
cesorio”, cita y emplaza en el término de 30 días a
herederos y acreedores de QUIROGA, LEONARDO
FERMÍN. Publíquense edictos por 3 días en el Bole-
tín Oficial y en un diario local.- Fdo: Dr. Carlos Fer-
nández Collado, Juez. San Juan, 18 de Diciembre de
2018. Fdo. Dra. Paola Cassab Bianchi, Abogada - Se-
cretaria.-

N° 64.311 Diciembre 26/28. $ 60.-

EDICTO
El Juzgado de Paz Letrado de Angaco de la Pro-
vincia de San Juan, cita y emplaza por treinta días,
a herederos y acreedores de PAREDES, JUAN
IRENO M.I. 3.140.522, para que comparezcan y
hagan valer sus derechos, en autos N° 5810/18, ca-
ratulados "PAREDES, JUAN IRENO - S/Suceso-
rio". Publíquese edictos por el término de tres días
en el Boletín Oficial y en un diario local, de acuerdo
con lo dispuesto en los Arts. 682, 683 y 692 del
C.P.C.. San Juan, 19 de Diciembre de 2018. Fdo.
Dra. Mabel Susana López, Juez. Tatiana Florentina
Navarro, Actuario.-

N° 64.925 Diciembre 26/28. $ 60.-

EDICTO
El Juez del Décimo Primer Juzgado Civil, Co-
mercial y Minería, cita y emplaza por treinta días, a
herederos y acreedores de DE LA VEGA BAR-
ZOLA, MARÍA TERESA en autos N° 168.056, ca-
ratulados "DE LA VEGA BARZOLA, MARÍA
TERESA - S/Sucesorio". Publíquense por un día en
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EDICTO
Octavo Juzgado Civil, Comercial y Minería de
San Juan, cita y emplaza por el plazo de treinta días
a herederos y acreedores de VÍCTOR ÁNGEL FI-
GUEROA, L.E. N° 7.808.053, en autos Nº 167.509,
caratulados "FIGUEROA, VÍCTOR ÁNGEL -
S/Sucesorio". Hágase saber que sólo se incluirán en
la declaratoria de herederos a los titulares de la vo-
cación hereditaria que, además de justificar el vín-
culo con el causante, acepten la herencia en forma
expresa o se acredite en autos que ha existido acep-
tación tácita de la misma, conforme Art. 2294 del Có-
digo Civil y Comercial de la Nación. Ello sin
perjuicio del derecho que asiste a los coherederos y
acreedores de hacer uso de la facultad que le otorga
el Art. 2289 del mismo cuerpo legal. Publíquese por
tres días en Boletín Oficial y en un diario local.- San
Juan, 17 de Diciembre de 2018. Fdo. Alejandra Mo-
rales, Jefe de Despacho.-

N° 64.900 Diciembre 21/27. $ 60.-

EDICTO
Octavo Juzgado Civil, Comercial y Minería de
San Juan, cita y emplaza por el plazo de treinta días
a herederos y acreedores de JUAN JOSÉ ARRAEZ
y de CARMEN PALOMO, en autos Nº 168.303, ca-
ratulados "ARRAEZ, JUAN JOSÉ Y PALOMO,
CARMEN - S/Sucesorio". Hágase saber que sólo
se incluirán en la declaratoria de herederos a los ti-

8.085.030 a estar a derecho en el término de treinta
días en autos N° l62.052, caratulados "CRIADO,
NÉSTOR JOSÉ Y GRECO, AMELIA ESTHER -
S/Sucesorio". Este plazo comenzará a correr desde
el día siguiente al de la última publicación y se com-
putará en días corridos, salvo los que correspondie-
ren a ferias judiciales. Publíquese edictos por el plazo
de 3 días en el Boletín Oficial y en un diario local.-
San Juan, 19 de Diciembre de 2018. Fdo: Dra. Vi-
viana Fuentes, Secretaria de Justicia de Paz.-

N° 64.907 Diciembre 26/28. $ 60.-

el Boletín Oficial.- San Juan, 17 de Diciembre de
2018. Fdo: Dr. Mario Ignacio Díaz, Actuario.-

N° 64.904 Diciembre 26. $ 60.-

EDICTO
El Sr. Juez del Cuarto Juzgado Civil, Comercial y
Minería, cita y emplaza por treinta días a herederos
y acreedores del/la/los Sr./Sra./Sres. ESPÍN, JUAN
FERNANDO en autos N° 166.750, caratulados:
"ESPIN, JUAN FERNANDO - S/Sucesorio".
Aclárese que el plazo previamente fijado comenzará
a correr desde el día siguiente al de la última publi-
cación y se computará en días corridos, salvo los que
correspondieren a ferias judiciales -conf. Art. 692 in
fine del C.P.C. Publíquese por un día en el Boletín
Oficial.- San Juan, 27 de Noviembre de 2018. Fdo:
Dr. Nicolás Ricardo Pontoriero, Abogado - Secretario.-

N° 64.917 Diciembre 26. $ 60.-

EDICTO
El Sr. Juez del Cuarto Juzgado Civil, Comercial y
Minería, cita y emplaza a herederos, acreedores y a
todos los que se consideren con derecho a los bienes
dejados por el causante Sr./Sra./Sres. MUNIZAGA,
MARÍA QUITERIA, D.N.I. N° 11.204.640 en autos
N° 168.237, caratulados: "MUNIZAGA, MARÍA
QUITERIA - S/Sucesorio", para que lo acrediten
dentro de los 30 días. Aclárese que el plazo previa-
mente fijado comenzará a correr desde el día si-
guiente de la publicación y se computará en días
corridos -conf. Art. 2340 del C.C. y C..- Publíquese
por un día en el Boletín Oficial. San Juan, 20 de Di-
ciembre de 2018. Fdo: Dra. María Soledad Vargas,
Firma Autorizada.-

N° 64.902 Diciembre 26. $ 60.-

EDICTO
Noveno Juzgado Civil, cita y emplaza a herederos y
acreedores de AMELIA ESTHER GRECO, D.N.I.
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tulares de la vocación hereditaria que, además de jus-
tificar el vínculo con el causante, acepten la herencia
en forma expresa o se acredite en autos que ha exis-
tido aceptación tácita de la misma, conforme Art.
2294 del Código Civil y Comercial de la Nación.
Ello sin perjuicio del derecho que asiste a los cohe-
rederos y acreedores de hacer uso de la facultad que
le otorga el Art. 2289 del mismo cuerpo legal. Publí-
quese por tres días en Boletín Oficial y en un diario
local.- San Juan, 19 de Diciembre de 2018. Fdo. Ale-
jandra Morales, Jefe de Despacho.-

N° 64.875 Diciembre 21/27. $ 60.-

EDICTO
Octavo Juzgado Civil, Comercial y Minería de
San Juan, cita y emplaza por el plazo de treinta días
a herederos y acreedores de ROBERTO FLOREN-
CIO BOHEMI, en autos Nº 167.341, caratulados
"BOHEMI, ROBERTO FLORENCIO - S/Suce-
sorio". Hágase saber que sólo se incluirán en la de-
claratoria de herederos a los titulares de la vocación
hereditaria que, además de justificar el vínculo con el
causante, acepten la herencia en forma expresa o se
acredite en autos que ha existido aceptación tácita de
la misma, conforme Art. 2294 del Código Civil y Co-
mercial de la Nación. Ello sin perjuicio del derecho
que asiste a los coherederos y acreedores de hacer
uso de la facultad que le otorga el Art. 2289 del
mismo cuerpo legal. Publíquese por tres días en Bo-
letín Oficial y en un diario local.- San Juan, 7 de Di-
ciembre de 2018. Fdo. Alejandra Morales, Jefe de
Despacho.-

N° 64.871 Diciembre 21/27. $ 60.-

EDICTO
El Tercer Juzgado Civil, cita y emplaza a herede-
ros y acreedores de MEISSL, ROBERTO FRAN-
CISCO, D.N.I. N° 6.725.392 a estar en derecho en
el término de treinta días en autos N° 168.544, ca-
ratulados "MEISSL, ROBERTO FRANCISCO -

S/Sucesorio”. Publíquense edictos por el término de
tres días en el Boletín Oficial y en un diario local y
cítese a todos aquellos que se consideren con derecho
a los bienes dejados por el mismo para que dentro de
treinta días lo acrediten y se presenten en este pro-
ceso. Aclárese en el edicto, que el plazo previamente
fijado comenzará a correr desde el día siguiente al de
la última publicación y se computará en días corri-
dos, salvo los que correspondieren a ferias judiciales
-Conf. Art. 692 in fine del C.P.C..- Fdo.: Dr. Luis
Arancibia, Juez. San Juan, 18 de Diciembre de 2018.
Fdo. Dr. Arturo Velert Vita, Pro Secretario Auxiliar.-

N° 64.872 Diciembre 21/27. $ 60.-

EDICTO
El Tercer Juzgado Civil, cita y emplaza a herede-
ros y acreedores de LUJÁN, PEDRO GABRIEL,
D.N.I. N° 6.748.680 a estar en derecho en el término
de treinta días en autos N° 167.985, caratulados
"LUJÁN, PEDRO GABRIEL - S/Sucesorio”. Pu-
blíquense edictos por el término de tres días en el Bo-
letín Oficial y en un diario local y cítese a todos
aquellos que se consideren con derecho a los bienes
dejados por el mismo para que dentro de treinta días
lo acrediten y se presenten en este proceso. Aclárese
en el edicto, que el plazo previamente fijado comen-
zará a correr desde el día siguiente al de la última pu-
blicación y se computará en días corridos, salvo los
que correspondieren a ferias judiciales -Conf. Art.
692 in fine del C.P.C..- Fdo.: Dr. Luis Arancibia,
Juez. San Juan, 13 de Diciembre de 2018. Fdo. Dr.
Arturo Velert Vita, Pro Secretario Auxiliar.-

N° 64.889 Diciembre 21/27. $ 60.-

EDICTO
Séptimo Juzgado Civil de San Juan, cita y emplaza
a herederos y/o  acreedores de TOMAS CLAUDIO
GALLARDO, D.N.I. 3.152.255 Y MARÍA ES-
THER IBACETA, D.N.I. 8.085.252 a estar en dere-
cho en el plazo de treinta (30) días en autos N°
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EDICTO
Primer Juzgado Civil de San Juan, cita y emplaza
a herederos y/o acreedores de DELUIGI, RAÚL EL-
VECIO, (D.N.I. 6.768.217) a estar en derecho en el
plazo de treinta (30) días en autos Nº 167.772, ca-
ratulados "DELUIGI, RAÚL ELVECIO - S/Su-
cesorio”. Este plazo comenzará a correr desde el día
siguiente al de la última publicación y se computará
en días corridos, salvo los que correspondieren a fe-
rias judiciales. Publíquese edictos por el plazo de tres

(3) días en el Boletín Oficial y en un diario local.
Sólo serán declarados herederos quienes justifiquen
el vínculo con el causante y acepten la herencia (cfr.
Art. 2286º y 2293º cc y ss C.C. y C.N.).- San Juan, 13
de Diciembre de 2018. Fdo. Mirna Silvana Morales,
Jefe de Despacho.-

N° 64.863 Diciembre 20/26. $ 60.-

EDICTO
El 5° Juzgado Civil, en los autos N° 167.755, cara-
tulados "CASTILLO, CARLOS SANTIAGO - S/Su-
cesorio”, cita y emplaza en el término de 30 días a
herederos y acreedores de CASTILLO, CARLOS
SANTIAGO. Publíquense edictos por 3 días en el
Boletín Oficial y en un diario local.- Fdo: Dr. Carlos
Fernández Collado, Juez. San Juan, 18 de Diciembre
de 2018. Fdo. Dr. Ramiro A. Díaz Dauria, Pro Se-
cretario.-

N° 64.843 Diciembre 20/26. $ 60.-

EDICTO
Séptimo Juzgado Civil de San Juan, cita y emplaza
a herederos y/o  acreedores de DIEGO JOSÉ VA-
LENZUELA, D.N.I. 6.771.786 a estar en derecho
en el plazo de treinta (30) días en autos N° 168.331,
caratulados "VALENZUELA, DIEGO JOSÉ -
S/Sucesorio". Este plazo comenzará a correr desde
el día siguiente al de la última publicación y se com-
putará en días corridos, salvo los que correspondie-
ren a ferias judiciales. Publíquese edictos por el plazo
de tres (3) días en el Boletín Oficial y en un diario
local. Sólo serán declarados herederos quienes justi-
fiquen el vínculo con el causante y acepten la heren-
cia (cfr. Art. 2293° cc y ss C.C.y C.N.).- San Juan,
11 de Diciembre de 2018. Fdo: Dr. Mariano Juárez
Prieto, Secretario.-

N° 64.862 Diciembre 20/26. $ 60.-

EDICTO
Séptimo Juzgado Civil de San Juan, cita y emplaza
a herederos y/o  acreedores de GLADYS SUSANA
DOMÍNGUEZ, D.N.I. 3.277.471 a estar en derecho

168.435, caratulados "GALLARDO, TOMAS
CLAUDIO Y IBACETA, MARÍA ESTHER -
S/Sucesorio". Este plazo comenzará a correr desde
el día siguiente al de la última publicación y se com-
putará en días corridos, salvo los que correspondie-
ren a ferias judiciales. Publíquese edictos por el plazo
de tres (3) días en el Boletín Oficial y en un diario
local. Sólo serán declarados herederos quienes justi-
fiquen el vínculo con el causante y acepten la heren-
cia (cfr. Art. 2293° cc y ss C.C.y C.N.).- San Juan,
18 de Diciembre de 2018. Fdo: Dr. Mariano Juárez
Prieto, Secretario.-

N° 64.881 Diciembre 21/27. $ 60.-

EDICTO
Séptimo Juzgado Civil de San Juan, cita y emplaza
a herederos y/o  acreedores de VICTORIO NES-
MAN, D.N.I. 11.481.104 a estar en derecho en el
plazo de treinta (30) días en autos N° 168.060, ca-
ratulados "NESMAN, VICTORIO - S/Suceso-
rio". Este plazo comenzará a correr desde el día
siguiente al de la última publicación y se computará
en días corridos, salvo los que correspondieren a fe-
rias judiciales. Publíquese edictos por el plazo de tres
(3) días en el Boletín Oficial y en un diario local.
Sólo serán declarados herederos quienes justifiquen
el vínculo con el causante y acepten la herencia (cfr.
Art. 2293° cc y ss C.C.y C.N.).- San Juan, 7 de Di-
ciembre de 2018. Fdo: Dr. Mariano Juárez Prieto, Se-
cretario.- N° 64.878 Diciembre 21/27. $ 60.-
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en el plazo de treinta (30) días en autos N° 168.463,
caratulados "DOMÍNGUEZ, GLADYS SUSANA
- S/Sucesorio". Este plazo comenzará a correr desde
el día siguiente al de la última publicación y se com-
putará en días corridos, salvo los que correspondie-
ren a ferias judiciales. Publíquese edictos por el plazo
de tres (3) días en el Boletín Oficial y en un diario
local. Sólo serán declarados herederos quienes justi-
fiquen el vínculo con el causante y acepten la heren-
cia (cfr. Art. 2293° cc y ss C.C.y C.N.).- San Juan,
12 de Diciembre de 2018. Fdo: Dr. Mariano Juárez
Prieto, Secretario.-

N° 64.848 Diciembre 20/26. $ 60.-

EDICTO
Séptimo Juzgado Civil de San Juan, cita y emplaza
a herederos y/o  acreedores de SOFÍA MARIANA
ORO, D.N.I. 6.616.946 a estar en derecho en el
plazo de treinta (30) días en autos N° 167.766, ca-
ratulados "ORO, SOFÍA MARIANA - S/Suceso-
rio (Conex. con Exp. N° 164.741)". Este plazo
comenzará a correr desde el día siguiente al de la úl-
tima publicación y se computará en días corridos,
salvo los que correspondieren a ferias judiciales. Pu-
blíquese edictos por el plazo de tres (3) días en el Bo-
letín Oficial y en un diario local. Sólo serán
declarados herederos quienes justifiquen el vínculo
con el causante y acepten la herencia (cfr. Art. 2293°
cc y ss C.C.y C.N.).- San Juan, 14 de Diciembre de
2018. Fdo: Dr. Mariano Juárez Prieto, Secretario.-

N° 64.846 Diciembre 20/26. $ 60.-

EDICTO
Séptimo Juzgado Civil de San Juan, cita y emplaza
a herederos y/o  acreedores de JUAN CARLOS
AGUILAR, D.N.I. 14.773.282 a estar en derecho en
el plazo de treinta (30) días en autos N° 168.268, ca-
ratulados "AGUILAR, JUAN CARLOS - S/Su-
cesorio". Este plazo comenzará a correr desde el día
siguiente al de la última publicación y se computará

en días corridos, salvo los que correspondieren a fe-
rias judiciales. Publíquese edictos por el plazo de tres
(3) días en el Boletín Oficial y en un diario local.
Sólo serán declarados herederos quienes justifiquen
el vínculo con el causante y acepten la herencia (cfr.
Art. 2293° cc y ss C.C.y C.N.).- San Juan, 14 de Di-
ciembre de 2018. Fdo: Dr. Mariano Juárez Prieto, Se-
cretario.-

N° 64.845 Diciembre 20/26. $ 60.-

EDICTO
El Juzgado de Paz Letrado de Sarmiento, cita y
emplaza por el plazo de treinta días a herederos y
acreedores de TASCHERET, HÉCTOR ADOLFO
en autos N° 13.140/18, “TASCHERET, HÉCTOR
ADOLFO - S/Civil (Sucesorio). Publíquese edictos
por el término de tres días en el Boletín Oficial y en
un diario local y cítese a todos aquellos que se con-
sideren con derecho a los bienes dejados por el
mismo para que dentro de treinta días lo acrediten y
se presenten en este proceso .Aclárese en el edicto,
que el plazo previamente fijado comenzará a correr
desde el día siguiente al de la última publicación y
se computará en días corridos, salvo los que corres-
pondieren a ferias judiciales -conf. Art. 692 in fine
del C.P.C./Ley 7942 y sus modificatorias.- Fdo: Dra.
María Eugenia Barassi, Jueza de Paz Letrada. San
Juan, Sarmiento, 19 de Diciembre de 2018. Dra. Ro-
mina Ferreira, Firma Autorizada.-

N° 64.870 Diciembre 20/26. $ 60.-

Publicaciones........................$           13.015,00
Impresiones.............................................$        35.400,00
Venta Boletines Oficiales..... $                     400,00

Total............$           48.815,00
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